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XI. OTROS DOCUMENTOS DE LA CUENTA.


1.
Comunicación 


-
Del señor diputado García, quien acompaña licencia médica por la cual acredita que deberá permanecer en reposo por un plazo de 10 días, a contar del 27 de noviembre próximo pasado.


2.
Notas:


-
Del señor diputado León, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 28 de noviembre de 2013 próximo pasado para dirigirse a Australia.


-
Del señor diputado Ascencio, por la cual informa que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento de la Corporación, se ausentará del país por un plazo inferior a 30 días a contar del 28 de noviembre próximo pasado, para dirigirse a Australia. 


-
Del señor diputado Araya, por la cual informa que se ausentará a la Sesión de Sala del día de hoy, martes 3 de diciembre de 2013 en curso. 



Respuestas a Oficios



Contraloría General de la República

-
Diputado Chahín, Participación del Jefe de Área del Instituto de Desarrollo Agropecuario de Curacautín en actividades de campaña política el día martes 28 de mayo, en horas de trabajo y utilizando vehículos fiscales, ordenando la instrucción del sumario correspondiente por incumplimiento de la normativa administrativa que rige la materia. (71820 al 5071).


-
Diputado Schilling, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de tomar conocimiento y determinar la legalidad del procedimiento de Concurso Interno de Promociones del Servicio Nacional de Aduanas, que se adjunta a la presenta solicitud. (74820 al 13355).


-
Diputado Araya, Solicita informe sobre la procedencia de la puesta en servicio provisoria de las obras decretadas respecto del proyecto concesión vial autopistas de la Región de Antofagasta. (74863 al 12925). 


-
Diputado Saffirio, Fiscalización de cumplimiento de Plan de Descontaminación de Temuco y Padre Las Casas (76102 al 7566). 


-
Diputado Saffirio, Ordene investigar la responsabilidad administrativa tanto de los señores Intendente Regional de La Araucanía como del Secretario Regional Ministerial de Educación de la citada región y del Director Provincial de Educación Cautín Norte, en relación con la denuncia acaecida el 18 de abril pasado, en orden a que 42 alumnos de séptimo y octavo año básico de la escuela “Arturo Prat” de Temuco fueron llevados dentro de la jornada escolar, y sin autorización de sus padres o apoderados, a una actividad política en apoyo al exministro de Educación, señor Harald Beyer, indicando al efecto si el municipio de Temuco registró la salida de los alumnos y qué monto dejó de percibir por concepto de subvención escolar y en qué cantidad se procederá a descontar dicho subvención si ello procediere, teniendo a la vista los hechos detallados en la intervención adjunta, e informe de sus gestiones a esta Corporación. 


-
(76502 al 10987).


-
Diputado Robles, Solicita tenga a bien disponer la investigación de los hechos descritos en la intervención y antecedentes adjuntos, en relación con la contratación de profesionales a honorarios y a suma alzada, en la Dirección de Atención Primaria del Servicio de Salud Metropolitano Central e informe a esta Corporación de sus resultados. (77203 al 11431). 



Ministerio de Interior


-
Diputado De Urresti, Estado de avance de las obras Bicentenario que se ejecutarán en la Región de Los Ríos, el respectivo cronograma y la individualización de la comisión especial a cargo de concretarlas. (2704 al 12612).



Ministerio de Economía, Fomento y Turismo

-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara sobre los trámites que debe realizar la señora Hortensia Aida Cabezas Pastor, de la comuna de Pichidegua, para postular al programa Capital Semilla. (75 al 13428).



Ministerio de Hacienda

-
Diputado Robles, Procedimientos de empleados para obtener el pago de créditos otorgados a pescadores para adquisición de embarcaciones y acerca de la posibilidad de considerar la situación del señor Carlos Lai Ortiz de Chañaral. (1-10 al 13145). 


-
Diputado De Urresti, Presupuesto destinado a enfrentar la situación de contaminación atmosférica en la zona centro sur del país; si los Ministerios de la Vivienda y Urbanismo, Medio Ambiente, Transportes y Telecomunicaciones y de Salud han solicitado en sus programas anuales recursos especiales para enfrentar esta problemática, y acerca de las acciones adoptadas frente a las propuestas formuladas mediante el Proyecto de Acuerdo N° 437, de 7 de septiembre de 2013, cuya copia se acompaña. (2596 al 11704).


-
Diputado Ojeda, Acciones dispuestas para asignar recursos con el propósito de terminar con la contaminación que afecta a la ciudad de Osorno, potenciando cualquier medida que contribuya a combatir sus efectos. (2597 al 11821).


-
Diputado Araya, Motivos considerados para retener y no pagar la devolución de impuestos de la señora Carmen Flores Díaz y los trámites que debe realizar para pedir la devolución del monto del impuesto. (56995 al 13467).



Ministerio de Educación

-
Diputado Chahín, Denuncias por presuntas irregularidades en las escuela de Pedregoso y la Escuela Fronteriza, ambas de la comuna de Lonquimay, disponiendo una fiscalización al respecto. (0437 al 11978).


-
Diputado Espinosa don Marcos, Posibilidad de revisar el proceso de evaluación del menor Gonzalo Rebolledo Sarria, alumno de la Escuela D-49, Vado de Topater de la comuna de Calama, con el propósito de mantenerlo en su actual establecimiento educacional y evitar su transferencia a un colegio especial. (1737 al 12988). 



Ministerio de Justicia

-
Diputada Molina doña Andrea, Informar sobre las materias señaladas en la solicitud adjunta, en relación con el cumplimiento del informe final N° 93, del año 2012, emanado por la Contraloría Regional del Biobío. (7823 al 12248).


-
Diputado Rojas, Solicita informe sobre los procedimientos protocolares que se aplican en los casos de entrega de un menor a los hogares de la red de protección del servicio o a sus familiares cercanos. Del mismo modo, se solicita informe las medidas que en particular serán implementadas por dicha entidad para el apoyo y resguardo de la menor de la comuna de Tocopilla afectada por los lamentables hechos recientemente conocidos por la opinión pública y que señalan en intervención adjunta. (8322 al 12249).


-
Diputada Vidal doña Ximena, Para que informe sobre las materias señaladas en la intervención adjunta, en relación con la nómina auditada de inhabilitados para votar en las próximas elecciones. (8337 al 12897).



Ministerio de Interior

-
Diputado Espinoza don Fidel, Solicita tenga a bien instruir a la señora Ministra de Justicia, en orden a investigar los hechos descritos en la intervención adjunta, referidos a la entrevista concedida por el señor Manuel Contreras desde el centro penal Cordillera y conocida durante esta semana en los medios de comunicación. (8421 al 5416). 



Ministerio de Defensa Nacional

-
Diputado Godoy, Funcionamiento de la Comisión Revalorizadora de Pensiones de la Armada Nacional, asimismo se remita a esta cámara las cantidades de dinero recaudadas por el Fondo de Revalorización de Pensiones en los últimos cinco años. (6855 al 13253). 



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre las consultas planteadas por la Asociación de Canalistas Julio Fernández Sotomayor, en relación con la escasez hídrica del sector de Agua Buena de la comuna de San Fernando, Región de O´Higgins. (2794 al 12302).


-
Diputado Cerda, Informe sobre las medidas que se adoptaran en relación con la adquisición de filtros especiales para los sistemas de agua potable rural en las localidades de La Ñipa comuna de Petorca, Bartolillo-Paihuén comuna de Cabildo y La Higuera comuna de La Ligua, Región de Valparaíso, dado que se encuentran sobre la norma 409. (2797 al 11024). 


-
Diputado Díaz don Marcelo, Postulación del Comité de Agua Potable Rural Bellavista, de la comuna de La Serena, a la entrega en comodato de una parte de la escuela G-23, del mismo sector, para destinarla a labores de capacitación; e instruya a la repartición que corresponda a fin de colaborar en su concreción. (2798 al 10921).


-
Diputado Tarud, Solicita información sobre las razones del retraso de las obras de construcción del embalse Ancoa, en la Región del Maule; como asimismo, las medidas que se implementaran por la cartera a su cargo, para hacer efectivas las responsabilidades derivadas de la demora en la ejecución del referido proyecto. (2803 al 9291).


-
Diputado Martínez, Tenga a bien considerar la posibilidad de incorporar el camino Rural N-87 perteneciente a la comuna de Pemuco, en la cartera de proyectos de mejoramiento integral de caminos básicos de la Región del Biobío. (2807 al 5183). 


-
Diputado Monsalve, Evaluar la factibilidad de implementar un proyecto de limpieza en el tranque del Río Plegaria de la Región del Biobío, con el fin de acabar con las consecuencias que causa el desborde de dicho caudal a los vecinos del sector. (2809 al 5160). 


-
Diputado Chahín, Posibilidad de instalar un kit de seguridad vial y señalética frente a la escuela del sector Capricho de la comuna de Galvarino. (2810 al 11739).


-
Diputado Araya, Solicita tenga a bien informar sobre las medidas que se implementarán por la cartera a su cargo para prevenir en situaciones de emergencia el aislamiento de las comunas de Mejillones y Antofagasta; principalmente, las vías alternativas para el tránsito de vehículos en caso de accidentes de gravedad en la Autopista Concesionada que une las referidas comunas. (2811 al 11716). 


-
Diputado Chahín, Estado de tramitación y posibilidad de ejecución en el corto plazo de los proyectos de agua potable rural para los sectores de Quilmahue, Pedregoso y Mitrauquén de la comuna de Lonquimay. (2812 al 12361).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes en relación con el mal estado de la caletera ubicada en el sector de Quilapán de la comuna de San Fernando, Región de O'Higgins. (2813 al 5293).



Servicios

-
Diputado Chahín, Existencia de un proyecto de mejoramiento de abasto de agua o de agua potable rural para la Comunidad Manuel Curaqueo de la comuna de Lautaro. (2814 al 12781). 



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado Chahín, Cantidad de maquinaria para mejoramiento de caminos existente en la Región de La Araucanía, indicando el número en actual uso, los lugares en que está siendo empleada y el número que se encuentra paralizada sin operadores. (2815 al 12362). 


-
Diputado Chahín, Posibilidad de instalar un sistema de reducción de velocidad y una baliza que anuncie la presencia de la escuela de la localidad de La Piedra en la comuna de Galvarino, en el camino de une ambos lugares. (2816 al 12318).



Ministerio de Interior 

-
Diputado Marinovic, Solicita tenga a bien disponer las medidas que sean procedentes para la pronta materialización del proyecto de ampliación del aeródromo de Puerto Natales, Región de Magallanes. (2817 al 5394).



Ministerio de Obras Públicas

-
Diputado De Urresti, Posibilidad de priorizar las obras de los pasos fronterizos Hua Hum y Carirriñe de la Región de Los Ríos e incluirlos en el convenio vigente con la República Argentina. (2819 al 12789). 


-
Diputado Marinovic, Adjudicación de la ejecución del proyecto de construcción del Centro de salud de Puerto Williams (2820 al 12682). 


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe sobre la posible intervención del Río Aconcagua antes del mes de diciembre de este año, sobre la posibilidad de abastecimiento de pozos de manera exclusiva para los agricultores de la tercera sección del mismo río y a cerca del estado en que se encuentran los trabajos del embalse Catemu (4544 al 13368).



Ministerio de Trabajo y Previsión Social

-
Diputado Campos, Grado de cumplimiento del protocolo de acuerdo sobre cobertura de programas de empleo en las comunas de Talcahuano y Hualpén (1771 al 13175).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara sobre los motivos que se consideraron para dejar sin efecto la entrega del beneficio de Pensión Básica Solidaria a la señora Irene del Carmen Bustamante Vargas. (18210 al 13385).



Ministerio de Salud

-
Diputado Sandoval, Informe sobre el rechazo de las licencias médicas del señor Jorge Triviño Pérez, Rut 6.652.647 - K, y la posibilidad de acogerse a un sistema de pensiones, puesto que producto de un accidente laboral, se encuentra incapacitado de continuar trabajando debido a un cuadro degenerativo en su columna. (1491 al 13207). 



Intendencias

-
Diputado Rojas, El organismo ha tomado conocimiento respecto a las denuncias realizadas por los funcionarios de la Unidad Coronaria del Hospital Regional de Antofagasta en relación a la Supervisora de dicha unidad, con el fin de intervenir y solucionar tales contrariedades. (3349 al 13032).



Ministerio de Salud

-
Diputada Isasi doña Marta, Posibilidad de fiscalizar la situación sanitaria de la Escuela Paula Jaraquemada, perteneciente a la Corporación Municipal de Iquique. (3849 al 13257). 


-
Diputado Vargas, Monto y plazo próximo para efectuar el pago de la deuda que mantiene el Ministerio de Salud con el Hospital de Arica “Doctor Juan Crevani”. (3850 al 13156).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informar sobre la factibilidad de realizar un sumario interno y una investigación en el Hospital de Teno de la Región del Maule, con el fin de aclarar la existencia de alguna posible negligencia en la atención médica prestada a doña Amada Urria Medina. (3851 al 11809).


-
Diputada Isasi doña Marta, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de iniciar una la investigación sumaria administrativa, contra el doctor Ernesto Torres Galdámez, del Hospital Regional de Iquique, por supuesta negligencia médica. (3853 al 13165).


-
Diputado Sabag, Posibilidad de evaluar la continuación de la entrega de medicamentos, suspendida en el hospital de Chillán, a la menor Antonia Aravena Aravena de la comuna de Ñiquen, quien sufre del síndorme Silber Rosen y requiere de los medicamentos Nordotropin y Decapertil en forma permanente pues sin ellos corre riesgo vital. (3854 al 13204).


-
Diputado Robles, Posibilidad de disponer la hospitalización del señor José Villalobos, vecino de la Población Caldera Sur Oriente de la comuna de Caldera, en un establecimiento de salud con el propósito de otorgarle tratamiento para su esquizofrenia. (4747 al 13014). 


-
Diputada Molina doña Andrea, Posibilidad de reconsiderar la solicitud de pensión de invalidez presentada por la señora Julia Jessica Paredes Echegaray de la comuna de Viña del Mar, en atención a que presentaría un 56,14 % de discapacidad según dictamen de febrero del presente año emitido por la Comisión de Evaluación Médica correspondiente. (5078 al 13407).



Ministerio de Minería

-
Diputado Díaz don Marcelo, Posible inicio de faenas mineras en el Valle de Elqui, eventual plan de reapertura de la mina “El Indio” y exploraciones que lleva a cabo la empresa minera Barrick en la ruta Antakari. (710 al 11547).



Ministerio de Vivienda y Urbanismo

-
Diputado Jarpa, Razones que han impedido la entrega de sus viviendas a 300 familias de los grupos Bicentenario I y II, de Chillán; y, adoptar las medidas que procedan a fin de proceder a sus traspasos materiales. (664 al 10413).



Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones

-
Diputado Robles, Situación que afecta al señor Raúl López López, domiciliado en calle Antártica N° 460, de la Población Carrera, en la comuna de Vallenar, por el importante deterioro que presenta el poste de la empresa de telefonía Movistar ubicado frente a su vivienda, amenazando con caer sobre ella; y, adoptar las medidas que correspondan a fin que se proceda a su sustitución. Asimismo, S.S. solicita se disponga una evaluación de todos los postes de la misma empresa, en la comuna de Vallenar, para evitar la posibilidad de accidentes. (7582 al 10822).



Ministerio Secretaría General de la Presidencia 

-
Diputado Vargas, Fecha de elaboración y entrega del Reglamento de la Ley 
N° 20.590 que “Establece un Programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la Comuna de Arica” y la posibilidad de remitir a ésta copia íntegra del mismo. (1661 al 13157).



Ministerio de Desarrollo Social


-
Diputado Díaz don Marcelo, Posibilidad de interponer sus buenos oficios ante el Alcalde de Vicuña con el propósito de poner término a los inconvenientes que se generan desde el municipio hacia la Unión Comunal del Adulto Mayor, conforme lo denuncia su Presidente en documento que se adjunta. (1172 al 13345).


-
Diputado Chahín, Postulación de la señora Rosa Leonor Carilao Huenupe para la construcción de una vivienda rural en el terreno que adquirió la Corporación de Desarrollo Indígena en la comuna de Victoria. (635 al 13299).



Ministerio de Cultura y de las Artes

-
Diputada Vidal doña Ximena, Informe sobre los antecedentes que obran en su poder respecto al sumario efectuado por las presuntas irregularidades cometidas en el Cementerio General, por funcionarios de alto rango del Consejo de Monumentos, así como también, se informe sobre el sumario N° 003/11 del 6 de Enero de 2011, donde se señala las futuras acciones judiciales en contra del Arquitecto Tomás Domínguez Balmaceda, así como de todo tipo de denuncias derivadas de este caso, que hayan sido presentadas ante los órganos jurisdiccionales o administrativos. (4441 al 13331).



Empresas del Estado

-
Diputado Robles, Contaminación que estaría afectando a los pozos de agua de la comuna de Tierra Amarilla, por la eventual acción de la empresa a cargo del proyecto minero Maricunga. (711 al 10820).



Intendencias

-
Diputado Robles, Estado de ejecución del subsidio para vivienda en sitio propio otorgado al Comité de Vivienda Heroínas Luchadoras de la comuna de Caldera. (1029 al 13090).


-
Diputado Rojas, Medidas que ha tomado en coordinación con otros servicios y organismos competentes al fin de llevar a cabo acciones fiscalizadoras, de control y de sanción en la industria “Molinera del Norte”. (2037 al 13031).


-
Diputado Chahín, Postulación de la señora Rosa Leonor Carilao Huenupe para la construcción de una vivienda rural en el terreno que adquirió la Corporación de Desarrollo Indígena en la comuna de Victoria (2488 al 13302).


-
Diputado Campos, Motivos que se han tenido en consideración para el cierre del liceo Simón Bolívar de la comuna de Hualpén (3018 al 13099).


-
Diputado Chahín, Estado del proyecto de agua potable rural de Pehuenco, comuna de Victoria y acerca de la regularización del terreno en que se levantará la torre de agua respectiva. (3842 al 13300). 


-
Diputado De Urresti, Llamados a concurso para ocupar cargos de planta en reparticiones del Gobierno Regional, los puestos vacantes, los plazos y los procedimientos para cada uno de ellos. (793 al 13131). 



Servicios

-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe respecto al cierre del Centro de Acogida, de la Fundación Conapran, ciudad de Tocopilla, así como también, informe sobre la posibilidad de que el servicio que Usted dirige, pueda intervenir y apoyar el desarrollo de un centro que reemplace la labor llevada a cabo por la mencionada Fundación. (1206 al 13440).


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de realizar una nueva evaluación a la solicitud de pensión de invalidez, presentada por el señor Mario Enrique Araya Prado, diagnosticado con una esquizofrenia paranoide, a fin de determinar si cumple con los requisitos para optar a dicho beneficio. (18401 al 13426). 


-
Diputada Sepúlveda doña Alejandra, Solicita informe a la brevedad, si don Francisco Bahamondes Lorca, individualizado en la petición adjunta, figura como agricultor propietario de predio CORA. (5470 al 12976).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe a esta Cámara sobre el estado del reclamo realizado por la señora Sylvia Eliana Gatica Acevedo, a la Caja de Compensaciones “Los Héroes”, con motivo de la cancelación de un crédito adquirido con dicha entidad. (69577 al 13109).


-
Diputada Molina doña Andrea, Informe a esta Cámara sobre el estado del reclamo realizado por la señora Sylvia Eliana Gatica Acevedo, a la Caja de Compensación “Los Héroes”, con motivo de la cancelación de un crédito adquirido con dicha entidad. (71308 al 13110).


-
Diputada Goic doña Carolina, Factibilidad de prestar apoyo al financiamiento del tratamiento de la enfermedad poco frecuente de una menor en la Región de Magallanes, (880 al 13169). 



Varios

-
Diputada Molina doña Andrea, Informe sobre el número de denuncias que han llegado a la Superintendencia del Medio Ambiente, respecto a la zona saturada Quintero - Puchuncaví. Así también, informe sobre el estado actual de estas denuncias y la fecha en que estarán los resultados. (2955 al 13438).


-
Diputado Sandoval, Informe sobre el rechazo de las licencias médicas del señor Jorge Triviño Pérez, Rut 6.652.647-K, y la posibilidad de acogerse a un sistema de pensiones, puesto que producto de un accidente laboral, se encuentra incapacitado de continuar trabajando debido a un cuadro degenerativo en su columna. (71515 al 13208).


-
Diputado Torres, Reiterar oficio el N° 12.702 del pasado 02 de Septiembre, y, en definitiva informar sobre la situación que afecta al señor Manuel Rosalindo Aravena Aravena y la señora Marina del Carmen Codocedo González, a quienes se les estaría efectuando descuentos unilaterales por parte de la Caja de Compensación Los Héroes, indicando si resulta factible su desafiliación de dicha institución. (72438 al 13446). 


-
Diputado De Urresti, aumento de la dotación de Carabineros en la comuna de San José de la Mariquina y atención de vecinos de sector de Mississippi por la unidad policial de Mehuín (908 al 13018). 


X.
PETICIONES DE OFICIO. ARTÍCULOS 9° Y 9° A DE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL.

-
Diputado Jaramillo, Informe a esta Cámara sobre qué proyectos en las comunas del Distrito 54 se encuentran pendientes de ejecución y tienen obras iniciadas, asimismo cuántos son APR D E y cuántos son del sistema de población concentrada. (13577 de 27/11/2013). A Ministerio de Obras Públicas


-
Diputado Jaramillo, Informe a esta Cámara sobre qué proyectos en las comunas del Distrito 54 se encuentran pendientes de ejecución y tienen obras iniciadas, asimismo cuántos son APR D E y cuántos son del sistema de población concentrada. (13578 de 27/11/2013). A Ministerio de Obras Públicas 


-
Diputada Goic doña Carolina, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de ayudar a financiar el cáncer hepático de la señora Elvira Alvarado Altamirano, utilizando para ello el fondo para casos especiales. (13579 de 27/11/2013). A Ministerio de Salud


-
Diputada Goic doña Carolina, Informe a esta Cámara sobre la forma en que se realizó la convocatoria para la reunión de pueblos indígenas desarrollada el 22 de Noviembre en la comuna de Temuco, asimismo solicito se envíen los acuerdos alcanzados en dicha reunión. (13580 de 27/11/2013). A Ministerio de Desarrollo Social


-
Diputado Tarud, Informe a esta Cámara sobre la existencia de instrucciones para que el abogado del programa de DD.HH. de Temuco no alegara el recurso de amparo tramitado en causa rol 991- 2013, ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Temuco. En caso de haberse adoptado tal decisión, solicito se me informe cuáles fueron los motivos. (13581 de 27/11/2013). A Ministerio de Interior


-
Diputado Tarud, Informe a esta Cámara sobre la existencia de instrucciones para que el abogado del programa de DD.HH. de Temuco no alegara el recurso de amparo tramitado en causa rol 991- 2013, ante la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Temuco. En caso de haberse adoptado tal decisión, solicito se me informe cuáles fueron los motivos. (13582 de 27/11/2013). A secretaria ejecutiva Programa de Derechos Humanos Ministerio del Interior.


-
Diputado Tarud, Informe a esta Cámara sobre la situación que afecta al señor Héctor Hugo Fuentes Pincheira, cuya propiedad raíz está siendo objeto de un cobro retroactivo por uso de alcantarillado no regularizado por parte de la concesionaria Aguas Nuevo Sur. (13583 de 27/11/2013). A Ministerio de Obras Públicas


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de ordenar al Departamento de Tránsito, que realice una fiscalización, con el fin de constatar la situación que afecta a los vecinos de la Avenida Grau, en especifico de la vivienda ubicada en la avenida Grau numero 1191, quienes estarían siendo afectados por el estacionamiento que realizan vehículos particulares no residentes y que obstruyen la salida de vehículos del sector. (13584 de 27/11/2013). A Municipalidad de Calama.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de ordenar una fiscalización por parte de la Administración General del Cementerio Municipal, con el fin de que se constate la situación que afecta a la señora Eliana Navea, quien se ha visto imposibilitada de ejercer su derecho de dominio sobre un mausoleo, el cual estaría siendo ocupado por terceros. (13585 de 27/11/2013). A alcalde de Municipalidad de Calama.


-
Diputado Espinosa don Marcos, Informe a esta Cámara sobre la situación en que se encuentra el inmueble de propiedad fiscal ubicado en calle Alonso de Ercilla número 3298 de la ciudad de Calama, el cual fue entregado, bajo fórmula de contrato de arrendamiento, al Sindicato de Trabajadores Independientes N° 5 de taxis colectivos de la misma ciudad, quienes fueron notificados de la no renovación de este contrato en el mes de octubre del año en curso, acudiendo a la entidad que usted bien dirige para ingresar una nueva solicitud, asunto sobre el cual no existe claridad. (13586 de 27/11/2013). A secretario ministerial de Bienes Nacionales de la Región de Antofagasta.


-
Diputado León, Reiterar el oficio número 13.449, del 06 de noviembre del año en curso, y en definitiva informe, respecto a las operaciones realizadas con las acciones de Norte Grande, Oro Blanco y Pampa Calichera S.A, por las sociedades Bancard y Santa Cecilia, de propiedad, hasta antes de marzo del 2010, del Presidente de la República. (13587 de 27/11/2013). A Ministerio de Hacienda. Ministerio de Hacienda 


-
Diputado Ojeda, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de realizar trabajos de reparación en la vía antigua del camino Osorno a Puyehue, desde el punto cercano del restaurante “Jano”, hasta su salida a la carretera que conduce a Puyehue, a la altura del Retén de Carabineros de Chile de Las Lumas, en aproximadamente 10 kilómetros. (13589 de27/11/2013). A Ministerio de Obras Públicas.

-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de entregar pasajes de retorno a la Región de Aysén al esposo e hijo de la señora María Gloria Alvarado, quien se encuentra internada en el Instituto Nacional del Tórax a la espera de una operación y tratamiento por la enfermedad que padece. (13590 de 27/11/2013). A seremi de Salud de Aysén.


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre las modalidades de pago que tendrían los familiares del señor Manuel Godoy Pérez, fallecido con una deuda por concepto de tratamientos médicos a los cuales tuvo que someterse. (13591 de 27/11/2013). A servicios.


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre el estado en que se encuentra el inmueble ubicado en el sector de El Maitén, y del cual la señora Inés Reyes Ponce sería propietaria por herencia de su padre, quien lo adquirió por medio del Ministerio de Bienes Nacionales en venta directa a uno de sus hermanos en el año 1984. (13592 de 27/11/2013). A intendencias.


-
Diputado Sandoval, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de entregar a título gratuito el terreno ubicado entre las calles Las Violetas y Los Notros de Puerto Guadal, a la señora Guisola Maribel Vera Ortega, quien habita dicho lugar hace aproximadamente 5 años y ha cercado el terreno, construyendo una mediagua. (13593 de 27/11/2013). A intendencias.


-
Diputado Urrutia, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de nombrar, de forma urgente, un nuevo médico legista con asiento en la comuna de Parral o en la comuna de Cauquenes, debido a que el actual profesional designado para estas comunas se encuentra suspendido, provocando una serie de inconvenientes vinculados a la precaria atención del servicio. (13594 de 27/11/2013). A Ministerio de Justicia


-
Diputado Teillier, Informe las causas que han demorado la firma del Convenio de Aporte de Capital del Octavo Concurso Jornada Escolar Completa, Código de Reposición de la Escuela República Mexicana, RBD 9422 - 6, el cual debe ser suscrito entre el Ministerio de Educación y la Municipalidad de Pedro Aguirre Cerda. (13630 de 28/11/2013). A Ministerio de Educación.


-
Diputado Squella, Informe sobre los contratos celebrados por la señora Marta del Carmen Sánchez Cuellar, con la Empresa de Telefonía Movistar, entre los años 2009 y hasta el año 2012, ordenando, de ser posible, que dicha empresa de telefonía remita copia íntegra de los contratos válidamente celebrados entre proveedor y consumidor. (13631 de 28/11/2013). A intendencias.


-
Diputado Accorsi, Informe si el Ministerio de Relaciones Exteriores u otra repartición pública, durante la elaboración del “Protocolo Adicional Específico de Adecuación del Proyecto Minero Pascua Lama”, promulgado a través del Decreto N° 179, publicado en el Diario Oficial con fecha 11 de diciembre de 2004, o bien, durante la tramitación y/o suscripción de cualquier otro instrumento público referido a dicho proyecto, efectuó algún control administrativo o legal respecto de la titularidad o derechos sobre las pertenencias mineras en territorio chileno que lo conforman. En caso de existir dichos controles, remita los antecedentes correspondientes y sus resultados. (13632 de 28/11/2013). A Ministerio de Relaciones Exteriores.


-
Diputado Accorsi, Informe si el Ministerio de Minería u otra repartición pública, durante la elaboración del “Protocolo Adicional Específico de Adecuación del Proyecto Minero Pascua Lama”, promulgado a través del Decreto N° 179, publicado en el Diario Oficial con fecha 11 de diciembre de 2004, o bien, durante la tramitación y/o suscripción de cualquier otro instrumento público referido a dicho proyecto, efectuó algún control administrativo o legal respecto de la titularidad o derechos sobre las pertenencias mineras en territorio chileno que lo conforman. En caso de existir dichos controles, remita los antecedentes correspondientes y sus resultados. (13633 de 28/11/2013). A Empresas del Estado.


-
Diputado Accorsi, Remita copia de las inscripciones de las pertenencias o concesiones mineras individualizadas en la solicitud adjunta. (13634 de 28/11/2013). A Conservador de Minas y Comercio de Vallenar.


-
Diputado Jaramillo, Informe acerca de la denuncia realizada por los vecinos del Agua Potable Rural Ponhuipa, de la comuna de Río Bueno, Región de Los Ríos, por la posible inconveniencia en la instalación de un pozo profundo a una distancia de 70 metros del cementerio del sector (13635 de 28/11/2013). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jaramillo, Informe acerca de la denuncia realizada por los vecinos del Agua Potable Rural Ponhuipa, de la comuna de Río Bueno, Región de Los Ríos, por la posible inconveniencia en la instalación de un pozo profundo a una distancia de 70 metros del cementerio del sector (13636 de 28/11/2013). A servicios 


-
Diputado Jaramillo, Informe si se encuentra en licitación el proyecto de Agua Potable Rural en la localidad de Nueva Esperanza, de la comuna de Río Bueno, Región de Los Ríos (13637 de 28/11/2013). A Ministerio de Obras Públicas.


-
Diputado Jaramillo, Informe si se encuentra en licitación el proyecto de Agua Potable Rural en la localidad de Nueva Esperanza, de la comuna de Río Bueno, Región de Los Ríos (13638 de 28/11/2013). A servicios.


-
Diputada Isasi doña Marta, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de investigar posible irregularidad en el anuncio del proyecto habitacional en playa “Lobito” del sector sur de Iquique, que se desarrollaría en terrenos que pertenecen a Bienes Nacionales y al Plan Comunal de Borde Costero, dichos anuncios se estarían realizando con fines electorales. (13640 de 29/11/2013). A Contraloría General de la República.


-
Diputado Ceroni, Informe a esta Cámara sobre la posibilidad de nombrar, de forma urgente, un nuevo médico legista con asiento en la comuna de Parral o en la comuna de Cauquenes, debido a que el actual profesional designado para estas comunas se encuentra suspendido, provocando una serie de inconvenientes vinculados a la precaria atención del servicio. (13642 de 29/11/2013). A Ministerio de Justicia.

I. ASISTENCIA


-Asistieron los siguientes señores diputados: (97)

NOMBRE
(Partido*
Región
Distrito)

Aguiló Melo, Sergio
IC
VII
37

Alinco Bustos René
IND
XI
59

Álvarez-Salamanca Ramírez, Pedro Pablo
UDI
VII
38

Andrade Lara, Osvaldo
PS
RM
29

Auth Stewart, Pepe
PPD
RM
20

Baltolú Rasera, Nino
UDI
XV
1

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bauer Jouanne, Eugenio
UDI
VI
33

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Bobadilla Muñoz, Sergio
UDI
VIII
45

Browne Urrejola, Pedro
RN
RM
28

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Calderón Bassi, Giovanni
UDI
III
6

Campos Jara, Cristián
PPD
VIII
43

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Castro González, Juan Luis
PS
VI
32

Cerda García, Eduardo
PDC
V
10

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Cornejo González, Aldo
PDC
V
13

Cristi Marfil, María Angélica
UDI
RM
24

Chahín Valenzuela, Fuad
PDC
IX
49

De Urresti Longton, Alfonso
PS
XIV
53

Edwards Silva, José Manuel
RN
IX
51

Eluchans Urenda, Edmundo
UDI
V
14

Espinosa Monardes, Marcos
PRSD
II
3

Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Farías Ponce, Ramón
PPD
RM
30

Girardi Lavín, Cristina
PPD
RM
18

Godoy Ibáñez, Joaquín
RN
V
13

Goic Boroevic, Carolina
PDC
XII
60

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Gutiérrez Gálvez, Hugo
PC
I
2

Hales Dib, Patricio
PPD
RM
19

Harboe Bascuñán, Felipe
PPD
RM
22

Hasbún Selume, Gustavo
UDI
RM
26

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hoffmann Opazo, María José
UDI
V
15

Isasi Barbieri, Marta
IND
I
2

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
XIV
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jiménez Fuentes, Tucapel
PPD
RM
27

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kort Garriga, Issa Farid
UDI
VI
32

Lemus Aracena, Luis
PS
IV
9

Letelier Aguilar, Cristián
UDI
RM
31

Lorenzini Basso, Pablo
PDC
VII
38

Macaya Danús, Javier
UDI
VI
34

Martínez Labbé, Rosauro
RN
VIII
41

Melero Abaroa, Patricio
UDI
RM
16

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Oliva, Andrea
UDI
V
10

Monsalve Benavides, Manuel
PS
VIII
46

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Morales Muñoz Celso
UDI
VII
36

Moreira Barros, Iván
UDI
RM
27

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Núñez Lozano, Marco Antonio
PPD
V
11

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Pacheco Rivas, Clemira
PS
VIII
45

Pascal Allende, Denise
PS
RM
31

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lahsen, Leopoldo
RN
RM
29

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Rincón González, Ricardo
PDC
VI
33

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rosales Guzmán, Joel
UDI
VIII
47

Sabag Villalobos, Jorge
PDC
VIII
42

Sabat Fernández, Marcela
RN
RM
21

Saffirio Espinoza, René
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Sandoval Plaza, David
UDI
XI
59

Santana Tirachini, Alejandro
RN
X
58

Sauerbaum Muñoz, Frank
RN
VIII
42

Schilling Rodríguez, Marcelo
PS
V
12

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND
VI
34

Silber Romo, Gabriel
PDC
RM
16

Silva Méndez, Ernesto
UDI
RM
23

Squella Ovalle, Arturo
UDI
V
12

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Teillier Del Valle, Guillermo
PC
RM
28

Torres Jeldes, Víctor
PDC
V
15

Tuma Zedan, Joaquín
PPD
IX
51

Urrutia Bonilla, Ignacio
UDI
VII
40

Van Rysselberghe Herrera, Enrique
UDI
VIII
44

Vargas Pizarro, Orlando
PPD
XV
1

Venegas Cárdenas, Mario
PDC
IX
48

Verdugo Soto, Germán
RN
VII
37

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
UDI
III
5

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
UDI
XIV
54

Walker Prieto, Matías
PDC
IV
8

Ward Edwards, Felipe
UDI
II
3

Zalaquett Said, Mónica
UDI
RM
20

-Concurrieron, además, el ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés 
Chadwick Piñera, y el ministro secretario general de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.

-Se contó con la asistencia, también, del senador señor Juan Pablo Letelier Morel.

-Por encontrarse en misión oficial no estuvieron presentes los diputados señores Cristián Monckeberg Bruner y Patricio Vallespín López.

-Por encontrarse con permiso constitucional no asistieron las diputadas señoras Karla Rubilar Barahona y María Antonieta Saa Díaz, y los diputados señores Enrique Accorsi Opazo, Lautaro Carmona Soto y Cristián Monckeberg Bruner.-
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 11.10 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. ACTAS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El acta de la sesión 90ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 91ª queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados.

IV. CUENTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a la Cuenta.

-El señor LANDEROS (Secretario) da lectura a la Cuenta.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En relación con la Cuenta, tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en el número 1, letra c), de la Cuenta, se informa que ingresó el proyecto de ley que incorpora al 3º y 4º año de enseñanza media al régimen de subvención escolar preferencial, a contar del año 2014, pero solo se indica que será remitido a la Comisión de Educación, Deportes y Recreación. Quiero saber por qué no se deja en claro desde ya que también deberá ser conocido por la Comisión de Hacienda.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Así está entendido, señor diputado. Incluso, conversamos al respecto hoy en la mañana en reunión de Comités. El proyecto irá a la Comisión de Educación y, posteriormente, a la de Hacienda.

El señor MONTES.- Muy bien, muchas gracias, señor Presidente.

INTEGRACIÓN DE COMISIÓN MIXTA

El señor ELUCHANS (Presidente).- Propongo integrar la Comisión Mixta encargada de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional durante la tramitación del proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional, con los diputados señores Celso Morales, Pedro Pablo Álvarez-Salamanca, Víctor Torres; la diputada señora Ximena Vidal, y el diputado señor Leopoldo Pérez.

¿Habría acuerdo?

Acordado.

-o-

El señor ELUCHANS (Presidente).- En nombre de la Corporación, quiero transmitir un afectuoso saludo al diputado señor Mario Venegas, quien se encuentra de cumpleaños en el día de hoy.

-Aplausos.

ACUERDOS DE LOS COMITÉS

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor LANDEROS (Secretario).- Reunidos los Comités Parlamentarios, bajo la presidencia del diputado señor Edmundo Eluchans, y con la asistencia de los diputados señores Sergio Aguiló, Pedro Browne, Fidel Espinoza, Gustavo Hasbún, Marco Antonio Núñez, Leopoldo Pérez, Ricardo Rincón, Felipe Salaberry, Ignacio Urrutia y Mario Venegas, adoptaron los siguientes acuerdos.

1. Tomar conocimiento de las Tablas de las sesiones ordinarias de la semana, documento que se encuentra a disposición en los pupitres electrónicos.

2. Autorizar a la Comisión de Hacienda para sesionar simultáneamente con la Sala en el día de hoy, sin necesidad de citar con cuatro horas de anticipación, para tratar el proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios que indica (Boletín N° 9117-05). En caso de despacharse por la Comisión, el proyecto será votado en la Sala en la sesión del día de hoy.

3. Rendir los siguientes homenajes:

a). En la sesión ordinaria del día 18 de diciembre próximo, inmediatamente después de la Cuenta, con la intervención de hasta cuatro diputadas o diputados, al exdiputado señor Joaquín Palma, quien falleciera en agosto pasado.

b). En la sesión ordinaria del día 8 de enero próximo, inmediatamente después de la Cuenta, con la intervención de hasta cuatro diputadas o diputados, al exdiputado y alcalde por Viña del Mar, señor Gustavo Lorca Rojas, quien falleciera el pasado 30 de octubre.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, quiero saber qué diputado de la Comisión de Hacienda solicitó que se autorizara a esta Comisión para trabajar a las 12.00 horas de hoy, pasando a llevar la disposición reglamentaria que establece que toda citación debe hacerse con cuatro horas de anticipación.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Lo solicitó el Presidente de la Comisión y lo acordaron por unanimidad los Comités Parlamentarios, señor diputado.

El señor JARAMILLO.- Si el Presidente de la Comisión de Hacienda es el diputado señor Miodrag Marinovic, quien no se encuentra en la Sala ni en la ciudad, no entiendo cómo se hizo la petición.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tal vez incurrí en una imprecisión. La solicitud no la efectuó el Presidente de la Comisión, sino quien la preside en su ausencia; es decir, el diputado Ernesto Silva. Él fue concretamente quien lo hizo. 

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, no quiero pasar a llevar el Reglamento ni obstruir las actividades legislativas, pero considero que se ha incurrido en una irregularidad al no consultar a los integrantes de la Comisión. Supongamos que no existiera quorum para analizar una materia tan importante. En mi caso, solo me he enterado en este momento, en virtud de los acuerdos adoptados por los Comités.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, quiero precisar lo siguiente para que no haya malos entendidos.

Los Comités Parlamentarios autorizaron a la Comisión de Hacienda para que sesionara simultáneamente con la Sala, pero esta podría resolver no despachar el informe. Por eso, el acuerdo de los Comités que leyó el señor Secretario dice que, en el evento de que este sea despachado en la sesión que celebrará la Comisión simultáneamente con la Sala en el curso de la mañana, el proyecto será votado por la Sala en la presente sesión. Sin embargo, la Comisión es soberana para resolver lo que estime más conveniente, de acuerdo con el mérito de los antecedentes de que disponga.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, no es a eso a lo que me he referido. Lo que expresé es que el cambio de horario no fue consultado a los miembros de la Comisión de Hacienda. Ese es el punto, no que se nos autorice para sesionar. Lo grave de la situación es que la decisión haya sido tomada por una persona.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, solo para consultarle qué urgencia tiene el proyecto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Discusión inmediata, señor diputado.

El señor SAFFIRIO.- Gracias, señor Presidente.

V. ORDEN DEL DÍA

ATRIBUCIÓN AL SUBSECRETARIO DE RELACIONES EXTERIORES PARA TRANSIGIR EN CONFLICTOS JURÍDICOS LABORALES Y/O PREVISIONALES SURGIDOS EN EL EXTRANJERO 

(Primer trámite constitucional. Boletín N° 8853-10)
El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mensaje, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que otorga al subsecretario de Relaciones Exteriores la atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten el Estado de Chile.

Diputados informantes de las comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y de Hacienda son los señores Roberto Delmastro y Alberto Robles, respectivamente.

Antecedentes:

-Segundo informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, sesión 53ª de la actual legislatura, en 5 de agosto de 2013. Documentos de la Cuenta N° 3.

-Informe de la Comisión de Hacienda, boletín N° 8853-10. Documentos de la Cuenta 
N° 13 de este boletín de sesiones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Guillermo Teillier, que rendirá el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.

El señor TEILLIER (de pie).- Señor Presidente, distinguidos colegas, en representación de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, me corresponde informar sobre el proyecto de ley, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al subsecretario de Relaciones Exteriores la atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile.

A la sesión que la Comisión destinó al estudio de esta iniciativa legal asistió el señor Álvaro Arévalo Cunich, subdirector de Asuntos Jurídicos de la Direcom.

En la sesión de Sala celebrada el 4 de junio del año en curso, la Corporación prestó su aprobación, en general, al proyecto en informe y, acogiendo dos indicaciones de los señores Burgos, don Jorge, y Saffirio, don René, lo remitió a esta Comisión para segundo informe.

El proyecto se encuentra estructurado en un artículo único, mediante el cual se incorpora al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, una disposición que confiere al subsecretario de Relaciones Exteriores la facultad para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales y que afecten al Estado de Chile en el extranjero, estableciendo como requisito previo un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

Además, permite delegar en los jefes de Misión Diplomática, en los jefes de Misión ante Organizaciones Internacionales y en los jefes de Oficinas Consulares de Chile en el exterior la facultad de transigir.

De las dos indicaciones presentadas una fue rechazada y la otra aprobada por 5 votos a favor, ninguno en contra y ninguna abstención. La indicación aprobada sustituye la expresión inicial de su artículo único: “8. Transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales”, por otra del siguiente tenor: “8. Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y/o previsionales.”
La Comisión estimó que dicha indicación recogía en mejor forma lo dispuesto por nuestro Código Civil en su artículo 2446, al referirse a la transacción, criterio que también fue compartido por el representante del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Las demás menciones reglamentarias constan en el informe que los colegas tienen en su poder y que, en beneficio del tiempo, omitiré en esta ocasión.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles, informante de la Comisión de Hacienda.

El señor ROBLES (de pie).- Señor Presidente, estimados colegas, en nombre de la Comisión de Hacienda paso a informar sobre el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El artículo único del proyecto incorpora un número 8 al artículo 8° del decreto con fuerza de ley referido, que faculta al subsecretario de Relaciones Exteriores para transigir en litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y/o previsionales que afecten al Estado de Chile en el extranjero.

Durante el estudio del proyecto en la Comisión, expuso el señor Álvaro Arévalo, subdirector de Asuntos Jurídicos.

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 7 de enero de 2013, señala que la modificación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, que incorpora la referida facultad al Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores no implica mayor gasto fiscal.

En el debate habido en la Comisión, el señor Arévalo explicó que la iniciativa legal tiene por objetivo enmendar el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, otorgando una nueva facultad al subsecretario que le permitirá transigir en conflictos jurídicos pendientes y precaver eventuales litigios que afecten al Estado de Chile en el extranjero, que digan relación con materias laborales y/o previsionales. Para que el subsecretario pueda ejercer esta facultad se requiere un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.

Añadió que esta nueva atribución que se entrega al subsecretario de Relaciones Exteriores permitirá poner término a una serie de conflictos judiciales radicados en tribunales extranjeros entre el Estado chileno y empleados locales, lo que evitará prolongar litigios que tienen mínimas posibilidades de solución en favor del Estado de Chile, permitiendo de esta manera salvaguardar los intereses del fisco.

Por último, hizo presente que el subsecretario de Relaciones Exteriores puede delegar esta facultad en los jefes de Misión Diplomática, en jefes de Misión Permanente de Chile en el exterior y en jefes de Oficinas Consulares.

La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que el proyecto no requería ser visto por esta Comisión, por no tener incidencia en materias financieras o presupuestarias.

No obstante lo anterior, en sesión número 53, de fecha 5 de agosto de 2013, la Sala dispuso lo contrario. Por eso, la Comisión de Hacienda analizó y votó este proyecto.

En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar que sometido a votación el artículo único del proyecto de ley se aprobó por la unanimidad de los diputados presentes.

Tratado y acordado en sesión de fecha 27 de noviembre de 2013, con la asistencia de los diputados señalados en el informe.

Es todo cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para iniciar el debate en relación con este proyecto de ley, tiene la palabra al diputado señor René Saffirio.

El señor SAFFIRIO.- Señor Presidente, con el diputado Jorge Burgos nos pareció extremadamente genérica la expresión “conflictos jurídicos” que contenía el mensaje a raíz de lo cual propusimos dos indicaciones. La primera, destinada a cambiar la expresión “conflictos jurídicos” por “juicios” y la segunda, para sustituir la expresión inicial del artículo único “Transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales” por “Transigir litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y/o previsionales”. De esa forma, se busca recoger lo dispuesto en el artículo 2446 del Código Civil, ajustando el proyecto de ley al concepto de ese texto legal.

De tal forma que nos manifestamos satisfechos por la aprobación de esta indicación. El texto final del artículo nos parece el correcto para lograr el objetivo planteado en el mensaje.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Joaquín Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, intervengo brevemente para respaldar este segundo informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana en relación con esta iniciativa, que busca entregar herramientas a nuestra Cancillería para solucionar muchos conflictos que afectan a nuestras misiones diplomáticas y consulares en relación con demandas deducidas por el personal chileno o extranjero contratado para servir en ellas.

Las indicaciones presentadas por los diputados señores Burgos y Saffirio me parecen del todo pertinentes, puesto que buscan que no solo sea posible transigir en juicios actualmente incoados, sino que también precaver otros eventuales.

Esta última figura, a mi juicio, es tanto o más relevante que la propuesta original del Ejecutivo, y de ahí mi apoyo, pues permite que antes de la deducción de acciones judiciales se puedan celebrar actos que eviten que Chile sea arrastrado a litigar ante tribunales extranjeros, con los mayores costos económicos y también políticos que ello significa.

Sin embargo, no podemos dejar de mencionar que si existen estos conflictos laborales y previsionales se debe a que ha habido reiteradas situaciones de incumplimiento de la legislación laboral y de seguridad social extranjera por parte de agentes chilenos.

En una misión diplomática o en un consulado hay normalmente dos tipos de servidores. El personal diplomático, que puede ser de carrera o a contrata, como ocurre con los agentes agregados civiles, y el personal sujeto a contrato local, que pueden ser profesionales o personal administrativo y de servicio, quienes se rigen íntegramente por la ley del país donde se celebra el contrato.

El personal local está sujeto jerárquicamente al jefe de misión, aunque en la práctica sus jefes directos, con quienes ellos se relacionan, es personal diplomático de rango medio, secretarios o consejeros, los cuales no cuentan con formación de administración de personal y a veces adoptan decisiones inconsultas con Santiago que lesionan derechos laborales y previsionales y más de alguna vez obran de manera ilegal y arbitraria, lo que al final de cuentas deriva en demandas en contra del fisco de Chile. Algunos casos típicos son la limitación del derecho a vacaciones, el no pago de gratificaciones legales o los excesos de horas extraordinarias.

A mi juicio, la Cancillería debe hacer un esfuerzo para profesionalizar la administración del personal fuera de nuestras fronteras. Ello se logra enviando administradores desde Santiago para que sean jefes administrativos de las misiones. A los diplomáticos no los formamos para andar preocupados del kilometraje de los automóviles oficiales o de consolidar cuentas corrientes bancarias, sino que los formamos para otra cosa. En una misión diplomática importante debemos ser capaces de tener administradores profesionales dedicados a brindar las condiciones necesarias para un trabajo adecuado. Ahora bien, en las embajadas pequeñas, donde está el embajador y un diplomático subalterno, obviamente debemos tener un sistema de apoyo remoto desde Chile que les facilite el desarrollo de su labor, como también mecanismos de control preventivo más exigentes para evitar que conflictos laborales y previsionales terminen generando mayores costos al erario.

Por último, cuando un conflicto laboral o previsional tenga por fuente el ejercicio abusivo y/o arbitrario de la función pública de un diplomático del servicio exterior y esto se acredite de manera fehaciente, creo que el funcionario debería responder con su peculio personal, pues si bien lo ajustado a derecho es que el Estado pague por los actos ilegales de sus agentes, siempre se debe reservar el derecho a repetir la acción contra el funcionario que ha actuado al margen de la ley, violando sus deberes funcionarios.

En resumen, manifiesto mi apoyo a este proyecto, pero pido que nuestra Cancillería sea más cuidadosa a la hora de supervigilar la contratación de personal en el extranjero.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

Cerrado el debate.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en particular, el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su estatuto orgánico, que otorga al subsecretario de Relaciones Exteriores la atribución para transigir en conflictos jurídicos, laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero que afecten al Estado de Chile.

Hago presente a la Sala que su artículo único trata materias propias de ley simple o común.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 85 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto.

HOMOLOGACIÓN DE ASIGNACIÓN DE MEJORAMIENTO DE LA GESTIÓN
MUNICIPAL CON ASIGNACIÓN DE MODERNIZACIÓN
A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA
(Segundo trámite constitucional. Boletín N° 9159-05 [S])
El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar, en segundo trámite constitucional, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley N° 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública.

Diputado informante de la Comisión de Hacienda es el señor Ernesto Silva.

Antecedentes:

-Proyecto del Senado, sesión 89ª de la actual legislatura, en 21 de noviembre de 2013. Documentos de la Cuenta N° 7.

-Informe de la Comisión de Hacienda. Documentos de la Cuenta N° 14 de este boletín de sesiones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, sé que está actuando conforme al Reglamento al autorizar el funcionamiento de la Comisión de Hacienda en forma simultánea con la Sala, a solicitud del Presidente accidental, diputado Ernesto Silva.

Al respecto, pido que ojalá sea a las 12.30 horas, porque me interesa intervenir en la discusión de este proyecto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Sí, señor diputado. A esa hora está decidido el inicio de la sesión, según lo que me informó el diputado Silva.

Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, todos estamos comprometidos con los empleados municipales en tratar de sacar adelante el proyecto que dice relación con ellos. No solo el diputado Ortiz hará uso de la palabra. El que habla también está inscrito.

Como presumo que vamos a pasar del tiempo que usted ha previsto, la sesión de la Comisión debería empezar a las 13 horas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Señor diputado, le informo que su señoría está inscrito para hablar en segundo lugar.

Tiene la palabra el diputado informante.

El señor SILVA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Hacienda paso a informar el proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.803, que establece asignación de mejoramiento de la gestión municipal, incrementándola en los términos que señala para homologarla con la asignación de modernización dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a la administración pública.

El proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los diputados presentes.

Expuso en la Comisión, el presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios Municipales (Asemuch), don Oscar Yáñez.

Se hace presente en el mensaje que, en noviembre de 201O, se publicó en el Diario Oficial la ley Nº 20.475 que complementa y modifica la ley Nº 20.387, sobre bonificación por retiro voluntario de los funcionarios municipales. Esta norma buscó ampliar el número de personas beneficiadas por la ley Nº 20.387, de 2009, con el fin de que obtuviesen una bonificación por retiro voluntario. Así, más de 400 funcionarios municipales que no alcanzaron a ser beneficiados por dicha norma legal, pudieron obtener el citado beneficio.

Por otra parte, en agosto de 2012, se publicó en el Diario Oficial la ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las municipalidades por el 
artículo 23 del decreto ley Nº 3.551, de 1981, la cual homologó los sueldos base de los funcionarios municipales con los del nivel central.

Finalmente, en enero de 2013, se dictó la ley Nº 20.649, que otorga a los funcionarios municipales que indica una Bonificación por Retiro Voluntario y una Bonificación Adicional, beneficiándose así a más de 2.700 personas.

Junto a lo anterior, en los últimos años, se ha incrementando sustantivamente el Fondo Común Municipal, alcanzándose niveles históricos.

Asimismo, se puntualiza en el mensaje que en las Leyes de Presupuestos de los años 2012 y 2013 se consignaron aportes especiales por concepto de compensación de predios exentos de pago de impuesto territorial, considerándose en ambos años recursos por M$ 76.193.772. En las mismas leyes se consideraron aportes a municipalidades por concepto de compensación de viviendas sociales ascendentes a un total de M$ 8.180.771.

Por su parte, y con el fin de fortalecer el capital humano existente en los órganos subnacionales, las Leyes de Presupuestos del Sector Público de los años 2012 y 2013 consideraron M$ 5.830.376 para capacitación y formación de funcionarios a través del Programa Academia Capacitación Municipal y Regional.

Respecto de los objetivos y contenidos de proyecto, lo principal es incrementar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, establecida en la ley Nº 19.803, con el fin de equipararla con la asignación de modernización dispuesta en la ley Nº 19.553.

Dicha asignación municipal, destinada a funcionarios de planta y contrata, hoy considera dos componentes. El primero es un incentivo por gestión institucional que se vincula con el cumplimiento eficiente y eficaz de un programa anual de mejoramiento de la gestión que debe ser propuesto al alcalde por un comité técnico municipal y en el cual se deben incluir las metas de las diversas unidades de trabajo de la municipalidad respectiva.

El segundo componente de dicha asignación es el incentivo de desempeño colectivo por área de trabajo, vinculado con el cumplimiento de metas por dirección, departamento o unidad municipal. Este incentivo se concuerda entre el alcalde y la o las asociaciones de funcionarios constituidas en la respectiva municipalidad, en diciembre de cada año, y requiere la aprobación del concejo respectivo.

En cuanto a los montos de la bonificación en virtud de este componente, no puede exceder del 4 por ciento de las remuneraciones, en caso de que la dirección, departamento o unidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90 por ciento de las metas anuales comprometidas en el programa de mejoramiento de la gestión municipal. Si el grado de cumplimiento fuere inferior al 90 por ciento, pero igual o superior al 75 por ciento, el porcentaje de esta bonificación es de 2 por ciento de las remuneraciones.

Por el proyecto de ley en debate esos guarismos se incrementan, de 4 a 9,2 por ciento de las remuneraciones, en caso de que el cumplimiento sea igual o superior al 90 por ciento, y de 2 a 4,6 por ciento de las remuneraciones, si el cumplimiento fuere igual o superior al 75 por ciento e inferior al 90 por ciento.

Al igual que en el componente de gestión institucional, el proyecto de ley, tal cual lo señala la norma vigente, dispone que no existirá incentivo por desempeño colectivo por área de trabajo cuando el grado de cumplimiento de las metas sea inferior al 75 por ciento.

Debemos añadir que la ley Nº 19.803 dispone que, a falta de acuerdo sobre la aplicación del incentivo de desempeño colectivo, se debe aplicar un incentivo de desempeño individual. En estos casos, el alcalde puede acordar con la o las asociaciones de funcionarios los procedimientos y parámetros de cumplimiento y evaluación del desempeño individual de los funcionarios. Ello también requiere la aprobación del concejo. A falta de acuerdo sobre la materia, la norma establece que la aplicación de este incentivo se efectuará en consideración al sistema de calificación de desempeño vigente en la respectiva municipalidad. En el caso de este mecanismo alternativo de incentivo de desempeño individual, la bonificación hoy no puede exceder del 4 por ciento, para el primer tercio mejor calificado de cada escalafón, ni del 2 por ciento, para los funcionarios que les sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 66 por ciento de los mejor evaluados de cada escalafón.

El proyecto considera, para efectos del incentivo de desempeño individual, un aumento porcentual hasta el 9,2 por ciento o el 4,6 por ciento, dependiendo del tercio en el cual se ubica el funcionario en cuanto a calificaciones por escalafón.

El tercer elemento que forma parte de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal es nuevo y se denomina “componente base”. Este ascenderá a 10,3 por ciento de las remuneraciones que se detallan en el informe.

La norma legal vigente dispone que el sistema de incentivos propuesto debe regularlo cada municipalidad mediante un reglamento interno. Como la iniciativa propone cambios en los componentes y en sus porcentajes, cada municipalidad deberá realizar las adecuaciones respectivas. Por ello, se establece expresamente que las municipalidades deberán efectuar las adecuaciones dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la ley.

Otra disposición contenida en la iniciativa legal señala que, con la intención de equiparar las remuneraciones base entre los funcionarios municipales y los del nivel central y la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la de modernización que perciben estos últimos, en caso alguno los funcionarios municipales podrán percibir una renta bruta mensual mayor que la que percibe un par de ministerio o servicio, de igual grado y estamento.

Finalmente, el proyecto de ley dispone la entrada en vigencia gradual, dentro de tres años, tanto del nuevo componente base, como de los nuevos porcentajes sobre remuneraciones dispuestos en aquel.

Principales modificaciones introducidas al proyecto por el Senado.

Se reemplazan, en el artículo 7° de la ley Nº 19.803, a contar del año subsiguiente al de publicación de las modificaciones en debate, los guarismos “6” y “3” por “7,6” y “3,8”, respectivamente.

A contar de 2016, se modifica el artículo 9º de la ley Nº 19.803, en los términos que se plantean en el informe y que se sintetizan en lo siguiente:

Se reemplazan, en el inciso segundo, los guarismos “4” y “2” por “8” y “4”, respectivamente, y se sustituyen, en el inciso cuarto, los guarismos “4” y “2” por, nuevamente, “8” y “4”, respectivamente.

A partir del año subsiguiente al de la publicación de la ley que estamos discutiendo, se agregará el siguiente artículo 9° bis:

“Artículo 9° bis.- El componente base a que se refiere la letra c) del inciso primero del artículo 2° será de un 15 por ciento sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3°.”.

En el artículo primero transitorio, se reemplaza la expresión “de publicación de la presente ley” por “2014”.

En el artículo segundo transitorio, se reemplaza la expresión “de publicación de la presente ley” por “2014”; y los guarismos “5,2”, “8,5”, “4,25”, “6,6” y “3,3” por “10”, “6”, “3”, “4” y “2”, respectivamente.

En el artículo tercero transitorio, se sustituye la expresión “Al año calendario siguiente al de publicación de la presente ley” por “en el año 2015”, y se sustituyen los guarismos que se detalla en el informe que las señoras y los señores diputados tienen en sus pupitres.

Se incorpora un artículo quinto transitorio que señala lo siguiente:

“Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley Nº 19.803, para efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes y porcentajes dispuestos, el Fisco aportará a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de 30.000 millones de pesos.

La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda por aplicación del artículo segundo transitorio de la presente ley. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata y el costo involucrado, en función de los incrementos dispuestos en el precitado artículo transitorio.

Las municipalidades deberán solicitar el aporte fiscal correspondiente al año de publicación de la presente ley dentro de los 30 días siguientes a la ocurrencia de este hecho.”.

Se incorpora, adicionalmente, un artículo sexto transitorio del siguiente tenor:

“Artículo Sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo precedente se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”
Respecto de los antecedentes presupuestarios y financieros analizados en la Comisión de Hacienda, en el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, el 20 de noviembre de 2013, se señala que el proyecto de ley irrogará un mayor gasto fiscal, por única vez, de hasta 30.000 millones de pesos, durante el año de publicación de la ley. La aplicación de esos recursos se materializará mediante resolución de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos y corresponderá a una reasignación desde la Subdere.

Para los años siguientes el gasto deberá ser financiado con cargo a los presupuestos municipales.

En la discusión general del proyecto, el señor Óscar Yáñez, en representación de los trabajadores municipales del país, ratificó los términos del proyecto de ley aprobado por el Senado que materializa el protocolo de acuerdo suscrito entre el Ministro del Interior y los integrantes de la Comisión de Hacienda del Senado, que permitió poner fin a la paralización de actividades que por varias semanas realizaron los funcionarios municipales de todo el país.

Esta iniciativa, precisó, tiene por propósito homologar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la de modernización que beneficia a la Administración Pública, en un periodo de 25 meses.

El diputado señor Auth expresó su total respaldo al contenido de esta iniciativa, que es fruto de un acuerdo suscrito entre los funcionarios municipales y el Ministerio de Hacienda, como consecuencia de las movilizaciones efectuadas por los funcionarios municipales, ya que recoge una antigua y legítima demanda de estos funcionarios en orden a equiparar sus remuneraciones a las de los funcionarios de la administración central.

En la discusión particular, a proposición del diputado señor Marinovic, don Miodrag, Presidente de la Comisión, el proyecto se sometió a votación en general y en particular, a la vez, y fue aprobado por la unanimidad de los diputados presentes.

Todo lo anterior fue tratado y acordado en la sesión del 27 de noviembre de 2013, que contó con la asistencia de los diputados señores Marinovic, Auth, Jaramillo, Macaya, Montes, Ortiz, Rincón, Robles, Santana y Von Mühlenbrock, según consta en el acta respectiva.

Es cuanto puedo informar.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- En discusión el proyecto.

Tiene la palabra el diputado José Miguel Ortiz.

El señor ORTIZ.- Señor Presidente, me alegra que el ministro del Interior haya llegado a la Sala, porque me parece que vamos a tener algunas dificultades en el tratamiento de este proyecto, y como él fue parlamentario, entiende lo que significan las negociaciones y los acuerdos, al igual que el señor ministro Secretario General de Gobierno, que también se encuentra con nosotros.

El proyecto en debate es consecuencia de una larga paralización de los funcionarios municipales, que hizo necesarias muchas gestiones y actuaciones en la cuales nos correspondió participar a varios integrantes de la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados, como también del Senado.

El debate se centró en cuatro puntos que fueron resueltos a través de un acuerdo que dio lugar a un protocolo firmado por las partes.

Creo que es bueno dejar constancia de estos hechos, para que haya claridad en la historia fidedigna del establecimiento de la ley, que será muy importante para lo que viene a futuro para los funcionarios municipales.

En base a los acuerdos contenidos en el protocolo se crearon mesas técnicas sobre las siguientes materias: incremento previsional, que ha sido objetado por la Contraloría General de la República, la que deberá encargarse de un informe en derecho sobre el particular y entregarlo antes del 30 de enero de 2014. Luego de constituirse la referida instancia, deberá evacuar su propuesta antes del 28 de febrero de 2014. 

Respecto de la conformación de plantas municipales, asignaciones profesionales, técnica y de responsabilidad, también deberá evacuar sus propuestas antes del 28 de febrero de 2014. 

¿Qué pasó en lo otro? 

El Gobierno se comprometió -y lo cumplió- a presentar un proyecto de ley para modificar la ley Nº 19.803, que establece una asignación -que es de total justicia- para mejorar la gestión municipal y homologarla con la dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a los funcionarios de la Administración Pública. Se encuentra en segundo trámite constitucional, porque ingresó por el Senado, y treinta cinco senadores -de los treinta y ocho en ejercicio- estuvieron de acuerdo con el proyecto, tanto en general como en particular. 

Por lo tanto, el miércoles pasado, sin estar en Tabla en la Comisión de Hacienda -quiero ser objetivo, serio y justo-, a solicitud de los dirigentes de Asemuch, tanto regionales, provinciales como comunales, se llegó a un acuerdo con los parlamentarios en la Comisión de Hacienda. Escuchamos a los actores, quienes plantearon que estaban de acuerdo, porque significaba dar un paso adelante.

Pero aquí hay dos cosas, que luego de analizarlas muy profundamente, me llaman la atención. No voy a dar a conocer el contenido del proyecto de ley, porque ya lo hizo el diputado informante, sino que me interesa resaltar el tema del financiamiento del proyecto. Todos estábamos de acuerdo, pero después de analizar en detalle el articulado, me encontré con varias sorpresas. Para los efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes del articulado y porcentajes dispuestos, el Fisco aportará a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de 30 mil millones de pesos. Y quiero recordar que ese aporte fiscal -si la ley se publica antes del 31 de diciembre, según el articulado que tenemos en este proyecto de ley-, se podría solicitar para este año 2013. Lo más seguro es que se destinará en los primeros días de enero, porque las municipalidades deberán solicitar este aporte fiscal correspondiente al año de publicación de la presente ley -es una frase muy importante, al menos, para mí- dentro de los treinta días siguientes a la ocurrencia de este hecho. 

Después, establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública. 

Mi preocupación es la siguiente: ¿qué pasa con el financiamiento del 2015 y 2016? Se llegó al acuerdo de que, primero, era por cuatro años; después, tres años, y al final, quedó en 25 meses. Esa es la verdad. ¿Qué puede ocurrir? Puede aplicarse la interpretación de que los municipios se hagan cargo del financiamiento del 2015. Y tengo clarísimo que, en el caso de la Región del Biobío, de 54 comunas, 32 tienen menos de 30.000 habitantes, que no tienen ninguna posibilidad de financiar esta justa petición de los funcionarios municipales. Creo en la igualdad, en que no hay que discriminar, y por eso se está homologando con el sistema público. 

Aquí se toca un tema muy de fondo. Resulta que el financiamiento del 2015 y del 2016 prácticamente queda en tierra de nadie. 

Está claro que los 30 mil millones de pesos estarán disponibles, con cargo al presupuesto de la Subdere, pero estimo que debiera presentarse una indicación que clarifique el tema, porque, de lo contrario, estaremos legislando a la rápida y no vamos a ser justos, especialmente con los municipios. ¡Y para qué decir con los funcionarios municipales, que seguramente están siguiendo esta discusión a través del canal de televisión de la Cámara de Diputados! 

Se han presentado varias alternativas. El Ejecutivo debiera modificar el artículo sexto transitorio. Una primera alternativa sería la siguiente redacción: “El gasto que represente la aplicación de la ley se financiará con cargo al Fisco de manera permanente.”. Creo que es lo más lógico, porque si estamos discutiendo un proyecto de ley de reconocimiento a los funcionarios municipales, ¿por qué vamos a cargar a los municipios con bajos presupuestos un cargo que no les corresponde? Insisto en que debe efectuarse esa modificación. Naturalmente, las municipalidades, cada año, a partir del 2014, deberán solicitar el correspondiente aporte fiscal. 

También podría evaluarse una segunda alternativa de redacción: “El gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de Presupuestos para el Sector Público.”. 

Creo que las dos alternativas mejoran y clarifican el proyecto, se haría justicia con nuestros funcionarios municipales y no se asigna una nueva carga a la inmensa mayoría de los municipios del país. 

Es cuanto quería expresar. Por eso me inscribí en primer lugar. Voy a hacer llegar a la Mesa las dos alternativas de indicación, y me encantaría que la patrocinara el Ejecutivo, a fin de lograr un buen proyecto de ley.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.

El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, me parece que el proyecto de ley ha quedado clarificado con la intervención del colega José Miguel Ortiz.

También creo necesario manifestar, en primer lugar, que el proyecto representó un gran costo para el país y sus ciudadanos, pues se logró después de más de treinta días de paro de los empleados municipales, en que los habitantes de las diferentes comunas debieron soportar el retardo en sus trámites y no pudieron obtener documentos fundamentales para realizar otras diligencias importantes. Y, lo que es peor, tuvieron que soportar la acumulación de toneladas de basuras en las principales ciudades del país, lo cual motivó incluso la declaración de alerta sanitaria en varios lugares del sur, especialmente en Valdivia. 

Lo anterior pudo evitarse si el gobierno hubiese tenido una actitud más proactiva y abierta a buscar una solución, la cual se logró cuando comenzó la tramitación de este proyecto en el Congreso Nacional, gracias a la intervención de parlamentarios, como el senador Andrés Zaldívar, en el Senado, y del colega Tucapel Jiménez, en nuestra Cámara. Gracias a ellos se logró conciliar posiciones y materializar el proyecto que hoy discutimos y que esperamos llegue a buen fin. 

Esta iniciativa solo soluciona uno de los puntos -es necesario decirlo- contemplados en el pliego de peticiones de los funcionarios municipales. Aún falta por solucionar otros puntos, como el incremento previsional y la regularización de plantas, y espero que las propuestas puedan evacuarse en los plazos acordados. En este caso, se trata simplemente de la homologación de las asignaciones por mejoramiento de la gestión municipal con las que hasta este momento recibe el resto de los funcionarios públicos del país. La idea es que esas asignaciones aumenten desde el 10 hasta el 30 por ciento de las remuneraciones cuando, obviamente, se cumplan las metas de gestión fijadas. 

Por esa tramitación a medias de un proyecto, la Asociación de Funcionarios Municipales de Valdivia envió una carta a los parlamentarios, que expresa textualmente lo siguiente: “…al finalizar esta movilización y al darnos cuenta de que nuestros dirigentes a nivel nacional traicionaron a las bases al aceptar un protocolo de acuerdo, el cual no compartimos, ya que no fue aprobado por las bases a nivel nacional.”. 

Y agregan: “La negociación de nuestros representantes fue entre cuatro paredes. A raíz de lo anterior, y en mención de la mala negociación de parte de la Directiva, no se logró en esta ocasión hacer valer nuestros requerimientos, los que no fueron consensuados democráticamente a nivel nacional.”. 

Esa es la carta de los representantes de los funcionarios municipales de Valdivia, que no estuvo en el tapete de la discusión en la Comisión de Hacienda, sino que fue entregada posteriormente a los diputados.

Aun cuando el aumento se planteó en el proyecto original del Gobierno, sin embargo no quedaba claro quién debía realizar el gasto por el mayor costo que implicaba el aumento de las asignaciones: el Gobierno o las mismas municipalidades que, en su mayoría, ya tienen deudas por falta de presupuesto para cumplir con sus funciones en educación y en salud.

Felizmente, se acordó reasignar recursos en el presupuesto de 2014 y, por lo tanto, la Subdere suplirá el mayor costo que signifique el aumento de las asignaciones. Falta asegurar que este aumento sea permanente, a fin de evitar un mayor costo para los municipios del país. Como indicó el diputado Ortiz, a lo mejor es necesario clarificar el gasto permanente en un artículo transitorio, de acuerdo con su proposición de indicación. 

En razón de que este proyecto cuenta con el acuerdo de las autoridades nacionales, lo aprobaremos. Sin embargo, no puedo dejar de lamentar, nuevamente, el alto costo que tuvieron que pagar los ciudadanos por la negativa del Gobierno de llegar a una solución anticipada y necesaria al conflicto que precedió a este acuerdo.

Por lo tanto, aunque el proyecto no es de total agrado para los funcionarios municipales del país -a lo mejor lo es de una gran parte de ellos, pero hay que tener en cuenta que Chile no es solo la Región Metropolitana, sino también el sur del país-, aprobaré el proyecto, con la esperanza de que la indicación propuesta por el diputado Ortiz, a la cual adhiero, sea entendida y aceptada por el Ejecutivo.

Finalmente, al margen de lo que he manifestado, me siento muy feliz de que en las tribunas de la Cámara de Diputados se encuentren presentes algunos niños y niñas de la Región de Los Ríos.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor David 
Sandoval.

El señor SANDOVAL.- Señor Presidente, cuando se trata de programas y beneficios que, de algún modo, apuntan a corregir las enormes distorsiones que existen entre el sistema de financiamiento municipal y el resto de la Administración Pública y cuando se pretende generar una homologación de una asignación de modernización, se buscan las razones por las cuales un sector tiene determinadas características y el resto del sector público otras, porque esas diferencias y distorsiones contribuyen a generar odiosidades que, en algún momento, se transforman en movimientos sociales y paros, con todas las dificultades que ellos implican para nuestras comunidades, especialmente en los servicios municipales, que tienen una relación permanente y directa con sus comunidades. Pero así es el sistema y así se llegó a este acuerdo, que genera justicia en una parte, entre tantas otras: en la Escala Única Municipal de Remuneraciones, en comparación con la Escala Única de Remuneraciones del resto de la Administración Pública.

La homologación que se establece en el proyecto, con todas las salvedades indicadas, se refiere a la necesidad de generar los apoyos pertinentes para lograr que esa asignación se cancele de la misma manera como hoy se está entregando al resto de los funcionarios de la Administración Pública, con las salvedades, el itinerario, la escala y la gradualidad establecida en la iniciativa.

Sin duda, una de las principales inquietudes que surgen inmediatamente es el financiamiento. Hoy, los municipios están recargados, como un verdadero árbol de Navidad, con tareas, funciones, convenios y externalidades de muchos servicios, todos los cuales prácticamente han ido desnaturalizando la función esencial de los municipios, materia que en algún minuto habrá que discutir.

En ese sentido, hay que hacer un llamado de atención al sistema gremial de la organización de los municipios de nuestro país, que hasta hoy no han estado a la altura que se requiere para imponer con fuerza la urgente necesidad de modernizar el sistema municipal en Chile. Hemos logrado avanzar con pequeñas migajas que terminan por resolver temas parciales, pero no la globalidad del sistema municipal chileno. Muchos señores diputados llevan hablando sobre los municipios desde hace mucho tiempo, que se felicitan cuando se logran pequeños avances, en circunstancias de que tenemos una deuda mucho más grande con ellos en materia de remuneraciones, de autonomía municipal, de financiamiento y en la elaboración de normas legales que les permitan hacer frente a los desafíos que implica ser servicios directos que deben responder a las necesidades de la comunidad. 

¿Cómo se han dibujado los municipios a lo largo de los años? Prácticamente se duplican, triplican y hasta cuadruplican las plantas municipales, comparado con los diferentes convenios que tienen vigentes. Obviamente, debemos entender que es necesario realizar una verdadera reforma.

Incluso, en algún minuto se habló de la revolución descentralizadora. Pero jamás habrá regionalización si no hay un propósito concreto, efectivo y real de resolver los problemas la administración de los gobiernos municipales. La ley municipal y las plantas municipales son muy antiguas, razón por la cual debemos hacer un cambio sustantivo para que, de una vez por todas, entreguemos a los gobiernos locales la verdadera fuerza que deben tener. 

Hace poco se eligieron los consejeros regionales. ¿Eso significó regionalización? ¡No! Nunca habrá verdadera regionalización mientras no tengamos claro que debemos hacernos cargos del atraso existente y de la modernización urgente que necesitan los gobiernos municipales para hacer frente a una demanda muy importante, la de la gente. La comunidad está esperando de su municipio la entrega de servicios. Por lo tanto, debemos enfrentar esa situación.

En el caso del financiamiento, los municipios deberán asumir una nueva carga económica. Pero la inmensa mayoría de las municipalidades del país no cuenta con los recursos suficientes para hacerse cargo de esa nueva realidad.

Obviamente, apoyaremos este proyecto, porque busca establecer, al menos en una parte, una homologación básica de un beneficio como la asignación de modernización. En todo caso, no podemos dejar de mencionar que debemos hacernos cargo del gran problema que hoy tienen los municipios. O se ponen a trabajar todos los actores, de una vez por todas, o seguiremos poniendo maquillaje a un problema mucho más profundo. Los municipios necesitan, con urgencia, modernizarse y contar con una ley que les permita hacer frente, de manera eficiente, a las demandas de la comunidad. En ese sentido, todos debemos hacer un mea culpa: el Congreso Nacional, el Gobierno y los propios dirigentes gremiales de los municipios, por cuanto después de tantos años seguimos felicitándonos y valorando las migajas, sin entender que las reformas que se deben impulsar en los municipios son mucho más profundas, en lo cual todos tenemos la culpa.

Finalmente, espero que nuestra bancada apoye el proyecto, a pesar de que quedan muchas deudas y temas pendientes con los municipios del país.

He dicho.

El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el honorable diputado señor Ramón Farías.

El señor FARÍAS.- Señor Presidente, solo quiero plantear que vamos a apoyar este proyecto, pero lo estamos haciendo a regañadientes, porque hay una inconsistencia en lo que dice relación con el financiamiento. Una vez más, desgraciadamente, el Gobierno presenta un proyecto, pero no lo financia totalmente, sino parcialmente.

Anteriormente, en la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, fuimos testigos de la creación de juzgados de policía local en diferentes municipalidades, oportunidad en que manifesté mi renuencia a aprobar ese proyecto porque, si bien el hecho de contar con juzgados de policía local en todos los municipios del país, incluso en los más lejanos y pequeños 
-en los más grandes ya existen-, implica un mejoramiento de la gestión de las comunas, en general, el problema que se presenta -hoy hemos comprobado empíricamente que es así- es que no se han podido crear porque las municipalidades no tienen recursos para construir los edificios ni para pagar a los funcionarios que deben trabajar en ellos. Por lo tanto, se trataba de una ley vacía, bonita para la foto y para firmar, para contar a la gente. Sin embargo -en su momento lo advertimos-, las municipalidades no tienen cómo financiar el aumento de personal, las horas extras y el espacio donde funcionar. Es decir, las municipalidades pequeñas no tenían ninguna posibilidad de aplicar lo que dispone la norma. 

Ahora ocurre exactamente lo mismo. Finalmente, el Ejecutivo, después de hacer oídos sordos durante un mes completo, en que no se avanzó nada en una negociación efectiva con los funcionarios municipales, dejó que la gente sufriera los efectos de que las municipalidades no entregaran los beneficios, de que no pudiera ingresar a los juzgados de policía local a pagar las multas, los partes, etcétera, con el consiguiente problema que ello acarreaba; que no pudiera renovar sus licencias de conducir, sus patentes y una serie de otros trámites que no podía realizar. Repito: el Ejecutivo simplemente no escuchó, ni quería hacerlo, aparentemente, porque no quería llegar a un arreglo.

Finalmente, fue a través del Congreso Nacional donde se llegó al acuerdo final. Pero también ese acuerdo presenta un problema, cual es que, una vez más, estamos solucionando un tema a corto plazo, en circunstancias de que el problema de fondo, de cómo financiamos la gestión municipal, no se aborda. Hoy estamos diciendo que durante el 2014 vamos a disponer de fondos para los municipios, para que sea entregado, a su vez, a los funcionarios municipales. ¿Qué ocurrirá después, el 2015, el 2016, el 2017 y así sucesivamente? ¿Quién va a absorber los gastos? ¿Las municipalidades? ¿Los funcionarios municipales tendrán que ir nuevamente a paro para conseguir algo que es de suyo justo: que todos los funcionarios públicos debiesen tener, a igual función, la misma escala de sueldos, lo que hoy no existe? ¿Deberán hacer nuevas huelgas y tomarse las municipalidades? ¿Tendrán que movilizarse nuevamente el 2015 y el 2016 para poder conseguir el financiamiento de estos beneficios, que tanto han perseguido y que tanto costó entregar? ¿Por qué el Ejecutivo no acoge la indicación -lo pregunto al señor ministro del Interior y Seguridad Pública y al señor subsecretario- que se propone, para que el fisco se haga cargo, de manera permanente, de este gasto? 

Es la única solución; de lo contrario, seguiremos entregando a los municipios una carga económica que se les hará insostenible. Ya con administrar la salud y la educación municipal están quebrados. Y con las leyes que estamos aprobando, que van sin financiamiento permanente, seguimos quebrándolos. Los municipios son las instituciones que están más cerca de las personas. Sus alcaldes, concejales y funcionarios son los que están en contacto directo con la gente y entregan beneficios a las personas que más sufren y que están más complicadas.

Entonces, si queremos avanzar efectivamente hacia una verdadera y moderna gestión municipal, debemos entregar también financiamiento y mayor autonomía a los distintos municipios del país, para que puedan financiarse de manera mucho más holgada.

Por lo anteriormente expuesto, me parece que debiese acogerse la indicación propuesta que está dando vueltas, a la que ya se han referido otros colegas. El Ejecutivo debiese acogerla y poner la palabra “permanente” cuando se aluda al tema del financiamiento. De esa manera, podremos tener equilibrio y municipios que funcionen bien, que no se vean obligados a pensar en qué van a hacer el 2015 para, eventualmente, poder financiar lo que en justicia les corresponde a los funcionarios municipales: la homologación que se está estableciendo y que han perseguido durante tantos años.

Queremos votar a favor este proyecto de ley, pero lo haremos a regañadientes, porque no se asegura el financiamiento total, sino solo por un año. ¿Qué va a ocurrir después? No lo sabemos. ¿Habrá más huelgas y más movilizaciones por parte de los funcionarios, para lograr lo que es justo? No lo sabemos. 

Finalmente, pido al representante del Ejecutivo que se refiera al tema cuando le corresponda intervenir, para que estudiemos la posibilidad de que se presente la indicación, para que el texto del proyecto de ley exprese claramente que el gasto que represente su aplicación se financiará con cargo al fisco de manera permanente y no solamente por un año.

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señora Presidenta, creo que todos estamos de acuerdo en que este proyecto de ley hay que votarlo a favor, salvo respecto de las observaciones que se han formulado. 

Por desgracia, este proyecto surge como producto de un movimiento gremial, un paro de aproximadamente un mes, que no fue provocado por los funcionarios municipales, sino que fue consecuencia de que las autoridades de gobierno no aceptaran sus propuestas. Al parecer, en el país se impuso ya la costumbre de que hay que esperar que se desencadenen los conflictos para entrar a operar, lo que, sin duda, no es lo óptimo ni lo lógico. Hay que evitar los conflictos y, para lograr ese objetivo, hay que conocer los problemas. Todo gobierno con sensibilidad ante temas sociales debe percibir los problemas, acogerlos, conversarlos e intentar solucionarlos.

Este proyecto de ley soluciona parte de las demandas de los funcionarios municipales. Digo parte, por cuanto quedaron varios sobre la mesa. Uno, el más importante, que hemos venido gestionando y analizando en la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, dice relación con el incremento previsional, que ha sido objetado por la Contraloría General de la República y que hemos procurado resolver. Se entregarán los antecedentes a un especialista, para que emita un informe y tener una respuesta antes del 28 de febrero. Otro tema pendiente es la conformación de plantas municipales y asignaciones profesional, técnica y de responsabilidad, temas sobre los que también deberán elaborarse estudios.

Como bien lo dijo mi colega Enrique Jaramillo, no hay conformidad absoluta con el acuerdo de quienes participaron en este movimiento gremial. Sin embargo, la solución que se establece a través de este proyecto de ley es importante, toda vez que modifica la ley 
Nº 19.803, que establece la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, incrementándola en los términos que señala su texto, para homologarlas con la asignación de modernización de la Administración Pública, dispuesta en la ley N° 19.553.

En la Comisión de Gobierno Interior y Regionalización, en agosto de 2012, despachamos el proyecto de ley que homologó los sueldos base de los funcionarios municipales con los del nivel central, cuestión que se haría en cuatro años. Este proyecto contempla un período de 25 meses para lograr la plena igualación de las asignaciones. 

De esta forma, se recoge esa sentida e histórica aspiración de los trabajadores municipales de homologar sus remuneraciones con las de los funcionarios de los ministerios y servicios públicos. Cuesta entender esta discriminación, en circunstancias que roles, funciones, esfuerzo, exigencias y excelencia son similares en la esfera de la administración municipal y de la pública. 

Se hace justicia porque se iguala la asignación de mejoramiento de gestión municipal con la asignación de modernización, llegando a 30,6 por ciento de las remuneraciones correspondientes. Para la plena igualación se contempla un período de 25 meses, contados desde el 1 de enero de 2014.

Sin duda que surgen las aprensiones, algunas de las cuales se han dado a conocer en esta Sala. Por ejemplo, que los recursos ordinarios municipales no se vean afectados por la aplicación de la nueva ley. Recordemos que algunos municipios no cuentan con recursos suficientes, de manera que debe existir un resguardo, una protección o una disposición legal que evite que los alcaldes se vean obligados a financiar la aplicación de la ley con recursos municipales. Por eso, estoy muy de acuerdo con la indicación que asegure que el fisco financie los gastos que involucre. 

El financiamiento de la asignación tampoco debe provenir de los recursos de libre disponibilidad que el actual gobierno dejará al que asuma a partir del 11 de marzo de 2014. 

Con los resguardos y observaciones que he señalado, considero que debemos aprobar este proyecto de ley, que fue consensuado entre los funcionarios municipales, los alcaldes y el Ministerio de Hacienda. 

Respecto de los recursos, las inquietudes que surgen en la Sala son justas, porque nada puede salir del Congreso Nacional sin financiamiento. Las leyes, para ser aplicadas, necesitan del financiamiento correspondiente. Por eso, pongo énfasis en este punto, para que no surja algún conflicto mayor que nos signifique un problema como legisladores. Se habla de la sabiduría, de la mesura, del conocimiento y de la inteligencia del legislador, lo que nos demanda a estar conscientes de que debemos actuar de esa forma, para despachar leyes que sean aplicables. En ese contexto, esta futura ley saldrá enteramente aplicable. Se habla de los primeros 30 mil millones de pesos que aportará el fisco, pero habrá que poner en discusión el resto del financiamiento que pudiera faltar.

Desde ya anuncio mi voto favorable a este proyecto de ley.

Por último, envío un saludo para todos los funcionarios municipales de mi ciudad y de mi provincia, a quienes, además, digo que siempre estaremos con ellos, que no los olvidaremos y que estaremos atentos al incremento previsional y a todo lo que quedó pendiente. No tengan la menor duda de lo que les estoy diciendo. 

He dicho.

La señora SEPÚLVEDA, doña Alejandra (Presidenta accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Vilches.

El señor VILCHES.- Señora Presidenta, por su intermedio, saludo al ministro del Interior y Seguridad Pública, don Andrés Chadwick, y agradezco la presentación de este proyecto de ley, toda vez que él representa al Poder Ejecutivo, al gobierno del Presidente Sebastián Piñera. 

Desde hace muchos años, los trabajadores municipales han aspirado a un mejoramiento de sus remuneraciones, de las plantas municipales y de los servicios que ellos entregan, pero nunca habían sido escuchados. Quienes llevamos años en la Cámara de Diputados sabemos de los intentos de sus dirigentes nacionales y locales por lograr esos mejoramientos, pero no había sido posible. 

Aunque es largo de explicar, quiero mencionar, en forma breve, algunos ejemplos. Es el caso del mejoramiento para los profesores. Las autoridades de gobierno aprobaron los recursos para bonos de perfeccionamiento, pero, así y todo, se tuvo que recurrir a la justicia para que se los pagaran. Y eso que era un bono legítimo. A veces demoró años el pago de las indemnizaciones a los profesores, y no queremos que esto se repita con los trabajadores municipales. 

¿Por qué lo digo de esa manera? Porque después de revisar la historia de las aspiraciones de los trabajadores municipales, tenemos que reconocer que han sido tratados como los parientes pobres de la Administración Pública, porque nunca han obtenido un mejoramiento significativo; esta será la primera vez. En forma gradual, sus remuneraciones serán mejoradas hasta en 30,6 por ciento en 25 meses, por la vía de aumentar el bono por gestión, proceso que se inicia el 1 de enero del próximo año, avanzando en 50 por ciento durante el primer año y 25 por ciento adicional durante los dos años siguientes. El componente base ascenderá a 15 por ciento de las remuneraciones. Para estos efectos, el proyecto contempla un financiamiento, que detalló con mucha claridad el diputado José Miguel Ortiz, cuando señaló que se trataba de 30 mil millones de pesos aprobados para la primera etapa de este mejoramiento a los trabajadores municipales. Pero no nos dejemos influir por esta cifra, porque es mínima en relación con los años 2015 y 2016, en que será reajustada, para cumplir con el compromiso con los trabajadores municipales.

Por eso, comparto la indicación que se ha propuesto -suscribo la petición al Ejecutivo para que la haga suya-, porque permite asegurar el financiamiento para los años 2015 y 2016, dado que para el 2014 está financiado. Es necesario que los recursos sean incorporados en la Ley de Presupuestos. Independientemente de quienes dirijan el Ejecutivo y de quienes sean ministros, la ley se debe cumplir, para que no se repita lo que ha ocurrido a tantos trabajadores públicos, que han debido esperar por años un mejoramiento. 

Cuando comprendamos que la remuneración de un trabajador es lo más sagrado, porque con eso vive y con eso determina el nivel económico de su familia, entonces entenderemos la verdadera importancia que tiene este reajuste para los trabajadores municipales.

Los funcionarios municipales han debido resolver sus problemas de muchas formas; incluso, en municipalidades pequeñas han tenido que compartir el trabajo de profesionales, a través de jornadas parciales, para cumplir con las funciones del municipio. El diputado David Sandoval fue muy atinente cuando señaló que las funciones que se han agregado a los municipios son múltiples. Hoy tienen un planta de trabajadores que se triplica o cuadriplica con el número de funcionarios que está en otros programas asociados al municipio. De ahí la importancia de este mejoramiento. 

El diputado Ramón Farías recordó -a mi juicio, de manera muy atinada- que el municipio es el organismo público más cercano a la gente. Por eso, después de tantos años de aspiraciones frustradas, que el gobierno del Presidente Sebastián Piñera haya entregado una solución de verdad para los trabajadores municipales me hace sentir muy satisfecho, razón por la cual votaré favorablemente el proyecto. 

He dicho. 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Rodrigo González.

El señor GONZÁLEZ.- Señor Presidente, este es un proyecto muy importante, porque marcará un hito en la historia de los trabajadores municipales dentro de la Administración Pública.

Recordemos que el paro de los trabajadores municipales, que duró casi un mes y que finalizó hace pocos días, motivó el envió del proyecto en debate al Congreso Nacional, después de un acuerdo que lograron el Ejecutivo y las directivas de los trabajadores municipales. El movimiento gremial y sindical de los trabajadores municipales era casi invisible en el país. Durante su movilización, los trabajadores municipales se hicieron visibles, se constituyeron en un actor social y político relevante, y demostraron que su unidad para plantear sus necesidades los convertían en un factor muy importante para el desarrollo del país y de los municipios. Estoy convencido que después de este paro, los trabajadores municipales jugarán un rol más importante, que no solo beneficiará a los propios trabajadores, sino también a la gestión municipal y, en general, el rol de los municipios. Lo que no se hizo antes, después de hablar mucho de descentralización y de darle un rol importante a las municipalidades, se está haciendo ahora gracias a la lucha que dieron los trabajadores municipales por sus propios intereses, pero también por los intereses del país. A pesar de las molestias que ocasionó el paro para la comunidad, especialmente respecto del retiro de la basura domiciliaria y de los trámites que deben realizarse en las municipalidades, lo que obtuvieron esos trabajadores es un avance. Es importante que este avance se transforme en ley permanente. El que la labor de los trabajadores municipales sea premiada y que el resultado de un trabajo mejor o peor tenga relación con una mayor o menor remuneración es sumamente decisivo para mejorar la gestión y la calidad de los servicios que ellos prestan a la comunidad. Como bien señalaron otros diputados, una buen gestión municipal, que los trabajadores municipales atiendan bien a la gente, que los servicio de aseo, de rentas y de apoyo a las vecinas y a los vecinos sean de mejor calidad; que los trabajadores estén motivados a capacitarse en forma permanente y que el municipio sea cada vez más eficiente en su relación con la comunidad, son factores muy importantes para los habitantes de las comunas y de cada rincón de nuestras ciudades. Los municipios tienen una importancia fundamental para el desarrollo y la calidad de vida de las personas en forma inmediata. Por lo tanto, mejorar la calidad de la gestión municipal por la vía de mejorar las remuneraciones de los trabajadores municipales es muy decisivo para los ciudadanos. 

Por eso, a pesar de las molestias que sufrió la comunidad, el proyecto mejora el funcionamiento de los municipios porque permitirá que mejore la gestión de los trabajadores municipales y, sobre todo, hace justicia, porque termina con una suerte de discriminación hacia los trabajadores municipales en el sector público. Esta suerte de subordinación, de funcionarios subalternos, empieza a ser superado. Después del paro, hay una realidad nueva. El paro marcará un antes y un después para los trabajadores municipales. El éxito de la movilización conlleva beneficios para ellos, pero también para el país, para el desarrollo de la descentralización y para los municipios, que ahora contarán con más instrumentos para desarrollar una labor que es fundamental para la comunidad. 

Por eso, me alegro de que el proyecto se discuta hoy en el Congreso Nacional y, desde luego, lo apoyaremos en los términos que plantea, ya que el fortalecimiento y la potenciación de los municipios son objetivos permanentes que debieran estar en nuestra institucionalidad. Lamentablemente, todas las medidas verdaderas de descentralización en relación con los municipios no han avanzado con la rapidez que se requiere, por lo que es sumamente necesario continuar progresando en ese sentido.

Por otra parte, se ha producido una progresión respecto del bono por mejoramiento de la gestión, ya que no existía en un principio, por lo que los trabajadores municipales y algunos municipios hicimos avances importantes para crearlo. Esto no fue reconocido en su momento, pero, posteriormente, los municipios que lo establecieron, como el de Viña del Mar, fueron premiados, ya que ese beneficio se transformó en permanente, mediante una ley de la república.

Por lo tanto, es muy importante el homologación del bono por mejoramiento de gestión que se otorga a los trabajadores municipales con la asignación de modernización que se entrega a los funcionarios de la administración pública, ya que, aunque gradual, es una conquista que se convierte en permanente.

Por intermedio del señor Presidente, señalo al ministro del Interior y de Seguridad Pública que es muy importante lograr que el financiamiento que se va a dar a los municipios en relación con esta materia tenga carácter permanente.

El presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades me planteó que es una necesidad imperiosa que los 30 mil millones de pesos que hoy se están dando para otorgar ese beneficio en 2014 se transforme en un financiamiento permanente.

También conversé con los dirigentes de los gremios municipales, quienes me manifestaron la importancia que tenía que se aprobara el proyecto en discusión -lo que, sin duda, haremos-, pero agregaron que para ellos era fundamental que el fisco entregue el financiamiento de manera permanente, ya que no se les puede seguir asignando nuevas obligaciones a los municipios sin que se les entregue el financiamiento que corresponde, porque, si eso no se corrige, debilitaremos el funcionamiento de los municipios, como ha ocurrido, porque en la actualidad tienen un desfinanciamiento crónico, que se agravará si solamente financiamos la entrega de este beneficio por un año.

Por ello, acojo plenamente la propuesta del presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, la que fue respaldada por varios parlamentarios que me antecedieron en el uso de la palabra, entre ellos el diputado José Miguel Ortiz, que tiene por objeto solicitar al señor ministro del Interior y Seguridad Pública que patrocine una indicación que declare como permanente el financiamiento, bajo la forma de una primera alternativa de indicación que señale que el gasto que representa la aplicación de la ley se financiará con cargo al fisco de manera permanente, debiendo las municipalidades, cada año, a partir de 2014, solicitar ese aporte fiscal, o bajo la forma de otra indicación, que también fue sugerida por la Asociación Chilena de Municipalidades, que diga: “El gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, y en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de Presupuesto del sector público.”.

Esta indicación reemplazaría el artículo sexto transitorio del proyecto.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Tucapel Jiménez.

El señor JIMÉNEZ.- Señor Presidente, me siento feliz por discutir y, posteriormente, aprobar este proyecto, porque es de entera justicia para los funcionarios municipales.

Creo que vale la pena hacer un poquito de historia al respecto, porque el proyecto no llegó al Congreso Nacional de un día para otro, sino que fue la consecuencia de un paro de 30 días que realizaron los trabajadores municipales del país. Creo que en la historia no hay precedente de un paro tan prolongado de esos funcionarios y de las consecuencias que trajo la paralización de todos los servicios que prestan los municipios, especialmente el relacionado con la extracción de basura en algunas comunas del país, que afectó directamente a la ciudadanía.

Por lo tanto, tengo sentimientos encontrados en relación con la discusión del proyecto que solucionó el conflicto con esos trabajadores, porque esto mismo se podría haber hecho desde un comienzo.

A petición de los trabajadores que extraen la basura, junto con el Presidente de la Comisión de Trabajo y Seguridad Social, diputado Felipe Salaberry, nos correspondió participar como mediadores cuando paralizaron sus labores, que no fue tan prolongado, ya que duró solo tres días, pero todos sabemos las consecuencias que tuvo para el país la acumulación de basura en nuestras calles. Dichos trabajadores son contratados por empresas privadas, las que, a su vez, son subcontratadas por los municipios.

La solución a ese conflicto era similar: el Estado debía poner los recursos necesarios para resolverlo, porque los municipios no tienen de dónde sacar fondos para ello. El Gobierno señaló que era un problema de los municipios, pero en dos o tres días se formó esa mesa de trabajo y al final el Estado puso los 15 mil millones que hacían falta.

Por eso no se entendió que, cuando se produjo el paro de los trabajadores municipales, el Gobierno no actuara con la misma decisión y voluntad, porque debía aplicar la misma solución: poner los recursos necesarios en la mesa para resolver el problema, porque los municipios no tienen de dónde sacar esos fondos.

Por lo tanto, como dije al comienzo, se pudo evitar fácilmente ese paro tan prolongado de los trabajadores municipales, que trajo consecuencias para ellos, sus familias y los ciudadanos durante los treinta días que se prolongó.

También quiero destacar la labor del presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Santiago Rebolledo, quien hizo un gran esfuerzo para solucionar la huelga de los empleados municipales, ya que había participado en la mesa que se instaló durante la paralización de los trabajadores que retiran la basura, por lo que sabía que la solución era la misma, que el Gobierno pusiera los 30 mil millones de pesos que faltaban y que ese financiamiento fuese permanente.

Por lo tanto, vayan mis felicitaciones para el presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, por la labor y por el esfuerzo que realizó, empeño que sigue demostrando para lograr un financiamiento permanente para el otorgamiento de este beneficio, ya que no se entiende que solo se entreguen recursos hasta 2014. No estamos corriendo el riesgo de rechazar el proyecto, pero hay que tener claridad de que solo estamos financiado este beneficio hasta dicho año. Escuché a muchos diputados preguntarse qué va a pasar en 2015 o en 2016. No es esa la pregunta que corresponde plantearse, sino qué va a pasar en todos los próximos años si no existe un financiamiento permanente.

En ese sentido, hago un llamado al Gobierno para que presente alguna de las indicaciones propuestas que otorga un financiamiento permanente para el beneficio, ya que nosotros no tenemos facultades para presentarla.

También quiero destacar la labor que jugó el senador Andrés Zaldívar en la mediación que se produjo en el Senado. Los diputados nos jugamos al máximo por tratar de resolver este problema acá. Incluso, nosotros pedimos una sesión especial de la Cámara de Diputados para el día en que se solucionó este conflicto que llevaba la firma de gran parte de los diputados de la Nueva Mayoría, con el objeto de que el Gobierno nos explicara por qué no se llegaba a acuerdo y por qué no ponía los recursos necesarios. Por suerte ese mismo día se alcanzó una solución.

Por lo tanto, me alegro porque aprobaremos una iniciativa que es legítima y de entera justicia para los trabajadores municipales, ya que incrementará la asignación de mejoramiento a la gestión municipal, para homologarla a la asignación de modernización que reciben los trabajadores de la administración pública. Creo que es bueno repetir esto.

Ojalá que se cumpla el protocolo que se firmó, que señala que en la mesa de trabajo que se creó para solucionar la huelga se seguirán discutiendo otras materias, como el incremento previsional y la conformación de las plantas, lo cual tiene un plazo definido, que es fines de febrero, ya que esto dará tranquilidad a los trabajadores municipales, quienes prestan un gran servicio al país, por lo que merecen las mejores condiciones laborales y los mejores sueldos.

Por lo tanto, anuncio que aprobaremos el proyecto, pero pedimos que el Ejecutivo haga lo que sea necesario para incluir el financiamiento permanente del beneficio en la iniciativa de ley en discusión.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el ministro señor Andrés Chadwick.

El señor CHADWICK (ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, voy a intervenir brevemente, porque sé que el tiempo destinado a la discusión se está terminando. 

Al final de mi alocución, haré una solicitud a la Sala. 

Creo que nos encontramos en presencia de un buen acuerdo. Nos tomó un largo tiempo poder alcanzarlo y perfeccionarlo. Dicho acuerdo se plasmó en un proyecto de ley -lo traemos hoy a la Cámara-, tras el diálogo sostenido con la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (Asemuch), la Asociación Chilena de Municipalidades, la Comisión de Hacienda del Senado, y también mediante consultas que se les hicieron a las personas responsables sobre la materia en los comandos de ambas candidaturas presidenciales. 

Se habló con todos ellos, porque el proyecto de ley que presentamos no está llamado a tener efectos fundamentalmente bajo nuestro Gobierno, sino durante el próximo gobierno. Nos pareció que una forma respetuosa de actuar en política era considerar también las opiniones de ambas candidaturas que pasaron a segunda vuelta. 

¿Qué hemos logrado? Lo fundamental: la homologación de la asignación del PMG, que era un largo anhelo del sector de los funcionarios municipales. 

Hace dos años, la Cámara aprobó un proyecto de ley -dicha legislación hoy se encuentra en plena vigencia- en el que homologaron los sueldos base entre funcionarios municipales y fiscales. Pero había quedado pendiente la homologación del PMG, cuya consecución también era extraordinariamente importante. Como Gobierno, nos pareció justa la petición que se hacía para alcanzar dicha homologación entre empleados municipales y fiscales. 

¿Cuál fue el problema que debimos enfrentar? Que, de hacer de una sola vez la referida homologación, implicaba la cifra de 120 millones de dólares. Ustedes saben mejor que yo que se trata de una cantidad de dinero muy significativa en nuestros presupuestos.

Por eso planteamos la posibilidad de hacerla en forma gradual. Llegamos a una gradualidad de tres años, pensando en la responsabilidad que tenemos como Gobierno de mantener los equilibrios fiscales, en que no era justo dejar al futuro gobierno el impacto del financiamiento de una sola vez en el Presupuesto, como, asimismo, en que no fuera de cargo de los fondos de libre disponibilidad, que sus señorías han discutido en forma muy intensa, a raíz del proyecto de Ley de Presupuestos. 

Por eso, reitero, se planteó hacer la homologación en tres años, y como aquí se explicó, en forma gradual, con un primer año que se inicia el 1 de enero del 2014, en que se acelera esta cláusula gradual para efecto de que se pague el 50 por ciento del PMG y, al mismo tiempo, con los mismos parámetros que hoy se determinan para esta asignación en materia de funcionarios fiscales. 

En este proyecto de ley recurrimos a un financiamiento vía Ley de Presupuestos, que ya está aprobado por el Congreso Nacional, que consiste en una reasignación de los recursos de que dispone la Subsecretaría de Desarrollo Regional, fundamentalmente del Fondo de Incentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal y de una provisión contemplada en la referida Subsecretaría para apoyar la recuperación de infraestructura local de la zona centro sur, con el propósito de no generar ningún nuevo gasto al presupuesto municipal. 

Por eso, para los efectos de la iniciativa en debate, el Congreso Nacional aprobó dicho financiamiento en el recientemente despachado proyecto de Ley de Presupuestos.

En ese sentido, quiero referirme a ciertas aprensiones que he escuchado en algunos señores diputados. Creo que ustedes mismos tienen la respuesta a tales reparos. 

Nosotros no hicimos una glosa presupuestaria destinada a regir por un año con respecto a la homologación de esta asignación, sino que enviamos un proyecto de ley y pedimos su aprobación. 

Toda ley es de carácter permanente. Sus señorías saben muy bien que las leyes no pueden estar desfinanciadas, con mayor razón si se trata de una ley que genera derechos laborales. No existe en nuestro sistema institucional una ley que carezca de financiamiento. 

Por consiguiente, para el período del próximo año la presente ley en proyecto ya está financiada. Respecto de las aprensiones de señores diputados para 2015 y 2016, tendrá la respuesta el futuro gobierno, cualquiera que sea, y ustedes mismos: la Cámara de Diputados. Ustedes no solo tienen la respuesta: entregar el financiamiento correspondiente es una obligación legal y constitucional. Será materia de discusión del Parlamento, a propuesta del futuro gobierno, la forma de financiar esta futura ley. Pero financiamiento tiene que haber de todas maneras, a todo evento. De lo contrario, para tal efecto se reducirán recursos de todas las partidas del Presupuesto. 

Imagino que, de la misma forma en que lo ha hecho este Gobierno, con acuerdo del Senado, ustedes dispondrán el financiamiento en la próxima Administración, a través de una glosa presupuestaria, que es como se financian proyectos como este, para que los municipios no incurran en gastos mayores.

Por lo tanto, insisto, ustedes mismos responderán las aprensiones. Sin lugar a dudas, el Parlamento no podrá desconfiar ni tener incertidumbre respecto del modo en que ustedes mismos y el futuro gobierno sabrán responder a los recursos que esta futura ley permanente necesitará para su financiamiento durante los años 2015 y 2016.

Hasta el año 2014, plenamente financiado; en 2015 y 2016, ustedes tienen la respuesta. 

Así que tengan más confianza en sus propias atribuciones, más confianza en el tiempo que viene y más confianza en lo que significa una ley de carácter permanente. 

Señor Presidente, quiero hacerle una solicitud. Sé que hay muchos diputados inscritos para intervenir, pero este proyecto contiene un elemento muy importante: el pago inicial del 50 por ciento de la asignación debe hacerse el 1 de enero del próximo año. Por lo tanto, estamos a menos de treinta días de ese pago. 

En consecuencia, para el Gobierno sería muy bienvenido el que pudiéramos aprobar hoy la iniciativa a fin de tener, sin demora alguna, las disposiciones administrativas que nos permitan hacer el pago correspondiente de la asignación el 1 de enero del 2014. 

Gracias, señor Presidente. 

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado Marcelo Schilling.

El señor SCHILLING.- Señor Presidente, ha sido muy simpática la intervención del ministro del Interior y ha causado gran hilaridad en varios de quienes lo escuchamos. Bueno, con esa simpatía, su ruego de que aprobemos el proyecto cuanto antes, ojalá en esta misma sesión, es difícil de resistir. 

Pero, más allá de lo simpática que haya sido la intervención, considero bien poco serio lo que plantea el ministro. Él dice que toda ley tiene que estar financiada y que la que se encuentra en proyecto se financiará con reasignaciones presupuestarias que él identificó en el presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, lo que no asegura un financiamiento permanente. Al respecto, creo que perfectamente se podría recurrir al Tribunal Constitucional para que lleve a cabo el control de constitucionalidad de este proyecto. 

Reitero, es bien poco serio que venga acá el jefe del Gabinete -que funge en calidad de Vicepresidente de la República cuando el Primer Mandatario se encuentra fuera del país- y nos señale que la ley en proyecto está financiada, en circunstancias de que lo único que se propone es llevar a cabo algunas reasignaciones, las que afectarán los recursos del Fondo de incentivo al Mejoramiento de la Gestión Municipal y la provisión Recuperación Infraestructura Local Zona Centro Sur, con el objeto de financiar las asignaciones que propone la iniciativa, pero solo por un año.

Esa situación recuerda la frase pronunciada por algunos emperadores romanos: “Después de mí, el diluvio”. Como los representantes del Ejecutivo se han dado cuenta de que no habrá continuidad del actual gobierno, han planteado que lo que ocurra luego de 2014 en materia de financiamiento de las asignaciones que se plantean será problema de la próxima administración.

Por lo tanto, creo que la intervención del ministro del Interior y Seguridad Pública habría estado bien para una tertulia social, llevada a cabo en un ambiente distinto al del Congreso Nacional. Me parece muy poco afortunado que la haya hecho en la Sala de la Cámara de Diputados, lo cual revela el poco aprecio que se tiene por las instituciones de la república y respecto de guardar las formas que este debería imponer.

Sin embargo, ello no me parece extraño de parte de representantes de fuerzas sociales y culturales que viven sembrando el pánico y el terror en cuanto alguien señala que hay que establecer mejores condiciones de vida para más miembros de la sociedad y que se debe distribuir la riqueza entre más personas que aquellas entre las que hoy se reparte la torta.

Ese tipo de personas solo necesita llegar al gobierno de vez en cuando, porque ejercen dominio desde las empresas, los medios de comunicación, las universidades y desde todos los vericuetos de la sociedad y del Estado en los que radican los poderes fácticos. Reitero que necesitan llegar al gobierno de vez en cuando, para ampliar el espacio de los negocios y las posibilidades de enriquecimiento de los mismos. Esa es la verdadera vocación de ese sector social y de sus representantes políticos, como el que tenemos hoy en la Sala.

Votaremos a favor el proyecto de ley en discusión, porque favorece a trabajadores, sin perjuicio de que en su momento el Estado deberá ver cómo se las arregla para generar los recursos -en el fisco o en las municipalidades- que se requerirán para sostener en el tiempo el compromiso de mejorar las remuneraciones de los trabajadores municipales. Lo señalo porque eso es lo que ha planteado el Ejecutivo actual, es decir, que más adelante -en el gobierno futuro- se deberá analizar la forma de hacerlo.

Esa postura demuestra el desdén con el que se trata a las municipalidades. Si bien todo el mundo señala que estas son muy importantes, puesto que constituyen la primera puerta de acceso a la relación entre los ciudadanos y el Estado, y son muy influyentes en la vida cotidiana y en la calidad de vida de sus habitantes, no se actúa en consecuencia, porque siempre se las considera como el pariente pobre de la Administración del Estado.

Algún día se hará un esfuerzo de verdad para reflexionar respecto del rol que deben jugar las municipalidades en la vida nacional y para poner el reloj a la hora en relación con ese papel.

Por último, quiero decir que sería muy positivo que se llevara a cabo la transcripción de las reuniones que se celebraron entre el Gobierno, las municipalidades y los trabajadores municipales, la que debería ser distribuida a todos los parlamentarios, con el propósito de verificar si existió el compromiso que alega la Asociación Chilena de Municipalidades, en cuanto a que el financiamiento del proyecto sería de cargo fiscal de manera permanente, no transitoria, como nos lo ha explicado latamente el ministro señor Chadwick.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Hugo Gutiérrez.

El señor GUTIÉRREZ (don Hugo).- Señor Presidente, el proyecto en debate tiene gran importancia para nosotros, pues permitió poner fin al paro que sostuvieron los trabajadores municipales por aproximadamente 28 días.

Asimismo, la iniciativa tiene relevancia porque en ella se concretan demandas muy anheladas por los funcionarios municipales en materia de justicia laboral, puesto que establece la igualdad de condiciones y de trato entre ellos y los trabajadores de la Administración del Estado.

Tal como lo han señalado quienes me antecedieron en el uso de la palabra, no cabe duda de que los funcionarios municipales son los parientes pobres del Estado. De hecho, si uno compara su escala de sueldos con la de los funcionarios fiscales, se puede observar que hay desigualdades manifiestas. Dichas desigualdades se incrementan aún más si se compara la escala de sueldos de los funcionarios municipales con la de los trabajadores de organismos fiscalizadores, como el Servicio de Impuestos Internos. Al hacerlo nos encontraríamos con que en un mismo grado las diferencias son abismales y totalmente injustificadas.

Cuando los funcionarios municipales estaban en paro con el propósito de que se homologara el PMG, ¿alguien dudaba de la justicia de esa demanda? Creo que era difícil disentir de su solicitud.

Por lo tanto, de una vez por todas debemos encarar el grave problema del maltrato que el Estado da a los funcionarios municipales. Todos hablan de la relevancia e importancia que tienen esos trabajadores, porque son los que, en forma permanente, se encuentran con el ciudadano común y corriente; son los que están disponibles para solucionar sus problemas y los que deben encarar las dificultades cotidianas a las que se enfrentan los miembros de la comunidad. Sin embargo son los funcionarios más maltratados por el Estado.

De allí que lo que se busca hacer a través del proyecto en debate es dar satisfacción a una demanda justa: homologar los PMG de los empleados municipales con los de los empleados fiscales.

Al respecto, si uno trata de buscar el sentido de haber establecido esa odiosa desigualdad, no se encuentra ninguno; no hay justificación alguna para haber hecho esa diferencia entre los empleados fiscales y los municipales.

Tenemos una preocupación que se ha manifestado en forma reiterada en este Hemiciclo. Según el proyecto de ley en discusión, la homologación de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la dispuesta en la ley N° 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública, se financia con la reasignación de programas internos de la Subdere, de modo que no se destina dinero fresco para tal efecto. De acuerdo con lo dispuesto en la iniciativa, solo habrá financiamiento para los primeros doce meses de los veinticinco comprometidos con la finalidad de completar la homologación.

Al respecto, nos preguntamos qué se dejará de financiar para completar los recursos que se requerirán. Las municipalidades deberán entregar el dinero que falte para pagar la homologación. Sin embargo, como ese procedimiento puede quedar abierto a interpretaciones, se puede generar una vez más un vacío en la ley, contrario a la igualdad de condiciones y de beneficios entre los trabajadores.

En ese sentido, quiero decir que nos parece muy poco seria la propuesta del Gobierno. De hecho, luego de escuchar las palabras del ministro del Interior y Seguridad Pública, nos quedan más dudas respecto de la seriedad de la propuesta. Después de que la materia ha estado desde hace más de tres años en la agenda laboral de las municipalidades, la que ha sido discutida con el Gobierno, pareciera que lo que aborda el proyecto de ley en discusión fuera de último minuto.

De nuevo nos abocamos a la discusión de la misma materia: los empleados municipales, los parientes pobres del Estado, son los que quedan siempre en espera, puesto que son postergados de manera permanente.

En tal sentido, lo que vemos es que al igual como ocurre en cada oportunidad, la Derecha dejó en último lugar la búsqueda de una satisfacción justa, la que solo fue tomada en consideración cuando los empleados municipales paralizaron sus actividades. Para entender la necesidad de homologar la asignación de mejoramiento de la gestión que reciben los funcionarios municipales con la que reciben los funcionarios de nivel central fueron necesarios 28 días de paro. ¿Era necesario esperar tanto tiempo? ¿Se justificaba esa espera? Creo que no.

A su vez, nos preocupa la existencia de municipios que a la fecha de publicación de esta ley en proyecto estén en proceso de elaboración de su Plan de Desarrollo Comunal (Pladeco), que, además de ser preponderante y atingente para las comunas, debe ser desarrollado en conjunto con la ciudadanía. Por lo tanto, no es de responsabilidad exclusiva de los trabajadores esta vigencia. En consecuencia, se trata de una situación que también podría quedar sujeta a interpretación. Los funcionarios de esos municipios no podrán adecuar los objetivos del Programa de Mejoramiento de Gestión a tan importante vínculo del municipio con la comunidad, de manera que se hace necesario que el concejo, al aprobar el mencionado programa, considere la debida correspondencia que este tenga con el Plan de Desarrollo Comunal y el presupuesto municipal.

Tal como lo hemos dicho desde el principio, todo eso reafirma nuestra convicción respecto de la necesidad de reformar la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades.

Creemos que de una vez por todas se debe terminar con la diferencia, que no se justifica de ninguna forma, entre empleados fiscales y empleados municipales.

Por lo expuesto, anuncio nuestro voto favorable al proyecto.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ha concluido el tiempo del Orden del Día. El señor ministro del Interior ha solicitado a la Mesa que recabe el acuerdo de la Sala para que el proyecto que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal se vote a continuación, aun cuando todavía quedan inscritos nueve diputados para hacer uso de la palabra. 

¿Habría acuerdo para votar el proyecto en la presente sesión?

Acordado.

Los diputados que estaban inscritos, es decir, el señor Manuel Rojas, la señora Andrea Molina, y los señores Ricardo Rincón, Fuad Chahín, Pepe Auth, Orlando Vargas, Osvaldo Andrade, Luis Lemus y Cristián Letelier, podrán insertar sus discursos.

-Con posterioridad, la Sala se pronunció sobre este proyecto en los siguientes términos:

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en general, el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley N° 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública.

Hago presente a la Sala que tanto su artículo único como su artículo cuarto transitorio requieren para su aprobación del voto favorable de 66 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 86 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en particular los artículos primero, segundo, tercero, quinto y sexto transitorios.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 83 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

-Se abstuvo el diputado señor Schilling Rodríguez Marcelo.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar en particular el artículo único permanente y el artículo cuarto transitorio, para cuya aprobación se requiere el voto favorable de 66 señoras diputadas y señores diputados.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 85 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobados.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Becker Alvear Germán; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cerda García Eduardo; Ceroni Fuentes Guillermo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Espinosa Monardes Marcos; Espinoza Sandoval Fidel; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Macaya Danús Javier; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Recondo Lavanderos Carlos; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Sabat Fernández Marcela; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Santana Tirachini Alejandro; Sauerbaum Muñoz Frank; Schilling Rodríguez Marcelo; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Silva Méndez Ernesto; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Letelier Aguilar Cristian; Urrutia Bonilla Ignacio; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Despachado el proyecto.

VI. PROYECTOS DE ACUERDO

INSTALACIÓN EN AEROPUERTOS DE AVISOS SOBRE LOS DERECHOS
DE LOS PASAJEROS (Votación)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde votar por última vez el proyecto de acuerdo N° 815, en virtud del cual se solicita la adopción de medidas tendientes a instalar en los aeropuertos carteles que informen sobre los derechos de los pasajeros.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 64 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Andrade Lara Osvaldo; Auth Stewart Pepe; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bobadilla Muñoz Sergio; Browne Urrejola Pedro; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cerda García Eduardo; Cornejo González Aldo; Cristi Marfil María Angélica; Espinosa Monardes Marcos; Farías Ponce Ramón; Kort Garriga Issa; Girardi Lavín Cristina; Goic Boroevic Carolina; González Torres Rodrigo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Meza Moncada Fernando; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Moreira Barros Iván; Muñoz D’Albora Adriana; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Robles Pantoja Alberto; Rojas Molina Manuel; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sauerbaum Muñoz Frank; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Teillier Del Valle Guillermo; Torres Jeldes Víctor; Tuma Zedan Joaquín; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Vargas Pizarro Orlando; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

SOLICITUD A PRESIDENTE DE CUBA DE ANTECEDENTES SOBRE PRESUNTOS AUTORES DE ASESINATO DE SENADOR JAIME GUZMÁN

El señor ELUCHANS (Presidente).- El señor Secretario va a dar lectura a la parte dispositiva del proyecto de acuerdo N° 818, en virtud del cual se pide a su excelencia el Presidente de la República que formalmente solicite al Presidente de Cuba los antecedentes relacionados con los presuntos autores del asesinato del senador Jaime Guzmán.

El señor LANDEROS (Secretario).- Proyecto de acuerdo de los diputados señores Hasbún, Barros, Rosales, Baltolú, Urrutia, Hernández, Norambuena, Squella, Ulloa y Vilches, cuya parte dispositiva señala lo siguiente: 

La Cámara de Diputados acuerda:

1. Solicitar al Presidente de la República que, a nombre de todos los chilenos, solicite formalmente al presidente de Cuba la entrega de todos los antecedentes que estén en poder de su administración referentes a la permanencia en dicho país de Raúl Escobar Poblete, Marcela Mardones, Alexis Soto y Juan Gutiérrez Fischman, del estatus con que han sido amparados, de sus ingresos y salidas de territorio cubano, de su participación en el aparato estatal, de sus relaciones internacionales y de todas las materias relevantes que tengan vinculación entre dichas personas y el magnicidio producido en nuestro país.

2. Solicitar al Presidente de la República que de manera enérgica solicite a su par cubano que dé curso en el más breve plazo a la solicitud de extradición emanada de la justicia de nuestro país, de manera de continuar con el juicio pendiente a los asesinos de un senador de la República que, después de veinte años, aún se mantiene en la más absoluta impunidad.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Patricio Melero.

El señor MELERO.- Señor Presidente, como la Cámara de Diputados sabe, han sido muchos los esfuerzos que se han hecho por lograr que el crimen de Jaime Guzmán sea totalmente esclarecido y que se conozca quiénes fueron sus autores, de acuerdo con los antecedentes con que se ha llevado adelante la investigación en los tribunales. Todos sabemos que varias de las personas inculpadas, cumpliendo sentencia, se fugaron de una cárcel de alta seguridad, y recibieron, además, el auxilio y la ayuda de gobiernos extranjeros, donde pudieron eludir la acción de los tribunales.

Esas personas fueron condenadas. Agradezco al diputado que lo acaba de aclarar.

También sabemos que, por intermedio de la familia del senador Jaime Guzmán -que en paz descanse-, se ha solicitado a la Corte Interamericana de Justicia su intermediación, debido a la denegación de justicia que el gobierno argentino ha resuelto hacer respecto de este caso, toda vez que concedió a uno de los inculpados la calidad de refugiado político. Es una situación que no se condice con la realidad.

En el mes de septiembre recién pasado, el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en una declaración solemne, resolvió solicitar a la Corte Interamericana de Justicia que acelere este proceso, con el objeto de que, a nivel de la jurisdicción internacional, el caso de Jaime Guzmán sea visto y resuelto.

El Congreso Nacional, en forma transversal, tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, se ha pronunciado favorablemente respecto de la necesidad de avanzar aún más en esta materia. También ha existido prácticamente en todos los gobiernos de la Concertación -desde el gobierno del Presidente Aylwin, en el que ocurrió el asesinato del senador Jaime Guzmán, hasta el de Michelle Bachelet- una colaboración permanente con el objeto de que este crimen sea debidamente juzgado y que sus autores cumplan la condena que han eludido hasta el día de hoy. Numerosas han sido las resoluciones del Senado y de la Cámara de Diputados en esa dirección.

En nombre de la UDI, partido que Jaime Guzmán fundó, agradezco la transversalidad y el apoyo de las corrientes políticas más diversas a esta causa. Espero muy sinceramente que hoy no sea la excepción, y que todos quienes tienen un compromiso contribuyan a que un crimen de esta naturaleza, cometido en democracia, sea debidamente esclarecido y juzgado.

Con motivo de la cumbre Celac celebrada el año pasado, el Gobierno de Chile entregó al jefe de gobierno cubano, señor Raúl Castro, una carpeta completa con todos los antecedentes del proceso, las solicitudes de extradición hechas por los tribunales de justicia y la Corte Suprema, y todos los elementos que obran en poder de los tribunales chilenos. Todo ello trasciende a los partidos políticos. Me alegro por la adhesión que también ha brindado el Instituto de Derechos Humanos al objetivo de que este crimen sea debidamente esclarecido. Sin embargo, hasta el día de hoy no ha habido respuesta.

Por ello, la próxima visita del Presidente Piñera a la cumbre del Celac, en La Habana, Cuba, nos parece una magnífica oportunidad para requerir de las autoridades cubanas un pronunciamiento en esta materia. En ese sentido, creemos que este proyecto de acuerdo, que esperamos que sea una expresión ojalá unánime de la Cámara de Diputados en la dirección de apoyar la referida solicitud, contribuirá a que se logre el esclarecimiento de un crimen del cual, hasta el día de hoy, no podemos tener la certeza absoluta de quiénes fueron sus autores y por qué no están cumpliendo la condena que corresponde.

He dicho.

-Aplausos 

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado Jorge Burgos.

El señor BURGOS.- Señor Presidente, a pesar de no compartir la forma en que está redactado el proyecto, porque contiene muchos adjetivos que están de más, estamos de acuerdo con el fondo del mismo, razón por la cual lo vamos a votar a favor.

Además, lo hacemos porque entendemos que ningún país puede amparar a personas que han atentado contra la vida de otras. Creemos que, desde el punto de vista de la aplicación de las normas del derecho nacional e internacional, corresponde que los tribunales consideren la solicitud de extradición y otorguen las facilidades del caso a los países que requieren a personas que estén involucradas en hechos delictuales como el asesinato. 

Por eso, más allá de los términos empleados en el proyecto de acuerdo, consideramos que debemos aprobarlo.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Baltolu Rasera Nino; Barros Montero Ramón; Bauer Jouanne Eugenio; Bertolino Rendic Mario; Bobadilla Muñoz Sergio; Burgos Varela Jorge; Campos Jara Cristián; Cristi Marfil María Angélica; Edwards Silva José Manuel; Eluchans Urenda Edmundo; Kort Garriga Issa; Hasbún Selume Gustavo; Hernández Hernández Javier; Hoffmann Opazo María José; Jiménez Fuentes Tucapel; Kast Rist José Antonio; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Morales Muñoz Celso; Moreira Barros Iván; Norambuena Farías Iván; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pérez Arriagada José; Pérez Lahsen Leopoldo; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Salaberry Soto Felipe; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Silber Romo Gabriel; Squella Ovalle Arturo; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Verdugo Soto Germán; Walker Prieto Matías; Ward Edwards Felipe; Zalaquett Said Mónica.

SISTEMA ALTERNATIVO DEL IMPUESTO TERRITORIAL PARA
ADULTOS MAYORES

El señor ELUCHANS (Presidente).- Corresponde tratar el siguiente proyecto de acuerdo, en virtud del cual se solicita la implementación de un sistema alternativo de tributación del impuesto territorial para los adultos mayores, a cuya parte dispositiva va a dar lectura el señor Secretario.

El señor LANDEROS (Secretario).- Proyecto de acuerdo N° 819, de los diputados señores Silva, Sauerbaum, Jaramillo, Delmastro, Campos y Rojas, y de las señoras Denise Pascal y Andrea Molina, que en su parte dispositiva dice lo siguiente:

La Cámara de Diputados acuerda:

Solicitar a su excelencia el Presidente de la República que a través de las instancias correspondientes envíe a la Cámara de Diputados un proyecto de ley que agregue un nuevo inciso segundo al artículo 22 de la ley N° 17.235 del siguiente tenor:

“Para aquellos contribuyentes, mayores de sesenta años de edad, que sean propietarios de un único bien raíz, cuya inscripción en el Registro de Propiedades de la oficina del Conservador de Bienes Raíces respectivo, sea igual o superior a cinco años, sin importar la constitución de gravámenes sobre este, y cuyo avalúo fiscal no supere las cuatro mil (4.000) unidades de fomento u otro índice de reajustabilidad que sustituya esta medida, una de las cuatro cuotas señaladas en el inciso anterior, no será susceptible de ejecución por parte del Servicio de Tesorerías, entendiéndose entonces que de las cuatro cuotas antes señaladas, solo tres gocen de exigibilidad.”.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

La señora PASCAL (doña Denise).- Pido la palabra

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra su señoría.

La señora PASCAL (doña Denise).- Señor Presidente, este proyecto de acuerdo refleja la realidad que estamos viviendo en nuestras zonas, donde los adultos mayores, después de trabajar dignamente, muchas veces como funcionarios públicos, logran adquirir una vivienda, con el esfuerzo realizado, además, por toda la familia.

Pues bien, llegado el momento de jubilarse, lo que implica una considerable baja de sus ingresos, muchas veces terminan con sus propiedades rematadas por no pago del impuesto territorial. Cabe hacer presente que en nuestro país, después de tres cuotas impagas, las propiedades son rematadas automáticamente.

Creemos que una forma de proteger el que, muchas veces, es el único patrimonio que la familia logra adquirir después de toda una vida de sacrificios es que deje de pagar el impuesto territorial cuando su ingreso sea similar o inferior a un ingreso mínimo mensual y siempre que la vivienda tenga un valor inferior a 4.000 UF. 

Por lo tanto, considero que estamos ante un proyecto de acuerdo de mucha justicia, toda vez que apunta a proteger la única propiedad que poseen muchos adultos mayores, razón por la cual espero que sea considerado con una mirada de futuro.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra la diputada Andrea Molina.

La señora MOLINA (doña Andrea).- Señor Presidente, en la misma línea, creo que es lo que corresponde hacer en favor de nuestros adultos mayores, después de que han luchado durante toda una vida por lograr algo que es el sueño de todos los chilenos: la casa propia. Por lo mismo, les resulta muy difícil tener que sufrir su pérdida después de tantos esfuerzos realizados para obtenerla.

Hay que considerar que dedicaron gran parte de su vida a educar a sus hijos y a obtener la casa propia. Finalmente, terminan perdiendo lo que más les ha costado lograr y, además, endeudados para poder educar a sus hijos.

Por eso, creemos que es lo que corresponde hacer, e invitamos a los colegas a votar favorablemente el proyecto de acuerdo.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Ofrezco la palabra para hablar en contra del proyecto de acuerdo.

Ofrezco la palabra.

En votación.

-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 37 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- No hay quorum. Se va a repetir la votación.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Baltolu Rasera Nino; Bertolino Rendic Mario; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; Eluchans Urenda Edmundo; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Ortiz Novoa José Miguel; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Letelier Aguilar Cristian; Van Rysselberghe Herrera Enrique; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, le pido que agregue mi voto favorable.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se va a repetir la votación, señor diputado.

El señor OJEDA.- No importa, señor Presidente; de todas maneras quiero que quede registrado mi voto.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Muy bien, señor diputado.

-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 43 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Aprobado.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló Melo Sergio; Álvarez-Salamanca Ramírez Pedro Pablo; Baltolu Rasera Nino; Bertolino Rendic Mario; Campos Jara Cristián; Castro González Juan Luis; Cristi Marfil María Angélica; Chahín Valenzuela Fuad; De Urresti Longton Alfonso; Eluchans Urenda Edmundo; Gutiérrez Gálvez Hugo; Harboe Bascuñán Felipe; Hernández Hernández Javier; Jaramillo Becker Enrique; Jarpa Wevar Carlos Abel; Kast Rist José Antonio; Lemus Aracena Luis; Rosales Guzmán Joel; Lorenzini Basso Pablo; Martínez Labbé Rosauro; Melero Abaroa Patricio; Molina Oliva Andrea; Monsalve Benavides Manuel; Montes Cisternas Carlos; Morales Muñoz Celso; Ojeda Uribe Sergio; Ortiz Novoa José Miguel; Pacheco Rivas Clemira; Pascal Allende Denise; Rincón González Ricardo; Rojas Molina Manuel; Sabag Villalobos Jorge; Saffirio Espinoza René; Sandoval Plaza David; Sepúlveda Orbenes Alejandra; Teillier Del Valle Guillermo; Letelier Aguilar Cristian; Venegas Cárdenas Mario; Verdugo Soto Germán; Vidal Lázaro Ximena; Von Mühlenbrock Zamora Gastón; Walker Prieto Matías; Zalaquett Said Mónica.

-Los textos íntegros de los proyectos de acuerdo figuran en la página de internet de la Cámara de Diputados, cuya dirección es:

http://www.camara.cl/trabajamos/pacuerdos.aspx
VII. INCIDENTES

IMPLEMENTACIÓN DE MECANISMO PERMANENTE DE REGULACIÓN
DEL PRECIO DE LA LECHE (Oficio)

El señor ELUCHANS (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.

Tiene la palabra, por cuatro minutos, el diputado Sergio Ojeda.

El señor OJEDA.- Señor Presidente, este vaso que estoy mostrando contiene la mejor leche del mundo y la peor pagada porque, nuevamente, las grandes empresas transnacionales están asestando un duro golpe a los productores de leche. 

En una declaración pública emitida por ellos señalan que el precio impuesto por estas empresas a sus proveedores está absolutamente desfasado respecto de la realidad internacional, al punto de que actualmente es uno de los precios más bajos que se pagan a los productores de leche en el hemisferio sur. 

El problema central es que las empresas no trasparentan las ecuaciones que determinan el precio que pagan por la leche. Actualmente, fijan arbitrariamente su precio y como ellas quieren, puesto que no se conocen los estándares ni los patrones que utilizan para ello. Nestlé y Soprole controlan el 60 por ciento del mercado, y hay 10.000 productores lecheros que deben soportar las fluctuaciones del mercado. El precio promedio que se paga por el litro de leche a los pequeños y medianos productores va de 140 a 210 pesos. 

Por eso, pido que se oficie al ministro de Agricultura para que, de una vez por todas, se estudie un mecanismo que permita regular el precio de la leche, transparentar el mercado y lograr que exista equilibrio entre los intereses de las grandes empresas y de los productores. Pero debe ser un mecanismo permanente, porque ya estamos cansados de que todos los años se repita la misma historia. Los productores saldrán a la calle para lograr su objetivo. ¿Acaso tendremos que esperar que ocurra lo mismo que sucedió con los empleados municipales? 

El mercado lechero se está perdiendo; hace algún tiempo muchas industrias lecheras quebraron. Los supermercados no han bajado el precio de la leche; incluso, van en alza. ¿Por qué en Chile se paga tan poco por la leche, en circunstancias de que en otros países se paga mucho más? Por ejemplo, en Suiza se paga alrededor de 300 pesos por el litro de leche, lo que no afecta a los consumidores.

Si el mercado lácteo internacional y local permiten mejorar sustancialmente las condiciones ofrecidas, en este caso por Nestlé, que son buenas para las empresas -me refiero a mejor tipo de cambio, mejores precios internacionales, firme demanda interna y mayores exportaciones de productos lácteos-, ¿por qué bajan los precios de compra?

En septiembre pasado, el precio bajó 30 pesos, y ahora se anunció que se subió 20 pesos. Entonces, no existe una compensación. Hoy, todo está regulado por el libre mercado. Pero, ¡hasta cuándo el libre mercado solo se inclina a favorecer a las industrias! Además, se trata de capitales internacionales, de empresas transnacionales que abusan de nuestros pequeños y medianos productores lecheros. ¡Eso es inaceptable!

Por eso, reitero mi solicitud de que se oficie al ministro de Agricultura para que se establezca un mecanismo destinado a regular el precio de la leche y a transparentar este mercado, con el fin de que exista equilibrio entre los intereses de la industria y de los productores. Pido que, de una vez por todas, el Estado intervenga.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE ESTADO DE AVANCE DE PROYECTO DE
CONSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLADO EN LOCALIDAD DE COYA,
COMUNA DE MACHALÍ (Oficios)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ricardo Rincón.

El señor RINCÓN.- Señor Presidente, para la localidad de Coya, comuna de Machalí, región del Libertador Bernardo O’Higgins, se encuentra aprobado por el Consejo Regional un proyecto de alcantarillado por más de 4 mil millones de pesos, a pesar de lo cual se ha debido sortear una serie de dificultades para la concreción del mismo.

A raíz de lo anterior, pido que se oficie al ministro del Interior, al subsecretario de Desarrollo Regional y al intendente regional para que informen en detalle acerca del estado de avance de la ejecución de ese proyecto y de los problemas de terreno y otros que han surgido para su materialización.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE INCIDENTES OCURRIDOS EN CENTRO DE
INTERNACIÓN PROVISORIA SAN JOAQUÍN, DEL SENAME (Oficios)

El señor RINCÓN.- En segundo término, solicito que se oficie a la ministra de Justicia y al director nacional del Servicio Nacional de Menores para que informen respecto de lo ocurrido en el centro de internación provisoria San Joaquín, del Sename, el jueves recién pasado.

En dicho recinto se produjo un levantamiento, a nuestro juicio, mal calificado por el director nacional señor Rolando Melo como una riña interna, en la que un número no menor de niños resultó lesionado de consideración. Todo indicaría que esta situación se produjo debido al descontrol de los educadores de trato directo al relacionarse con estos niños, lo que terminó con una golpiza hacia ellos y, al parecer, con el aislamiento de alguno de esos niños hasta hoy en dicho centro.

Esta noticia no ha tenido mayor divulgación pública por lo que creo necesario que el señor Melo, y obviamente la ministra de Justicia, informen en detalle a esta Corporación qué ha ocurrido.

No puede ser que el director nacional del Sename, señor Rolando Melo, explique los distintos problemas que se producen al interior de los recintos del Sename -no solo respecto de los infractores de ley, sino también respecto de los niños en riesgo social- con la frase “riña interna”, sin ser capaz de reconocer nunca que tenemos un problema serio, profundo y de proporciones al interior de la institución que él preside.

He sido el primero en señalar que los problemas del Sename se arrastran de antaño, pero no puede ser que el actual director siga ocultando información a la comisión investigadora de la Cámara de Diputados, mintiendo y minimizando los hechos que están ocurriendo en cada uno de sus centros, donde solo hemos visto lesiones, agresiones y muerte en estos últimos meses.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

ENVÍO DE COPIA DE EXPEDIENTE RELACIONADO CON CONSTRUCCIÓN
DE CENTRAL ÑUBLE DE PASADA EN LOCALIDAD
DE SAN FABIÁN DE ALICO (Oficio)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Jorge Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, pido que se oficie al director general de Aguas, quien depende del Ministerio de Obras Públicas, con el fin de obtener una copia del expediente VC-0801-1479, solicitado el 10 de septiembre de 2010 por los regantes de Ñuble en relación con la central Ñuble de pasada, que debe construirse en la comuna de San Fabián de Alico.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

INFORMACIÓN SOBRE ACCIDENTE EN DUCTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS EN INMEDIACIONES DE RÍO ITATA (Oficio)

El señor SABAG.- En segundo lugar, solicito que se oficie al superintendente del Medio Ambiente para que informe a la Cámara de Diputados en relación con el accidente del ducto de residuos industriales líquidos que llegan a la desembocadura del Río Itata, ocurrido hace tres semanas. En particular, deseo conocer las medidas que se han tomado; saber si los riles son tóxicos y si se ha producido algún daño a los agricultores que sufrieron la inundación de 2,5 hectáreas de terreno. 

Pido que se informe a esta Cámara si el vertimiento que se está haciendo ahora en el río Itata está dentro de lo aceptado por la ley y que se verifique que estos no sean tóxicos.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

DIAGNÓSTICO DE ENDEUDAMIENTO DE USUARIOS DE INDAP DE LA
PROVINCIA DE ÑUBLE Y DE COMUNAS DE CABRERO Y YUMBEL (Oficio)

El señor SABAG.- Finalmente, solicito un oficio al ministro de Agricultura para que, por su intermedio, Indap realice un diagnóstico de la situación de endeudamiento de los usuarios de Indap de la provincia de Ñuble, además de los de las comunas de Cabrero y Yumbel, de la provincia del Biobío. El objetivo es conocer los montos involucrados y poder pensar en algún tipo de apoyo, además de tener un valor estimado acerca de cuál es la situación de endeudamiento a nivel nacional.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

REVISIÓN DE MEDIDA DE CIERRE DE OFICINA DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA DE PARRAL (Oficios)

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Guillermo Ceroni.

El señor CERONI.- Señor Presidente, he tomado conocimiento de un problema que afecta a las comunas de Parral y de Retiro, que represento en esta Sala, debido a la decisión de cerrar la oficina de la Tesorería General de la República con asiento en Parral.

Obviamente, ese cierre afectará a la ciudadanía que necesita hacer ciertos trámites de manera urgente. De cerrarse la oficina en Parral sus habitantes deberán viajar a Linares para realizar sus trámites.

Esta situación, a mi juicio, es de absoluta injusticia, puesto que afecta a una población no menor a 70 mil personas entre las comunas de Parral y Retiro.

Por lo tanto, solicito que se oficie al tesorero general de la República y al ministro de Hacienda, de quien depende la Tesorería, con el objeto de impedir el cierre definitivo de la oficina de la Tesorería General de la República ubicada en Parral. El deseo de todos es que continúe funcionando en la comuna como lo ha hecho por tantos años.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión de quienes así lo indican a la Mesa.

NOMBRAMIENTO DE MÉDICO LEGISTA EN PARRAL Y CAUQUENES (Oficio)

El señor CERONI.- Por otra parte, tanto en Parral como en Cauquenes se hace urgente el nombramiento de un médico legista. El no contar con ese especialista perjudica especialmente a las personas que han visto fallecer de manera trágica a un familiar, puesto que estos deben solicitar la presencia de estos profesionales a Linares, con la demora correspondiente, o bien, deben trasladar los cuerpos de los fallecidos hasta Talca, con todo lo que eso implica para los familiares.

Por lo tanto, solicito que se oficie a la ministra de Justicia con el objeto de que se nombre, a la brevedad, un médico legista para Parral y Cauquenes, lo cual beneficiará además a las comunas de Retiro, Longaví, Chanco y Pelluhue.

Pido que copia de este oficio sea enviada al director del Hospital de Cauquenes y a la directora del Hospital de Parral.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

ADOPCIÓN DE MEDIDAS POR MULTA CURSADA A REFINERÍA DE ENAP
EN COMUNA DE HUALPÉN (Oficios)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Cristián Campos.

El señor CAMPOS.- Señor Presidente, en esta oportunidad quiero decir que desde hace tiempo venimos expresando que Enap Refinerías Biobío ha sido un mal vecino con un sector importante de la comuna de Hualpén, porque muchas veces no ha escuchado o no ha respondido los oficios.

En varias ocasiones, junto con los vecinos, instalamos este tema en la Comisión de Medio Ambiente. En reiteradas ocasiones solicitamos que esa Comisión se hiciera presente en la Refinería de Hualpén. Sin embargo, a pesar de no ser escuchados, al parecer la Superintendencia de Medio Ambiente ha señalado otra cosa. Hace pocos días sancionó por primera vez y de manera histórica a Enap Refinerías Biobío con 865 Unidades Tributarias Anuales (UTA). Estamos hablando de 422 millones de pesos a beneficio fiscal, ello por generar malos olores en la comuna de Hualpén.

Por eso, pido oficiar al Superintendente de Medio Ambiente para que envíe copia del fallo con los antecedentes que tuvo en vista para sancionar a Enap Refinerías Biobío con la aplicación de esta multa. Me parece triste que, finalmente, no sean los vecinos de Hualpén los que reciban esta compensación económica.

Asimismo, pido oficiar al ministro de Vivienda y Urbanismo, a quien se ha pedido reiteradamente la relocalización de las familias ubicadas frente al sector de Enap, a fin de que tome una decisión seria, honesta y transparente con los vecinos para que abandonen, de manera voluntaria, el lugar afectado. Esas cientos de familias que hoy se sienten agobiadas 
-respaldadas por el Estado a través de la aplicación de esta multa- deben tener una mejor calidad de vida. Creo que esa tarea quedaría pendiente para el próximo gobierno, con los antecedentes recopilados hasta ahora.

También pido enviar copia de mi intervención a cinco juntas de vecinos, cuyas direcciones entregaré a Secretaría.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados, adjuntando copia de su intervención, con la adhesión de los diputados que así lo indican.

INTEGRACIÓN DE AUTORIDADES A MESA DE NEGOCIACIÓN
RELACIONADA CON PARO DE TRABAJADORES DE ASMAR-TALCAHUANO
(Oficios)

El señor CAMPOS.- Por otro lado, quiero hacer presente que hace 37 días que Asmar Talcahuano se encuentra en huelga. El sindicato N°1, el más importante de la comuna, se manifiesta en la plaza El Ancla, en Talcahuano centro, y en la Catedral de Concepción, donde ocho trabajadores están en huelga de hambre.

No es posible aceptar un protocolo de acuerdo para que las personas que administran Asmar Talcahuano se relacionen de determinada manera con los trabajadores de la empresa. En este sector no se puede exigir un comportamiento basado en leyes militares a cerca de 2.500 civiles que han levantado el 90 por ciento de la empresa después del terremoto y del tsunami.

Creemos que aquí también hay prácticas antisindicales.

Por lo tanto, pido oficiar al ministro del Trabajo para que se incorpore a esta mesa de negociación y se entere de la situación que afecta a esta empresa tan importante en la Región del Biobío. Pido lo propio al intendente para que no solo señale por la prensa sus buenos oficios, sino que los concrete y, finalmente, las partes lleguen a un acuerdo.

Por intermedio de este oficio, deseo plantear que Asmar Talcahuano es una empresa de todos, que sigue siendo rentable para el Estado y que ojalá exista un trato decente entre los administradores y trabajadores, como corresponde.

Pido enviar copia de mi intervención al administrador de Asmar Talcahuano y al director de Asmar para que hagan los mejores esfuerzos por llevar a la empresa a buen puerto, dejando atrás estos 37 días negros y de lucha. Ojalá que se saque adelante a la empresa, con buenas inversiones, como sería la construcción de un tercer dique.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo señalan.

POSTERGACIÓN DE FIRMA DE CONTRATO DE CONCESIÓN DE HOSPITAL HERMINDA MARTIN, COMUNA DE CHILLÁN (Oficio)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Tiene la palabra el diputado señor Felipe Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, junto al diputado Carlos Abel Jarpa, pido que se oficie al señor ministro de Salud para solicitarle que no firme el contrato de concesión del Hospital Herminda Martin, de la comuna de Chillán, debido a que de esa manera dejará amarrado al Servicio de Salud que venga a la construcción de un hospital de carácter concesionado, que ha sido materia de oposición de las autoridades.

También pedimos enviar copia de este oficio al señor alcalde de la comuna de Chillán y a su concejo.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo manifiestan.

FINANCIAMIENTO Y PRIORIZACIÓN DE DISEÑO DE EMBALSE LA
ESPERANZA, REGIÓN DE BIOBÍO (Oficios)

El señor HARBOE.- En segundo lugar, con el diputado Carlos Abel Jarpa pedimos oficiar a la ministra de Obras Públicas y al gobernador de la provincia del Biobío para que procedan al financiamiento y priorización del proyecto de diseño del embalse La Esperanza, que permitiría aumentar las hectáreas de riego en las comunas de Pinto, Chillán y Chillán Viejo.

Pedimos enviar copia de esta intervención a los alcaldes de las comunas citadas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo expresan.

FINANCIAMIENTO DE DISEÑO DE NUEVO ESTADIO DE LOS ÁNGELES (Oficios)

El señor HARBOE.- En tercer lugar, pido oficiar al ministro del Deporte y al gobernador de la provincia del Biobío para que incorporen en el presupuesto de 2014 el financiamiento del diseño del nuevo estadio de Los Ángeles.

Solicito enviar copia de mi intervención al alcalde de Los Ángeles y a su concejo.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que así lo indican.

SUPLEMENTO DE RECURSOS PARA FINANCIAMIENTO DE PROGRAMA
INNOVA BIOBÍO (Oficio)

El señor HARBOE.- Por último, con el diputado Carlos Abel Jarpa queremos manifestar nuestra preocupación al intendente de la Región del Biobío y pedirle que con los recursos del gobierno regional se prioricen y suplementen los que el Presidente Sebastián Piñera le quitó en el Presupuesto de 2014 al programa Innova Biobío, que es fundamental en materia de emprendimiento e innovación en esa región.

Pido enviar copia de nuestra intervención al rector de la Universidad de Concepción.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los diputados que están alzando su mano.

CONDOLENCIAS POR FALLECIMIENTO DE RELIGIOSA
JUANA MARÍA CUMSILLE (SOR MATILDE) (Oficios)

El señor ELUCHANS (Presidente).- En el tiempo del Comité Regionalista, tiene la palabra la diputada señora Alejandra Sepúlveda.

La señora SEPULVEDA (doña Alejandra).- Señor Presidente, en este minuto se están realizando en la capital de Colchagua los funerales de una gran mujer sanfernandina. Se trata de una religiosa que ha dejado una huella muy importante no solo en nuestro país, sino también en el extranjero.

Desde aquí, quiero enviar mis condolencias, en mi nombre y en el de la Cámara de Diputados, a la familia de la religiosa Juana María Cumsille, conocida en San Fernando como Sor Matilde, de la Congregación de Santa Marta.

Esta mujer dedicó toda su vida a vivir su religiosidad y fue formadora de muchos profesores, que hoy se encuentran en Valparaíso, Vallenar, Curicó y también en Roma. Formó a muchos jóvenes y niñas que hoy son líderes en el país y que la acompañan en San Fernando, en sus funerales.

Rindo este homenaje a Sor Matilde, una mujer de una fortaleza increíble, de una capacidad de mover, gestionar y realizar emprendimientos que dieron fruto en diversos colegios e instituciones a lo largo del país, bajo el alero de la Congregación Santa Marta.

Desde aquí, desde el Hemiciclo de la Cámara de Diputados, muy cerca de uno de los establecimientos educacionales de los cuales sor Matilde es fundadora, el colegio Juana Ross de Edwards -se trata de uno de los establecimientos que forman niños en todo el país, una de las razones para que ella fuera llamada a ayudar a su congregación en Roma-, pido que se envíen mis sentimientos de condolencias a la superiora de la congregación en Chile y a la superiora de la congregación en Roma.

Asimismo, solicito que se envíe mi pésame a la familia Cumsille, que, sin duda, ha sido un motor muy importante para el desarrollo no solo de San Fernando, sino también del comercio en nuestro país, dado que don Rafael Cumsille es hermano de Sor Matilde.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán las condolencias solicitadas por su señoría.

ANTECEDENTES SOBRE DESVINCULACIÓN DE FUNCIONARIOS DE LA
GOBERNACIÓN DE TOCOPILLA (Oficio)

El señor ELUCHANS (Presidente).- Finalmente, la bancada del Partido Radical Social Demócrata ha solicitado hacer uso de los cinco minutos adicionales que le corresponden cada tres semanas.

Tiene la palabra el diputado Marcos Espinosa.

El señor ESPINOSA (don Marcos).- Señor Presidente, esta intervención tiene por objeto, en primer lugar, denunciar la grave situación ocurrida en la gobernación de Tocopilla, donde fueron desvinculados cinco funcionarios que se desempeñaban a contrata en dicha repartición pública, todos ellos calificados en lista 1, de mérito.

Más allá de que no había obligación legal de renovar sus contratos, se cometió con ellos un acto de discriminación arbitraria al proceder a desvincularlos, toda vez que el propio gobernador reconoció que la desvinculación de esos funcionarios no se debió a malas calificaciones o a problemas en el desempeño de sus cargos, sino que, simplemente, a la intención de privilegiar el acceso a la gobernación de cinco personas que ejercen funciones en el plan de reconstrucción de Tocopilla, cuyos contratos expiran el 31 de diciembre de este año.

En base a lo expuesto, se puede concluir que existen los cargos en la gobernación y que hay personas calificadas para detentarlos, pero que las personas que los ejercen han sido desvinculadas por las autoridades para responder a favores políticos.

Los funcionarios cesados son los profesionales Jaime Silva, geógrafo; Susana Torres, secretaria ejecutiva; Macarena González, técnico medio en administración de empresas; Alejandra Maras, secretaria administrativa computacional; Francisco Torrejón, asistente social, encargado del departamento social.

Dado lo complejo y delicado de la situación que denuncio, solicito que se oficie al ministro del Interior y Seguridad Pública, adjuntando copia de esta intervención, a fin de que tome conocimiento de lo que he planteado y envíe una respuesta formal con los motivos que hubo para no renovar los contratos de las personas individualizadas.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado Carlos Abel Parpa. Se adjuntará copia de su intervención.

AUDITORÍA A PLAN DE RECONSTRUCCIÓN DE TOCOPILLA (Oficio)

El señor ESPINOSA (don Marcos).- En segundo lugar, señor Presidente, y muy ligado a lo anterior, esta intervención tiene por objeto pedir que se dirija oficio de solicitud de auditoría a la Contraloría General de la República respecto del programa Plan de Reconstrucción de Tocopilla, a fin de que nos informe acerca de los fondos públicos que se invirtieron en tal programa, de las personas que desempeñaron cargos para el mismo, con el detalle de su cargo, remuneración y jornada de trabajo; de los contratos celebrados con terceros; de las asesorías prestadas, y una evaluación general del desempeño y desarrollo del programa, todo ello comprendido en el período de los últimos tres años.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría, con la adhesión del diputado Carlos Abel Jarpa.

SOLUCIÓN A DIVERSAS DEMANDAS DE FUNCIONARIOS DE HOSPITAL
DOCTOR CARLOS CISTERNAS, DE CALAMA. INFORMACIÓN SOBRE
LICITACIÓN DE CONSTRUCCIÓN DE NUEVO RECINTO PARA
ESE CENTRO ASISTENCIAL (Oficios)

El señor ESPINOSA (don Marco).- Señor Presidente, solicito que se oficie al ministro de Salud para que informe respecto de la grave situación que atraviesa el Hospital Carlos Cisternas, de Calama, cuyos funcionarios se encuentran en paro desde el viernes.

La movilización de los funcionarios se debe a un conjunto de situaciones que en su momento fueron planteadas al ministro de Salud, a través de la interpelación que tuvo lugar en esta Corporación y de distintos oficios que ha enviado este diputado a través de la Secretaría de la Cámara de Diputados, sin que hasta el momento se haya recibido respuesta alguna y menos aún se haya dado solución a los problemas denunciados, que se relacionan, primero, con la sobrecarga de trabajo de los médicos y paramédicos que laboran en dicho centro asistencial; segundo, con graves problemas de infraestructura asociados a lo vetusto, a lo antiguo que es ese recinto hospitalario, y tercero, con la falta de financiamiento para enfrentar la explosiva demanda de salud pública que recibe ese centro de salud.

Además, pido que nos informe en forma clara y definitiva cuándo se licitará nuevamente la construcción del nuevo Hospital Carlos Cisternas, ya que la anterior licitación fue suspendida en noviembre de este año por razones legales y de mala administración del contrato.

Asimismo, pido que, junto con el oficio solicitado, se envíe copia de esta intervención a los funcionarios y profesionales médicos del Hospital Carlos Cisternas, de Calama.

He dicho.

El señor ELUCHANS (Presidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, con la adhesión del diputado Carlos Abel Jarpa.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.06 horas.

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones

VIII. ANEXO DE SESIÓN

COMISIÓN ESPECIAL DE SOLICITUDES DE INFORMACIÓN
Y DE ANTECEDENTES

-Se abrió la sesión a las 13.50 horas.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

PREOCUPACIÓN POR SEGURIDAD DE HABITANTES DE TIERRA AMARILLA A CAUSA DE TRONADURAS DE EMPRESAS MINERAS (Oficios)

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alberto Robles.

El señor ROBLES.- Pido que se oficie al ministro de Minería, al intendente de Atacama, al gobernador de Copiapó, al director de Sernageomin, a los concejales de Tierra Amarilla y a los presidentes de las uniones comunales y juntas de vecinos de dicha comuna, con el objeto de que el señor ministro de Minería imparta medidas a fin de que los habitantes de Tierra Amarilla tengan la seguridad de que no van a sufrir daños por tronaduras o movimientos de tierra derivados de faenas mineras. 

Hace pocos días se produjo un deslizamiento de tierra más o menos importante que provocó el hundimiento de un caserón de las minas de Pucobre. A raíz del gran movimiento de tierra se produjo un gran orificio en la superficie de uno de los cerros, a no menos de 300 o 400 metros de la población Luis Uribe, de Tierra Amarilla. La población quedó muy asustada, porque sabe que debajo de los terrenos se efectúan labores mineras. En varias ocasiones se han producido graves socavones y túneles, puesto que muchas veces las minas no cuentan con cimientos o pilares adecuados. Cuando las empresas mineras actúan mal, por lo general se produce un gran deslizamiento de tierras, lo que podría ocasionar graves daños a la población. La única forma de llevarles tranquilidad es que el Sernageomin, entidad técnica en la materia, efectúe un estudio completo a fin de ofrecer alternativas que lleven a una solución.

Me interesa que las faenas mineras se realicen con transparencia frente a la comunidad y que se efectúen los estudios pertinentes para no afectarla. 

Algunos dirigentes de pirquineros y pequeños mineros me han planteado la posibilidad de que se realicen sondajes en Tierra Amarilla, ello para saber si hay o no túneles, a qué distancia y cómo están siendo trabajados, lo que me parece una alternativa razonable. Ello se hizo cuando se rescató a los 33 mineros de la mina San José, por lo que ahora también parece razonable llevarlo a cabo. 

Reitero, pido que se oficie al ministro de Minería, a las autoridades aludidas y se remita copia de mi intervención al concejo de Tierra Amarilla y a las juntas y uniones comunales pertinentes.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría y las copias a las autoridades mencionadas.

FISCALIZACIÓN DE SISTEMAS DE ALCANTARILLADO DE SECTOR EL BOLDO, DE LARAQUETE, COMUNA DE ARAUCO (Oficios)

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Manuel Monsalve, reelecto por el distrito 46, que comprende las comunas de Lota, Lebu, Arauco, Curanilahue, Los Álamos, Cañete, Contulmo y Tirúa.

El señor MONSALVE.- Señor Presidente, pido que se oficie al seremi de Salud de la Región del Biobío, con el objeto de que la autoridad sanitaria fiscalice el sector de El Boldo, en Laraquete, ya que cuenta con un sistema de alcantarillado y aguas servidas administrado por el municipio de esa comuna y que desde hace varios meses está colapsado, lo que ha provocado que fluyan las aguas servidas por calles del sector, donde se ubican colegios e iglesias. En dicho lugar hay malos olores, contaminación y un gran riesgo sanitario. Visité el sector con don Guillermo Cañoles, presidente de la junta de vecinos de El Boldo, y también con el señor José Díaz, secretario, y nos comprometimos, vía Cámara de Diputados, y mediante oficio, a que la autoridad sanitaria tome las medidas pertinentes y adopte las sanciones que corresponda a fin de proteger la salud y el medioambiente de las familias del sector El Boldo, de Laraquete, comuna de Arauco.

Pido que copia de este oficio se remita al concejo de Arauco y al presidente de la Junta de Vecinos de El Boldo, sector de Laraquete.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, remitiendo copia de su intervención a las autoridades aludidas.

FISCALIZACIÓN Y LIMPIEZA DE DEPÓSITO DE ESCOMBROS EN CAUCE Y
RIBERA DE RÍO RAMADILLAS, COMUNA DE ARAUCO (Oficio)

El señor MONSALVE.- También, pido que se oficie a la ministra de Obras Públicas por lo siguiente.

Estuve en la comuna de Arauco, lugar donde se encuentra el Río Ramadillas y cuyos habitantes acostumbran a hacer campings durante el verano.

Hago presente que la empresa Acciona está construyendo, a través de un contrato con el Ministerio de Obras Públicas, la Ruta 160, muy importante para la provincia de Arauco y que contempla una inversión de 320 millones de dólares. Además, construye un puente sobre el río Ramadillas.

Lamentablemente, muchos de los escombros derivados de la obra han sido depositados en el lecho del río y también en el borde de playa, lo cual afecta severamente el patrimonio natural y perjudica también a las familias que disfrutaban del Río Ramadillas durante el verano.

Pido, entonces, que se oficie a la ministra de Obras Públicas, a fin de que se fiscalice dicha obra y se instruya a la empresa Acciona con el objeto de que efectúe la limpieza de la ribera de ese río. Además, que se remita copia del oficio al presidente de la Junta de Vecinos de Ramadillas, comuna de Arauco.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría y se remitirá copia a la autoridad mencionada.

FISCALIZACIÓN DE CUMPLIMIENTO DE NORMAS SANITARIAS EN
VERTEDERO UBICADO EN CAMINO A CAYUCUPIL, COMUNA
DE CAÑETE (Oficio)

El señor MONSALVE.- Pido, además, que se oficie al seremi de Salud de la Región del Biobío, a fin de que se fiscalice el vertedero ubicado camino a Cayucupil, comuna de Cañete. En dicho sector me reuní con algunos dirigentes de juntas de vecinos de comunidades indígenas y del Comité de Agua Potable Rural de ese sector, donde hay una severa preocupación por la falta de cumplimiento de las normas sanitarias por parte del vertedero y que afecta no solo el desarrollo turístico, sino también el medioambiente, junto con generar malos olores y contaminación, por lo cual estamos pidiendo que, a través del seremi de Salud, se efectúe una fiscalización estricta de la situación del vertedero y se nos informe.

Si no se está cumpliendo con la normativa, pido que se proceda a declarar el cierre del vertedero.

Voy a dejar en Secretaría los nombres de las personas a las cuales corresponde enviar copia del oficio.

El señor ROBLES (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su señoría y las copias correspondientes.

FISCALIZACIÓN DE EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS EN RÍO CALEBU,
VALLE DE ELICURA, COMUNA DE CONTULMO (Oficios)

El señor MONSALVE.- Por último, pido que se oficie a la ministra de Obras Públicas, con el objeto de que se fiscalice el estado del Río Calebu, en el Valle de Elicura, comuna de Contulmo. Allí me reuní con los dirigentes de la comunidad Mateo Colimán a propósito de la extracción de áridos desde el lecho del Río Calebu. No sabemos si existe autorización municipal o de la Dirección de Obras Hidráulicas que permita dicha actividad, sobre todo considerando que ello ha producido un impacto muy importante en el curso de las aguas del río.

En consecuencia, me gustaría saber si se contó con las correspondientes autorizaciones y, además, que se fiscalice el efecto que esa acción ha tenido sobre el curso de las aguas del Río Calebu.

Pido, además, enviar copia de mi intervención al señor José Lincolaf, presidente de la Comunidad Mateo Colimán, Valle de Elicura, comuna de Contulmo.

He dicho.

El señor DE URRESTI (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando copia de su intervención.

INSTALACIÓN DE SUCURSAL DE BANCOESTADO EN
COMUNA DE FUTRONO (Oficios)

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alfonso de Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, en la ciudad de Futrono existe un movimiento que, desde hace mucho tiempo, ha sido encabezado por su alcaldesa, el diputado Jaramillo y otras autoridades, quienes han estado bregando por tener una oficina de BancoEstado en dicha ciudad. Nuevamente se avecina la temporada de verano, razón por la cual aumenta enormemente la necesidad de contar con una sucursal bancaria. 

En ese sentido, hemos hecho gestiones en distintas oportunidades. Incluso, el 4 de abril, en conjunto con la alcaldesa Sara Jaramillo, nos reunimos con el gerente general de BancoEstado, señor Pablo Piñera, para ver la factibilidad de instalar una sucursal de dicha entidad; sin embargo, no hemos tenido información al respecto. De igual manera, nos reunimos con el director regional de BancoEstado, quien quedó de hacer los estudios técnicos y de rentabilidad; no obstante, tampoco hemos tenido una respuesta de su parte.

Entonces, solicito que se oficie al presidente del Directorio del Banco del Estado, porque es imprescindible que dicha entidad bancaria, una institución de todos los chilenos, cubra todo el territorio y atienda no solo a la enorme población flotante de turistas en verano, sino que también a una gran cantidad de agricultores y pequeños comerciantes de Futrono, los cuales necesitan tener una respuesta y una sucursal como corresponde. Futrono también es parte de Chile y, por lo tanto, también merece tener cobertura bancaria.

Solicito que se envíe copia de mi intervención a la alcaldesa de la comuna, a la señora Carmen Quezada y a los señores Héctor Bruce, Samuel Díaz y Nelson Alvarado, todos del Comité Probanco.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando el texto de su intervención.

MEDIDAS PARA CONTINUIDAD DE SERVICIO DE BARCAZA ENTRE PUERTO LAPI Y PUERTO NUEVO, COMUNA DE LAGO RANCO. (Oficios)

El señor DE URRESTI.- Asimismo, hace algunos días, dejó de funcionar la barcaza disponible en Puerto Lapi, ubicada en la desembocadura del Río Bueno.

El alcalde de Lago Ranco, señor Santiago Rosas, informó que dicha suspensión ha provocado un impacto negativo en quienes ocupan esa vía de conexión, en especial a los habitantes que desarrollan actividades productivas en el sector de Puerto Nuevo y Lago Ranco.

Por ello, solicito oficiar al intendente de la Región de Los Ríos y al director regional de Vialidad, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones, para que informen, a la brevedad posible, sobre qué acciones se llevaron a cabo por parte de las autoridades para asegurar la conectividad entre Puerto Lapi y Puerto Nuevo y desde cuándo el MOP tiene conocimiento del vencimiento del permiso de esa barcaza. Pido, además, que se adjunten los antecedentes sobre las medidas que adoptarán para asegurar la continuidad del servicio a esas importantes localidades.

Además, pido que se envíe copia de mi intervención al alcalde Santiago Rosas y a los integrantes del concejo de la Ilustre Municipalidad de Lago Ranco.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría.

INFORMACIÓN SOBRE AMBULANCIAS DEL SAMU DE VALDIVIA. (Oficios)

El señor DE URRESTI.- El viernes recién pasado, en su visita a Valdivia, el ministro Jaime Mañalich recibió una presentación por parte de funcionarios del SAMU de dicha ciudad, los cuales pedían tener claridad sobre algunas situaciones que les afectan directamente, como la gestión de su institución y la atención de pacientes; incluso, actualmente está en tramitación un recurso de protección en la Corte de Apelaciones de Valdivia.

Por eso, solicito que se oficie al ministro de Salud, a fin de que informe sobre cuántas ambulancias SAMU son recomendables por cantidad de habitantes y extensión de territorio; cada cuánto tiempo deben ser renovadas; si existe un protocolo que establezca las condiciones que deben tener esos móviles, y si ello se está cumpliendo en el caso de las ambulancias del servicio 131 de Valdivia. Además, que indique sobre cuándo serán renovadas las ambulancias del SAMU de Valdivia, indicando también la fecha en que la comunidad podrá contar con nuevos móviles y cuántos vehículos de atención avanzada SAMU están operativos actualmente en la ciudad. 

Asimismo, que indique qué acciones ha adoptado ese servicio de salud respecto de denuncias formuladas por funcionarios, cómo ha funcionado la mesa de trabajo que se organizó para enfrentarlas y cuándo será entregada a los funcionarios la carta respuesta que debía emanar de esa instancia. De igual forma, que se incluya el listado de ambulancias SAMU existentes en cada ciudad del país, a objeto de hacer un análisis comparativo de dichos servicios, en especial con las capitales regionales y aquellas de más de 100 mil habitantes.

Pido que se envíe copia de mi intervención a los señores César Collao y Carlos Valdivia, funcionarios del Hospital Base de Valdivia.

He dicho.

El señor MONSALVE (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su señoría, adjuntando el texto de su intervención.

Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.

-Se levantó la sesión a las 14.06 horas. 

TOMÁS PALOMINOS BESOAÍN,

Jefe de la Redacción de Sesiones.
IX. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1. Mensaje de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 9173-07)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónicos. 

I. ANTECEDENTES

1. Contexto

La presente iniciativa, que se enmarca dentro del proceso de modernización del Estado, se orienta a optimizar desde múltiples perspectivas el cumplimiento de las tareas propias de los Servicios Públicos y de la Contraloría General de la República mediante modalidades que ajustan su proceder utilizando tecnologías de la información y generando procedimientos que redundan en beneficios significativos para dichas instituciones y los ciudadanos. 

La modernización del Estado ha sido un desafío que se ha adoptado en diversos gobiernos siendo también promovido firmemente por esta Administración, que ha logrado durante estos años avanzar en la línea de incorporar las tecnologías de la información en los procedimientos de servicios públicos y en la relación entre los órganos de la Administración del Estado y los particulares. 

Prueba de ello son iniciativas tales como “Chile sin Papeleo”, programa que busca realizar un esfuerzo de racionalización, simplificación y digitalización de los trámites públicos, especialmente de aquellos que tienen un mayor impacto en la vida de las personas, así como de aquellos que faciliten el desarrollo de emprendimientos o actividades productivas que aporten al crecimiento del país. 

También “ChileAtiende”, red multiservicios del Estado, que busca acercar los beneficios y servicios de las instituciones públicas a las personas, a través de tres canales, a saber, más de 190 puntos de atención presencial en todo el país, el portal electrónico que permite realizar en línea una serie de trámites y difundir información relevante, y el call center. Recientemente, y con miras a hacer de éste un programa permanente, enviamos al Congreso Nacional un proyecto de ley que establece un sistema de atención a las personas y Crea el Servicio Nacional de Atención Ciudadana, Chile Atiende (Boletín 9125-06). 

Asimismo, cabe destacar la iniciativa “Chile Gestiona” que busca elevar la productividad de la Administración del Estado y que ha conseguido una reducción del 19% del ausentismo laboral. Ésta se ha visto complementada con el envío del proyecto de ley que perfecciona la gestión en el sector público, mediante nuevas herramientas de gestión y el mejoramiento del Sistema de Alta Dirección Pública (Boletín 9084-05).

En lo que respecta a la Contraloría General de la República, a fin de potenciar el desarrollo de este esfuerzo por modernizar las estructuras y procedimientos existentes, en 2001 el Gobierno suscribió con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) un convenio, en virtud del cual se entregó una suma cercana a los 25 millones de dólares, con el fin de apoyar algunas tareas de renovación del órgano Contralor, en el entendido que algunos de los aspectos centrales de la modernización que se buscaba, tales como funciones contables y de auditoría del Estado, se ejecutan en ese organismo.

En el marco de ello, la Contraloría General destinó importantes esfuerzos en la renovación de sus procesos mediante la utilización de tecnologías de la información. Se trató no sólo de un ajuste del equipamiento, sino de un cambio sustantivo en la orientación de las tareas, sus procedimientos y los resultados de su actividad.

En virtud de lo anterior, se creó el Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado (SIAPER), inserto en el Proyecto de Gestión del Gasto Público, financiado por el Banco Mundial. En este contexto, la Contraloría General planteó la necesidad de rediseñar los procesos que apoyan la función de control de personal, en términos de contribuir en forma efectiva al proceso de modernización del Estado, habilitando oportuna y eficientemente una herramienta de coordinación con los entes fiscalizados, sobre la base de criterios proactivos. Asimismo, la información también permite a la Administración contar con información fidedigna de gestión en materia del personal para apoyar sus procesos de toma de decisiones.

Esta iniciativa produjo los impactos que se esperaban y ha permitido descubrir nuevas potencialidades de la incorporación de la tecnología al quehacer de la Administración del Estado, generando las condiciones que permiten pasar a una nueva etapa de necesarias innovaciones.

El proyecto de ley que hoy se ingresa al Congreso Nacional inicia una nueva etapa a fin de acentuar, por una parte, una relación de colaboración entre los Servicios Públicos y la Contraloría General, a través de la utilización mutua y coordinada de información imprescindible de los funcionarios en su relación con la Administración. También fortalece la atención que se debe prestar a los ciudadanos, respondiendo con prontitud a sus requerimientos fundados en información consolidada y transparente. Ello por cuanto la iniciativa permite incluir en esta nueva forma de tramitación electrónica entre la Contraloría General y las entidades fiscalizadas, materias diversas a las de personal, lo que significará una mejora relevante en la gestión de los Servicios, logrando la toma de razón de sus actos administrativos de forma más expedita.

En definitiva, el Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado (Siaper) es la materialización de esta iniciativa y esfuerzo modernizador. Éste permite la tramitación de documentos, afectos y exentos de toma de razón, de una manera rápida, estandarizada y clara por medio de plataformas electrónicas.

2. La Toma de Razón y su exención

La toma de razón es el control previo de juridicidad de los actos de la Administración, consagrada en el artículo 99 de la Constitución. La Contraloría General, mediante este trámite, examina si los decretos, resoluciones y decretos con fuerza de ley cumplen los requisitos de fondo y forma que a su respecto exige el ordenamiento jurídico.

La toma de razón constituye uno de los controles a que se encuentran sujetos los actos de la Administración del Estado y, como tal, se caracteriza por ser un control preventivo; de juridicidad; imprescindible e impeditivo. 

El artículo 98 de la Constitución Política de la República dispone que: “Un organismo autónomo con el nombre de Contraloría General de la República ejercerá el control de la legalidad de los actos de la Administración.”. Por tanto, en principio, todos los actos de la Administración deben ser objeto de control de legalidad por parte de la Contraloría General. 

Pero, la propia Carta Fundamental facultó a la ley para determinar los actos que podrían eximirse de tal trámite. Es así que el inciso primero del artículo 99, la Constitución prescribe que: “En el ejercicio de la función de control de legalidad, el Contralor General tomará razón de los decretos y resoluciones que, en conformidad a la ley, deben tramitarse por la Contraloría”.

En este contexto, el artículo 10, inciso quinto, de la ley N° 10.336, facultó al Contralor General para eximir del indicado trámite los actos administrativos relativos a determinadas materias.

II. LA TOMA DE RAZÓN AUTOMÁTICA

1. Concepto y Ventajas

Mediante el nuevo sistema que se iniciará con el proyecto de ley que hoy ingresamos, serán los distintos Servicios Públicos quienes podrán tramitar sus actos administrativos relativos a su personal, lo cual se llevará a efecto a través de la plataforma web de Contraloría General, la que permitirá efectuar el respectivo control de juridicidad en línea. 

La toma de razón en línea reducirá drásticamente los tiempos de tramitación actuales, pasando de días a minutos, disminuyéndose notoriamente el número de documentos que ingresan diariamente a la Contraloría General para su estudio y tramitación. De esta manera, la Contraloría podrá focalizar sus esfuerzos en otras funciones.

A su vez, la toma de razón automática constituirá una herramienta clave para la modernización del Estado, al permitir, por una parte, el acceso vía Internet a la información hoy disponible en la Contraloría General desde cualquier Servicio o entidad pública que tenga los respectivos accesos; y, por otra, que las instituciones tramiten electrónicamente actos administrativos, generándose una respuesta automática sobre su potencial toma de razón y registro.

Por último, se masificará y relevará el uso de la firma electrónica a nivel de los órganos de la Administración del Estado.

2. Alcance de la toma de razón automática y registro electrónico

Si bien hasta el momento Contraloría General se ha enfocado en impulsar la toma de razón automática y registro electrónico de los actos administrativos emitidos por los servicios públicos en materias de personal, mediante su proyecto SIAPER; debe considerarse que mediante las actuales tecnologías de la información la toma de razón y registro electrónicos que mediante esta iniciativa se consagra, puede abarcar los más variados actos administrativos relativos a todas aquellas materias que el Contralor General disponga, según la conveniencia y factibilidad técnica que se presenten. Para ello será necesario suscribir con los órganos fiscalizados, convenios en virtud de los cuales se acuerde tramitar ciertos actos administrativos por vía electrónica, sin perjuicio que ésta no sea siempre automática, dependiendo de la materia y el estudio que deba realizarse respecto del acto sujeto a control de legalidad.

3. Facultades de Contraloría General

La Contraloría General, como es sabido, posee facultades para realizar las auditorías, inspecciones, investigaciones o exámenes posteriores que estime convenientes sobre los actos administrativos que sean tramitados ante ella, asunto que también será aplicable para los actos que sean tomados de razón electrónicamente. Sumado a lo anterior, el proyecto de ley faculta al Ente Superior de Control a realizar validaciones de los actos sometidos a trámites electrónicos, pudiendo revisar en el propio Servicio la documentación que se adjuntó al acto respectivo por vía electrónica. Todo lo anterior, con el objeto de velar por la debida observancia a la normativa legal vigente por parte de los órganos fiscalizados.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO

Los principales elementos del proyecto sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónicos son los siguientes:

1. Toma de razón y registro electrónico

El proyecto de ley consagra la toma de razón electrónica, sea o no automática, y el registro electrónico entregando su ámbito de aplicación, tanto respecto de los actos administrativos sujetos a estas modalidades como en cuanto a los servicios que se someterán a dicha tramitación, a las atribuciones que en esta materia posee el Contralor General y a los convenios que se suscriban al respecto.

Del mismo modo, será esa autoridad la encargada de regular la manera en que se acreditarán y verificarán determinados requisitos legales necesarios para los actos administrativos antes señalados.

Lo anterior es necesario debido a que estos sistemas de tramitación electrónica, requieren de una puesta en operación gradual debido a la gran cantidad de requisitos legales aplicables a cada acto administrativo, según su materia y Servicio en particular. 

2. Ministro de Fe

Los requisitos que deban cumplir los actos administrativos sometidos a toma de razón o registro electrónico se verificarán mediante consulta en línea a registro o bancos de datos, siendo responsable los órganos que administran dichos registros de la veracidad de la información contenida en ellos. 

Ahora bien, en caso que esos registro o bancos de datos no estén disponibles o bien no existan, el encargado de acreditar la existencia de los antecedentes que dan cuenta del cumplimiento de los requisitos legales respectivos para un determinado acto administrativo será el Ministro de Fe de cada Servicio, con tal objeto se propone la creación de la respectiva labor, estableciéndose, además, las pertinentes obligaciones y sanciones aplicables, según corresponda.

3. Salud compatible con el cargo

Uno de los principales antecedentes que retrasan el nombramiento o contratación de una persona en un servicio público es el relativo a la certificación del estado de salud del interesado, conforme a la exigencia prevista en la letra c) del artículo 12 de la ley N° 18.834.

A fin de salvar esa demora, se propone la presunción de cumplimiento de dicho requisito, otorgándole al interesado un plazo de 60 días contados desde la toma de razón del acto de su designación para acompañar el certificado respectivo que da cuenta de dicho requisito, el que podrá ser otorgado por cualquier prestador de salud, no solo público, sino también privado. 

En caso que el interesado no cumpla con dicha obligación, y previa certificación del Ministro de Fe, el servicio deberá dejar sin efecto el acto de su designación.

4. Mantención de documentos o certificados oficiales que fueron digitalizados y acompañados al trámite de toma de razón o registro electrónico

Los actos administrativos sometidos a tramitación electrónica deberán mantenerse en soporte papel o en soporte digital siempre que el servicio dé cumplimiento a lo dispuesto en la normativa vigente sobre digitalización de documentos. Sin perjuicio de ello, se faculta al Contralor para que en casos excepcionales instruya a determinado servicio para que conserve los antecedentes en soporte papel

El objeto de esta norma es propender a que los antecedentes de los actos sometidos a toma de razón o registro electrónico sean mantenidos en formato digital, en la medida que el servicio cuente con la tecnología necesaria para asegurar la debida conservación de esa documentación.

5. Aplicación del registro y toma de razón electrónica

Con la entrada en vigencia de la ley, los servicios deberán remitir mediante la plataforma Siaper los actos sujetos a trámite de Registro. Respecto a la toma de razón electrónica de actos administrativos referidos a materias de personal, los servicios podrán irse incorporando a esta nueva tecnología dentro del plazo máximo de dos años, contados desde la misma fecha.

Respecto a los decretos y resoluciones sobre materias distintas a las de personal, la Contraloría podrá proponer a los Servicios incluir nuevos actos a esta tramitación, para lo que deberá suscribir convenios con ellos, en los que se determinará la forma en que se pondrá en marcha el sistema de tramitación para dichos actos administrativos.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único.- Incorpórase a continuación del artículo 10° de la ley N° 10.336, que fija la ley de organización y atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto coordinado, sistematizado y refundido fue fijado por el decreto supremo N°2.421, de 1964, del Ministerio de Hacienda, lo siguiente:

“Artículo 10° A.- La toma de razón y el registro podrán realizarse a través de técnicas, medios y procedimientos que consideren el empleo de documentos y firmas electrónicas. El Contralor General establecerá, mediante resolución, los actos administrativos cuya toma de razón o registro podrán efectuarse electrónicamente y los servicios que, previo convenio, someterán tales actos a dicha tramitación. También determinará los medios de verificación y la forma para acreditar el cumplimiento de los requisitos legales que precisen los actos administrativos antes señalados. Asimismo, dispondrá el tipo de comunicación, formas y demás materias que requiera la toma de razón o registro electrónicos, pudiendo incluir para determinados actos, sistemas automatizados que los realicen. 

La toma de razón y el registro electrónico deberán ajustarse a la normativa técnica establecida en virtud de lo dispuesto en el artículo 10 de la ley N° 19.799, sobre documentos electrónicos, firma electrónica y servicios de certificación de dicha firma.

Artículo 10° B.- Para la toma de razón o registro que empleen firma electrónica, los requisitos que deban cumplir los actos administrativos se verificarán mediante consulta en línea a registros o bancos de datos que permitan su tratamiento, siendo responsables los órganos que administran dichos registros de la veracidad de la información contenida en ellos.

Si la consulta en línea indicada en el inciso anterior no fuere posible, la existencia de los antecedentes que acrediten el cumplimiento de tales requisitos será verificada y certificada por el ministro de fe, designado para estos efectos por el respectivo jefe superior del servicio. Realizadas las correspondientes verificaciones y certificaciones por el ministro de fe, los mencionados antecedentes serán digitalizados e incorporados al procedimiento de toma de razón o registro electrónico correspondiente. El ministro de fe que certificare antecedentes inexistentes, incurrirá en responsabilidad administrativa por infracción grave al principio de probidad, sin perjuicio de las responsabilidades penales correspondientes.

Tratándose del requisito establecido en la letra c) del artículo 12 de la ley N° 18.834, se presumirá su cumplimiento, debiendo el interesado acompañar el certificado emitido por un prestador institucional de salud, dentro de un plazo de sesenta días hábiles siguientes a la toma de razón o registro electrónico del respectivo acto administrativo. El ministro de fe del servicio deberá certificar el cumplimiento de esta obligación, debiendo archivarse ambos certificados junto al resto de los antecedentes que conforman el expediente, físico o electrónico, si corresponde. Transcurrido el plazo señalado sin haberse cumplido la obligación precedente, el servicio deberá dejar sin efecto el acto administrativo correspondiente.

Sin perjuicio de dispuesto precedentemente, el Contralor General previa resolución fundada, existiendo situaciones excepcionales que lo ameriten, podrá requerir que se le envíen a toma de razón o registro, en soporte papel, alguno de los actos sometidos a tramitación electrónica, o sus antecedentes.

Artículo 10° C.- Efectuado el trámite de toma de razón o registro electrónico mediante el uso de firma electrónica, el servicio deberá mantener archivados en soporte papel los documentos o certificados oficiales que fueron digitalizados para estos efectos, o podrá mantenerlos exclusivamente en soporte digital, cuando éstos se ajusten a la normativa vigente sobre digitalización de documentos. 

El Contralor General, en casos excepcionales, podrá disponer que un determinado servicio mantenga archivados en soporte papel los antecedentes mencionados en el inciso precedente.

Artículo 10° D.- Sin perjuicio de la toma de razón o registro electrónicos, el Contralor General, en ejercicio de sus atribuciones, podrá realizar las validaciones posteriores que estime convenientes sobre los actos administrativos sometido a este sistema de tramitación electrónica.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo Primero.-
Esta ley entrará en vigencia el primer día del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial, sin perjuicio del artículo siguiente.

Artículo Segundo.- Desde la entrada en vigencia de la presente ley, todos los órganos de la Administración del Estado deberán realizar el trámite de registro de los actos administrativos en materias de personal, exentos de toma de razón, a través del Sistema de Información y Control del Personal de la Administración del Estado (Siaper), plataforma web de la Contraloría General de la República. 

Por su parte, los actos administrativos en materias de personal, afectos al control de legalidad de la citada entidad fiscalizadora, serán tramitados mediante el referido sistema, debiendo los órganos de la Administración someterse a éste dentro del plazo máximo de dos años contados desde la entrada en vigencia de esta ley. 

La Contraloría General de la República podrá suscribir, a contar de la entrada en vigencia de esta ley, con cada uno de los órganos de la Administración convenios para someter a toma de razón electrónica otros actos administrativos afectos, distintos a los señalados en el inciso anterior. Dichos convenios determinarán las etapas y plazos en los que se pondrá en marcha el sistema para la tramitación electrónica de esos decretos y resoluciones. 

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
2. Mensaje de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 9174- 04)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley mediante el cual se introduce modificaciones a la planta de personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y otorga las facultades que indica.

I. CONTEXTO DEL PROYECTO DE LEY.

La Junta Nacional de Jardines Infantiles (“JUNJI”) tiene como misión entregar educación parvularia de calidad en nuestro país, preferentemente a niños y niñas menores de cuatro años y en situación de vulnerabilidad social, para contribuir con el desarrollo integral de la primera infancia, valorando y apoyando a las familias como primer agente educativo, a través de programas de atención administrados en forma directa y por terceros.

Esta labor ha sido desempeñada durante más de 40 años por personal idóneo y capacitado para brindar una atención integral y de calidad a los párvulos, a través de sus técnicos y profesionales en educación parvularia directamente, y a través de los demás estamentos, que en su conjunto, permiten lograr el objetivo. Así, el quehacer JUNJI permite generar una mayor igualdad de oportunidades en los niños y niñas de nuestro país, considerando que la educación parvularia es el primer paso y definitorio para su desarrollo en el futuro.

II. ANTECEDENTES.

La actual planta del personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, data del año 1992 y fue fijada en el artículo 2° de la ley N° 19.184. Por su parte, los requisitos para el ingreso y promoción que se habían establecido originalmente fueron sustituidos por el Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Educación.

En el contexto actual, la planta de personal contiene rigideces que dificultan que la institución se ajuste a los nuevos requerimientos, por lo que este Gobierno ha resuelto que es urgente efectuar ajustes que entreguen nuevas herramientas a la dirección de la institución para permitir una adecuada gestión de ésta.

De esta forma, siguiendo la modalidad que se ha aplicado en la generalidad de las últimas normas legales tramitadas, se busca, en primer término, que los cargos directivos sean un reflejo permanente de la gestión que están desarrollando sus funcionarios y que las denominaciones de los mismos no se encuentren establecidas en la ley, ya que en estos casos generalmente tienen vigencia durante decenios, y por ello, aún cuando se permite satisfacer la realidad inicial dificultan la adecuación de la institución a las nuevas exigencias. 

A este respecto, cabe hacer presente que la ley que crea la JUNJI, dictada en el año 1970, contempla ya la facultad para que su Vicepresidente Ejecutivo organice los departamentos, norma acorde con lo que posteriormente también contiene la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, respecto de las atribuciones generales de los jefes de servicio.

En el mismo orden de ideas, se suprimen en la planta de Técnicos los dos escalafones en que ésta se divide internamente, a saber, de “Informática y Contadores” y “Técnicos en Educación Parvularia”. Al respecto, cabe señalar que la ley vigente determina la condición laboral de los Técnicos en Educación Parvularia, puesto que comienzan en el grado 25, asignándoseles como tope superior el grado 19 de la EUS, mientras el escalafón de “Informática y Contadores”, se inicia en el grado 16 pudiendo acceder hasta el grado 10. Si bien el cambio mencionado no permite aún variar dicha situación, puesto que lo impide la forma en que están fijados los requisitos para acceder a dichos cargos, el proyecto de ley establece una facultad para ajustarlos, con lo cual se definirá un nuevo tope para la carrera funcionaria de los técnicos en educación parvularia, que como dijimos, es el personal que sustenta parte importante de la labor de JUNJI y cuya calidad es determinante en el porvenir de los niños de Chile que éstos atienden. Nuestro Gobierno le ha dado prioridad a este sistema, imprimiéndole calidad en los servicios como parte de la equidad buscada.

Luego, con las facultades que el presente proyecto de ley entrega al Presidente de la República, le permite efectuar los ajustes necesarios para hacer operativos los cambios anteriormente enunciados. Adicionalmente, se permite ajustar las plantas del personal administrativo y auxiliar, principalmente para corregir las diferencias con las demás instituciones a las que la Junji puede asimilarse.

En cuanto a los profesionales de la JUNJI, otro de los pilares de la gestión de esta institución en el alcance de los objetivos ya reseñados, se fortalecerá de manera especial la función de dirección de Jardines Infantiles, y se abordará también la función de supervisión y la función pedagógica. Actualmente, mediante la asignación de cupos por grado y luego con la fijación de requisitos para dichos grados se establecen los inicios y topes respectivos, dentro de la planta de Profesionales. Por lo anterior, se requiere aumentar su número para permitir una mejor carrera funcionaria, y también revisar la extensión de la misma.

Respecto de los cargos de dirección de jardines infantiles que se creen, el proyecto de ley propone que se puedan establecer mecanismos especiales de selección y promoción, que permitan asegurar el cumplimiento de las condiciones necesarias para ejercer dicha función en forma permanente en el tiempo, fijando compromisos y métodos de evaluación de su desempeño.

Además, se establece la facultad de fijar una asignación destinada a quienes cumplen efectivamente la función de dirección y supervisión. Ocurre que por las exigencias del cargo y por lo dinámico en cuanto a la variación en el número de jardines infantiles, en la planta de personal de JUNJI no existen suficientes cargos para quienes ejercen efectivamente la función de directores. Como una manera de resolver esta realidad, se propone facultar al Presidente de la República para diseñar una asignación asociada al desempeño efectivo de la función para la que fue otorgada, de tal manera de poder compensar económicamente la mayor responsabilidad que implica asumir estos cargos, aún cuando no exista disponibilidad en la planta de personal de los grados asignados a la función.

Por último, se hace presente que todas estas nuevas facultades no significarán en caso alguno la afectación de la situación laboral de los funcionarios que ejercen actualmente labores en la Junji. 

III. CONTENIDO.

El proyecto de ley que presentamos a tramitación propone las siguientes modificaciones a la legislación vigente:

En el artículo 1° se suprimen, en la Planta de Directivos, las denominaciones específicas de los cargos de “Director de Departamento”, como por ejemplo “Director de Departamento Recursos Financieros” o “Director de Departamento Administración y Recursos Humanos”. Para estos efectos, el proyecto propone que -el Vicepresidente Ejecutivo asigne las funciones conforme la facultad que actualmente tiene en la ley N° 17.301. 

Se elimina además, en la planta de Técnicos, los títulos internos en que se divide, “Escalafón: Informática y Contadores”, y “Escalafón: Técnicos en Educación Parvularia”, quedando como Planta de Técnicos. 

Por su parte, en los artículos transitorios, se faculta al Presidente de la República, para que en un máximo de 180 días, a través de decretos con fuerza de ley, del Ministerio de Educación, suscritos por el Ministerio de Hacienda, regule aspectos de la planta de personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y otorgue una asignación específica por el desempeño de las funciones que indica, con los debidos resguardos al personal que se establecen.

Los decretos con fuerza de ley tendrán por objeto, en primer término, rediseñar las plantas de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, modificando sus grados actuales y pudiendo crear, al efecto, los cargos necesarios. 

Permitirán además, modificar la planta de Profesionales, ya que en este caso, lo fundamental es el incremento del número de cargos. Adicionalmente, se deberá priorizar aquellos destinados a la función de Dirección de Jardines Infantiles y asignarle los grados de la Escala Única de Sueldos. Asimismo, se faculta para establecer y regular procesos especiales de encasillamiento, ingreso y promoción. 

Para el encasillamiento de los cargos, con excepción de las directoras, se prevé aplicar lo dispuesto en el artículo 15 del Estatuto Administrativo, referido a encasillamientos en caso de fijación o modificación de plantas, pudiendo dictar las normas complementarias que sean necesarias s para su adecuada aplicación.

Por otra parte, con el fin de materializar las modificaciones de planta, es indispensable adecuar los requisitos generales y específicos que hoy se establecen y las menciones relativas al desempeño profesional por funciones (incisos finales del artículo 2° de la ley N° 19.184).

Complementariamente y como herramienta de gestión institucional, se propone facultar al Presidente de la República para establecer asignaciones para el desempeño efectivo y continuo de la función de dirección de jardín infantil y de supervisión, fijando las condiciones para el cumplimiento del objetivo por el que se otorga.

Finalmente, en un segundo artículo transitorio, se limitan los efectos del ejercicio de las facultades anteriores respecto del personal que se desempeña actualmente en la institución, sin que pueda constituir causal de término o cese de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales, contemplando, en caso de desmedro económico, una planilla suplementaria. Además, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo; como asimismo, mantendrán el tiempo de permanencia para un nuevo bienio, no obstante experimenten cambios de grado. Por último, se dispone que los nuevos requisitos no serán exigibles para quienes estén hoy en servicio, en la medida que se mantengan en sus grados.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Modifícase el artículo 2° de la ley N° 19.184, que fija la planta de personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en el siguiente sentido:


1) Suprímense en la Planta de Directivos, las denominaciones específicas que siguen a las expresiones “Director de Departamento”, para cada grado asignado.


2) Elimínanse, en la planta de Técnicos, las expresiones “Escalafón: Informática y Contadores”, y “Escalafón: Técnicos en Educación Parvularia”. 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República, para que dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Educación y suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias a fin de regular las siguientes materias:


1) Respecto de la planta del personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, contenida en el artículo 2° de la ley N° 19.184:


a) Rediseñar las plantas de Técnicos, de Administrativos y de Auxiliares, modificando sus grados en la Escala Única de Sueldos y pudiendo crear, al efecto, los cargos necesarios.


El encasillamiento que se origine de la aplicación de esta facultad, se hará conforme lo dispone el artículo 15 del Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, pudiendo dictar las normas necesarias para su adecuada aplicación. 


b) Modificar el número de cargos en la planta de Profesionales, en especial los destinados a la función de Dirección de Jardines Infantiles y asignarle los grados de la Escala Única de Sueldos. Respecto de los cargos de Dirección que cree, podrá además determinar y regular procesos especiales de encasillamiento, ingreso y promoción, pudiendo fijar, entre otros, los perfiles y factores a considerar y sus respectivas ponderaciones, disponer sistemas de compromisos y evaluaciones y dictar cualquier otra norma necesaria para la adecuada realización y evaluación de estos procesos. Para el encasillamiento de los demás cargos de Profesionales se aplicará el artículo 15 mencionado en el número anterior.


c) Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije o modifique.


d) Modificar, en la planta de personal, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de los cargos y, el desempeño profesional por funciones, fijadas en números de cargos y grados por plantas.


2) Respecto de otras normas, establecer asignaciones asociadas al ejercicio efectivo y continuo de la función de dirección de jardín infantil y de supervisión, fijando, al efecto, las condiciones para su otorgamiento, percepción, pago y extinción, y cualquier otra disposición necesaria para la adecuada aplicación de la misma.

Artículo segundo.- El uso de estas facultades quedará sujeto a las siguientes restricciones:


1) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de la relación laboral, cese de funciones, o término de servicios.


2) No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales. Cualquier diferencia en las remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos en la forma dispuesta en el artículo 31 de la ley N° 20.642 y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. La mencionada planilla mantendrá la imponibilidad de las remuneraciones que compensa.


3) Los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo; asimismo mantendrán el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto, no obstante experimenten cambios de grado.


4) Los requisitos que se fijen no serán exigibles a los funcionarios que estén servicio a la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que los establezca, respecto de los cargos desempeñados en calidad de titulares y a contrata, en la medida que mantengan los grados. Tampoco serán exigibles en las prórrogas de los contratos si conservan el grado y planta de asimilación que tenían a la mencionada data.


Las mismas garantías antes mencionadas regirán para los funcionarios, que a la fecha de publicación de la presente ley, ocupen los cargos a que se refiere el artículo 1° permanente.

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente esta ley durante el primer período presupuestario de aplicación se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”.

Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; JULIO DITTBORN CORDUA, Ministro de Hacienda (S); CAROLINA SCHMIDT ZALDÍVAR, Ministra de Educación.”
Informe Financiero

Proyecto de ley que modifica la planta del personal de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, Junji y otorga las facultades que indica.

Mensaje N° 251-361
I. ANTECEDENTES.


La actual planta del personal de la JUNJI data del año 1992, Ley N° 19.184, y los requisitos para el ingreso y promoción vigentes se establecieron por el DFL N° 1 de 2009.


El Proyecto de Ley contiene un artículo único y 2 transitorios, que señalan lo siguiente:


a) En el artículo único se suprimen en las plantas de Directivos las denominaciones específicas, por ej: Director de Departamentos de Recursos Financieros o de Administración y Recursos Humanos. A su vez, en la Planta de Técnicos se eliminan los títulos internos; es decir, el Escalafón Informática y Contadores y el Escalafón Técnicos en Educación Parvularia.


b) En el artículo primero transitorio, se otorga una facultad al Presidente de la República para que dentro de los 180 días siguientes a la publicación de la ley, mediante decretos con fuerza de ley del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda, regule aspectos de la planta de la JUNJI, como son:


i. Modificación y creación de grados en la planta de técnicos, administrativos y auxiliares.


ii. Modificar el número de cargos de la planta de profesionales, en especial los destinados a la Dirección de Jardines Infantiles.


iii. Modificar los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción del personal.


iv. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije o modifique.


v. Establecer una asignación específica por el ejercicio efectivo y continuo de la función de dirección del jardín infantil y de supervisión.

c) En el artículo segundo transitorio, se limitan los efectos de las facultades anteriores, respecto del personal que actualmente se desempeña en la institución; de manera que no pueda ser causal de término o cese de funciones, disminución de las remuneraciones, ni pérdida del número de bienios. Por último, se establece que los nuevos requisitos no serán exigibles para quienes estén hoy en servicio.

II. EFECTOS DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUSPUESTO FISCAL.


El artículo único no tiene efecto en los gastos del Fisco; no obstante sí lo tienen los dos artículos transitorios.


El artículo primero transitorio generaría un gasto anual estimado de $ 195.000 miles, asociado a los nuevos grados y al incremento de éstos. Por su parte, el artículo segundo transitorio tendría un mayor gasto anual de $ 255.000 miles, o el incremento en el sueldo base de las Directoras y Supervisoras de jardines infantiles.


En suma, el costo anual de este proyecto se estima en $ 400.000 miles y se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con estos recursos.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
3. Mensaje de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 9176-04)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, he resuelto someter a vuestra consideración el presente proyecto de ley mediante el cual se incorpora al 3° y 4° año de enseñanza media al régimen de Subvención Escolar Preferencial, a contar del año 2014.

I. ANTECEDENTES GENERALES DE LA SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

La Subvención Escolar Preferencial (SEP) fue creada mediante la ley N° 20.248 en el año 2008, con el objeto de contribuir al mejoramiento de la equidad y calidad de la educación y de este modo aportar en la creación de condiciones de mayores oportunidades en igualdad.

Este régimen consiste en la entrega de recursos adicionales por cada alumno prioritario o de mayor vulnerabilidad a los sostenedores de establecimientos educacionales suscritos voluntariamente a él, mediante la firma de un documento denominado “Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa”, en virtud del cual se comprometen a cumplir una serie de requisitos, obligaciones y compromisos.

Entre otras obligaciones, los sostenedores se comprometen a mejorar sus resultados Simce, no seleccionar y retener a los alumnos, no cobrar arancel alguno a alumnos prioritarios y a establecer un “Plan de Mejoramiento Educativo”.

Adicionalmente, cabe señalar que la Subvención Escolar Preferencial no solo proporciona recursos adicionales para la educación de los considerados prioritarios o vulnerables, sino que además, y por primera vez en el sistema de subvenciones, la entrega de recursos se encuentra condicionada a la obtención de buenos resultados de aprendizaje y al cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo.

Para estos efectos, los establecimientos se clasifican de acuerdo al rendimiento académico que han demostrado y al contexto socioeconómico en el cual se encuentran. 

A este respecto, el estudio “Evaluación de los primeros años de implementación del Programa de Subvención Escolar Preferencial, de la Subsecretaría de Educación” de la Pontificia Universidad Católica ha sido una de las principales investigaciones surgidas para la evaluación de la SEP en sus primeros años de funcionamiento. En este sentido, algunos puntos de mejora de la SEP que se destacan son:

1. Gestión curricular

El estudio destaca que una de las características de la SEP que más valoran los distintos actores encuestados (directores y directores) son las exigencias impuestas respecto a la gestión curricular. Así también, de acuerdo al estudio mencionado, la implementación de la Ley SEP ha promovido la generación de prácticas de evaluación de la gestión curricular.

2. Calidad, planificación y gestión de la enseñanza

Las metas SIMCE incorporadas en los PME, así como la posibilidad de destinar más recursos a la contratación de personal, se han traducido en que los establecimientos dediquen mayor cantidad de tiempo a la planificación diaria. Lo anterior, tiene un efecto positivo en la calidad de la enseñanza impartida por los establecimientos educacionales. Adicional a lo anterior, la utilización de los recursos provenientes de la Ley SEP ha permitido mejorar el ambiente en la sala de clases, así como la convivencia escolar.

Así también, los recursos provenientes de la Ley SEP han permitido la contratación de docentes y de otros profesionales que apoyan a los estudiantes en sus diferentes necesidades, entregando una formación más completa a los estudiantes.

Un tercer punto identificado en los resultados de la Ley SEP es la focalización de los recursos, lo cual se resume a continuación:

3. Focalización de recursos

La Subvención Escolar Preferencial reconoce las dificultades que implica la educación de niños y niñas provenientes de ambientes más vulnerables. Así, esta subvención permite que una mayor cantidad de recursos se dirijan a los alumnos que más lo requieren, permitiendo una mayor focalización de recursos en los alumnos que más lo necesitan.

Los puntos anteriores, indican que la SEP ha sido beneficiosa tanto para los establecimientos, en términos de mayores recursos entregados, como para el sistema escolar y sus alumnos por los incentivos para generar mejoras en los procesos de aprendizaje. Las familias de mayor vulnerabilidad también han sido beneficiadas por la Ley SEP, permitiendo la elección de una mayor cantidad de establecimientos, sin que ésta dependa de la capacidad de pago que poseen.

La extensión de la SEP a los estudiantes de tercero y cuarto medio permitirá extender los beneficios a estos niveles de enseñanza, ampliando la cobertura a la totalidad de la enseñanza regular de niños(as) y jóvenes. Así, se podrá avanzar hacia una educación más equitativa, al reconocer las dificultades propias de educar a personas de mayor vulnerabilidad, brindando mejores recursos para su desempeño al interior del sistema escolar chileno.

II. MODIFICACIONES A LA LEY N° 20.248 SOBRE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

En sus primeros años de vigencia, la Subvención Escolar Preferencial benefició a alumnos que cursaban desde Pre Kinder hasta 8° Básico. En dicha primera etapa de implementación, los alumnos prioritarios que se encontraban cursando pre kínder a 4° básico recibían el total de esta subvención especial, aquellos que cursaban 5° y 6° básico recibían dos tercios de ella y, finalmente, aquellos que cursaban 7° y 8° básico recibían un tercio de ésta.


Posteriormente, en octubre del año 2011 con la dictación de la ley N° 20.550, la subvención escolar preferencial experimentó un incremento ascendente a un 21%, dando paso además a una mayor autonomía en su uso e implementación por parte de los distintos establecimientos educacionales.

Más tarde, la ley N° 20.501 sobre Calidad de la Educación publicada en febrero del año 2012, incorporó la Enseñanza Media al régimen de la Subvención Escolar Preferencial. Para definir su implementación, incorporó un nuevo artículo duodécimo transitorio a la ley 
N° 20.248 el que disponía que la entrada en vigencia de la subvención para este nivel de educación sería en forma gradual, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2014 con 1° año de enseñanza media.

Finalmente, la Ley N° 20.637 publicada en el Diario Oficial con fecha 26 de octubre de 2012, aumentó las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (en lo que a la SEP se refiere, la ley N° 20.637 aumentó en un 50% la subvención escolar preferencial de 5° y 6° básico y en un 100% entre 7° y 4° medio) y adelantó además, en un año, el plazo dispuesto por la ley N° 20.501 para la incorporación de la enseñanza media al régimen de la subvención escolar preferencial, manteniéndose sin embargo, la gradualidad en su aplicación a los distintos niveles.

De este modo, el presente año los alumnos vulnerables que cursan 1° año medio fueron susceptibles de esta subvención; el año 2014 lo serán los alumnos prioritarios de 2° medio; el año 2015 quienes cursen 3°; y, finalmente, el año 2016 se hará extensible a los alumnos prioritarios de 4° medio, cubriéndose en dicho año de forma íntegra, la totalidad de los niveles de escolaridad.

III. SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL EN LA LEY DE PRESUPUESTO

1. Propuesta contenida en el proyecto de ley presentado a tramitación

El proyecto de Ley de Presupuesto para el Sector Público correspondiente al año 2014 (Boletín N°9117-05) introdujo modificaciones a la Partida 09 del Ministerio de Educación, Capítulo 01 relativo a la Subsecretaría de Educación, Programa 20 sobre Subvenciones a los Establecimientos Educacionales, Subtítulo 24, Item 01, Asignaciones 266 y 268 complementadas por la Glosa 7.

La modificación propuesta consistía en adelantar nuevamente la entrada en vigencia del régimen de Subvención Escolar Preferencial para la enseñanza media en sus niveles de 2°, 3° y 4°, eliminando la gradualidad que se había establecido en virtud de las leyes ya mencionadas.

Con dicha finalidad, se incluyen en la glosa 07 los recursos para la incorporación de los niveles de Enseñanza Media mencionados, a contar del año 2014.

Adicionalmente, se dispuso un plazo excepcional para el año 2014, el que se extendería hasta el 31 de marzo de dicho año, para que los establecimientos postulen a la incorporación de los niveles de 3° y 4° año de Enseñanza Media al régimen de subvención escolar preferencial.

2. Tramitación de la propuesta

Como dijimos precedentemente, la asignación materia de esta observación estaba ya contenida en el proyecto original en la Partida 9, Capítulo 01, Programa 20, Subtítulo 24, Item 01, Asignaciones 266 y 268 complementadas por la Glosa 7 a las mismas asignaciones. 

Al discutirse el programa en la Cuarta Subcomisión de Presupuestos, el Programa fue aprobado, en los mismos términos, por la unanimidad de sus miembros con excepción del Ítem 03/ 716 (que no es materia de esta observación). Luego, en la discusión de la Comisión Especial Mixta, se rechazó por 7 votos en contra y 5 a favor.

Más tarde, en la Sala de la Cámara de Diputados, la glosa en cuestión se repuso por medio de una indicación del Ejecutivo de fecha 25 de noviembre, que fue aprobada por 48 votos a favor, 29 en contra y 2 abstenciones.

A su vez, en la Sala del Senado, al discutirse el proyecto en su segundo trámite constitucional, los incisos 2 y 3 de la Glosa 7 fueron rechazados por 12 votos a favor, 16 en contra y 2 abstenciones.

Luego, esta modificación introducida por el Senado fue sometida a la aprobación de la Cámara en su tercer trámite constitucional resultando rechazada, por lo que esta y otras asignaciones fueron materia de una Comisión Mixta.

Puesto en votación el asunto en el seno de la Comisión Mixta resultó un doble empate por lo que, de conformidad con las normas reglamentarias, se dio por rechazada la idea de formular una proposición a este respecto.

Como resultado de lo descrito, el Capítulo 01, Programa 20, Subtítulo 24, Item 01, Asignaciones 266 y 268 complementadas por la Glosa 7 a las mismas asignaciones, resultaron excluidas del proyecto aprobado por el H. Congreso Nacional.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

El proyecto de ley que presentamos a tramitación modifica el artículo duodécimo transitorio de la ley N° 20.248 que es el que dispone la gradualidad de la entrada en vigencia del régimen de la subvención escolar preferencial para la enseñanza media. 

En este sentido, la propuesta consiste en eliminar la frase que dispone que la gradualidad de la incorporación de los años de enseñanza media será “a razón de un nivel por año”, y junto a ello, se establece que los niveles de 2°, 3° y 4° año de enseñanza media se incorporarán a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en dicha ley, a contar del año escolar 2014.

Adicionalmente y, con el objeto de facilitar la aplicación de este régimen de subvención, se dispone que durante el año 2014 existirá un plazo excepcional hasta el 31 de marzo para que los establecimientos postulen a la incorporación de los niveles de 3° y 4° año de enseñanza media al régimen de subvención escolar preferencial, la que tendrá lugar el primer día del mes siguiente a la fecha de la aprobación de dicha postulación.

Finalmente, se señala que la incorporación y percepción de los 3° y 4° años de enseñanza media a las subvenciones y aportes mencionados, tendrá lugar a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de la aprobación de dicha postulación.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Único.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo duodécimo transitorio de la ley N°20.248 que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial:

1) Elimínase la frase: “, a razón de un nivel por año”.

2) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero nuevos:

“Los niveles de 2°, 3° y 4° año de enseñanza media se incorporarán a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a contar del año escolar 2014.


Durante el año 2014 existirá un plazo excepcional hasta el 31 de marzo para que los establecimientos postulen a la incorporación de los niveles de 3° y 4° año de enseñanza media al régimen de subvención escolar preferencial. La incorporación y percepción de dichos niveles a las subvenciones y aportes a que se refiere el inciso anterior, tendrán lugar a contar del primer día del mes siguiente a la fecha de la aprobación de dicha postulación.”.

Artículo transitorio.- 
El mayor gasto fiscal que represente esta ley se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación. “
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE LARRAÍN BASCUÑÁN, Ministro de Hacienda; CAROLINA SCHMIDT ZALDÍVAR, Ministra de Educación.”
Informe Financiero

Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.248, incorporando a los 3° y 4° años de
Enseñanza Media al régimen de la subvención escolar preferencial a
contar del año escolar 2014.

Mensaje N° 353-361.

I. ANTECEDENTES.


Mediante el presente Proyecto de Ley se adelanta la incorporación a los 3° y 4° años de enseñanza a media a la percepción de la subvención escolar preferencial, subvención por concentración de alumnos prioritarios y los aportes adicionales establecidos en la Ley 
N° 20.248, a contar del año escolar 2014, que la Ley vigente considera su incorporación para los años escolares 2015 y 2016, respectivamente.


Esta modificación en la gradualidad de la aplicación del Régimen de la Subvención Escolar Preferencial, tiene por finalidad incrementar el financiamiento de los establecimientos educacionales que atienden a los alumnos más vulnerables del país y, con ello, permitir solventar diversas actividades destinadas al mejoramiento del proceso de enseñanza y aprendizaje, conforme lo establecido en el Plan de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, en el marco de lo dispuesto en la Ley N° 20.248.

II. EFECTOS DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.


La incorporación de los 3° y 4° años de enseñanza media al Régimen de la Subvención Escolar Preferencial, beneficiará aproximadamente a 225.000 nuevos estudiantes prioritarios con la percepción de la subvención escolar preferencial y del orden de 319.000 alumnos con la percepción de la subvención por concentración de alumnos prioritarios, lo que representa un mayor gasto fiscal de $ 53.502 millones (en pesos del año 2014) para el año 2014, que se financia con cargo al programa de Subvenciones a los Establecimientos Educacionales de la Partida Ministerio de Educación. La composición del mayor gasto es la que sigue:

	
	Millones $ 2014

	Subvención Escolar Preferencial
	47.693

	Subvención por Concentración de Alumnos Prioritarios.
	5.809



(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
4. Mensaje de S.E. el Presidente de la República. (boletín N° 9177-05)

“Honorable Cámara de Diputados:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto reajustar las remuneraciones del Sector Público, conceder aguinaldos de Navidad del año 2013 y de Fiestas Patrias del año 2014 para el sector activo y pasivo, y otorgar otros beneficios que indica.

I. CONSIDERACIONES PARA LA FIJACIÓN DEL REAJUSTE EN EL AÑO 2013

1. Contexto Económico

Durante los últimos meses, las economías de América Latina y, en general, el mundo emergente han enfrentado un escenario externo adverso con diferentes factores de riesgo e incertidumbre, los cuales debiesen impactar negativamente las tasas de crecimiento económico. De acuerdo a las últimas proyecciones del FMI, en 2013 el mundo se expandirá 2.9%, tras el 3.2% del año anterior. Sin embargo, para 2014 se espera que la actividad mundial se acelere, alcanzando un 3.6% de crecimiento. Si bien esta es una buena noticia, la debilidad en el mundo desarrollado persistirá, con tasas de crecimiento bajas. Si bien se espera una aceleración del mundo emergente, se proyecta que economías clave como China mantendrán el ritmo actual de crecimiento, bastante menor al de algunos años atrás. Chile, como integrante del mundo emergente, no está exento de estos riesgos.

Los últimos datos de Consensus Forecasts muestran que China crecerá en 2013 un 7.6% disminuyendo así desde el 7.7% de 2012. La desaceleración de la economía china afecta directamente el precio de nuestra principal exportación, el cobre. Es así como el precio del cobre que promedió cerca de US$ 3.6 por libra durante 2012 ha disminuido a cerca de US$ 3.3 por libra en la actualidad. La proyección de esta variable para el año 2014, entregada en el presupuesto de la nación es de US$ 3.25 por libra. La caída en los términos de intercambios requerirá un ajuste de nuestra economía, incluyendo depreciaciones del peso y movimientos de recursos hacia el sector transable. Si bien nuestra economía cuenta con un marco macro-financiero robusto para enfrentar de buena manera este ajuste, la desaceleración de la economía china constituye un factor de riesgo e incertidumbre para la economía doméstica.

Adicionalmente, los efectos del menor crecimiento de la economía china podrían sentirse con fuerza en el sector exportador en el futuro. Esto porque China representa cerca de un 20% de nuestro mercado exportador.

Un segundo factor de riesgo para nuestra economía, es la normalización de la política monetaria en Estados Unidos, que se espera se materialice paulatinamente a partir del año 2014. Dicha normalización, finalizaría con la fuerte expansión monetaria que llevó a cabo la economía de Estados Unidos como respuesta a la crisis financiera global. El ajuste de la política monetaria se verá reflejado en mayores tasas de interés internacionales, encareciendo el endeudamiento para nuestra economía. Adicionalmente, el fin del llamado relajamiento cuantitativo (Quantitative Easing) en Estados Unidos puede traer incertidumbre en la región, moderando las entradas de capitales que han financiado los déficit de la cuenta corriente que muchos países latinoamericanos han experimentado durante los últimos años. Este ajuste será menos doloroso para aquellas economías cuyo financiamiento externo ha recaído en Inversión Extranjera Directa y no inversión de portfolio. Tal es el caso de Chile, donde la reinversión de utilidades de la Inversión Extranjera Directa ha sido el principal financista del déficit de la cuenta corriente de los últimos años. 

Adicionalmente, en los últimos meses, los indicadores económicos de la Eurozona siguen mostrando signos de fragilidad. El crecimiento interanual promedio en el segundo y tercer trimestre del año 2013 ha sido -0.5% para la Eurozona como un todo. Así la proyección de distintos analistas económicos para la Eurozona durante 2013 es de contracción. Cerca de un 20% de nuestras exportaciones se dirigen a la Unión Europea, por lo que el aún incierto escenario económico en Europa continúa siendo un factor de riesgo para nuestra economía.

Así, la incertidumbre que plantea el frágil contexto económico mundial puede golpear de manera importante la actividad económica nacional durante los próximos años. Las últimas cifras de cuentas nacionales muestran los primeros signos de enfriamiento de la economía chilena. Es así como el tercer trimestre de este año nuestra economía creció un 4.7%, menor al 5.6% registrado el 2012. Detrás del menor crecimiento de nuestra economía está la importante desaceleración sufrida por la inversión, parcialmente explicada por la incertidumbre del escenario externo y las dudas respecto de los lineamientos que seguirá el próximo gobierno en materia económica.

Las proyecciones de crecimiento para 2013 de acuerdo al Banco Central están en el rango de 4.0% a 4.5% y en el rango de 4.0% a 5.0% para 2014.

En esta coyuntura el mercado laboral chileno continúa mostrando signos de dinamismo aunque con una desaceleración en la creación de empleos que pasaron de tasas de crecimiento anuales, cercanas a 10% en la segunda mitad de 2010 a un 0.3% en el trimestre móvil julio-septiembre 2013. De esta forma, la materialización de los riesgos anteriormente descritos podría tener importantes efectos negativos sobre el empleo de jóvenes y trabajadores menos calificados. 

El reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público debe tomar en consideración el contexto económico del país aquí presentado, velando porque las remuneraciones no pierdan su poder adquisitivo, permitiendo seguir atrayendo a los y las mejores para trabajar en la administración pública. Sin embargo si dicho aumento no se condice con la realidad salarial del país, puede atentar gravemente contra la fortaleza de la creación de empleo observada durante el próximo año.

2. Situación Fiscal

Nuestro Gobierno recibió un déficit estructural de 3.1% del PIB. Este pronunciado déficit estructural fue la consecuencia de un aumento del gasto público promedio de 10.5% entre 2006 y 2009. Durante dicho período, el PIB se expandió en sólo un 3.3%.

Para volver a balancear la restricción presupuestaria de largo plazo, nuestro gobierno ha normalizado la política fiscal, llevando el crecimiento del gasto público a un 4.8% en promedio durante 2010-2012 mientras el PIB ha crecido un 5.8% promedio en el mismo periodo.

Como consecuencia de esta normalización de la política fiscal, el balance efectivo del gobierno central se ha movido desde un déficit de 4.4% del PIB en 2009 a un superávit fiscal del 0.6% del PIB en 2012. La proyección de déficit efectivo para 2013 es de 1% del PIB. Por su parte, el déficit estructural heredado de 3.1% del PIB, se ha reducido a sólo 1% en 2013.

El reajuste de remuneraciones del sector público debe ser prudente de modo tal de lograr un adecuado equilibrio entre los objetivos de mantener la creación de empleos aun cuando se materialicen los diferentes riesgos externos descritos anteriormente, normalizar la política fiscal para asegurar su sostenibilidad en el largo plazo, y otorgar una justa remuneración para nuestros servidores públicos. 

II. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

1. Reajuste General

En primer lugar, el proyecto otorga, a contar del 1 de diciembre de 2013, un reajuste general del 5 % a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, según la normativa que les sea aplicable, a los trabajadores del sector público, tanto de la Administración Civil del Estado, como al personal afecto a las escalas de remuneraciones del Congreso Nacional, de la Contraloría General de la República y demás instituciones fiscalizadoras, de las Municipalidades, de las Fuerzas Armadas, de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076.

El proyecto señala a los trabajadores del sector público a los que, no obstante lo anterior, no les es aplicable dicho reajuste, por contar con otros mecanismos de ajustes de sus remuneraciones. Estos son los siguientes:

a. Aquellos cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias.

b. A los trabajadores cuyas remuneraciones sean establecidas, conveni¬das o pagadas en moneda extranjera.

c. A los trabajadores cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Con todo, cabe hacer presente que las remuneraciones adicionales fijadas en porcentajes de los sueldos no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos reajustados, a contar del 1 de diciembre de 2013.

2. Aguinaldo de Navidad sector activo

a. Trabajadores del Sector Público

Enseguida, el proyecto concede, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad a los trabajadores que a la fecha de publicación de esta ley desempeñen cargos de planta o a contrata, de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley N° 3058, de 1979, los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nos. 18.460 y 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297; y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocian colectivamente y cuyas remuneraciones se fijan de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

b. Personal de las Universidades y de servicios traspasados

El mismo beneficio se otorga a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo, de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.

c. Trabajadores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionados, de educación técnico-profesional, colaboradores del SENAME, Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia

El proyecto también concede el derecho al aguinaldo de Navidad a los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado y de los establecimientos de educación técnico - profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980 (artículo 5º) y a los de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30º de la ley N° 20.032, y de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia (artículo 6º).

d. Montos del Aguinaldo

Respecto de los trabajadores señalados precedentemente, el aguinaldo será de $ 46.600.- para aquellos cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre del 2013, sea igual o inferior a $ 610.000.- y de $ 24.650.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad, a esa misma fecha.

Para los efectos de calcular la remuneración líquida, se considerarán solamente las que tengan el carácter de permanentes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

e. Normas de financiamiento del Aguinaldo Sector Activo

El proyecto prescribe que los aguinaldos concedidos a los trabajadores del sector público y al personal de universidades y servicios traspasados, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados y de las empresas señaladas expresamente, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º del proyecto, absorberán el gasto con los recursos de la respectiva entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos, en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al pago del beneficio.

Consecuente con lo anterior, el proyecto dispone que el pago del aguinaldo de Navidad a que se refieren los artículos 3°, 5° y 6° se efectúe por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes, cuando corresponda.

3. Aguinaldo Fiestas Patrias sector activo

El proyecto, a continuación, concede, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias para el año 2014, a los trabajadores que, al 31 de agosto del mismo año desempeñen cargos de planta o a contrata, de las entidades a que se refieren los artículos 2°, 3º, 5º y 6º de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $ 60.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2014 sea igual o inferior a $ 610.000.- y de $ 41.650.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. 

El financiamiento de este aguinaldo se sujetará a las normas señaladas en el artículo 4º del proyecto.

4. Normas comunes a los aguinaldos de Navidad y Fiestas Patrias

También tendrán derecho a estos aguinaldos los trabajadores a que se refiere esta iniciativa que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Estos beneficios no se extienden a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera y no son imponibles.

Aquellos trabajadores que puedan impetrar el aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto y se sanciona a quienes perciban maliciosamente dicho beneficio (artículos 11º y 12º).

5. Bono de escolaridad

El proyecto, por otra parte, otorga, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de este proyecto de ley, a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley Nº 1/(decreto ley N°3.063), de Interior, de 1980, a los que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, y del decreto ley Nº 3.166, de 1980, ambos del Ministerio de Educación y a los de la Corporación de Asistencia Judicial, un bono de escolaridad no imponible, por cada hijo entre los cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida por la ley, que se encuentre cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza pre-básica del primer y segundo nivel de transición, educación básica o media, educación superior o especial en los establecimientos educacionales que se indica en esta norma, con el objeto de paliar en parte los mayores gastos en que deben incurrir los funcionarios para financiar la educación de sus hijos.

El monto del bono asciende a la cantidad de $ 58.350.-, que será pagado en dos cuotas iguales de $ 29.175.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2014. 

Por razones prácticas, se establece que para su pago podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

6. Bonificación adicional al bono de escolaridad

El proyecto, a continuación, concede a los trabajadores a que se refiere el artículo 13º, durante el año 2014, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 24.650.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $ 610.000.-

Estos valores se aplicarán también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12º de la ley N° 19.553, bonificación que es incompatible con la referida en el párrafo precedente.

7. Bono de escolaridad y bonificación adicional para los trabajadores que se desempeñan como asistentes de la educación

El proyecto, enseguida, otorga el bono de escolaridad y la bonificación adicional a este beneficio, a que se refieren los párrafos anteriores, a los trabajadores asistentes de la educación que señala esta norma.

8. Aporte a servicios de bienestar

El proyecto, asimismo, fija para el 2014, en $ 101.650.- el aporte anual para los Servicios de Bienestar y la base para determinar el monto del aporte extraordinario del artículo 13º de la ley N° 19.553.

9. Aporte a establecimientos de educación superior

El proyecto incrementa, para el año 2013, en $ 3.528.000 miles, el aporte a los establecimientos de Educación Superior que señala el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación.

Este aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios de bono de escolaridad y bonificación adicional, al personal no académico de las universidades estatales.

10. Bonificación de nivelación

En seguida, el proyecto incrementa la bonificación de nivelación, establecida por el artículo 21º de la ley Nº 19.429, de modo que los funcionarios regidos por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1973, por los Títulos I y II del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y el personal clasificado en las categorías de las letras c), d), e) y f) del artículo 5º de la ley Nº 19.378, reciban a lo menos una remuneración bruta mensual de $ 260.285.-, $ 295.181.- y $ 317.506.-, respectivamente, cuyo monto dependerá de las plantas o escalafones correspondientes, a contar del 1 de enero del año 2014.

11. Tope de remuneraciones para aguinaldo de Navidad, de Fiestas Patrias y bono de escolaridad

El proyecto, a continuación, dispone que sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8º y 13º, los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente en los meses que en cada caso correspondan, sean igual o inferior a $ 2.023.680.-, excluidas aquellas asignaciones asociadas a desempeño individual, colectivo o institucional. 

12. Bono de invierno para pensionados

El proyecto concede, por una sola vez en el año 2014, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, pensionados del sistema establecido en dicho decreto ley que se encuentren percibiendo aporte previsional solidario de vejez, y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, en las condiciones que establece el artículo 20 del presente proyecto de ley, un bono de invierno de $ 51.975.-

Dicho bono se pagará en el mes de mayo del año 2014, a todos los pensionados antes señalados que el primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad y cuyas pensiones no superen cierto monto, que en cada caso se señala, a la fecha del pago del beneficio.

Este bono será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

13. Aguinaldo de Fiestas Patrias para pensionados

El proyecto otorga, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2014, un aguinaldo de Fiestas Patrias de ese año, de $ 16.170.- el que se incrementará en 
$ 8.295.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aún cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, tendrán derecho quienes, al 31 de agosto del año 2014, tengan la calidad de beneficiarios de pensiones básicas solidarias y de quienes se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal conforme el Título VII del decreto ley N° 3.500 de 1980; del referido decreto de ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario, de las establecidas para las víctimas directas afectadas por las violaciones a los derechos humanos de la ley N° 19.992; de las establecidas en beneficio de los familiares de las víctimas de violaciones a los derechos humanos o de violencia política de la ley Nº 19.123, y de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley 
Nº 19.129, a favor de los trabajadores del carbón.

14. Aguinaldo de Navidad para pensionados

De igual forma, el artículo 21 concede un aguinaldo de Navidad del año 2014 a todos estos pensionados que tengan algunas de las calidades señaladas precedentemente, al 30 de noviembre del año 2014, el que ascenderá a $ 18.585.- por cada pensionado, incrementándose en $ 10.500.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Estos aguinaldos presentan las mismas características y condiciones establecidas para los aguinaldos de los trabajadores del sector público.

El proyecto establece normas sobre el financiamiento de los aguinaldos concedidos.

15. Normas particulares

a. Bonificación extraordinaria para enfermeras, matronas, enfermeras-matronas y otros profesionales de colaboración médica.

El proyecto concede por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2014, la bonificación extraordinaria trimestral de $ 214.153.- a que se refiere la ley Nº 19.536 a las enfermeras, matronas y enfermeras-matronas, que se desempeñan en puestos de trabajo que requieren atención las veinticuatro horas del día en sistemas de turnos rotativos, nocturnos y en días sábados, domingos y festivos, en unidades de emergencia de neonatología y maternidades de los establecimientos asistenciales dependientes de los Servicios de Salud o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

También tendrán derecho a esta bonificación los profesionales de las carreras mencionadas precedentemente que desempeñen cargos de la Planta de Directivos en las unidades ya referidas y aquellos que cumplan funciones de supervisión, aunque no integren el sistema de turnos.

El proyecto determina la cantidad máxima de profesionales que podrán tener acceso a ella, la que se fija en 5.353 personas. En lo no previsto, la concesión del citado beneficio, se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

b. Bono acuerdo.

Se establece un bono de acuerdo que se pagará por una sola vez en el mes diciembre de 2013 cuyo monto será de $ 200.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 663.500, y de 
$ 100.00 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de 
$ 2.023.680. (Artículo 25).

c. Bono de Vacaciones. 

Se establece, por una sola vez, un bono especial no imponible, que se pagará en el curso del mes de enero 2014, cuyo monto será de $ 67.000 para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 610.000, y de $ 45.000 para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de una remuneración bruta de $ 2.023.680. (Artículo 26).

d. Imputación del gasto

El proyecto señala el financiamiento del mayor gasto fiscal que represente para los años 2013 y 2014 la aplicación de esta ley en proyecto. (artículo 31.-)

16. Normas especiales.

a. Ajuste fechas de pago de bonificación zonas extremas con sueldo.


La bonificación especial que beneficia a los funcionarios que se desempeñan en zonas extremas concedida por el artículo 30 de la ley N° 20.313 para el personal asistente de la educación que labora en la Primera, Décimo Quinta, Segunda, Décimo Primera y Décimo Segunda Regiones, y las Provincias de Palena, Chiloé e Isla de Pascua y en la comuna de Juan Fernández estableció que “vencerán el día 1 de “los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año por lo cual su pago no puede hacerse conjuntamente con el sueldo de esos meses. Se corrige eso y se permite adicionar la bonificación al sueldo. (Artículo 27.-)

b. Declara trabajado periodo permiso postnatal para efectos de cálculo y pago de remuneraciones variables asociadas a cumplimiento de metas.

Se establece que el período durante el cual los funcionarios hagan uso del permiso postnatal parental del artículo 6° de la ley N° 20.545, se considerará efectivamente trabajado para el cálculo de las remuneraciones variables asociadas al cumplimiento de metas, que se paguen en el año siguiente a dicho permiso. (Artículo 28.-)

c. Imponibilidad para bonificaciones especiales que benefician a zonas extremas. 

Se establece un cronograma para hacer imponible, las bonificaciones especiales que benefician a los funcionarios de zonas extremas del país, establecidas en el artículo 3° de la ley N° 20.198, el artículo 13 de la ley Nº 20.212, el artículo 3° de la ley N° 20.250 y el artículo 30 de la ley N° 20.313, que a contar del 1 de enero de 2014 y para llegar al año 2016 con un 100% de imponibilidad para efectos de pensiones y salud. (Artículo 29.-)

d. Reajuste planilla suplementaria.

Se aplica el reajuste del artículo 1° a las cantidades que los funcionarios perciban por concepto de planilla suplementaria, en la medida que ésta se haya originado en traspasos de personal entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base o de modificación del sistema de remuneraciones de la institución a la cual pertenece el funcionario. (Artículo 30).

e. Simplificación trámite administrativo.

Se permite simplificar el trámite que deben efectuar los Tribunales Tributarios y Aduaneros en relación con el decreto que formaliza los acuerdos de certificación del cumplimiento de metas y fijación de porcentajes variables de la asignación de gestión establecida por el decreto con fuerza de ley N°3, de 2003, del Ministerio de Hacienda, que determina el sistema de remuneraciones de estos organismos, para efectos de su pago, de tal forma que el decreto pueda ser dictado por orden del Presidente de la República.( Artículo 32.-)

f. Incorporación de la comuna de Cochamó a la bonificación especial que beneficia a los funcionarios que se desempeñan en zonas extremas. 

Se otorga la señalada bonificación especial, a contar del 1 de enero de 2014, al personal perteneciente a las municipalidades, instituciones fiscalizadoras, asistentes de la educación y afectos a la E.U.S., que se desempeñan en la comuna de Cochamó, con un monto de 
$ 103.392 trimestrales. (Artículo 33.- ) 

g. Adelanto monto fijado para el año 2015 de bonificación especial zonas extremas para asistentes de la educación. 

Se adelanta la aplicación de lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N° 20.313 relativa a la bonificación especial que beneficia a zonas extremas fijada para el año 2015 al 1 de enero de 2014 para el personal de asistentes de la educación de la provincia de Chiloé. (Artículo 34.-)

h. Bono extraordinario para asistentes de la educación según evaluación. 


Concede un “Bono de Desempeño Laboral”, destinado al personal asistente de la educación sujeto a evaluación por medio de las variables, Años de servicio en el sistema, Escolaridad, Asistencia promedio anual del establecimiento y Resultados, controlados por Índice de Vulnerabilidad Escolar, del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación por establecimiento considerando el último nivel medido entre los años 2011 y 2012. Su valor será de 
$ 230.000 para una evaluación superior al 80% y si ella fuera menos a un 80% pero superior a 65%: $ 176.000 y si es menor a 65%: alcanzará a $ 135.000 para una jornada laboral de 44 horas. Su pago será en dos cuotas. (Artículo 35.-)

i. Asignación para profesionales de los servicios de salud. 

Extiende a los profesionales de los Servicios de Salud la asignación establecida por el artículo 1° de la ley N° 20.646. El objetivo de la norma es incluir, en forma permanente, a los profesionales de planta y a contrata de los Servicios de Salud como receptores de la asignación anual asociada al mejoramiento de trato usuario que actualmente perciben los técnicos, administrativos y auxiliares de las mismas instituciones. (Artículo 36.-)

j. Incrementa asignación de estímulo a la función pericial médico-legal profesionales funcionarios ley N° 15.076 del Servicio Médico Legal. 

Modificación a la ley N° 20.065. Se mejora la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal para los profesionales funcionarios regidos por la ley N° 15.076 del Servicio Médico Legal. Para estos efectos, se evolucionará según el siguiente cronograma, considerando que actualmente es del 50%: año 2014 un 85%, año 2015 un 100% y a contar del año 2016 será de un 110%.

Conjuntamente considera la participación de la agrupación gremial en el proceso de definición de las metas y de evaluación de las mismas. (Artículo 37.-)

k. Bono especial para funcionarios de Aduana.

Se concede un bono único a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, de $ 122.926 con excepción de los nombrados en la planta Directiva correspondiente al I y II nivel jerárquico del Título VI de la ley N° 19.882, por el efectivo rendimiento en responder al significativo aumento en el comercio internacional entre el 2011 y el 2013. (Artículo 38.-)

l. Bono especial para funcionarios del Servicio Electoral. 

Se otorga un bono por una sola vez al personal del Servicio Electoral que asciende a 
$ 400.000 (Artículo 39.-)

m. Modifica plan de retiro para incorporar nueva facultad a alcaldes en caso de haber excedentes de cupos. 

Se modifica el plan de retiro vigente que beneficia a los funcionarios de la salud municipal otorgado por la ley N° 20.589, a fin de facultar a los Alcaldes, para solicitar la renuncia a quienes hubieran tenido al 31 de diciembre de 2010, cumplidos 65 años de edad, con información a las organizaciones de trabajadores. Al efecto se podrán usar los cupos excedentes del grupo de funcionarios que cumplió 60 o 65 años, según sean mujeres u hombres, desde el 1 de enero de 2011. La Subsecretaría de Redes Asistenciales, centraliza las peticiones y las resuelve en función de determinados criterios (Artículo 40.-)

n. Eleva, para el sólo efecto del cálculo de algunos de los beneficios establecidos en la ley de reajuste, los puntos de corte, superior e inferior respecto del personal beneficiario de la asignación de zona.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Otórgase, a contar el 1 de diciembre de 2013 un reajuste de 5 % a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº 15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley 
Nº 19.297.

El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora.

Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2013.

Artículo 2°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº 249, de 1974; el decreto ley Nº 3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº 3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº 2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes 
Nº 18.460 y Nº 18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº 18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº 19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº 1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades.

El monto del aguinaldo será de $ 46.600.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 610.000.- y de $ 24.650.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 4°.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 5°.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.

El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Artículo 6°.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº 2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley N° 20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición.

El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.

Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

Artículo 7°.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.

Artículo 8°.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2014 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2014, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5° y 6° de esta ley.

El monto del aguinaldo será de $ 60.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2014, sea igual o inferior $ 610.000.-, y de $ 41.650.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.

El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el 
artículo 5° de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.

Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6° de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.

En los casos a que se refieren los artículos 5° y 6°, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.

Artículo 9°.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.

Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.

Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última remuneración mensual que hubieren percibido.

Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.

La diferencia en favor del trabajador que de ello resulte, será de cargo de la respectiva entidad empleadora.

Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley, deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza pre básica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $ 58.350.- el que será pagado en dos cuotas iguales de $ 29.175.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2014. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Cuando por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.

En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2014, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $ 24.650.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $ 610.000.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.

Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº 19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente.

Artículo 15.- Concédese durante el año 2014, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.

Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº 19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº 3.166, de 1980.

Artículo 16.- Durante el año 2014 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº 249, de 1974, tendrá un monto de $ 101.650.-

El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13º de la ley Nº 19.553, se calculará sobre dicho monto.

Artículo 17.- Increméntase en $ 3.528.000 miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2013. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.

La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente, se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2013.

Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2014, los montos de “$ 247.184”, “$ 280.324” y “$ 301.526”, a que se refiere el artículo 21º de la ley Nº 19.429, por “$ 260.285”, “$ 295.181”, “$ 317.506” respectivamente. 

Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8°, 13 los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $ 2.023.680.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.

Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2014, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $ 51.975.-

El bono a que se refiere el inciso anterior, se pagará en el mes de mayo del año 2014, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº 16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.

Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez.

Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2014, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2014, de $ 16.170.- Este aguinaldo se incrementará en $ 8.295.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.

Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.

Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2014 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº 19.123; del artículo 1° de la ley N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº 19.129, y del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8° de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.

Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2014 y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº 19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2014 de $ 18.585.- dicho aguinaldo se incrementará en $ 10.500.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº 18.987.

Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.

En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo, de este artículo.

Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia no estarán afectos a descuento alguno.

Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la Ley N° 20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº 16.744, de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte, con sus recursos o excedentes.

Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2014, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº 19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $ 214.153.- trimestrales.

Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley 
Nº 19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº 249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.

La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 5.353 personas.

En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº 19.536, en lo que fuere procedente.

Artículo 24.- Modifícase la ley Nº 19.464, en la siguiente forma:

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase “y enero del año 2013” por “ y enero del año 2014,”, y

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo “2014” por “2015”.

Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2013 y cuyo monto será de $ 200.000 para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 663.500, y de $ 100.000 para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $ 2.023.680. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.

Artículo 26.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono de vacaciones no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de enero de 2014, y cuyo monto será de $ 67.000 para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 610.000, y de $ 45.000 para aquellos cuya remuneración liquida supere tal cantidad y no exceda de una remuneración bruta de $ 2.023.680. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.

El bono de vacaciones que concede este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.

Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte, con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.

Artículo 27.- Suprímase en el inciso cuarto del artículo 30 de la ley N° 20.313 la expresión “las que vencerán el día 1 de”.

Artículo 28.- El período durante el cual los funcionarios hagan uso del permiso postnatal parental del artículo 6° de la ley N° 20.545, se considerará como efectivamente trabajado para efectos del cálculo de los estipendios variables asociadas al cumplimiento de metas, según corresponda, que se paguen por dicho cumplimiento en el año siguiente a aquel en que se hubiere hecho uso del permiso.

Artículo 29.- A contar del 1 de enero de 2014, las bonificaciones especiales que benefician a funcionarios que se desempeñen en zonas extremas del país, establecidas en el artículo 3° de la ley N° 20.198, el artículo 13 de la ley Nº 20.212, el artículo 3° de la ley N° 20.250 y el artículo 30 de la ley N° 20.313, tendrán el carácter de imponibles para efectos de pensiones y salud, conforme el cronograma señalado en el inciso quinto del presente artículo. 

Los funcionarios de planta y a contrata que reciban las bonificaciones señaladas en el inciso anterior, tendrán derecho a una bonificación compensatoria no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que aquellas estén afectas, cuyo monto será el que resulte de aplicar el correspondiente porcentaje de cotización sobre el valor de la bonificación especial correspondiente, según sea el sistema o régimen previsional de afiliación de los funcionarios.

Esta bonificación compensatoria se calculará conforme al límite de imponibilidad establecido en el inciso primero del artículo 16 del decreto ley N° 3.500, de 1980 y será de cargo del empleador.

Para determinar las imposiciones a que se encuentran afectas las bonificaciones especiales indicadas en el inciso primero del presente artículo, se distribuirán sus montos en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.

Durante el año 2014, el funcionario deberá cotizar para efectos de salud y pensiones el porcentaje que corresponda acorde con el sistema o régimen de afiliación previsional aplicado sobre un monto equivalente a un 40% del valor de la respectiva bonificación especial. Durante el año el año 2015, la cotización será equivalente a un 80% del valor que la bonificación especial tenga para ese año. A contar del 1 de enero de 2016, la cotización se aplicará sobre el valor total de la bonificación especial que proceda.

A los funcionarios que reciban las bonificaciones especiales aludidas en el inciso primero, no les serán aplicables lo dispuesto en el inciso final del artículo 6° de la ley N° 20.545, respecto de las bonificaciones de zonas extremas. Sin embargo, durante los años 2014, 2015 y 2016, si el subsidio a pagar por el permiso postnatal parental resultare de un monto inferior a la suma de aquel que le hubiere correspondido antes que dichas bonificaciones fueran imponibles por su valor total más las mencionadas bonificaciones especiales de zonas extremas según corresponda, la entidad empleadora respectiva deberá pagar dicha diferencia.

Artículo 30.- El reajuste previsto en el artículo 1° de la presente ley se aplicará a las remuneraciones que los funcionarios perciban por concepto de planilla suplementaria, en la medida que ésta se haya originado con ocasión de traspasos de personal entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base o por modificación del sistema de remuneraciones de la institución a la cual pertenece el funcionario. 

Artículo 31.- El mayor gasto que represente en el año 2013 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa a ese ítem.

El gasto que irrogue durante el año 2014 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º,8°,13, 14, 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y, o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2014 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2014. Todo lo anterior, podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.”.

Artículo 32.- Agrégase al final del inciso segundo del artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 3, que determina sistema de remuneraciones del personal de los Tribunales Tributarios y Aduaneros, de 2003, del Ministerio de Hacienda, y antes del (.) aparte, la siguiente frase “dictado bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”.”
Artículo 33.- Las bonificaciones especiales que benefician a los funcionarios que se desempeñan en zonas extremas del país, establecidas en el artículo 3° de la ley N° 20.198, el artículo 13 de la ley Nº 20.212, el artículo 3° de la ley N° 20.250, el artículo 30 de la ley N° 20.313, a contar del 1 de enero de 2014, se extenderá a los personales referidos en dichas normas que se desempeñan en la comuna de Cochamó, con un monto de $ 103.392 trimestrales.

Artículo 34.- El monto establecido en el inciso segundo del artículo 27 de la ley 
N° 20.559 para el año 2015 de la bonificación especial que corresponde al personal de asistente de la educación de la provincia de Chiloé en virtud de lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N° 20.313, comenzará a regir a contar del 1 de enero de 2014.

Artículo 35.- Concédase, por una sola vez, un bono extraordinario denominado “Bono de Desempeño Laboral”, destinado al personal asistente de la educación que se desempeñaba al 31 de agosto del año 2012, en establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal, o en los establecimientos regidos por el decreto ley N° 3.166, de 1980.

Para los efectos de determinar el valor que percibirán por este beneficio, el Ministerio de Educación establecerá un indicador de carácter general denominado, “indicador general de evaluación”, el cual estará compuesto por la sumatoria de cuatro variables, a las cuales se les asignará un porcentaje de cumplimiento. Las mencionadas variables, y sus respectivos porcentajes de cumplimiento serán los siguientes:

a.- Años de servicio en el sistema: Esta variable representará el 30% del total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje los asistentes de la educación que tengan 10 años o más de servicio en el sistema. Quienes posean una antigüedad menor a la mencionada, sólo percibirán un 15% del total del indicador general de evaluación por esta variable.

b.- Escolaridad: Esta variable representará el 20% del valor total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje quienes hayan obtenido su licenciatura en educación media. Quienes no cumplan el mencionado requisito, sólo podrán acceder al 10% del total del indicador general de evaluación por esta variable.

c.- Asistencia promedio anual del establecimiento: Esta variable representará, en su valor máximo, el 30% del total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje quienes tengan una asistencia promedio anual al establecimiento en donde se desempeñan de un 90% o más. Si el porcentaje de asistencia fuese menor al mencionado, se asignará por esta variable sólo el 15% del valor total del indicador general de evaluación.

d.- Resultados controlados, por índice de vulnerabilidad escolar, del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) por establecimiento, considerando el último nivel medido entre los años 2011 y 2012: Esta variable representará un 20% del valor del indicador general de evaluación. Accederán al mencionado porcentaje aquellos asistentes de la educación que se encuentren dentro del 30% de mejor desempeño en los resultados del Simce. Los asistentes que se desempeñen en establecimientos que se encuentren fuera de aquel rango, solo se les asignara un 10% del valor total del indicador general de evaluación.

El valor del Bono de Desempeño Laboral será de $ 230.000, para los asistentes de la educación que, por la sumatoria de las 4 variables indicadas, obtengan un 80% o más del valor del indicador general de evaluación. En el caso de aquellos asistentes de la educación que obtengan un resultado menor al 80% pero superior al 65% por la sumatoria de las 4 variables, el bono que percibirán será de $ 176.000. Cuando el resultado del índice general de evaluación sea inferior al 65%, el bono será de $ 135.000.

Los valores mencionados en el inciso anterior, están establecidos sobre la base de una jornada laboral de 44 o 45 horas semanales. Los asistentes de la educación que se desempeñen en jornadas parciales percibirán el Bono de Desempeño Laboral en forma proporcional de acuerdo a las horas establecidas en sus respectivos contratos de trabajo.

El pago del Bono de Desempeño Laboral se realizará en dos cuotas, en los meses de diciembre del año 2013, y enero del año 2014. Este beneficio no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley N° 20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Educación, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través de las Secretarias Regionales o los Departamentos Provinciales del Ministerio.

Sin perjuicio de lo establecido en otros cuerpos legales, para los efectos del presente bono, los dirigentes de las distintas asociaciones de asistentes de la educación, deberán ser evaluados bajo los mismos criterios fijados anteriormente. En el caso de las variables señaladas en las letras c y d, a los dirigentes se les considerará el promedio de la entidad sostenedora que corresponda.

Quienes perciban maliciosamente este bono, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las correspondientes sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.

Artículo 36.- Modificase el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.646, insertando a continuación del vocablo “auxiliar”, la palabra “profesional,”.

En el mes de diciembre de 2013, los profesionales de planta y a contrata de los Servicios de Salud incorporados por el inciso anterior a los beneficios de la ley N° 20.646, percibirán la asignación según lo estipulan los incisos primero, segundo y tercero del artículo 4° de la misma ley y en la Resolución Exenta N° 1095, de 2013, de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. Así mismo, les serán aplicables lo dispuesto en los artículos 2°, 5° y 6° de la citada ley. El valor de la asignación corresponderá a una jornada máxima de 44 horas semanales y será proporcional a las horas contratadas.

A contar de 2014, el pago a los profesionales de este beneficio, deberá efectuarse conforme a las normas contenidas en dicha ley y su reglamento, el que deberá adecuarse a las modificaciones del presente artículo. 

Artículo 37.- Modifícase la ley N° 20.065 en el siguiente sentido:

a) Incorporase el siguiente artículo 14 A, nuevo:

“ARTÍCULO 14 A.- El Director Nacional del Servicio Médico Legal implementará un mecanismo informativo y consultivo con la Asociación de Funcionarios Profesionales del Servicio Médico Legal, para el proceso de fijación de metas y la fase de verificación de su cumplimiento, que permita recoger la opinión de los funcionarios profesionales al respecto. En todo caso, a más tardar, el 15 de octubre de cada año, el Director Nacional solicitará directamente a los directores de la asociación gremial, su opinión acerca de las metas definidas para las Direcciones Regionales y la Dirección Nacional. Estos harán llegar sus observaciones dentro de los siete días hábiles siguientes. De la misma manera, antes de la dictación del decreto a que se refiere el artículo 15, el Director Nacional notificará a la asociación, del resultado obtenido en la verificación del cumplimiento de las metas.

El presente artículo, se aplicará a partir de los convenios que se suscriban en el último trimestre de 2014, de conformidad al artículo 14 de la ley N° 20.065.”. 

b) En el artículo 17, agregase el siguiente nuevo inciso segundo pasando el actual a ser tercero: 

“El porcentaje no superior a un 50%a establecido en el inciso anterior alcanzará los guarismos que en cada caso se señalan conforme al siguiente cronograma: durante el año 2014, será de un 85%; durante el año 2015, será de un 100%; y a contar del año 2016, será de un 110%.”
c) En el artículo 18, agregase el siguiente nuevo inciso segundo pasando el actual a ser tercero: 

“Durante el año 2014, los recursos presupuestarios que anualmente se destinarán al pago de la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal, podrán ser hasta el 85% del producto que se obtenga de multiplicar por 12 la suma de las remuneraciones mencionadas en el artículo anterior, que haya pagado el Servicio Médico Legal en el mes de diciembre del año objeto de la evaluación, a los profesionales funcionarios señalados en el artículo 13, excluidos los que no se hayan desempeñado en la institución a lo menos seis meses de ese mismo año. Para el año 2015, los citados recursos presupuestarios podrán alcanzar hasta 12 veces el 100% de la base correspondiente. A contar del año 2016, dicho límite será del 110%. En todo caso, el pago correspondiente al año 2014 deberá financiarse con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Médico Legal para dicho año, pudiendo efectuase las modificaciones presupuestarias que permitan lograr dicho objetivo. “ 

Artículo 38.- Concédese, por única vez, un bono no imponible de $ 122.926 a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, con excepción de aquellos nombrados en la planta Directiva correspondiente al I y II nivel jerárquico del Título VI de la ley N° 19.882, que se encontraran desempeñando funciones al 31 de agosto de 2013 y a la fecha de pago del bono. Este se efectuará en una sola cuota en el curso del mes de diciembre de 2013, no será imponible ni tributable y en consecuencia, no estará sujeto a descuento alguno.

Artículo 39.- Otórgase un bono especial, por una sola vez, al personal de planta y a contrata del Servicio Electoral que se encontraren desempeñando funciones al mes de noviembre de 2013 y a la fecha de pago. Este bono ascenderá a $ 400.000 y se pagará en el mes de diciembre de 2013. No será imponible ni tributable y, en consecuencia, no estará afecto a descuento.

Artículo 40.- Los Alcaldes podrán solicitar la renuncia a los funcionarios y funcionarias regidos por la ley N° 19.378, pertenecientes a una dotación de salud municipal, respecto del total de horas que sirvan, en los términos y por el número máximo de personas conforme lo dispuesto en el inciso quinto siguiente, en los plazos establecidos en el presente artículo siempre que hubieran tenido al 31 de diciembre de 2010, cumplidos 65 años de edad. También podrá ejercer esta facultad respecto de las funcionarias que a dicha fecha hubieran tenido entre 60 y menos de 65 años de edad, con su consentimiento previo.

Los funcionarios a los que se les aplique la presente disposición tendrán derecho a la bonificación por retiro del artículo 1° y a la bonificación adicional del artículo 5º de la ley 
N° 20.589, conforme los requisitos establecidos para la percepción de cada uno de ellos, en iguales condiciones. A este personal le afectarán también las disposiciones contenidas en el artículo 7° de dicho cuerpo legal.

Dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, cada Alcalde identificará el personal al que considera aplicar esta facultad, estableciendo la fecha en que deberán hacer dejación del cargo, la que no se podrá extender más allá del 30 de junio de 2014, lo que informará a las organizaciones de trabajadores y remitirá a la Subsecretaría de Redes Asistenciales.

Mediante resolución emitida por la Subsecretaría de Redes Asistenciales, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los beneficiarios. En dicha selección, en caso de haber mayor número de postulantes a cupos disponibles, se priorizará en los mismos términos a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 9° de la ley N° 20.589

Los cupos que tendrán disponibles los Alcaldes para efectos del presente artículo, corresponderán a los no asignados una vez concluido el proceso de selección dispuesto para el año 2014, en el inciso sexto del artículo 1° de la ley N° 20.589, conforme el número de cupos contemplados en el inciso quinto del mismo artículo para ese mismo año, en concordancia con el inciso sétimo.

Artículo 41.- La cantidad de $ 610.000 establecida en el inciso segundo de los artículo 2° y 8° y en el inciso primero de los artículos 14 y 26, todos de la presente ley, se incrementará en $ 30.000 para el sólo efecto de calcular los montos diferenciados de los aguinaldos de Navidad y Fiestas Patrias, de la bonificación adicional al bono de escolaridad y del bono de vacaciones no imponible que les corresponda percibir a los funcionarios beneficiarios de la asignación de zona a que se refiere el artículo 7° del decreto ley N° 249, de 1973, aumentada conforme lo prescrito en los artículos 1°, 2° y 3° de la ley N° 19.354, cuando corresponda. Igualmente, la cantidad señalada en el artículo 19, se incrementará en $ 30.000 para los mismos efectos antes indicados.

Del mismo modo, la cantidad de $ 663.500 y de $ 2.023.680, señaladas en el artículo 25 de la presente ley, se incrementará en $ 30.000, para él solo efecto de la determinación del monto del bono especial no imponible establecido por dicho artículo, respecto de los funcionarios beneficiarios de la asignación de zona en los términos indicados en el inciso anterior 

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE LARRAIN BASCUÑAN, Ministro de Hacienda.”
Informe Financiero
proyecto de ley que otorga reajuste a los funcionarios del sector público, concede
aguinaldos que indica y otros beneficios pecuniarios
Mensaje N° 354-361
I. ANTECEDENTES.


El proyecto de ley otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, y concede aguinaldos y otros beneficios que indica.


Las características de los beneficios establecidos son las siguientes:


-Artículo 1°, otorga, a contar del 1° de diciembre de 2013, un reajuste general de 5,0% a los trabajadores del Sector Público que se indica en esta norma.


-Artículo 2°, 3°, 5° y 6°. Conceden, por una sola vez, un Aguinaldo de Navidad, no imponible ni tributable, a los trabajadores de las entidades a que hacen referencia estas normas, conforme a lo siguiente;

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$ 46.600
	Tramo 1

	$ 24.650
	Tramo 2



-Artículo 8°. Concede, por una sola vez, un aguinaldo de fiestas patrias del año 2014, no imponible ni tributable, a los trabajadores que se indican en este Proyecto de Ley, según el siguiente detalle;

	MONTOS
	TRAMOS (1)

	$ 60.000
	Tramo 1

	$ 41.650
	Tramo 2



-Artículos 13 y 15. Concede, por una sola vez, a los trabajadores mencionados en el 
artículo 1° de este Proyecto de Ley; a los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1- 3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el título IV de la ley N° 19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley N° 3.166, de 1980, y los de las corporaciones de asistencia judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributaria, por cada hijo de entre 4 y 24 años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. El monto del bono ascenderá a la suma de $ 58.350 el que será pagado en dos cuotas iguales de $ 29.175 cada una, la primera e marzo y la segunda en junio del año 2014.


-Artículos 14, 15. Otorga por una sola vez a los trabajadores a que se refiere el párrafo anterior y que perciban una remuneración líquida igual o inferior a $ 610.000, una bonificación adicional al bono de escolaridad, por la suma de $ 24.650, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad.


- Artículo 16. Fija el monto del aporte para Servicios de Bienestar a que se refiere el 
artículo 23 del decreto ley N° 249, de 1974 y el artículo 13 de la Ley N° 19.553, por las sumas de $ 101.650 y $ 10.165, respectivamente.


- Conforme los establece el artículo 17 de este Proyecto de Ley, se incrementa en 
$ 3.528.000 miles, el aporte que establece el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2013. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


- El artículo 18 de este Proyecto de Ley, sustituye a partir del 1 de enero del año 2014, los montos de “$ 247.184.-”, “$ 280.324.-” y “$ 301.526.-” a que se refiere el artículo 21° de la ley N° 19.429, por “$ 259.543.-”, “$ 294.340.-” y “$ 316.602”, respectivamente.


- El artículo 20 otorga un bono de invierno por $ 51.975, no imponible ni tributable, para los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las cajas de previsión y de las mutualidades de empleadores de la ley N° 16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley N° 15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez.


- El artículo 21 entrega por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley N° 16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2014, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2014, de $ 16.170.- Este aguinaldo se incrementará en $ 8.295.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la ley N° 18.987.


También tendrán derecho al aguinaldo de Fiestas Patrias, en las condiciones que establece el Proyecto de Ley, los beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la Ley 
N° 19.992; del decreto ley N° 3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley N° 19.129, y del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255.


Asimismo, otorga por una sola vez a los pensionados y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley N° 20.255 y de la indemnización establecida en el 
artículo 11 de la ley N° 19.129, un Aguinaldo de Navidad del año 2014 de $ 18.585. Dicho aguinaldo se incrementará en $ 10.500, por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley N° 18.987.


- Se otorga, a contar del 1° de enero de 2014, una Bonificación Extraordinaria trimestral, contemplada en la ley N° 19.536 para enfermeras y matronas que se desempeñan en los establecimientos de los Servicios de Salud, por la suma de $ 214.153 (artículo 23).


- Se concede, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono especial no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2013, y cuyo monto será de $ 200.00.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 663.500.-, y de 
$ 100.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de 
$ 2.023.680.- (artículo 25).


- Se concede, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2°, 3°, 5° y 6° de la presente ley, un bono de vacaciones no imponible, y que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de enero de 2014, y cuyo monto será de $ 67.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2013 sea igual o inferior a $ 610.000.-, y de $ 45.000.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de una remuneración bruta de $ 2.023.680.-. (artículo 26)


- Artículo 29. Se establece que a contar del 1 de enero de 2014, las bonificaciones especiales que benefician a los funcionarios que se desempeñan en zonas extremas del país, establecidas en el artículo 3° de la Ley N° 20.198, el artículo 13 de la Ley N° 20.212, el artículo 3° de la Ley N° 20.250 y el artículo 30 de la ley N° 20.313, tendrán el carácter de imponibles para efectos de pensiones y salud. Dicha imponibilidad será en forma gradual, entre los años 2014 y 2016.


En este contexto, se establece que los funcionaros de planta u a contrata que reciban las bonificaciones señaladas en el inciso anterior, tendrán derecho a una bonificación compensatoria no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que aquellas estén afectas.


- Artículo 33.- Las bonificaciones especiales que benefician a zonas extremas del país, establecidas en el artículo 3° de la ley N° 20.198, el artículo 13 de la ley N° 20.212, el artículo 3° de la ley N° 20.250, el artículo 30 de la ley N° 20.313, a contar del 1 de enero de 2014, se extenderá a los personales referidos en dichas normas que se desempeñan en la comuna de Cochamó, con un monto de $ 103.392 trimestrales.


- Artículo 34.- El monto establecido en el inciso segundo del artículo 27 de la Ley 
N° 20.559 para el año 2015 de la bonificación especial que corresponde al personal de asistente de la educación de la provincia de Chiloé en virtud de lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N° 20.313, comenzará a regir a contar del 1 de enero de 2014.


- Artículo 35.- Concede, por una sola vez, un bono extraordinario denominado “Bono de Desempeño Laboral”, destinado al personal asistente de la educación que se desempeñan al 31 de agosto del año 2012, como lo indica la Ley N° 20.652, en las establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal, en los establecimientos regidos por el decreto Ley N° 3.166, de 1980.


El bono señalado, será otorgado en función del resultado de la aplicación de los siguientes factores: Años de servicio en el sistema (30%), escolaridad (20%), asistencia promedio anual por establecimiento (30%), resultados, controlados por índice de vulnerabilidad escolar, del sistema de medición de la calidad de la educación por establecimiento considerando último nivel medido entre los años 2011 y 2012 (20%).


El valor del bono será de $ 230.000 para los asistentes de la educación que hayan obtenido, al menos, un 80% en la evaluación desarrollada por el Ministerio de Educación, y que se encuentren desempeñando sus funciones en jornadas de 44 o 45 horas. En el caso de aquellos asistentes de la educación que no obtengan, al menos, el 80% en la evaluación, se les asignará un valor del bono en función de los siguientes tramos:


- Con una evaluación menor a un 80% y superior a un 65%: $ 176.000


- Con una evaluación menor a un 65%: $ 135.000


El pago del presente bono se realizará en dos cuotas iguales, pagaderas en los meses de diciembre de 2013 y enero de 2014.


- Artículo 36.- Modifica el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.646, en el sentido de incluir, a contar del presente año, a los profesionales de los SNSS como beneficiarios de la Asignación de Mejoramiento de Trato a los Usuarios, establecida en la ley antes citada.


El monto anual de la asignación corresponderá a los señalados en la ley N° 20.646.

- Artículo 37. Se incrementa asignación de estímulo a la función pericial, médico legal profesionales funcionarios ley N° 15.076 del Servicio Médico Legal. La respectiva modificación a la ley N° 20.065, mejora la asignación de estímulo a la función pericial médico-legal para los profesionales funcionarios ley regidos por la ley N° 15.076 del Servicio Médico Legal. Para estos efectos, se evolucionará según el siguiente cronograma, considerando que actualmente es del 50%: año 2014 un 85%, año 2015 un 100% y a contar del año 2016 será de un 110%.


- Artículo 38.- Otorga, por única vez, un bono no imponible de $ 123.380 a los funcionarios de planta y a contrata del Servicio Nacional de Aduanas, con excepción de aquellos nombrados en la planta Directiva correspondiente al I y II nivel jerárquico del Título VI de la Ley N° 19.882 y los afectos al artículo 8° de la Ley N° 18.834, que se encontraran desempeñando funciones al mes de agosto de 2013 y a la fecha de pago del bono. El pago se efectuará en una sola cuota en el curso del mes de diciembre de 2013, no será imponible ni tributable.


- Artículo 39.- Otorga un bono especial, por una sola vez, al personal de planta y a contrata del Servicio Electoral que se encontraran desempeñando funciones al mes de noviembre de 2013 y a la fecha de pago. Este bono ascenderá a $ 400.000 y se pagará en el mes de diciembre de 2013. No será imponible ni tributable.

II. EFECTOS DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.


El costo que importará la ejecución de este Proyecto de Ley es de MM$ 222.328 para el año 2013 y de MM$ 784.466 para el año 2014.


El mayor gasto que represente en el año 2013 a los órganos y servicios de la aplicación de esta Ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias del ítem 50-01-03-24-03.104 de la partida presupuestaria Tesoro Público.


Por su parte, el gasto que irrogue durante el año 2014 a los órganos y servicios públicos incluidos en la Le de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1°, 8°, 13, 14, 16 de esta le, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y/o con transferencias del ítem señalado en el párrafo anterior del presupuesto para el año 2014 y, en lo que faltare, mediante aumento de aporte fiscal, con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la Ley de Presupuestos para 2014 (artículo 31).

PROYECTO DE REAJUSTE, AGUINALDOS Y OTROS 2013-2014

INFORME FINANCIERO

	COTO FISCAL
	MILLONES DE $ 

	1. COSTO FISCAL AÑO 2013


	222.328



	- Reajuste remuneraciones y subvenciones.
	42.455

	- aguinaldo de Navidad sector activo.
	33.450

	- Aporte a instituciones de Educación Superior
	3.528

	- Bono especial bruto diciembre 2013
	134.448

	- Bono especial personal SERVEL - 2013
	109

	- Bono extraordinario para los asistentes de educación - 2013
	3.906

	- Bono no imponible personal aduanas
	200

	- Incorporación de profesionales SNSS a la asignación de mejoramiento de trato - 2013
	4.232

	2. COSTO FISCAL AÑO 2014


	784.466



	- Reajuste remuneraciones y subvenciones
	528.220

	- Bono vacaciones
	51.092

	- Bono escolaridad normal
	27.259

	- Bono escolaridad adicional
	5.932

	- Aporte a bienestar
	1.233

	- Aguinaldo de fiestas patrias sector activo
	46.177

	- Bono invierno sector pasivo
	34.510

	- Aguinaldo de fiestas patrias sector pasivo
	33.848

	- Aguinaldo de navidad sector pasivo
	39.375

	- Bono enfermera - matrona Ley N° 19.536
	4.585

	- Bonificación de zona extremas, asistentes de la educación de Chiloé
	46

	- Bono exraordinario para los asistentes de la educación - 2014
	3.906

	- Aumento de asignación de estímulo a la función pericial - servicio médico legal.
	474

	- Bonificación de zonas extremas para Cochamó
	48

	- Imponibilidad de bonificaciones de zonas extremas
	3529

	- Incorporación de profesionales SNSS a la asignación de mejoramiento de trato - 2014
	4.232

	COSTO TOTAL EN MM$ 
	1.006.794



(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Presupuestos.”
5. Mensaje de S. E. el Presidente de la República. (boletín N° 9178-05)

“Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Financiera para contribuir de mejor forma a cautelar la estabilidad financiera de la economía chilena.

I. FUNDAMENTOS DE LA INICIATIVA

1. Relevancia de la estabilidad financiera

a. Evolución Reciente del Sector Financiero

En los últimos años, el sector financiero ha experimentado una intensa transformación a nivel mundial, la que se ha caracterizado por la internacionalización e integración de los mercados, el desdibujamiento de las fronteras entre los sectores tradicionales, la ampliación del abanico de instrumentos financieros, la aparición de nuevos tipos de participantes y el creciente rol de los conglomerados financieros.

Chile no ha estado ajeno a dicha realidad. El sector financiero chileno ha experimentado un importante desarrollo en las últimas décadas y si bien aún se advierten desafíos relevantes en cuanto a profundidad y sofisticación en relación con otros mercados, éste exhibe una alta presencia de compañías transnacionales, una línea divisoria cada vez más difusa entre los diversos productos disponibles y una creciente relevancia de los llamados conglomerados financieros.

Los elementos anteriormente expuestos, en especial la mayor integración e interconexión entre los actores del sistema financiero, plantean importantes desafíos regulatorios a nivel internacional y local. En particular, existe consenso en que el paradigma tradicional de regulación netamente sectorial debe ir dando paso a una mirada de supervisión más integrada y coordinada entre los principales reguladores de las distintas industrias del sector financiero. Una mirada sistémica es necesaria. En efecto, en un mercado de capitales crecientemente integrado, lo que suceda en determinada industria no resulta en absoluto neutro para las restantes. Los riesgos sistémicos que derivan de la interconexión entre industrias del mercado financiero hacen indispensable tener un enfoque también sistémico en materia de prevención de los mismos. 

b. Riesgos Sistémicos y Estabilidad financiera: Conceptos 

Los cambios descritos en el sector financiero implican un aumento de los riesgos sistémicos, es decir, de aquellos riesgos que afectan al sistema financiero en su conjunto. En concreto, la creciente complejidad de los productos financieros, junto con la aparente similitud entre algunos de ellos, puede traducirse en vacíos, traslapes o arbitrajes regulatorios. A su vez, la mayor presencia de los conglomerados financieros implica una mayor interdependencia entre los participantes del mercado. Ello como resultado de sus relaciones comerciales, de propiedad, o de su exposición a factores comunes de riesgo, elementos todos que incrementan la probabilidad de ocurrencia de problemas a los que el conjunto del sistema financiero pueda quedar expuesto.

En este sentido, cabe señalar que los sistemas financieros sólo pueden funcionar de manera efectiva en la medida que se mantenga un nivel de confianza generalizado en su funcionamiento. Están sujetos, por lo tanto, a posibles riesgos de pánicos y corridas por parte del público. La insolvencia de una o más instituciones de importancia sistémica, ya sea por su tamaño o su interconexión con el resto del sistema, así como fallas en mercados o infraestructuras claves, tales como los sistemas de pagos y los de compensación y liquidación, tienen la capacidad de debilitar y comprometer seriamente el funcionamiento general del sistema, incluyendo el de pagos, siendo este tipo de eventualidades lo que tradicionalmente se entiende por riesgo sistémico.

En contraposición, la estabilidad financiera puede entenderse como una situación en la cual los mercados financieros operan de forma fluida, permitiendo un adecuado acceso al financiamiento por parte de las empresas y de las personas, facilitando, de esta manera, el funcionamiento eficiente de la economía en su conjunto.

c. Mitigación de los Riesgos Sistémicos y Vigilancia de la Estabilidad Financiera

La mitigación del riesgo sistémico debiese ser un objetivo primordial de todo modelo de regulación y supervisión financiera. Ello por cuanto la inestabilidad de los sistemas financieros, al reducir la disponibilidad de crédito y capital, tiende a trasladarse con extrema facilidad al resto de economía, impactando de forma negativa la actividad económica real. Así lo atestigua la amplia evidencia disponible sobre el alto costo de las crisis financieras en términos de producto y empleo.

El logro de dicho objetivo requiere del establecimiento de mecanismos para prevenir que problemas financieros se conviertan en amenazas a la estabilidad del sistema como un todo. Sin embargo, resulta complejo evaluar los riesgos sistémicos asociados a los distintos eventos o situaciones de mercado y la información que se necesita para llevarlo a cabo de manera correcta se encuentra dispersa. Esto plantea innegables limitaciones y desafíos para los reguladores del sistema financiero. Así, para efectos de velar por la estabilidad financiera, la coordinación y el intercambio de información entre las distintas autoridades del mercado financiero resultan fundamentales.

En los últimos años, diversos organismos internacionales han instado por la creación de instancias destinadas a monitorear y prevenir riesgos de carácter sistémico y avanzar en la supervisión de los conglomerados financieros, incluyendo el Fondo Monetario Internacional, el Banco Mundial, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), y el G20. 

En conformidad a lo anterior, diversos países ya han creado iniciativas para velar por la estabilidad financiera y prevenir los riesgos sistémicos que involucren conjuntamente a las autoridades financieras pertinentes. Algunos países que han avanzado en esta dirección son Canadá, Estados Unidos, los países de la Zona Euro, el Reino Unido, Australia, México y también Chile, hecho que fue destacado y valorado en la cumbre del G20 a la que nuestro país fue invitado durante 2012.

2. El Consejo de Estabilidad Financiera establecido administrativamente

a. Comisión de Reforma a la Regulación y Supervisión Financiera

En 2010, el Ministerio de Hacienda nombró una Comisión ad-honorem sobre Reforma a la Regulación y Supervisión Financiera, conocida como “Comisión Desormeaux”, conformada por un grupo de expertos independientes, a la cual se le encomendó el análisis del sistema de regulación y supervisión del mercado financiero a fin de proponer posibles perfeccionamientos, con miras a efectuar una serie de reformas institucionales y recoger lecciones de la reciente crisis internacional. 

El informe de la Comisión Desormeaux, publicado en 2011, dejó en evidencia la necesidad de fortalecer las herramientas, instancias y facultades disponibles en nuestro país para el manejo de riesgos sistémicos y para afrontar los más recientes desafíos. De igual forma, nuestro país recibió recomendaciones de diversos organismos internacionales, como la 
OCDE, en orden a revisar nuestro modelo de supervisión del sistema financiero desde una perspectiva sistémica.

b. Creación del Consejo de Estabilidad Financiera

Si bien desde hace varios años existían en nuestro país ciertas instancias bilaterales o multilaterales de coordinación entre las autoridades regulatorias, como el Comité de Superintendentes del Sector Financiero, en funcionamiento desde 2001, éstas no contaban con un marco legal ordenado y exhaustivo. Más importante, respondían a objetivos distintos al manejo de riesgos sistémicos y situaciones de crisis financieras, por lo que resultaba del todo necesario crear una institución específica, con un marco regulatorio adecuado, para esos fines. 

En consecuencia, y habida consideración de lo propuesto por la Comisión Desormeaux y de las recomendaciones internacionales en la materia, mediante el decreto supremo N° 953, de 11 de julio de 2011, del Ministerio de Hacienda, publicado en el Diario Oficial el 4 de octubre de 2011, se creó el Consejo de Estabilidad Financiera, también llamado Consejo o CEF, como instancia de coordinación e intercambio de información para la prevención de eventuales crisis ocasionadas por riesgos sistémicos en el sector financiero.

c. Composición y Misión del Consejo de Estabilidad Financiera

Este Consejo está integrado por el Ministro de Hacienda, quien lo preside, el Superintendente de Valores y Seguros, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras y el Superintendente de Pensiones. Por su parte, en conformidad a lo previsto por la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, se cuenta con la asesoría permanente del Banco, para lo cual su Presidente participa en todas las sesiones.

El Consejo cuenta, además, con un Director Ejecutivo, un Director Ejecutivo Alterno y una Secretaría Técnica, provista por el Ministerio de Hacienda.

La misión fundamental del Consejo de Estabilidad Financiera consiste en coordinar la evaluación y administración de los riesgos sistémicos que puedan afectar a nuestro sistema financiero, estando facultado además, para recomendar políticas que contribuyan a la estabilidad financiera.

d. Necesidad de fortalecer la institucionalidad del Consejo de Estabilidad Financiera otorgándole rango legal

Luego de más de un año de funcionamiento, con reuniones mensuales y grupos de trabajo permanentes, el Consejo de Estabilidad Financiera ha probado ser una valiosa instancia de análisis y coordinación, por cuanto permite tener una mirada integrada y un diagnóstico común sobre las fuentes de riesgo. Ello contribuye además a facilitar, en caso de necesidad, la resolución de situaciones críticas que involucren el ejercicio de las funciones y atribuciones de los órganos competentes. Asimismo, en su último informe sobre Chile, la OCDE ha valorado positivamente la creación de este organismo.

Sin embargo, la experiencia acumulada durante el tiempo que lleva en operación el Consejo de Estabilidad Financiera, también revela la necesidad de introducir algunos perfeccionamientos a su funcionamiento y a las leyes orgánicas de las Superintendencias que lo integran, para que así este Consejo pueda desempeñar su labor a cabalidad, con plena sujeción a los principios de responsabilidad, eficiencia, eficacia, coordinación y control, promoviendo la unidad de acción y evitando la duplicación o interferencia de funciones.

Los integrantes del Consejo de Estabilidad Financiera, públicamente, han valorado muy positivamente la formalización de un órgano colectivo encargado de identificar amenazas a la estabilidad financiera. Por ello, el Ejecutivo considera de suma importancia la consolidación de esta instancia y su establecimiento mediante ley. 

III. OBJETIVOS QUE PERSIGUE LA INICIATIVA

El principal objetivo de este proyecto de ley es el de consolidar y fortalecer la institucionalidad del Consejo de Estabilidad Financiera, mediante su establecimiento por ley. Ello contribuye a darle continuidad institucional y a cautelar de mejor forma la estabilidad financiera de la economía chilena. 

Asimismo, con el objeto de procurar el mejor desarrollo de la labor del Consejo de Estabilidad Financiera, se proponen algunos perfeccionamientos que le facilitarán a éste el cumplimiento de sus tareas.

El primero de estos perfeccionamientos consiste en establecer la obligación para cada Superintendencia de procurar una coordinación efectiva con los demás órganos regulatorios financieros, profundizando así en las obligaciones administrativas de eficacia, eficiencia y coordinación en el ejercicio de las funciones públicas. Para darle una forma concreta a esta obligación, se propone que la coordinación se efectúe a través del Consejo de Estabilidad Financiera, comprometiendo la participación de las Superintendencias en las reuniones y análisis del Consejo y sus grupos de trabajo, así como el deber de comunicar a éste sus iniciativas regulatorias, de manera de poder analizar coordinadamente su posible impacto sistémico. 

El segundo perfeccionamiento que se plantea introducir es otorgar a las Superintendencias facultades para solicitar a las entidades fiscalizadas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Lo anterior, con el objeto de evaluar los riesgos derivados de la situación financiera de las entidades sujetas a la fiscalización de las Superintendencias, lo cual resulta coherente con el enfoque de una supervisión basada en riesgos, el cual ha venido incorporándose por las entidades reguladoras durante los últimos años. De forma complementaria, estas facultades permitirían avanzar hacia un adecuado monitoreo de los riesgos a la estabilidad del sistema financiero provenientes de los conglomerados financieros.

Un perfeccionamiento adicional consiste en otorgar facultades legales expresas para compartir información en el marco del Consejo de Estabilidad Financiera, incluyendo a los integrantes de sus grupos de trabajo y a la Secretaría Técnica.

Para un adecuado funcionamiento y el logro de los objetivos del Consejo de Estabilidad Financiera se requiere que no sólo las máximas autoridades puedan compartir la información, explicitando que el personal de las instituciones que participan en esta instancia también pueda acceder a ella. Este cambio se sustenta en el hecho que, actualmente, las leyes orgánicas de las Superintendencias que participan en el Consejo de Estabilidad Financiera contienen prohibiciones de compartir información para sus funcionarios, amparadas bajo sanciones penales. Este hecho naturalmente afecta el intercambio oportuno de información relevante para cumplir con el mandato del Consejo de Estabilidad Financiera. Si bien existen autorizaciones legales vigentes para compartir información, tales como el artículo 18 bis de la Ley General de Bancos o el artículo 14 de la misma ley, éstas tienen una cobertura limitada.

De esta manera, es necesario un cambio legal que permita adecuar el ámbito de personas que pueden compartir información en el marco de éste, extendiendo al personal relevante la autorización de compartir información entre sí. Para garantizar el buen uso de esta información, la autorización afectará solamente a quienes desempeñen funciones en el Consejo de Estabilidad Financiera y, en caso de tratarse de información sujeta a reserva, quienes la reciban o tengan acceso a ella, deberán conservarla en el mismo carácter.

El último perfeccionamiento necesario para el eficaz funcionamiento del Consejo de Estabilidad Financiera consiste en otorgar temporalmente el carácter de reservado a todos las deliberaciones e informes del CEF, así como a los análisis y estudios que se reciban o generen en éste, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica.

Ello es necesario para los efectos de cautelar el debido cumplimiento de las funciones del CEF y para proteger el interés nacional del país, en materia económica, ya que el mercado financiero puede ser muy sensible a los análisis y estudios del Consejo de Estabilidad Financiera, terminados o en curso. Es decir, la divulgación de los análisis o informes del CEF pudiera ser contraproducente, dado que podría causar un efecto disruptivo en el mercado y acelerar o incluso provocar los eventos de crisis que se intentan mitigar.

No obstante, el Consejo de Estabilidad Financiera podrá difundir inmediatamente los informes que elabore y la información o documentación que genere en el ámbito de sus competencias, cuando resuelva que ello incida en el cumplimiento de su objeto y funciones. Por lo cual, el Consejo de Estabilidad Financiera propenderá a la máxima divulgación que considere posible, para dar cumplimiento a los principios de publicidad y transparencia de la información pública, sin provocar efectos perjudiciales en el mercado.

Finalmente, cabe señalar que, tal como sucede con el actual Consejo de Estabilidad Financiera, desde su instauración por vía administrativa, se propone alcanzar los objetivos de la nueva entidad sin comprometer el principio fundamental de la autonomía institucional de las entidades que la integran, elemento indispensable para dar estabilidad y certeza jurídica a sus participantes. De esta forma, las atribuciones que asigna este proyecto al Consejo de Estabilidad Financiera son sin prejuicio de las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas, por lo que las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo no serán vinculantes.

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY

1. Creación del Consejo de Estabilidad Financiera

En primer lugar, el proyecto de ley crea el Consejo de Estabilidad Financiera, sobre la base de las siguientes disposiciones:

a. Se establece el Consejo de Estabilidad Financiera, como organismo consultivo encargado de facilitar la coordinación técnica y el intercambio de información para la prevención y el manejo de situaciones que puedan importar riesgo sistémico.

b. Se detallan las principales atribuciones del Consejo de Estabilidad Financiera, que consisten en solicitar a las superintendencias que lo componen información, incluso sujeta a reserva, y que ésta pueda ser compartida en el contexto del CEF, conservando su carácter de reservada por quienes la reciban; encargar estudios o efectuar recomendaciones, para poder efectuar seguimiento a los mercados financieros. Lo anterior, respetándose las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas, no siendo vinculantes las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo. Ello en aras de respetar y proteger la autonomía de las distintas superintendencias, establecida en sus respectivas leyes orgánicas. Señala además, que para el mejor cumplimiento de sus funciones, la información reservada podrá ser compartida en el ámbito del trabajo del Consejo de Estabilidad Financiera, manteniéndose dicho carácter.

c. Se establece la participación de los Superintendentes y del Ministro de Hacienda en el referido Consejo, así como la de funcionarios o asesores de las Superintendencias, para el trabajo que se requiera en el marco del Consejo de Estabilidad Financiera. Asimismo, se establece la obligación de las superintendencias de informar al Consejo sobre las iniciativas legales o administrativas y de las situaciones de su sector que puedan tener implicancias sistémicas, sin que ello afecte la autonomía institucional en el ejercicio de las facultades propias de las Superintendencias.

d. Se establecen reglas de funcionamiento interno del Consejo de Estabilidad Financiera, respecto a la asistencia a sesiones, deliberaciones, elaboración de informes, constitución de grupos de trabajo y temas administrativos correspondientes a la Secretaría Técnica.

e. Se dispone que todas las deliberaciones del CEF, así como los informes, análisis o estudios que se reciban o generen en éste, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica, se considerarán temporalmente reservados, atendiendo a la naturaleza y objeto de las funciones del Consejo. Esta práctica es común en instancias similares en otros países, resultando necesario el carácter reservado de la información por cuanto su mera divulgación puede contribuir a generar o intensificar los eventuales riesgos sistémicos.


No obstante, el CEF podrá difundir la información cuando ello favorezca la estabilidad financiera.

2. Adecuaciones a las leyes orgánicas de las superintendencias y Banco Central de Chile

En segundo lugar, se efectúan las adecuaciones necesarias en las leyes orgánicas de las Superintendencias y del Banco Central de Chile, en armonía con las disposiciones que crean el Consejo de Estabilidad Financiera descritas más arriba, las cuales son necesarias para el funcionamiento más eficaz de dicho Consejo. 

Al efecto, se introducen las modificaciones pertinentes en las leyes orgánicas de las Superintendencias de Bancos e Instituciones Financieras, de Valores y Seguros, y de Pensiones, respectivamente, para efectos de facultarlas para solicitar información que les permita una adecuada supervisión de las entidades sujetas a su fiscalización bajo un enfoque basado en riesgos.


Asimismo, se efectúan las adecuaciones necesarias en la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile con el fin de explicitar la forma en la cual participará esta institución en el Consejo de Estabilidad Financiera.

3. Disposiciones finales


Se imponen sanciones penales a quienes cometan la infracción a las obligaciones de reserva impuestas en esta ley.


Finalmente, se dispone que el financiamiento de los costos que origine la aplicación de la ley, se incorporará a los respectivos presupuestos anuales de las instituciones participantes en el Consejo de Estabilidad Financiera.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I

DEL CONSEJO DE ESTABILIDAD FINANCIERA

Artículo 1°.- Créase el Consejo de Estabilidad Financiera, organismo consultivo dependiente del Ministerio de Hacienda, en adelante indistintamente “Consejo” o “CEF”, cuya función consistirá en facilitar la coordinación técnica y el intercambio de información entre sus participantes, en materias relativas a la prevención y el manejo de situaciones que puedan importar riesgo para el sistema financiero, con el objeto de contribuir de ese modo a cautelar la estabilidad financiera de la economía chilena.

El Consejo estará integrado por el Ministro de Hacienda, quien lo presidirá, el Superintendente de Valores y Seguros, el Superintendente de Bancos e Instituciones Financieras y el Superintendente de Pensiones.

El Consejo contará con la asesoría permanente del Banco Central en todas las materias que digan relación con sus funciones, para lo cual su Presidente podrá participar en todas las sesiones del CEF con derecho a voz y a imponerse de toda la información y materias que se analicen en el Consejo, en conformidad a lo previsto por el artículo 4º de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley Nº 18.840.

El Consejo de Estabilidad Financiera funcionará en la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, la que le proveerá su Secretaría Técnica, la infraestructura y los recursos humanos y materiales necesarios para su adecuado funcionamiento.

Artículo 2º.- El Consejo de Estabilidad Financiera contará con las siguientes atribuciones:

1. Solicitar a la Secretaría Técnica, a las Superintendencias de Valores y Seguros, de Pensiones y de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante conjuntamente las “Superintendencias sectoriales”, la realización de estudios que permitan monitorear la estabilidad del sistema financiero, así como contratar dichos estudios con terceros a través de la Secretaría Técnica. 

Asimismo, el Banco Central de Chile, en cumplimiento de su rol asesor, podrá efectuar análisis o estudios con dicha finalidad según lo establezca el Consejo del Banco.

2. Solicitar a las Superintendencias sectoriales cualquier información, incluso sujeta a reserva, que pueda ser necesaria para identificar o evaluar posibles riesgos para la estabilidad financiera y que esté disponible en dichos servicios o que éstos puedan solicitar de conformidad con las leyes aplicables. 

El Banco Central de Chile podrá también proporcionar la información que se le solicite en los términos que se contemplan en su legislación institucional.

Las disposiciones legales, reglamentarias, contractuales o de cualquier otra índole sobre reserva no impedirán dar cumplimiento a las solicitudes del presente numeral. En consecuencia, la información proporcionada en conformidad a esta ley eximirá de toda responsabilidad legal a quienes la entreguen.

La información que se reciba en virtud de este numeral sólo podrá ser compartida con quienes participen en las sesiones del CEF o de los grupos de trabajo que se constituyan por el Consejo, así como con quienes ejerzan funciones de Secretaría Técnica, en el contexto de las labores del Consejo. Cuando la información compartida sea sujeta a reserva, deberá mantenerse en este carácter por quienes la conozcan en el ámbito del CEF, mencionadas en el párrafo precedente. En el caso de infringir esta prohibición, se aplicará lo dispuesto en el artículo 11 de esta ley.

3. Recomendar a los servicios u organismos competentes políticas que contribuyan a la estabilidad financiera y proponer a las Superintendencias sectoriales orientaciones o directrices con tal objeto.

4. Efectuar las demás solicitudes de información y recomendaciones necesarias para el cumplimiento de su función, prevista en el artículo 1° de esta ley.

Las atribuciones del Consejo de Estabilidad Financiera son sin perjuicio de las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas. Conforme a lo anterior, las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo no serán vinculantes.

En caso que las recomendaciones de política o regulación incidan o se relacionen con el ejercicio de las facultades del Banco Central de Chile, se procederá de conformidad con lo previsto en el artículo 19 de su Ley Orgánica Constitucional, por intermedio del Ministro de Hacienda.

Artículo 3°.- Con el objetivo de procurar el mejor desempeño de la labor del CEF, las Superintendencias sectoriales y el Ministerio de Hacienda deberán comprometer su participación en el referido Consejo y en los grupos de trabajo que se constituyan por éste, así como la tramitación y despacho de las solicitudes de información o estudios que el CEF encomiende en el marco de sus competencias legales.

Asimismo, con este propósito, las respectivas Superintendencias deberán informar al Consejo acerca de sus iniciativas legales o administrativas y de las situaciones de su sector que puedan tener implicancias sistémicas, sin que ello afecte su autonomía en el ejercicio de sus facultades.

Artículo 4°.- El Consejo sesionará con la asistencia de al menos tres de sus miembros, entre los que se deberá contar el Ministro de Hacienda o su representante, de conformidad a lo establecido en el inciso siguiente.

En caso de ausencia o impedimento de alguno de los participantes del CEF, ya sea de sus miembros referidos en el inciso segundo del artículo 1° de esta ley o del Presidente del Banco Central, en la condición prevista en el inciso tercero del mismo artículo, asistirá a la sesión el subrogante legal o bien quien el participante indique especialmente al Consejo o a la Secretaría Técnica. Asimismo, los participantes del CEF podrán asistir acompañados por las personas y de la forma que indique el reglamento interno de funcionamiento del CEF.

Artículo 5º.- El Consejo determinará, en un Reglamento Interno, las normas sobre citación a las sesiones, deliberaciones, elaboración de informes, constitución de grupos de trabajo, y las demás normas que requiera para su funcionamiento interno.


La Secretaría Técnica efectuará las citaciones pertinentes a cada sesión del CEF, levantará y archivará actas de las sesiones, coordinará el funcionamiento de los grupos de trabajo interinstitucionales que se conformen por el Consejo en las materias de su competencia, contratará estudios a solicitud del Consejo y realizará las demás tareas que le encargue el propio Consejo.

Artículo 6º.- Atendida la naturaleza y objeto de las funciones del CEF establecidas en la presente ley, y para los efectos de cautelar el debido cumplimiento de las mismas, considerando que la publicidad de las materias tratadas por éste pudiere afectar la estabilidad financiera, perjudicando así el interés nacional del país en materia económica, serán reservadas sus deliberaciones e informes, así como los análisis o estudios que se reciban o generen en el CEF, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica en el cumplimiento de sus funciones, salvo que se divulguen de acuerdo al inciso siguiente. Los actos declarados reservados por este artículo, mantendrán ese carácter por el término señalado en el inciso segundo del artículo 22 de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.

Lo dispuesto en el inciso anterior no obstará a que el Consejo pueda difundir los informes que emita y la información o documentación que genere en el ámbito de sus competencias, cuando resuelva que ello propende al cumplimiento de su objeto y funciones, lo cual será determinado por el mismo Consejo con la opinión favorable del representante del Banco Central de Chile, tratándose de materias que digan relación con las funciones de éste.

En todo caso, el Consejo no podrá difundir la información sujeta a reserva que reciba de conformidad con la presente ley.

TÍTULO II

OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 7º.- Agrégase en el artículo 16 de la Ley General de Bancos, cuyo texto refundido, sistematizado y concordado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, el siguiente inciso final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos de la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley 
Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.”.

Artículo 8º.- Agrégase, en la letra d) del artículo 4°, del decreto ley N° 3.538 de 1980, que crea la Superintendencia de Valores y Seguros, el siguiente inciso final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos a la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley 
Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.”.

Artículo 9º.- Agrégase, en la letra h) del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 101, de 1980, Estatuto Orgánico de la Superintendencia de Pensiones, el siguiente inciso final, nuevo:

“A su vez, con el objeto de evaluar los riesgos a la situación financiera de las entidades sujetas a su fiscalización, la Superintendencia podrá requerirles a éstas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas. Para efectos de lo dispuesto en este inciso, se define grupo empresarial de acuerdo a los términos establecidos en el artículo 96 y siguientes de la ley 
Nº 18.045, sobre Mercado de Valores.”.

Artículo 10.- Agrégase, al final del inciso tercero del artículo 66 de la Ley Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile, contenida en el ARTÍCULO PRIMERO de la ley 
N° 18.840, luego del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Por su parte, la citada reserva no se aplicará en caso que el Consejo de Estabilidad Financiera, con el solo objeto de prevenir situaciones que puedan importar riesgo sistémico para la estabilidad del sistema financiero, solicite al Banco contar con antecedentes específicos que requiera para el desempeño de sus competencias legales.”.

TÍTULO III

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 11.- La infracción a las obligaciones de reserva impuestas en esta ley, serán sancionadas con las penas previstas en los artículos 246 y 247 del Código Penal, cualquiera sea la calidad o estatuto que le sea aplicable al infractor. 

Artículo 12.- El costo anual que se origine por la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos que se contemplen en el presupuesto de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Hacienda, de la Superintendencia de Valores y Seguros, de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y de la Superintendencia de Pensiones y, en lo que no fuere posible, con cargo a aquellos que se consulten en la Partida Presupuestaria Tesoro Público del año correspondiente.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; FELIPE 
LARRAÍN BASCUÑAN, Ministro de Hacienda; JUAN CARLOS JOBET ELUCHANS, Ministro del Trabajo y Previsión Social.”
Informe Financiero
proyecto de ley que crea el Consejo de Estabilidad Finaciera
Mensaje N° 061-361.
I. ANTECEDENTES.


Existe consenso en que el paradigma tradicional de regulación netamente sectorial debe ir dando paso a una mirada de supervisión más integrada y coordinada entre los principales reguladores de las distintas industrias del sector financiero. Una mirada sistemática es necesaria. En efecto, n un mercado de capitales crecientemente integrado, lo que suceda en determinada industria no resulta en absoluto neutro para las restantes. Los riesgos sistémicos que derivan de la interconexión entre industrias del mercado financiero hacen indispensable tener un enfoque también sistémico en materia de prevención de los mismos.


El principal objetivo de este proyecto de ley consiste en consolidar y fortalecer la institucionalidad del Consejo de Estabilidad Financiera (CEF), mediante su establecimiento por ley. Ello contribuye a darle continuidad institucional y a cautelar de mejor forma la estabilidad financiera de la economía chilena.


Asimismo, con el objeto de procurar el mejor desarrollo de la labor del Consejo, se proponen algunos perfeccionamientos que le facilitarán a éste el cumplimiento de sus tareas:


a) Establece la obligación para cada Superíntendencia de procurar una coordinación efectiva con los demás órganos regulatorios financieros, profundizando así en las obligaciones administrativas de eficacia, eficiencia y cooridnación en el ejercicio de las funciones públicas. Se propone, concretamente, que la coordinación se efectúe a través del CEF, comprometiendo la participación de las Superintendencias en las reuniones y análisis del Consejo y sus grupos de trabajo, así como el deber de comunicar a éste sus iniciativas regulatorias, de manera de poder analizar coordinadamente su posible impacto sistémico.


b) Otorgar a las Superintendencias facultades para solicitar a las entidades fiscalizadas antecedentes sobre la situación financiera de todas aquellas personas o entidades que pertenezcan a su mismo grupo empresarial, así como información conducente a determinar las relaciones de propiedad o control y operaciones entre ellas.


c) Otorgar facultades legales expresas para compartir información en el marco del CEF, incluyendo a los integrantes de sus grupos de trabajo y a la Secretaría Técnica.


d) Otorgar el carácter de reservado a todos los acuerdos y deliberaciones del CEF, así como los análisis o estudios que se reciban o generen en éste, sus grupos de trabajo o la Secretaría Técnica.


Finalmente, cabe señalar que, tal como sucede desde su funcionamiento, se propine alcanzar los objetivos de esta entidad sin comprometer el principio fundamental de la autonomía institucional, elemento indispensable para dar estabilidad y certeza jurídica a sus participantes. De esta forma, las atribuciones que asigna este proyecto al CEF son sin perjuicio de las competencias otorgadas a sus participantes por sus respectivas leyes orgánicas, por lo que las opiniones o recomendaciones emanadas del Consejo no serán vinculantes.

II. EFECTO DEL PROYECTO SOBRE EL PRESUPUESTO FISCAL.


La presente iniciativa no irrogará un mayor gasto fiscal.


(Fdo.): ROSANNA COSTA COSTA, Directora de Prespuestos.”
6. Oficio de S. E. el Presidente de la República. (boletín N° 9178-05)


Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	061-361
	Crea el consejo de estabilidad financiera.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
7. Oficio de S. E. el Presidente de la República. (boletín N°  8995-07) 


Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	8995-07
	Aumenta las protecciones legales y beneficios aplicables a los miembros de las Fuerzas de Orden y Seguridad.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los 


artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
8. Oficio de S. E. el Presidente de la República. (boletín N° 9176-04)


Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	353-361
	Proyecto de ley que incorpora al 3° y 4° año de enseñanza media al régimen de subvención escolar preferencial a contar del año 2014.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
9. Oficio de S. E. el Presidente de la República. (boletín N° 9177-05)


Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	354-361
	Reajuste a los funcionarios del sector público, concede aguinaldos que indica y otros beneficios pecuniarios.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los 


artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “discusión inmediata”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
10. Oficio de S.E. el Presidente de la República. (Boletines Nos  9126-13, 9125-06, 8201-09, 9022-08, 8487-07, 6499-11, 9040-31, 7976-13, 7886-03, 9015-05, 8265-07, 9096-10, 9059-07, 5345-04)


Honorable Cámara de Diputados:


Tengo a bien poner en conocimiento de V.E. que he resuelto hacer presente urgencia para el despacho del siguiente proyecto de ley:

	9126-13
	Modifica el Seguro de Cesantía de la Ley N° 19.728

	
	

	9125-6
	Establece un sistema de atención a las personas y Crea el Servicio Nacional de Atención Ciudadana, Chileatiende.

	
	

	8201-9
	Sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras.

	
	

	9022-8
	Modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes

	
	

	8487-7
	Suprime el actual Servicio Nacional de Menores, creando dos nuevos Servicios de atención a la infancia y adolescencia.

	
	

	6499-11
	Sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía.

	
	

	9040-31
	Otorga un bono de apoyo a familias numerosas.

	
	

	7976-13
	Modifica las normas de los trabajadores agrícolas establecidas en el Código del Trabajo.

	
	

	7886-3
	Regula el tratamiento de la información sobre obligaciones de carácter financiero o crediticio.

	
	

	9015-5
	Crea Comisión de Valores y Seguros.

	
	

	8265-7
	Fortalece el Ministerio Público.

	
	

	9096-10
	Aprueba Tratado de Libre Comercio entre Chile y Hong Kong, China, suscrito en Vladivostok, Federación de Rusia, el 7 de septiembre de 2012.

	
	

	9059-7
	Moderniza y fortalece el funcionamiento y la fiscalización del sistema registral y notarial.

	
	

	5354-04
	Modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas.

	
	



Hago presente esta urgencia para todos sus trámites constitucionales -incluyendo los que correspondiere cumplir en el H. Senado-, la que, para los efectos de lo dispuesto en los artículos 26 y siguientes de la ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, califico de “suma”

Dios guarde a V.E.


(Fdo.): SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE, Presidente de la República; CRISTIÁN LARROULET VIGNAU, Ministro Secretario General de la Presidencia.”
11. Oficio del Senado. (boletín N° 9117-05)


“Valparaíso, 28 de noviembre de 2013.


Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas con ocasión de la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2014, correspondiente al Boletín Nº 9.117-05.


Lo que comunico a Vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 11.025, de 28 de noviembre de 2013.


Devuelvo los antecedentes respectivos.


Dios guarde a Vuestra Excelencia.

(Fdo.): JORGE PIZARRO SOTO, Presidente del Senado; MARIO LABBÉ ARANEDA, Secretario General del Senado.”
12. Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto, iniciado en Mensaje, con urgencia “Suma”, que “Fortalece el
Ministerio Público.”. (boletín N° 8265-07).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia viene en informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de la referencia, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


Durante el análisis de esta iniciativa la Comisión contó con la colaboración de don Teodoro Ribera Neumann, Ministro de Justicia; doña Patricia Pérez Goldberg, Subsecretaria de Justicia y posterior titular de la Cartera ; doña Paulina González Vergara, Jefa de la División Jurídica del Ministerio; don Sebastián Valenzuela Agüero, Subsecretario subrogante, don Alejandro Soto Stuardo, abogado del Departamento de Estudios de la División mencionada; don Sabas Chahúan Sarrás, Fiscal Nacional del Ministerio Público; doña Solange Huerta Reyes, Fiscal Nacional subrogante; don Alberto Ayala Gutiérrez, Fiscal Regional de Santiago Oriente; don Pablo Gómez Niada, Fiscal Regional de Valparaíso; don Pedro Bueno Figueroa, Director Ejecutivo Nacional; doña Marta Herrera Seguel, Jefa Nacional de Asesoría Jurídica de la Fiscalía; don Pedro Orthusteguy Hinrichsen, Presidente de la Asociación Nacional de Fiscales del Ministerio Público; don Claudio Uribe Hernández, sucesor en el mismo cargo; don Marcelo Leiva Peña, Vicepresidente de la Asociación; doña Erika Maira Bravo, don Ernesto Navarro Zamora y don Jaime Pino Arosteguy, Directores de la Asociación; don José Fuentes Mardones, jefe de gabinete del Presidente de la Asociación; doña Natalia Césped Flores, Presidenta de la Federación Nacional del Ministerio Público (FENAMIP); don Mario Gutiérrez Ollarsu, Presidente subrogante de la Federación; doña Paulina Ruiz Tapia, secretaria de la Federación; doña Miriam Cruz Chávez, Directora de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público (ANFUMIP); doña Carola Díaz Martínez, Vicepresidenta de la Asociación mencionada; doña Catalina Duque González, Secretaria General de la Asociación; don José Miguel Cáceres San Juan, Tesorero Nacional de la Asociación y don Héctor Mery Romero, abogado de la Fundación Jaime Guzmán.


Para el despacho de este proyecto, el Jefe del Estado ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de suma para todos sus trámites constitucionales, por lo que esta Corporación cuenta con un plazo de quince días corridos para afinar su tramitación, término que vence el 4 del próximo mes de diciembre por haberse dado cuenta de la urgencia en la Sala el día 19 del mes en curso. 

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.


Las ideas centrales del proyecto tienen por objeto fortalecer el Ministerio Público mediante un aumento de su dotación con el fin de mejorar los resultados de la investigación y persecución penal, .como asimismo, incentivar la permanencia y el trabajo de los fiscales por medio del establecimiento de una carrera funcionaria.


Tales ideas, las que el proyecto definitivamente aprobado concreta mediante dos artículos permanentes y dos transitorios, son propias de ley de conformidad a lo establecido en los artículos 63 números 1), 2) y 14); 65 incisos tercero y cuarto N° 2° de la Constitución Política, en relación con el artículo 84 de la misma Carta Fundamental.

II. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.


Para los efectos de lo establecido en los números 2°, 4°, 5° y 7° del artículo 287 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1.- Que el artículo 1° números 1, 2, 3, 4, 6 y 7 y los artículos 2” permanente y 1 y 2° transitorios tienen rango de ley orgánica constitucional por incidir en la organización y atribuciones del Ministerio Público, según lo señala el artículo 84 de la Constitución Política.


2.- Que el artículo 1° números 2 y 7 y los artículos 1° y 2° transitorios son de la competencia de la Comisión de Hacienda.


3.- Que se aprobó la idea de legislar por unanimidad con los votos de los diputados señores Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Marcelo Díaz, Cristián Letelier, Cristián Mönckeberg, Ricardo Rincón y Arturo Squella


4.- Que se rechazaron los números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 11, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 26, 27, 28, 29, 30 y 31 del artículo 1°, conforme al texto original del proyecto.


Asimismo, se rechazó la indicación de los diputados señores Letelier y Rincón para rebajar en el N°3) del nuevo artículo 41 bis agregado a la ley N° 19.640 por el número 4. del artículo 1°, la nota 6.7 a 6.5.

III. DIPUTADO INFORMANTE.


Se designó diputado informante al señor Cristián Letelier Aguilar.

IV. ANTECEDENTES.


1. El mensaje señala que la reforma del sistema de justicia criminal en el país se ha constituido en uno de los hitos más relevantes del proceso de modernización de la justicia en Chile y, a más de diez años de su entrada en vigor, la evolución de los intervinientes en el proceso penal y la riqueza jurisprudencial surgida de sus normas, se han traducido en un sistema consolidado que ha servido de referente a otros países de la región. No obstante los importantes avances que ello ha significado, existen ámbitos en los que resultan necesarios la implementación de nuevas estrategias y ajustes institucionales, como también la aparición de nuevas formas de criminalidad organizada y la necesidad de respuesta a los requerimientos ciudadanos, imponen la conveniencia de introducir cambios para la satisfacción de estas nuevas demandas.


A todo lo anterior, apunta el mensaje, debe agregarse que el Ministerio Público ha visto acrecentada su carga de trabajo en los últimos cuatro años a consecuencias del mayor ingreso de casos, circunstancia que lo ha llevado a realizar cambios en la gestión interna y procesos de trabajo, para mejorar su eficiencia en la tramitación de las causas y en la atención de víctimas y testigos.


Con el fin de optimizar los resultados obtenidos, el ente persecutor elaboró el “Proyecto de Fortalecimiento del Ministerio Público”, el que presentó al Ejecutivo y en que aborda especialmente la investigación de asuntos de alta complejidad; las etapas iniciales en la investigación de asuntos menos complejos; la generación de métodos para identificar mercados y patrones delictivos relevantes y la mejora en la atención de usuarios, especialmente víctimas y testigos.


El análisis de estos antecedentes como también de estudios efectuados por el Banco Interamericano de Desarrollo y la Fundación Paz Ciudadana, pusieron de relieve la necesidad de efectuar reformas aptas para la consecución de los objetivos contenidos en el Plan de Seguridad Pública denominado “Chile Seguro”, constituyéndose al efecto una mesa de trabajo conformada por los Ministerios de Interior y Seguridad Pública, de Justicia y de Hacienda, destinada a proponer los ajustes y modificaciones necesarios para mejorar la gestión del Ministerio Público y promover una carrera funcionaria al interior de la institución.


Reseña, a continuación, el mensaje los objetivos perseguidos por el proyecto, señalando los siguientes:

A. La creación de una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.


De acuerdo al Plan Estratégico del Ministerio Público para el período 2009 - 2011, se pretende crear una estructura de trabajo para abordar la criminalidad de alta complejidad, que supere la lógica persecutoria de delitos comunes. Al respecto, la actual estructura piramidal del Ministerio - Fiscalía Nacional, fiscalías regionales y fiscalías locales - implica una carencia institucional para la investigación de casos de significativa complejidad, los que requieren para su indagación un trabajo especializado, exclusivo y excluyente de otras funciones.


Lo anterior lleva a la creación de una fiscalía especializada en criminalidad de alta complejidad, dotada de una estructura acorde a sus necesidades de investigación, capaz de sostener la acción penal en alrededor de doscientas causas anuales que presentan las características señaladas y que determinarán la competencia de esta fiscalía por las materias que tratan. 


Explica el mensaje que las materias que serán de competencia de esta fiscalía serán las relacionadas con las drogas, la corrupción, el lavado de activos, la trata de personas, el tráfico de migrantes, el terrorismo, el control de armas y los delitos de que son responsables las personas jurídicas en la medida que califiquen en criterios de alta complejidad.


Otra de sus características será la supraterritorialidad, pudiendo investigar causas en cualquier región del país; la integración multidisciplinaria y el trabajo interinstitucional y su dirección a cargo de un Fiscal Jefe Especial designado por el Fiscal Nacional en los mismos términos que los fiscales regionales y su integración por fiscales adjuntos. Su sede estará en Santiago no obstante su competencia en todo el territorio nacional.


La implementación de esta Fiscalía Especial significa la incorporación de 83 cargos, con una dotación compuesta por 1 fiscal jefe, 24 fiscales adjuntos y 58 funcionarios.


B. El reforzamiento en la tramitación compleja y menos compleja y creación de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos.


Con esta medida se trata de reforzar el trabajo actualmente desarrollado por el Ministerio Público en la investigación de causas con imputado desconocido, reforzamiento que se complementa con el establecimiento de las Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, a fin de propender a la disminución del archivo provisional de este tipo de causas.


Realiza el mensaje a continuación una comparación estadística entre las causas con imputado conocido y aquellas en que no se conoce al imputado, investigadas en el año 2010, en lo que se refiere al nivel de eficacia en las salidas, señalando que en las primeras, es decir, las con imputado conocido, llevadas a audiencia de control de detención, el 91,3% de los casos tuvieron un término judicial, entre sentencias condenatorias y salidas alternativas; en este mismo tipo de causas pero sin audiencia de control de detención, el 56% tuvo término judicial en las formas señaladas. En cambio, tratándose de causas sin imputado conocido, las salidas judiciales alcanzan sólo al 11,7%, distribuidos entre sobreseimientos definitivos y el ejercicio de la facultad de no investigar, correspondiendo el 88,3% a términos no judiciales, de los cuales el 82,8% fueron archivos provisionales.


Agrega el mensaje que si bien el archivo provisional es una herramienta necesaria para el correcto uso de los recursos públicos, se pretende lograr su disminución por la vía de reformar y mejorar los trámites iniciales de la investigación de delitos de común ocurrencia, como también mediante la constitución de unidades especializadas en el análisis criminal y focos investigativos para detectar mercados delictivos.


En lo que se refiere al fortalecimiento de la tramitación de estas causas, se pretende perfeccionar la capacidad operativa para mejorar la evaluación inicial de los antecedentes, a fin de determinar aquellos casos en que resulta posible obtener una salida que sea de más calidad para las víctimas. El refuerzo de personal que se propone para el tratamiento de este tipo de criminalidad, hace probable la disminución del número de archivos provisionales, estimándose que una vez implementadas estas reformas en su totalidad, se logrará una disminución del 10% del total de ese tipo de salidas, correspondientes a un total de setenta mil casos en un período de cuatro años.


Detallando esta posible rebaja, señala el mensaje que tratándose de archivos provisionales con imputado desconocido, la rebaja del 10% de ellos significaría que en cuatro años 54.600 causas terminarían con una salida judicial, lo que equivale a 13.650 causas anuales.


En el caso de los archivos provisionales con imputado conocido, en que los delitos de amenazas y daños son los más frecuentes, se estima que 15.400 causas podrían concluir con salidas judiciales en cuatro años.


Agrega el mensaje que estos resultados constituyen objetivos reales y ciertos q
ue pueden alcanzarse, para lo cual se incorpora a la dotación del Ministerio Público un total de 161 personas, distribuidas en 23 fiscales, 23 abogados asistentes, 47 técnicos y 68 administrativos.


En cuanto al establecimiento de las Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, las que consisten en equipos de trabajo focalizados que se pretende estatuir a nivel regional y a las que corresponderá diseñar planes de persecución penal estratégica según redes delictuales, superando la lógica del caso a caso. Con ello se busca mejorar la calidad y oportunidad de la respuesta al conflicto penal y fortalecer la persecución sobre focos o mercados delictivos de mayor connotación como también intensificar las labores de análisis y coordinación institucional.


En relación a lo señalado, se crearán cuatro proyectos piloto: dos en la Región Metropolitana, uno en una región con mediana cuantía poblacional y otro en una región con menos habitantes, proyectos que tendrán tres años de duración y en que el método para fijar los indicadores y las metas a lograr se señalan en el proyecto, lo que significa asegurar el aporte financiero y la medición de los resultados, de tal manera de que si tales planes son exitosos, pueda replicarse la experiencia en las demás regiones del país.


Para los efectos señalados, se incorporan al Ministerio Público 22 fiscales que se distribuirán en las fiscalías en que se aplique el proyecto piloto.


Otros compromisos asociados al proyecto lo constituyen: 1° la concentración, en una primera etapa, del trabajo de la fiscalía en los archivos provisionales por delitos contra la propiedad con imputado desconocido, que al año 2011 sumaban 305.338 casos, respecto de los cuales se pretende abordar un 10% del total y lograr se transforme al menos un 5% en causas con imputado identificable; y 2° la posibilidad de identificar quince focos delictivos, es decir, la agrupación de delitos con patrones comunes, los que pueden clasificarse por connotación, lesividad, agresividad de los hechos o necesidades estratégicas como son el robo de cables o de autos en localidades fronterizas, de tal manera de desarrollar métodos de investigación estandarizados que permitan vincular distintos casos en los que confluyen patrones similares de actuación, lo que facilitaría el desarrollo de políticas investigativas adecuadas al tipo de delito que se desea combatir.


C. El fortalecimiento en la atención de víctimas y testigos.


La necesidad de este fortalecimiento, dado el trato personalizado que requiere la atención de víctimas y testigos, lleva a satisfacer las necesidades de dotación, especialmente en lo que se refiere a modelos de intervención y atención inmediata.


Se busca mejorar la percepción y satisfacción de quienes son atendidos por las fiscalías y, especialmente, en atención a la importancia de tal percepción por parte de víctimas de delitos que por su naturaleza, requieren de una atención personalizada, como es el caso de la violencia intrafamiliar o de delitos de connotación sexual, o, en el caso de testigos que requieren dedicación y protección prioritaria para asegurar su testimonio en juicio, se propone un crecimiento de la dotación de personal, incorporando 104 técnicos para mejorar tal línea de acción.


Con lo anterior, agrega el mensaje, se reforzará la atención presencial, procurando que al menos el 60% de los usuarios estime positiva la atención recibida, tanto en la primera línea de acción de esta atención, en que se da respuesta inmediata al usuario en asuntos que requieren una evaluación interna de baja complejidad, como en la segunda línea de acción en que se da respuesta a usuarios críticos.


En lo que se refiere a la tercera línea de acción de atención presencial, que incluye modelos de intervención y atención inmediata para casos urgentes o que requieren trato especial, como violencia intrafamiliar, delitos sexuales, testigos y víctimas, se espera que al menos el 75% de los usuarios sean atendidos conforme a los protocolos establecidos.


D. La superación de soluciones de continuidad en las funciones de los fiscales adjuntos.


Señala el mensaje que con la finalidad de dar continuidad a la labor del Ministerio Público, se consagra la posibilidad de que un ayudante de fiscal pueda realizar las funciones de un fiscal adjunto que se encuentra impedido de ejercer sus labores, cuestión que actualmente sólo puede darse en el caso de las fiscalías unipersonales, en virtud de las modificaciones introducidas por la ley N° 19.806, debiendo el fiscal regional hacer la designación del ayudante quien se desempeñará en calidad de subrogante.


Como no se divisa razón alguna para que tal subrogación no pueda también implementarse en las demás fiscalías, el proyecto establece la institución de la subrogación y suplencia de los fiscales adjuntos por sus ayudantes de fiscal, en términos generales.


Conforme a lo anterior, si un fiscal adjunto se encontrare por cualquier causa impedido de desempeñar su cargo, podrá ser subrogado por un ayudante de fiscal de la misma fiscalía, debiendo el Fiscal Regional efectuar el nombramiento por el tiempo correspondiente al impedimento. El subrogante tendrá derecho a las remuneraciones que correspondan al subrogado si el reemplazo excediere de treinta días.


En el caso de encontrarse vacante un cargo de fiscal adjunto, podrá establecerse la suplencia de ese cargo por un fiscal adjunto o un asistente de fiscal de la misma región. La designación deberá efectuarla el Fiscal Regional por un plazo que no podrá exceder de ciento ochenta días, percibiendo el suplente las remuneraciones correspondientes al cargo que sirve temporalmente.


E. El establecimiento de bases para una carrera funcionaria.


Esta medida tiene por objeto satisfacer las naturales inquietudes de proyección de sus carreras de los fiscales y asistentes de fiscales, por la vía de promover incentivos para la permanencia y continuidad de los funcionarios, aprovechando así su valiosa experiencia en el desempeño de sus labores.


Señala el mensaje que la actual ley orgánica constitucional del Ministerio Público, no contempla disposiciones que desarrollen una carrera funcionaria, por lo que cuando se produce una vacante del cargo de fiscal, necesariamente debe llamarse a concurso público para su provisión; por ello, entonces y con la finalidad señalada, se establece un procedimiento para la promoción de los fiscales adjuntos, consistente en que un porcentaje de los concursos para proveer estos cargos serán de carácter interno.


Termina el mensaje señalando que lo anterior requiere la correspondiente reforma constitucional, la que se tramitará en paralelo a esta iniciativa.


2. La ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.

V. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO.


El proyecto consta de un artículo único que introduce un total de treinta y una modificaciones en la ley N° 19.640, y dos artículos transitorios, todos los cuales se analizarán en el capítulo sobre la discusión en particular.

VI. INTERVENCIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.


1.- Don Teodoro Ribera Neumann, Ministro de Justicia, señaló que la propuesta contenida en este proyecto se hacía cargo de algunas materias que resultaba necesario perfeccionar, razón por la que, en primer lugar, se buscaba focalizar los recursos en pos de una más eficiente persecución criminal en casos de alta complejidad, en los que participan bandas organizadas; se procuraba disminuir los archivos provisionales para lograr resultados más conformes con los objetivos del sistema, tales como sentencias definitivas y salidas alternativas; se pretendía mejorar la atención del público y de los usuarios del sistema, de forma tal que pudieran tener una mejor comprensión del mismo, y se buscaba disminuir la sensación de impunidad por parte de las víctimas.


Rememorando el origen de esta iniciativa, señaló que luego de una reflexión interna, en el año 2009 se había entregado a la anterior Administración, por medio del Ministerio de Hacienda, un anteproyecto de fortalecimiento del Ministerio Público, en el que se consideraba la creación de una Fiscalía de Alta Complejidad; el ajuste de procedimientos para la investigación de causas complejas y menos complejas; el mejoramiento del control de la suspensión condicional del procedimiento y del modelo de atención de víctimas y testigos. Al respecto, la Dirección de Presupuestos encomendó al Banco Interamericano de Desarrollo un estudio sobre dicho anteproyecto, el que fue evaluado positivamente, recomendando la institución internacional un incremento de la planta, con los correspondientes aumentos de costos.


Posteriormente, en atención a la disparidad de pareceres entre el Ministerio Público y el Ejecutivo acerca de la forma de distribución del personal, el primero encomendó, en octubre de 2011, a la Fundación Paz Ciudadana un “Estudio de Distribución de Dotación, Productividad y Mejoramiento de la Gestión del Ministerio Público”. La desinteligencia existente recaía en si debería especificarse en la ley la distribución del personal o dejar ello sujeto a las atribuciones del Fiscal Nacional, cuestión que decía relación con la autonomía del órgano persecutor, puesto que hacía necesario dilucidar si ésta se limitaba solamente al ejercicio de la acción penal o comprendía también la capacidad de redistribución de la dotación. Asimismo, si cabía la posibilidad de que los órganos del Estado podían exigir al Ministerio Público algún resultado en atención a la inversión efectuada. El informe de la Fundación acogió la sugerencia de aumento de personal, planteó la necesidad de explicitar en el proyecto la separación del ajuste aplicable a la criminalidad compleja y menos compleja, distinguiendo entre lo que corresponde a las fiscalías locales para su fortalecimiento y la creación de las Unidades de Análisis Criminal y Equipos de Investigación de Focos, siguiendo la línea planteada por el Banco Interamericano de Desarrollo.


Agregó que durante el trabajo de la Comisión Mixta de Presupuestos, en el año 2011, el Fiscal Nacional reiteró las necesidades de fortalecimiento de la institución, a raíz de lo cual surgió el compromiso de los Ministerios del Interior y de Justicia de elaborar y presentar un proyecto. Durante esa labor se escuchó a los representantes de la Asociación Nacional de Fiscales quienes plantearon sus inquietudes acerca de la suplencia y subrogancia de los fiscales, la conformación de un equipo mínimo de trabajo adscrito al fiscal y el establecimiento de bases para una carrera funcionaria, la que incluía la eliminación de los grados VIII y IX, con lo que se acortaba la carrera y se mejoraban las remuneraciones de quienes ocupaban esos grados.


Finalmente, a petición del Ministerio del Interior, el Ministerio de Justicia, la Dirección de Presupuestos y el Ministerio Público analizaron las ideas básicas del tema debatido, procediendo el Ejecutivo, en base a ese trabajo, a presentar dos iniciativas complementarias: una reforma constitucional para incorporar dentro de las autoridades del Ministerio Público a la Fiscalía Especial de Investigaciones de Delitos de Alta Complejidad, la que tendría competencia supraterritorial y se encargaría de la investigación de casos complejos relacionados con drogas, corrupción y delincuencia organizada, y un proyecto de ley modificatorio de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público en las siguientes materias:

1. Aumento, modificación y mejoras del personal.


Este aumento, que corresponde a alrededor del 10% de la actual planta, contempla para la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad un cargo de Fiscal Jefe, 24 cargos de fiscales adjuntos y 58 funcionarios; para la tramitación de causas complejas y menos complejas 23 fiscales adjuntos y 138 funcionarios; para la atención de víctimas y testigos 104 funcionarios y para el proyecto piloto de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos 22 fiscales adjuntos. En resumen, la planta se incrementaría con un Fiscal Especial, 69 fiscales adjuntos, 53 profesionales, 174 técnicos, 70 administrativos y 3 auxiliares, con un gasto total en régimen de $ 13.542.741.000.


2. Creación de una Fiscalía Especializada en Investigaciones de Alta Complejidad.


La creación de esta Fiscalía deberá hacer más eficiente la persecución de delitos cuya investigación requiere mayor coordinación, dedicación y recursos y liberará de ellos, dada su competencia supraterritorial, a los fiscales adjuntos que no integran su dotación, los que podrán concentrar su trabajo en la investigación de la delincuencia común.


Justificó la creación de esta unidad señalando que había sido una propuesta del Ministerio Público en el marco de su plan estratégico para los años 2009 - 2015, agregando que tendría mayor eficacia para la persecución de los delitos de su competencia, dado que para ello deberá enlazar distintos ilícitos concentrando su labor en forma centralizada, como sería el caso de la investigación de los delitos vinculados al tráfico de estupefacientes.


3. Creación de planes pilotos para Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos.


El control del cumplimiento de objetivos fijados en los cuatro planes piloto, permitirá probar el sistema con miras a su extensión a todo el país.


4. Aumento de personal en la tramitación de causas complejas y menos complejas.


La finalidad de este incremento tendría por objeto disminuir los archivos provisionales de causas y, por la vía de mejorar el análisis de las denuncias, obtener una mayor cantidad de causales de término del proceso, tales como sentencias definitivas y salidas alternativas.


5. Establecimiento de un procedimiento de suplencia y subrogación de fiscales adjuntos.


Con la implantación de este mecanismo de renovación de los fiscales, se pretende evitar que las licencias médicas y el otorgamiento de permisos administrativos, se traduzcan en la pérdida o reducción de estos profesionales, elemento vital para la labor del servicio.


6. Fijación de bases para un procedimiento de promoción interna de los fiscales adjuntos.


Dentro de la idea de una carrera funcionaria, se establece que un 30% de los concursos anuales para la provisión de los cargos de fiscales adjuntos, deberá realizarse en forma interna dentro de la institución.


7. Fortalecimiento de la atención de víctimas y testigos.


Finalmente, explicó que los más de trescientos funcionarios a que se refería el proyecto, se repartirían entre las fiscalías existentes y que los 24 fiscales adjuntos adscritos a la Fiscalía Especial, dado el carácter supraterritorial de ese organismo, deberían absorber causas actualmente investigadas por las fiscalías locales, lo que contribuiría a su descongestión.





En lo que se refería a la distribución de los fiscales adjuntos que aumentarán la dotación del Servicio, no se señalaba su distribución por un problema de constitucionalidad relacionado con la autonomía del Ministerio Público, toda vez que establecer una distribución en la ley implicaría disminuir las atribuciones del Fiscal Nacional como jefe del servicio.


En lo que se refería al planteamiento de la Asociación Nacional de Fiscales, de suprimir los grados VIII y IX con la finalidad de acortar la carrera y mejorar las remuneraciones, dijo estar en desacuerdo por cuanto toda carrera implicaba la existencia de una escala para subir de grado y, más aún, el tema de la carrera el proyecto lo trataba parcialmente con el establecimiento interno de un 30% de los procesos de promoción anual de los cargos vacantes. Asimismo, no le parecía que fuera preocupante la deserción de un total de ciento cincuenta fiscales porque ello ocurría sobre un universo de aproximadamente seiscientos cuarenta de tales funcionarios, desde el momento en que se estableció el Ministerio Público, luego no representaba más de un 2,3% de rotación anual, lo que parecía normal para una institución.


2.- Don Pedro Orthusteguy Hinrichsen, Presidente de la Asociación Nacional de Fiscales del Ministerio Público, inició su intervención, señalando que la entidad que representaba aspiraba fundamentalmente a mejorar el servicio que brindaban y no a crear nuevas instancias o departamentos al interior de la institución. Recordando que en diciembre de 2011 se cumplían once años de la implementación de la reforma procesal penal, período durante el cual la ciudadanía habría presenciado un cambio gradual en el sistema de enjuiciamiento, en que fundamentalmente, se separaban las funciones de investigar y acusar, ahora a cargo de una figura nueva como era el fiscal del Ministerio Público, de la función de resolver, incorporándose los principios de la oralidad, publicidad e inmediación, la consagración de los derechos de las víctimas y el respeto por los derechos fundamentales de las personas, características todas que permitirían considerar a la reforma como uno de los principales logros democráticos de los últimos años. Agregó que la reforma significaba un cambio sustantivo que comprendía la participación de tres actores con funciones claramente delimitadas: los jueces, los abogados defensores y los fiscales, correspondiendo a estos últimos el conocimiento de las denuncias de los delitos, investigarlos, dirigir a las policías, litigar en los tribunales, tanto de garantía como orales y superiores de justicia, y prestar la debida atención a las víctimas y testigos.


Agregó que el objetivo de una política pública en relación a la justicia penal, debía enfocarse en lograr eficiencia en la distribución de los recursos sin dejar de asegurar a la comunidad estándares de calidad y un acceso igualitario a la misma. De aquí entonces que el rol de los fiscales en el nuevo sistema resulte esencial, pues de sus competencias depende la eficiencia de todo el sistema de enjuiciamiento criminal. Un Ministerio Público débil, con fiscales sin la experiencia y el apoyo necesario, dará lugar necesariamente a un sistema judicial ineficiente.


Señaló que de acuerdo a los datos disponibles, a partir del año 2002 la fiscalía había logrado niveles de términos de causas superiores al 85%, con una duración promedio por cada asunto ingresado de no más de cien días de tramitación, siendo los más prolongados los relativos a homicidios, los que no se extienden más allá de los trescientos cincuenta días. Todos estos niveles demostrarían la existencia de un sistema eficiente, basado en instrumentos modernos de implementación y gestión, que da cuenta de procesos de capacitación de primer nivel a que fueron sometidos en un comienzo los diferentes actores, especialmente los fiscales.


No obstante lo anterior, las encuestas demuestran una baja evaluación por parte de la ciudadanía de las instituciones encargadas de perseguir a la delincuencia. Al respecto, señaló que cabía tener presente que cuando se implementó la reforma, se estableció que cada fiscal iba a investigar, en promedio, no más de mil causas al año, todo ello de acuerdo al análisis efectuado entre los año 1995 y 2000 en que se realizó la investigación y el diseño del proyecto que culminó en la ley N° 19.640. Más tarde, una serie de reformas legales fueron incrementando el número de materias que son de conocimiento de la Fiscalía, sin que se tuviera el cuidado de aumentar la dotación que habría podido mantener las proyecciones originales. Así sucedió con la Ley sobre Violencia Intrafamiliar y, luego, con la de Responsabilidad Penal Adolescente, ocasión esta última en que se volvió a discutir la posibilidad de aumento de fiscales, manifestando el Ministro de Justicia de la época que los fiscales estaban en condiciones de asumir mil doscientas cincuenta causas al año.


Agregó, en seguida, que si se comparaba la realidad latinoamericana en relación con la dotación de fiscales, podía constatarse que en ningún país existía una media superior a setecientas causas anuales por fiscal e, incluso, en países como Perú, Colombia y Venezuela la media sería menor de trescientas causas al año.


Mediante un gráfico demostró que mientras Chile registraba un promedio de dos mil trescientas cuatro causas al año por fiscal, los dos países más cercanos, México y Argentina, no pasaban de las seiscientas noventa y una y seiscientas setenta y una, respectivamente. Explicó que el número de denuncias había aumentado a razón de un 10% anual, salvo el año 2010 con ocasión del sismo de la época, llegándose en el año 2011 a un ingreso de un millón trescientos setenta y ocho mil, lo que significaba que la dotación actual de seiscientos cuarenta y siete fiscales adjuntos, se encontrara investigando, en promedio, más de dos mil causas anuales.


Todo lo anterior redundaba en que los fiscales debieran conocer más del doble del número de causas estimadas en un comienzo y, quizás aún más grave, sin contar con el personal de apoyo necesario para brindar atención y protección a las víctimas de los delitos. Al respecto, recordó que en un comienzo se había propuesto que cada fiscal contaría con un abogado ayudante y que de los tres mil seiscientos funcionarios que tendría el Ministerio Público, mil novecientos serían de apoyo directo de los fiscales, de tal manera que éstos contarían con un equipo de 4,6 funcionarios cada uno, lo que contrasta con la realidad en que los persecutores no cuentan con un abogado ayudante ni tampoco tienen el personal administrativo necesario. De acuerdo a la fundación Paz Ciudadana, empleando el mismo mecanismo que se utilizó para la proyección efectuada en el año 1998, el déficit de fiscales y de funcionarios ascendería a un 266%, lo que haría necesaria una inversión de ciento veinte millones de dólares para terminar tal déficit.


Por todo lo anterior la Asociación de Fiscales proponía garantizar en la ley la existencia de un equipo mínimo de trabajo, teniendo presente que en el sistema antiguo, el juez del crimen contaba con funcionarios administrativos, como era el caso de los actuarios, quienes realizaban y encargaban diligencias investigativas a entes auxiliares y con un secretario abogado con quien conocía de las investigaciones, tomando, además, este último, las decisiones en caso de encontrarse el juez momentáneamente impedido. Agregó que si bien durante la discusión legislativa todos los cálculos consideraban un abogado ayudante para cada fiscal, no se contempló este tipo de profesionales de manera específica en la planta ni tampoco que cada fiscal adjunto contaría con un abogado ayudante, señalándose sólo que el Ministerio Público contaría con 880 profesionales, de los cuales solamente 445 se desempeñan como abogados ayudantes, lo que significa que su número sea muy inferior al de los fiscales, de tal manera que estos últimos deben compartir al abogado ayudante con otro fiscal.


Remontándose, luego, a la historia fidedigna de la ley N° 19.640, señaló que uno de los antecedentes que había tenido a la vista entonces esta Comisión, había sido un estudio de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, el que señalaba que la dotación del personal del Ministerio Público alcanzaría a 3617 funcionarios, de los cuales 2975 corresponderían a la dotación de apoyo a los fiscales, lo que significaba que cada fiscal contaría con un equipo de 4,6 personas, entre los cuales se incluía un abogado ayudante, conformando ello el equipo mínimo de trabajo del persecutor. En cambio, el número de funcionarios que se desempeñan actualmente en las investigaciones con los fiscales adjuntos alcanza a 496, pertenecientes a distintos estamentos, no letrados, arrojando un déficit de 798 funcionarios, número necesario para alcanzar la posibilidad de componer el equipo mínimo de trabajo por fiscal, ascendente a un abogado ayudante y dos funcionarios administrativos, en todo caso, menor que los 4,6 que contemplaba el equipo mínimo proyectado. 


Agregó que el equipo de trabajo permitiría manejar una información de mayor calidad en sus causas y dar una atención presencial a las personas, lo que redundaría en una mejor percepción del trabajo que realizan. Por todo lo anterior, proponían igualar el número de abogados ayudantes con el de fiscales adjuntos, de tal manera que cada fiscal pueda contar con uno y duplicar el número de funcionarios de apoyo a la investigación, que permita llegar a dos por cada fiscal. Por tanto, un aumento de 192 abogados ayudantes y de 798 funcionarios administrativos.


Por último, señaló que proponían, además, las siguientes medidas:


a.- establecer concursos públicos solamente para el ingreso como fiscal adjunto, por cuanto actualmente, cada vez que renuncia un fiscal de grado superior al mínimo, los de grado inferior que desean ascender, deben concursar conjuntamente con aquellos foráneos a la Institución que desean ser fiscales y que no tienen experiencia como tales.


b.- Eliminar los grados IX y VIII del escalafón, grados que no existen para los jueces en el Poder Judicial, haciendo presente que la mayoría de los fiscales tiene grados inferiores a los de los jueces ante quienes litigan.


c.- Permitir que en la cúspide de la carrera profesional, exista una simetría entre las retribuciones económicas de los jueces y fiscales, eliminando la limitante que impide a los fiscales adjuntos recorrer todo el escalafón establecido en el artículo 72 de la ley N° 19.640.


d.- establecer en la ley disposiciones que permitan el ascenso progresivo de los fiscales adjuntos, permitiendo profesionalizar la función y que sirva de incentivo para permanecer en la institución.


e.- Por último, si bien el proyecto contemplaba la posibilidad de contar con un servicio sustentable, no les parecía que fuera facultativo para el fiscal regional nombrar en calidad de subrogante de un fiscal adjunto impedido de desempeñar su cargo, a un abogado ayudante de fiscal por el tiempo que durase el impedimento, sino que este nombramiento debiera ser imperativo, por cuanto hoy existía un porcentaje de fiscales mujeres que ejercen su derecho a descanso de maternidad y no están siendo reemplazadas.


3.- Don Marcelo Leiva Peña, Vicepresidente de la Asociación de Fiscales, se refirió a la creciente pérdida de fiscales, señalando que resultaba necesario dar continuidad a las investigaciones, recordando que la labor del fiscal no se limitaba únicamente a su actuación en las audiencias, sino que la mayor parte de ella se desarrollaba en la fiscalía local, en el sitio del suceso, trabajando con las policías, lo cual le daba conocimientos y experiencias difíciles de reemplazar. Lo anterior justificaría la medida que solicitaban de nivelar sus remuneraciones con las del Poder Judicial


Haciendo referencia al Estudio entregado a esta Comisión por la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal del Ministerio de Justicia, a que hiciera referencia el Presidente de la Asociación de Fiscales, señaló que en ella se establecía un mecanismo de remuneraciones diferenciadas para los fiscales y para los funcionarios del Ministerio Público, asimiladas a determinados grados del Poder Judicial, incluidas sus asignaciones.


De acuerdo a ese estudio, el Fiscal Nacional tenía una remuneración equivalente al ingreso bruto del Presidente de la Corte Suprema; los fiscales regionales a la de Presidente de la Corte de Apelaciones de la región correspondiente, y los fiscales adjuntos una remuneración equivalente al grado V, esto es, la correspondiente a los jueces de letras de ciudad asiento de Corte, que, en el caso de desempeñarse como jefe de la oficina local el tope sería el grado IV, correspondiente al ingreso de un ministro de Corte de Apelaciones. Posteriormente, durante el debate en la Sala, se señaló que las funciones que corresponderían a los fiscales adjuntos sería ejercer las funciones y atribuciones del Ministerio Público en las causas de que conocen, sin hacer ninguna diferenciación entre ellos y, por lo mismo, sin nada que justifique una diferencia remuneracional y haciendo referencia a la homologación con las rentas del Poder Judicial. Sería solamente a partir de la indicación presentada por el Ejecutivo el 12 de julio de 1999, en que se hacen diferenciaciones en grados para los fiscales adjuntos.


Señaló que si bien era cierto que el proceso penal se habría diseñado sin contemplar mecanismos que permitieran a los fiscales tener una permanencia prolongada en sus cargos, el tiempo y la experiencia demostraban que la persecución penal requiere profesionales cada vez más experimentados, dada la mayor complejidad de los casos que deben conocer y, también, por la constante mejoría en experiencia, capacidad y condiciones de quienes realizan la defensa de los imputados.


Añadió que si se tenía en cuenta que los fiscales requieren habilidades en ámbitos tan específicos y, a su vez, diversos, como son el investigativo, la litigación ante los tribunales, la dirección y relación con las policías y el contacto con las víctimas, resultaba comprensible que tales habilidades sólo pudieran alcanzarse con el trabajo diario. Lo anterior, colocaba de relieve la pérdida que significaba la renuncia de un fiscal experimentado, ya que ello implicaba no sólo desatención, al menos momentánea, sino que, además, como no es posible ganar experiencia de un momento a otro y dado lo numerosas de estas deserciones, no resultaba aventurado sostener que la persecución penal del Estado estaría siendo llevada a cabo por fiscales cada vez con menos capacitación y experiencia. Estas renuncias, además, implicaban una importante pérdida de recursos, toda vez que los más de ciento cincuenta fiscales que han renunciado desde el inicio de la puesta en marcha de la reforma, han sido debidamente capacitados con fondos públicos que por cada fiscal han significado una inversión de 
$ 27.375.613.-, lo que unido a los procesos de selección y capacitación en el extranjero, alcanzan a montos de más de cuatro mil millones de pesos.


Destacó que los fiscales no contaban con una carrera funcionaria que los incentivara a mantenerse en la Institución o a mejorar sus competencias con estudios o publicaciones. Asimismo, las cargas de trabajo tampoco decían relación con sus rentas, muy por debajo de las del Poder Judicial, circunstancias éstas que serían el principal motivo de las renuncias, dando lugar, a su vez, a largos períodos de vacancia en los cargos y a la correspondiente desatención de las investigaciones.


Resumiendo su intervención, señaló que les parecía necesario antes de la creación de una Fiscalía de Alta Complejidad y al aumento de la planta de fiscales, corregir las siguientes deficiencias de la ley orgánica de la Institución:


a.- Dar cumplimiento a la idea que se tuvo al discutir el proyecto de ley orgánica, en el sentido de que haya un abogado ayudante por cada fiscal, contemplando específicamente en la planta ese cargo. Recordó al efecto que en el sistema antiguo, cada juez del crimen contaba con funcionarios administrativos como eran los actuarios, los que realizaban y encargaban diligencias a entes auxiliares y además con el secretario abogado quien, además, podía reemplazarlo en caso de algún impedimento.


Finalmente, dentro de este mismo punto, insistió en la necesidad de conformar un equipo de trabajo mínimo, dotando al fiscal con dos funcionarios administrativos que puedan apoyar su labor.


b.- Establecer un sistema de subrogancia y suplencia para los fiscales adjuntos en casos de ausencia temporal, porque cada vez que ello sucede, a diferencia de lo que sucede en el Poder Judicial y en el resto de la Administración Pública, no hay quien los reemplace en forma efectiva en las fiscalías con mayor carga de trabajo, a consecuencias de lo cual, las víctimas, testigos y auxiliares de la investigación quedan sin atención. 


La situación descrita que se genera a consecuencias de licencias médicas o maternales o de feriados legales, se reproduce igualmente cuando queda vacante un cargo de fiscal por renuncia de su titular, casos estos últimos en que pueden transcurrir varios meses sin que haya un fiscal que atienda efectivamente las causas. Lo anterior pone de relieve la necesidad de que se faculte al respectivo fiscal regional para que en caso de ausencia temporal o vacancia del cargo de un fiscal adjunto, pueda designar de inmediato a un fiscal subrogante o suplente.


c.- Crear una carrera profesional y establecer incentivos para la permanencia, porque tal como ya lo señaló, la persecución penal requiere de profesionales cada vez más experimentados, cosa que solamente se consigue con el trabajo diario en estas funciones. Al respecto señaló que para subir de grado, un fiscal debe concursar para lo cual el fiscal regional respectivo propone una terna al Fiscal Nacional, mecanismo que solamente debería aplicarse para ingresar al servicio, permitiendo la realización de ascensos mediante una promoción interna.


Reiteró, asimismo, la diferencia con el Poder Judicial en materia de carrera funcionaria, por cuanto los jueces ingresan en grado 7, el que tiene asignación de responsabilidad, lo que no sucede con los grados 8 y 9 del Ministerio Público, lo que les parece inequitativo, dadas las funciones de los fiscales y el hecho de que tales funciones son las mismas.


4.- Doña Natalia Césped Flores, Presidenta de la Federación Nacional del Ministerio Público (Fenamip), señaló que en su intervención se referiría a las diferencias del proyecto respecto de la propuesta efectuada por el Banco Interamericano de Desarrollo, agregando que los funcionarios no fueron invitados a participar en el proceso de discusión prelegislativo de esta iniciativa, razón por la cual resulta deficiente ya que no se escuchó a todas las partes involucradas.


La circunstancia señalada ha hecho que en relación a esta materia existan tres visiones: la primera planteada por el Fiscal Nacional sobre la base del informe técnico elaborado por el Banco Interamericano de Desarrollo; la segunda corresponde al proyecto planteado por el Gobierno, y la tercera la que propone la Asociación Nacional de Fiscales.


Junto con señalar que la Asociación compartía la visión del Fiscal Nacional, señaló que la Institución necesitaba una determinada cantidad de fiscales y funcionarios sin las cuales resultaba imposible mejorar la gestión. Agregó que los únicos elementos técnicos con que se contaba para solucionar este problema lo constituía el informe técnico elaborado por el Banco y por la Fundación Paz Ciudadana, sobre la base del cual debería estudiarse la forma de fortalecer el Ministerio Público y atender sus necesidades.


En cuanto a lo afirmado acerca de la necesidad de contar con una carrera funcionaria y la falta de simetría entre las remuneraciones de los fiscales y de los jueces, también se daba entre los funcionarios del Ministerio y los del Poder Judicial. Agregó que en el Ministerio Público había auxiliares y administrativos que no percibían asignación profesional, cosa que no sucedía en ningún otro servicio público y que, por dar un ejemplo acerca de la diferencia de remuneraciones, señaló que entre un grado 17 del Poder Judicial y otro equivalente del Ministerio Público, ésta alcanzaba a los $ 113.000.


En lo que se refería al problema de la subrogancia de los fiscales, señaló que la propuesta del Gobierno les parecía abusiva, siendo los mismos abogados ayudantes a quienes corresponde dicha subrogación, sus principales opositores. En la actualidad un abogado ayudante trabaja con tres fiscales simultáneamente, por lo que no se ve cómo podría subrogar a un fiscal y, a la vez, continuar colaborando con los otros dos. La solución está en aumentar el número de los abogados de tal manera que cada fiscal pueda trabajar con uno de ellos. Señaló que compartían la propuesta de la Asociación de Fiscales en orden a reforzar los equipos investigativos, aunque actualmente, de acuerdo a la estructura de trabajo de la Fiscalía, había otros funcionarios que también desempeñaban esa función.


Refiriéndose a la estructura del Servicio, indicó que contaba con 3121 funcionarios que trabajaban en las unidades investigativas y en labores administrativas, y 647 fiscales adjuntos; en consecuencia, un 18% correspondía a fiscales y el 82% restante a abogados asesores y asistentes, a sicólogos, asistentes sociales, técnicos jurídicos, administradores y funcionarios administrativos de la Fiscalía.


Procedió, luego, a efectuar una comparación entre la propuesta del Gobierno y la del Banco Interamericano de Desarrollo, señalando que mientras el primero propone incorporar 70 fiscales y 300 funcionarios, el Banco plantea 196 fiscales y 723 nuevos funcionarios, cantidades globales que si se comparan por función, resulta que el Gobierno propone 70 fiscales; 23 abogados, 151 técnicos, 68 administrativos, 3 auxiliares y 58 personas sin especificación alguna. El Banco, en cambio, propone 196 fiscales, 154 abogados asistentes, 144 profesionales, 259 técnicos, 157 administrativos y 9 auxiliares.


Además de lo anterior, del total de 300 funcionarios y 70 nuevos fiscales adjuntos que el Gobierno propone incorporar, 83 de los primeros y 26 de los segundos, se destinarían a la Fiscalía de Alta Complejidad, todo lo cual disminuiría considerablemente el reforzamiento a las fiscalías locales, por todo lo cual pensaban que la constitución de dicha Fiscalía iría en desmedro de las regiones. En efecto, cada fiscal debe atender alrededor de dos mil quinientas causas al año y a la nueva Fiscalía corresponderán solamente alrededor de doscientas; dicho en otras palabras, del millón trescientas mil causas que ingresan al Ministerio Público, solamente doscientas serán vistas por la Fiscalía de Alta Complejidad, todo lo cual los llevaba a sostener que dicha nueva Fiscalía no se justificaba.


Igualmente, la propuesta del Banco Interamericano planteaba crear unidades de análisis de foco criminal, las que deberían trabajar permanentemente con las unidades de tramitación masiva para así lograr mejores resultados en la investigación, pero el proyecto establece las llamadas Unidades de Análisis Criminal como proyecto piloto y limitado sólo a cuatro regiones.


Por último, en lo que se refería a la carrera funcionaria, reiteró la existencia de importantes asimetrías entre las remuneraciones del Poder Judicial y las de los funcionarios del Ministerio, repitiendo la diferencia que había entre el ingreso de un grado 17 del Poder Judicial y uno equivalente en el Ministerio, señalando que ello se debía a que a estos últimos en los estamentos técnico y administrativo no se les pagaba asignación profesional que, en caso de establecérsela, requeriría un financiamiento bastante menor que el que se destina a esta iniciativa.


5.- Doña Carola Díaz Martínez, Vicepresidenta de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio Público, resaltó que al Ministerio Público correspondían dos grandes funciones como eran la persecución del delito y la atención y protección a las víctimas y testigos.


Al respecto señaló que desde el año 2007 han hecho presente la sobrecarga de trabajo que soporta este personal, el que se ha mantenido estable no obstante el crecimiento del país y las nuevas tareas que se le han encomendado. Recordó que inicialmente se había proyectado un ingreso de 800.000 causas al año, pero hoy se está llegando al 1.400.000, todo ello sin considerar el hecho de haber asumido la persecución de delitos de alta complejidad. Explicó que en los últimos cinco años se había registrado un 45% de incremento de causas; un 10% anual de aumento sostenido de denuncias; una tipificación de treinta nuevos delitos; un aumento sostenido en complejidad delictual y un alza en el índice de victimización.


Señaló que la sensación de la población es que la institución no resuelve los problemas que la atañen directamente, por cuanto no tiene respuestas adecuadas, todo lo cual da lugar a un sentimiento de injusticia que le parecía perfectamente válida, pero que pese a ello y a la sobrecarga de trabajo que los afecta, los datos obtenidos de una encuesta efectuada a los usuarios efectivos del sistema, mostraba el compromiso de los funcionarios con la Institución.


Al respecto, exhibió el siguiente gráfico acerca de la satisfacción general por fiscalías.
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Recordó que según el informe del Banco Interamericano, para el fortalecimiento de la Institución deberían incorporarse ochocientos setenta y cinco nuevos funcionarios, de los cuales ciento ochenta y uno deberían ser fiscales, corroborando, además, el déficit de dotación en todo el país.


A su vez, el informe de la Fundación Paz Ciudadana estableció la necesidad de incorporar setecientos cuarenta y tres nuevos funcionarios, de los cuales ciento cincuenta y seis corresponderían a fiscales y quinientos ochenta y siete a funcionarios de distinta especialidad. Estos últimos, que corresponden a un 79% del total, se desglosan en: 15% abogados, 16% profesionales, 21% técnicos y 27% administrativos, para cuya incorporación se propone una implementación gradual en un período de tres años. 


En cambio, el proyecto enviado por el Ejecutivo no considera los informes emitidos por organismos técnicos objetivos y especializados; no mejora la calidad de la persecución penal, no fortalece a los equipos investigativos, no resuelve las actuales demandas y sobrecargas de trabajo, sino que genera nuevas funciones adicionales altamente especializadas y no pone el énfasis adecuado en el problema de la victimización. 


Junto con precisar que solamente se solicitaba que se tomara nota de la opinión de organismos especializados a quienes se pidieron los informes técnicos mencionados, hizo presente que la inversión presupuestada abarcaba un segmento ínfimo en el universo de la actividad del Ministerio Público. 


Más adelante en su exposición, sostuvo que la iniciativa vulneraba dos importantes derechos, porque, en primer lugar, discriminaba a los ciudadanos que denuncian los delitos masivos o más comunes, en atención a que se brinda un trato especial a los delitos más complejos, agregando que todas las víctimas y testigos requieren que se les otorgue un trato similar, corriéndose, además, el riesgo de que el trabajo cotidiano pase a un segundo plano; en segundo lugar, se generaba una discriminación entre los funcionarios, porque el proyecto de ley sólo incluye aumentos de remuneración para los fiscales, sin atender las necesidades del 82% de los funcionarios del Ministerio Público. 


Desde otro punto de vista, hizo presente que por ser el Ministerio Público un órgano constitucional autónomo, no existe fiscalización respecto del cumplimiento de las normas laborales en su interior. No hay donde presentar reclamos en esta materia, dado que tanto la Inspección del Trabajo como la Contraloría General de la República señalan que carecen de atribuciones en atención a la naturaleza jurídica de la Institución. A su juicio, tal autonomía diría relación sólo con la persecución penal y no con otros ámbitos. En todo caso, dado que la Contraloría General de la República tiene competencia en variadas áreas del quehacer del Ministerio Público, no creía que hubiera obstáculos para que ejerciera sus atribuciones generales para regular la relación laboral del trabajador con esta Institución en asuntos como turnos y bonos. 


Señaló, asimismo, que debería considerarse la situación que afecta a los auxiliares de la Fiscalía, por cuanto el grado de este estamento no se encuentra conciliado con el homólogo de la escala de sueldos del Poder Judicial. Insistió en que para la Institución estos funcionarios constituían un recurso humano más relevante de lo que reflejaba su condición estatutaria, por cuanto asumía labores de alta responsabilidad, como conducción de vehículos, manejo de especies en custodia, tareas administrativas, etc.. La falta de proyección de este estamento, al tener sólo una posibilidad de ascenso, ocasionaba desmotivación y provocaba en los funcionarios una sensación de injusticia. 


Finalmente, solicitó se considerara la posibilidad de retribuir la dedicación exclusiva que se exige en el Ministerio Público, agregando que la Institución no pagaba horas extras a profesionales y técnicos, situación que se traducía en un trato desigual respecto de otros profesionales y técnicos del Estado que si reciben un bono por dedicación exclusiva, como ocurre en el Servicio de Impuestos Internos, la Tesorería General de la República y la Contraloría. 


Terminó señalando que esta situación contrariaba el derecho de las personas de emplearse laboralmente en tiempos no dedicados a las funciones para las que fue contratada, situación anómala que podría enfrentarse sea mediante la eliminación de la prohibición de dedicación exclusiva, permitiendo el desarrollo de actividades en áreas diferentes al quehacer de la Fiscalía, sea por medio del establecimiento del pago de un bono permanente a profesionales y técnicos para compensar la restricción impuesta. 


6.- Don Sabas Chahuán Sarrás, Fiscal Nacional del Ministerio Público, expresó que todos quienes lo antecedieron en el uso de la palabra ante esta Comisión, han coincidido en la necesidad de fortalecer el Ministerio Público. 


Con respecto a lo expuesto por los representantes de la Asociación Nacional de Fiscales, manifestó que dos de las tres peticiones que solicitan guardan coherencia con los deseos compartidos por todos quienes participan en la Institución y que dicen relación con la carrera funcionaria y con la suplencia y subrogación de fiscales La diferencia, no obstante, dice relación con el equipo mínimo de trabajo. Esta divergencia tiene relación con los siguientes aspectos:


Dicha Asociación plantea que el plan de fortalecimiento impulsado por la Fiscalía Nacional podría insertarse en una suerte de segunda etapa de modificaciones, pero lo que a ellos urge tiene que ver con el fortalecimiento del equipo mínimo de trabajo, pero tal como lo han expuesto las otras dos Asociaciones, ese equipo mínimo es incompatible con la estructura que el propio Ministerio Público se ha dado en materia de gestión interna. En efecto, los ciento noventa y dos abogados ayudantes y setecientos noventa y ocho funcionarios no profesionales que la Asociación de Fiscales propone incorporar, tienen un costo permanente de 19.200.000 de dólares; la propuesta vinculada a la suplencia o subrogancia de fiscales se estima que aumenta los gastos en alrededor de 1.064.000 dólares y lo que dice relación con la carrera funcionaria tendría un costo 8.996.000 dólares, arrojando todo ello un total de alrededor de 28 millones de dólares, sin considerar, además, una serie de costos asociados a remuneraciones que la Asociación no considera, como son los aportes patronales, el Bienestar, las horas extraordinarias, los viáticos, la asignación de zona, entre otras. Tampoco incorpora el costo que significan las licencias maternales y las médicas. 


Sin perjuicio de lo anterior, aseveró no compartir la idea que apunta a que sólo existiría una carencia de fiscales, ya que también faltan funcionarios. 


Explicó que la Fiscalía Nacional diseñó un plan estratégico que cuenta con una visión de gestión y fue confeccionado sobre la base de unidades de tramitación de causas menos complejas o unidades de tramitación masiva. En la confección del citado plan participaron fiscales, profesionales y técnicos, aclarando que los treinta y dos fiscales y diecisiete fiscales jefes que participaron, no lo hicieron en representación de la Asociación de Fiscales, pero sí de sus pares, siendo ésta la primera vez en la historia del Ministerio Público que fiscales jefes expusieron en un Consejo General de esta Institución.


Haciendo historia, señaló que un primer proyecto de fortalecimiento del Ministerio Público se hizo en conjunto con el Ministro de Justicia de la anterior administración, exigiendo el Ministro de Hacienda de la época un estudio internacional, introduciéndose la glosa correspondiente en el proyecto de presupuestos para el año 2010, por la que se encargaba al Banco Interamericano de Desarrollo un estudio sobre la real carga de trabajo de los fiscales. 


El mencionado estudio, concretado a raíz del convenio firmado por el actual Ministro de Hacienda, contempla los siguientes grandes ejes temáticos o proyectos: a) una Fiscalía de Alta Complejidad; b), mejorar la atención a víctimas y testigos, mediante centros de llamado o call center u otras medidas, c) control de la suspensión condicional del procedimiento; d) tramitación de causas complejas y menos complejas y e) unidades de análisis criminal por cada Fiscalía Regional.


Tales ejes tienen por objeto atacar mercados delictivos y disminuir ciertos fenómenos como las causas que terminan en archivo provisional por falta de antecedentes. Dicha estructura de gestión se aparta de la propuesta mínima planteada por la Asociación de Fiscales 


Sobre la base de tal estructura, expuso mediante un cuadro, el incremento de dotación solicitado por el Ministerio Público, lo ingresado efectivamente al Congreso Nacional y la diferencia entre una y otra: 
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Sin perjuicio de valorar el proyecto enviado por el Gobierno, estimó que resultaba absolutamente insuficiente y, más aun, encerraba un vicio de constitucionalidad en las normas transitorias, por cuanto siendo el Ministerio Público un ente autónomo, no se le pueden imponer metas de persecución criminal. 


En lo que decía relación con la eventual distribución de la dotación que se requiere, cuestión de resorte exclusivo de la Fiscalía, señaló que existía un estudio de la Fundación Paz Ciudadana, del propio Ministerio Público y de los expertos que participaron en la reforma procesal penal, profesores señores Mauricio Duce y Cristián Hernández, sobre la distribución tentativa de esa nueva dotación, la que atendía a variables de dispersión geográfica, nivel de ingreso, productividad, a objeto de incorporar las diferencias entre regiones. Las dotaciones que se asignaron buscaban permitir viabilidad y sustentabilidad a los proyectos en el mediano y largo plazo, considerando generar economías de escala y flexibilización en la generación de equipos de trabajo, además de definir una gradualidad acelerada por proyecto y con una inversión de recursos cercana al 50%, para generar un impacto real en la ciudadanía y que no se lo considerara como un plan piloto. 


De acuerdo a lo anterior, se llegó a la siguiente distribución:
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En lo que dice relación con la distribución para la tramitación de los casos menos complejos, la distribución sería la siguiente:
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Explicó que en esta forma se pretendía reforzar las actuales unidades de tramitación de casos menos complejos (TCMC), mejorar la calidad de la evaluación inicial de los antecedentes y la de los procesos administrativos. 


En relación a la creación de la Fiscalía de Alta Complejidad, sostuvo que ella podría abordar asuntos como el llamado “Caso Bombas”, “La Polar” y otros similares y, si bien era efectivo que dicha entidad atendería pocas causas, no más de trescientas, en comparación con el número total que ingresan al sistema, también era cierto que su competencia abordaría temas como lavado de dinero, crimen organizado, corrupción, incluyendo también el gran narcotráfico, tráfico de migrantes y trata de personas, siendo de interés del Ministerio Público que se amplíe a otros delitos de gran complejidad. Agregó que esta unidad evitaría que se sustrajeran funcionarios de fiscalías locales para atender estos casos de gran complejidad. 


En cuanto a la afirmación que se había hecho acerca del abandono de la Institución por alrededor de ciento cincuenta fiscales, sin dejar de considerarlo grave, precisó que ello había ocurrido en un lapso de diez años, como tampoco que no era efectivo que cuando un fiscal dejaba el Ministerio Público las víctimas quedaban en el desamparo, porque si ello fuera cierto, la misma situación se produciría cada vez que se nombrara un fiscal regional, dado que el fiscal que asume ese cargo debería “abandonar” sus causas. 


Reiteró que, aunque valioso el mejoramiento que contemplaba la iniciativa, resultaba insuficiente, puesto que la Fiscalía había solicitado 181 fiscales, 118 abogados asistentes, 139 profesionales, 180 técnicos, 205 administrativos y 3 auxiliares, sumando en total 826 nuevos funcionarios, petición que se había hecho en base a los informes emitidos por el Banco Interamericano de Desarrollo y por la Fundación Paz Ciudadana, no obstante lo cual el incremento de funcionarios que contemplaba el proyecto ingresado al Congreso Nacional alcanzaba a 370 personas, de las cuales sólo 70 eran fiscales. 


En lo que decía relación con el planteamiento efectuado por la Asociación de Funcionarios del Ministerio Público, indicó que no compartía la sugerencia efectuada por ésta, en orden a solicitar la fiscalización de la Inspección del Trabajo y de la Contraloría General de la República respecto de las condiciones laborales de los funcionarios de la Institución que encabezaba, por cuanto no correspondía que órganos constitucionales autónomos se sometieran a la fiscalización de las entidades antes indicadas. Igualmente, tampoco compartía la propuesta de eliminar la dedicación exclusiva que se exige a los fiscales, porque ello afectaría su independencia. 


Por último, insistió en que el aumento de dotación que se había solicitado tenía por objeto terminar con el agobio que día a día padecían los fiscales, pero que, en todo caso, el grueso de las propuestas efectuadas, decían relación con medidas innovadoras y con proyectos nuevos que servirían para efectuar una mejor persecución penal. 


Ante la afirmación del diputado señor Araya acerca de la sensación existente en cuanto a que los fiscales no estarían realizando de manera adecuada su trabajo, reconoció la existencia de tal sensación, pero la consideró injusta, porque de acuerdo a las estadísticas, el 96% de los requerimientos que se formulaban al Ministerio eran contestados en un día. En lo que se refería al alto número de archivos provisionales, explicó que se trabajaba conjuntamente con Carabineros en su disminución, porque esa cifra no era sólo responsabilidad de la Fiscalía.


En lo que se refería a la Unidad de Análisis Criminal, explicó que el proyecto creaba este programa piloto denominado “ Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, al que se destinarían 22 fiscales, que se desempeñarían en alguna de las siguientes fiscalías regionales, de acuerdo a la siguiente distribución: 16 fiscales adjuntos en dos fiscalías regionales de la Región Metropolitana; 5 fiscales adjuntos en una fiscalía regional de la II,VI, VII, IX o X Región, a elección del Fiscal Nacional, y 1 fiscal adjunto en una fiscalía regional de la III, XI, XII, XIV ó XV Región.

VII.- DISCUSIÓN GENERAL


a.- Debate previo.


Durante la discusión acerca de la idea de legislar, el diputado señor Araya señaló que luego de diez años de vigencia de la reforma procesal penal, resultaba necesario revisar sus disposiciones, especialmente en lo que se refería al rol de la víctima y del querellante, el que aparecía disminuido. En lo que decía relación con el proyecto mismo, señaló que no le convencía la forma en que se enfrentaba la intención de fortalecimiento del Ministerio, porque no apuntaba a la primera línea de acción en contra de la delincuencia; no se había considerado el estudio efectuado en el Gobierno anterior acerca de las necesidades del Servicio. No creía que se solucionaran los problemas existentes con la creación de la Fiscalía de Alta Complejidad, la que además de captar una cuarta parte de la nueva dotación que se propone, los delitos que investigaría en relación con el total de ingresos, constituirían una cantidad ínfima. Asimismo, le parecía dudoso que se lograra un efectivo fortalecimiento de las fiscalías locales con la cantidad de nuevos cargos de fiscales que se creaban. A su parecer, no se visualizaba en esta iniciativa la existencia de una política criminal sino más bien una reacción frente a determinados delitos, según cual fuera su interés para los medios de comunicación.


El diputado señor Harboe recordó que tras haberse reunido con la Directora de Presupuestos hace tres años atrás, se le aseguró que una vez recibido el estudio elaborado por el Banco Interamericano de Desarrollo, se remitiría el correspondiente proyecto de ley al Congreso. Sin embargo, en lugar de eso, recibido el estudio, se encargó uno nuevo a la Fundación Paz Ciudadana. En todo caso, el proyecto enviado a trámite legislativo no decía relación con las reales necesidades del Ministerio Público, no seguía las directrices del informe del Banco el que sugería más funcionarios y fiscales que los estimados por el Fiscal Nacional en su plan de fortalecimiento, todo lo cual significaba más recursos. 


Recordó que en los estudios y simulaciones efectuados en el Congreso al aprobarse la reforma procesal penal y, especialmente, la ley orgánica del Ministerio Público, se señalaba que cada fiscal se haría cargo de alrededor de 1.200 causas, pero, en la práctica, con la aprobación de las leyes sobre violencia intrafamiliar y responsabilidad penal juvenil, se produjo un aumento sostenido de ingresos que, en la actualidad, significa un promedio de 2304 causas por fiscal, bastante más elevado que el promedio de 700 causas que existe en América Latina. En el caso de la dotación, señaló que en el país existía un fiscal por cada 25.974 personas, en comparación con el promedio aproximado de 14.000 por persona en el resto del subcontinente, lo que evidenciaba un fuerte déficit, producto de la evolución de la reforma, la aprobación de nuevas leyes y de la experiencia práctica, todo lo cual había superado con creces las expectativas y hacía imprescindible el aumento de la dotación.


Hizo presente que una de las razones determinantes para la elección del actual Gobierno, lo había sido su agenda de seguridad, por lo que prometer más seguridad significaba que debía dedicarse con eficiencia a ello y, además, fortalecer al Ministerio Público para disminuir la impunidad en forma concreta y no solamente la sensación de inseguridad que tiene la población. No obstante, contrariamente a las intenciones del Gobierno, en el presente año el índice de victimización había experimentado un alza de 10,3%, el que era muy alto y que, por lo demás, coincidía con la tasa de delitos de mayor connotación social y con las cifras de ingreso del Ministerio Público que en un año habían aumentado en un 10,5%.


Como ejemplo de lo anterior, señaló que los hogares afectados por el delito de robo con fuerza habían aumentado en un 34%, lo cual unido a los antecedentes que había señalado, exigían una urgente implementación de políticas públicas orientadas a frenar este flagelo, pero contrariamente a la idea de proponer un fortalecimiento de la Fiscalía en los ámbitos que efectivamente se requería, vale decir, en las fiscalías locales, se optaba por la creación de una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, a la que se destinará casi el 25% del presupuesto estimado para el financiamiento del proyecto y a la que corresponderá conocer únicamente del 0,01 % de ingresos; en otras palabras, se asignará una gran cantidad de recursos del Estado para la creación de una unidad que no solucionará el problema del déficit de la dotación de fiscales y funcionarios ni el aumento de la criminalidad. Agregó que ello era así porque las causas que serán de competencia de esta Fiscalía especial, no están relacionadas con los ciudadanos comunes y corrientes y porque el incremento de los recursos humanos para las fiscalías locales resulta claramente insuficiente al tenor de los datos estadísticos reseñados.


Explicitando aún más su posición, indicó que el 40,6% de los ingresos del Ministerio Público corresponde a delitos contra la propiedad; el 13,9% a lesiones y el 12% a delitos contra la libertad personal o la intimidad, los que no obstante su mayor ocurrencia, no serán de conocimiento de la Fiscalía especial. En todo caso, compartía la idea de establecer dicha Fiscalía especial pero le parecía fundamental superar primero los déficit estructurales básicos que inciden en un tema tan sensible como es la delincuencia, para lo cual resultaba imprescindible apoyar la labor operativa de los fiscales. De acuerdo a lo anterior, fue partidario de solicitar tanto al Ministerio de Justicia como a la Fiscalía Nacional, un reestudio de la iniciativa y que los recursos contemplados para la Fiscalía especial sean redestinados a aumentar las dotaciones de fiscales y de funcionarios auxiliares.


En cuanto al problema del personal y a la carrera funcionaria, señaló que desde la implementación de la reforma han renunciado más de 150 fiscales y cerca de 140 funcionarios en todo el país, tendencia en aumento que se debe en parte al nivel de remuneraciones y, fundamentalmente, a la ausencia de carrera. Recordó que la formación de un fiscal le significaba al Estado alrededor de $ 27.000.000. y que había casos en que la falta de dotación daba lugar a situaciones límites, como sucedía con funcionarios que cumplían dos o tres turnos, sin ningún tipo de incentivo o retribución, a fin de evitar que las causas quedaran sin apoyo administrativo.


Por último, agregó que no tenía sentido mantener en la escala de fiscales los grados VIII y IX, los que habían sido eliminados de la escala del Poder Judicial, creando una situación asimétrica entre ambos escalafones.


El diputado señor Rincón demostró preocupación por los problemas de dotación que limitaban la capacidad para atender la gran cantidad de causas que atochaban a las fiscalías locales, ejemplificando con la situación en la VI Región en que cada fiscal debe hacerse cargo de cerca de 2.700 causas, lo que significa que la simple presentación de una licencia médica puede ocasionar serios problemas al trabajo investigativo. En este aspecto, el proyecto resultaba insatisfactorio, aún cuando reconoció que se intentara regular la subrogación y la carrera funcionaria, pero echó de menos la capacitación, opinando que el Estado debería implementar una política para abrir las instancias pertinentes de especialización en áreas fundamentales como la investigación de delitos de alta complejidad. A su juicio, debería priorizarse la conceptualización de este tipo de delitos a fin de aclarar las razones por las cuales no se considera como tales, ilícitos como la pornografía y la prostitución infantil, dada su fuerte connotación social.


Estimó importante el perfeccionamiento de los fiscales y de la carrera funcionaria.


El diputado señor Díaz resaltó la importancia del actual proceso penal y precisó que los ajustes que se analizaban no cuestionaban para nada su esencia. Señaló haber consenso en la necesidad de fortalecer el Ministerio Público y el problema de déficit de personal, problemas ambos para cuya solución existían distintas ponencias. Creía necesario tener en cuenta a este respecto las causas de la superación de las proyecciones iniciales en materia de ingresos y equipos de trabajo y los supuestos en que se basó el sistema, todos los que eran identificables. A su parecer, deberían analizarse variables como la cantidad de causas por fiscal, el número de fiscales por habitantes y el equipo básico necesario para el cumplimiento de sus funciones por parte del fiscal. Recordó que de acuerdo a los estudios preliminares, se había determinado una dotación de 4,6 personas por fiscal, cuestión que el proyecto no abordaba porque ni siquiera establecía la distribución de los nuevos cargos de fiscales y funcionarios que no estaban destinados a la Fiscalía Especial.


En cuanto a la creación de la Fiscalía Especial dijo no tener objeciones, pero creía que debería priorizarse el déficit de fiscales en las distintas regiones del país y otras carencias de las fiscalías locales, ya que ello respondía a las necesidades y aspiraciones de las personas en torno al sistema procesal penal.


El diputado señor Cornejo coincidiendo con la necesidad del proyecto, manifestó su preocupación por la escases de fiscales y de funcionarios del Ministerio Público, lo q
ue sumado al incremento de la delincuencia, hacía que recibiera constantes quejas de la población en relación con el funcionamiento de las fiscalías, circunstancia que evidencia incapacidad logística de estas instituciones y el consiguiente peligro de deslegitimarse el Ministerio Público ante la población. Entre los comentarios que había recibido, figuraba el que los mismos fiscales argumentaran que en razón de la recarga de trabajo que debían soportar, daban preferencia a la investigación de delitos de mayor gravedad, dejando de lado aquellos de menor trascendencia social, lo que, sin duda, llevaría a las personas a no encontrar sentido concurrir a las fiscalías, dados sus magros resultados en la solución de sus problemas.


Lo anterior lo hacía considerar grave que se escatimaran esfuerzos en el fortalecimiento de la Institución, la que podría terminar ocupándose únicamente de los delitos que son materia de noticia. Por lo anterior, aun cuando no tenía reparos en la creación de la Fiscalía Especial, sin perjuicio de observaciones específicas, tenía claro que ésta no constituía una prioridad y, por lo mismo, parecía exagerado el interés en su constitución, debiendo, como debería ser, apuntarse al fortalecimiento de las fiscalías locales porque a ellas concurre la gente en busca de solución a sus dificultades.


El diputado señor Squella valoró el proyecto y la forma en que el Gobierno se había hecho cargo de la prevención, pero coincidió con las opiniones emitidas en el sentido de que debía fortalecerse el Ministerio Público, sin ahorrar esfuerzos para brindar mayor seguridad a la población por la vía de combatir la delincuencia. Reconoció la insuficiencia de la iniciativa y de lo ideal que habría sido desplegar un mayor denuedo que pudiera traducirse en resultados concretos en el caso de los delitos que generan mayor temor en la comunidad. Asimismo, aun cuando estimó positiva la creación de la Fiscalía Especial, coincidió con el juicio de que su existencia no tendría mayor repercusión en el control de los delitos que más afectan a la población, aún cuando podría ser útil para descongestionar el trabajo de las fiscalías locales, las que podrían tener más espacio para la investigación de esos ilícitos.


Creía necesario establecer incentivos para la disminución de los archivos provisionales, de tal manera de premiar el aumento de las sentencias de término y las salidas alternativas, como también introducir modificaciones en materia de responsabilidad de los fiscales.


El diputado señor Cristián Mönckeberg señaló plegarse a los comentarios formulados y aun cuando valoró el proyecto, señaló que la solución que se proponía, se orientaba en un sentido diverso al que pretendía la Comisión. Asimismo, estimó que la enumeración de delitos de alta complejidad que se incluían en el artículo 37 A del proyecto, parecía ser arbitraria, porque no divisaba las razones para que otras figuras delictivas no pudieran compartir tal connotación.


Indicó, igualmente, ser partidario de considerar en el proyecto aquellas iniciativas que establecen responsabilidad de los fiscales por los errores que cometan, como también que la exigencia que se establecía en el inciso tercero del artículo transitorio, en cuanto a la celebración de un convenio entre la Fiscalía Nacional y los Ministerios de Hacienda y de Interior y Seguridad Pública para fijar metas asociadas al programa de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, significaría una especie de auditoría al Ministerio Público, cuestión que contrariaba el carácter autónomo de esa Institución.


El diputado señor Burgos expresó dudas acerca de la conveniencia de la creación de la Fiscalía de Alta Complejidad, para lo cual, incluso, sería necesario efectuar una reforma constitucional. Crear una unidad como la que se pretendía significaría también crear una nueva categoría de delitos, en circunstancias que si el Fiscal Nacional estimara necesario reforzar una investigación determinada, nada podría optar a que tomara las decisiones que considerara más adecuadas para ello.


b.- Nueva propuesta del Ejecutivo. Fundamentación.


La señora Ministra de Justicia procedió a efectuar una reseña de las propuestas contenidas en el proyecto, señalando que:


1° Se creaba una Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, dependiente del Fiscal Nacional, la que comprendería un Fiscal Jefe, asimilado a un Fiscal Regional; 24 fiscales adjuntos,30 profesionales, 23 técnicos, 2 administrativos y 3 auxiliares.


2° Se aumentaba el personal destinado al tratamiento de causas de menor y mediana complejidad, agregando 23 fiscales adjuntos,23 profesionales, 47 técnicos y 68 administrativos.


3° Se creaban Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos a las que se destinaban 22 fiscales adjuntos a quienes correspondería realizar funciones de inteligencia en materia de persecución penal.


4° Se fortalecía la Atención a Víctimas y Testigos mediante la incorporación de 104 técnicos en un “call center”, con el objeto de perfeccionar la forma en que se proporciona información a las víctimas.


5° Se establecía un régimen general para la subrogación de los fiscales adjuntos, correspondiendo ello a los abogados asistentes de fiscal en todas las fiscalías y ya no sólo en las unipersonales como es actualmente, lo que daría una mayor flexibilidad y cobertura.


6° Se establecían las bases para una carrera funcionaria por medio de la incorporación de mecanismos que permitirán la realización de concursos internos, no más del 30%, para que el Fiscal Nacional provea cargos de fiscales adjuntos.


Señaló, a continuación, que el Ejecutivo había acogido las observaciones que formulara la Comisión y, con tal objeto estudiaba una indicación que contemplaba los siguientes aspectos: 


1° Se suprimía la Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad.


2° Se redistribuía la dotación prevista para la Fiscalía mencionada en las regiones con dos objetivos: investigar causas de alta complejidad a nivel regional y, si no hay requerimientos para ello, causas de tramitación menos compleja. Como efecto de lo anterior, se contaría con 48 fiscales adjuntos adicionales y 38 profesionales, dedicándose 24 de unos y otros a investigaciones de alta complejidad, debiendo el resto abocarse al tratamiento de causas de menor y mediana complejidad.


Lo anterior conferiría más flexibilidad a las regiones en lo que respecta a sus cargas de trabajo e implicaría un aumento de la dotación en 24 fiscales y 8 profesionales en comparación con el proyecto original.


3° Se clasifican las Fiscalías Regionales por tamaño, grande, mediano y pequeño, para determinar, cuando corresponda, aquellas en que se aplicarán los programas pilotos de “Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, atendiendo, por ejemplo, al número de ingreso de causas.


4° Se aumenta el porcentaje de concursabilidad interna para cargos de fiscales, de 30% a 50%.


5° Se crea un sistema de ascensos para los fiscales, el que será de carácter técnico y reglado y que permitirá el acceso sucesivo a grados inmediatamente superiores. Asimismo, los procesos de promoción interna tendrán la habitualidad necesaria como para incentivar la permanencia en el Ministerio Público, aplicando un sistema que garantice su publicidad y transparencia.


Los requisitos para ascender exigen a) una permanencia mínima en el grado que ocuparen al momento de postular. Dicha duración es de carácter progresivo, de tal manera que para llegar a los grados más altos, mayor deberá ser la permanencia en el grado anterior; b) no haber sido sancionado en los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa; c) Haber sido calificado con nota sobresaliente en la evaluación de desempeño individual en los últimos tres años y d) Haber aprobado durante el tiempo de permanencia en el grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien, un examen de conocimientos en las condiciones que se determinen por el Fiscal Nacional.


Agregó que se establecía un tope porcentual para la promoción en los distintos grados, estableciéndose, para el caso de excederse dicho tope, un sistema de priorización sobre la base de la mejor nota en la evaluación de desempeño individual en los últimos tres años. De mantenerse la igualdad, se priorizaría la mayor antigüedad en la Institución.


c.- Votación general.


La Comisión, luego de tomar conocimiento de los términos de la indicación anunciados por la señora Ministra y recibir una completa exposición de la Fiscal Nacional subrogante señora Solange Huerta Reyes, acerca de las razones que justifican las necesidades de fortalecimiento institucional, los estudios realizados, el aumento de la delincuencia y nuevas formas de criminalidad, el constante incremento del ingreso de causas, las necesidades de aumento de dotación y el desglose de ella y, finalmente, la comparación entre la propuesta del Banco Interamericano de Desarrollo y la del Ejecutivo, procedió a aprobar la idea de legislar por unanimidad, con los votos de los diputados señores Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Marcelo Díaz, Cristián Letelier, Cristián Mönckeberg, Ricardo Rincón y Arturo Squella


d) Discusión particular


El proyecto original consta de un artículo único por el cual introduce treinta y una modificaciones en la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público y dos disposiciones transitorias, todos lo que la Comisión acordó tratar separadamente.


Indicación del Ejecutivo.


En razón de presentar el Ejecutivo una indicación por la cual, conjuntamente con introducir modificaciones sustanciales en el artículo único original, agregó un artículo 2°, propuso sustituir en el encabezado las expresiones “Artículo único” por “Artículo 1°”, la que se aprobó sin debate, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Números 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8.- ( se suprimen)


Estos números modifican los artículos 8° inciso cuarto; 9° incisos primero y segundo; 9° bis; 9° ter incisos primero y segundo; 12 inciso primero; 17 letras e), f) y g); 19 incisos primero y tercero, y 23 inciso primero, respectivamente.


Las disposiciones mencionadas, en las partes que se las modifica, se refieren:

La primera a la posibilidad de denegar la entrega de documentos o antecedentes requeridos en virtud del carácter público de los actos administrativos del Ministerio Público, según calificación que efectúen el respectivo Fiscal Regional o el Fiscal Nacional, en su caso.


La modificación agrega entre quienes califican al Fiscal Jefe Especial


La segunda a la obligación del Fiscal Nacional, de los Fiscales Regionales y fiscales adjuntos de efectuar una declaración jurada de intereses y de remitir una copia de ella a la oficina de personal de la Fiscalía Nacional y de la respectiva Fiscalía Regional.


La tercera a la obligación del Fiscal Nacional, de los Fiscales Regionales y fiscales adjuntos de efectuar, antes de asumir sus cargos, una declaración jurada de no tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas o, que si la tuvieren, sería por razones médicas.


La cuarta a la obligación del Fiscal Nacional, de los Fiscales Regionales y fiscales adjuntos de efectuar una declaración jurada de patrimonio y de mantener una copia de ella para consulta pública en la oficina de la Fiscalía Nacional o de la respectiva Fiscalía Regional.


La modificación en estos tres casos incluye en la correspondiente obligación al Fiscal Jefe Especial.


La quinta se refiere a los órganos del Ministerio Público y a su organización.


La modificación agrega en la organización al Fiscal Jefe Especial.


La sexta se refiere a las atribuciones del Fiscal Nacional, indicando en su letra e) la de nombrar y solicitar la remoción de los fiscales regionales; en su letra f) la de resolver las dificultades que se susciten entre los fiscales regionales, y en su letra g) la de controlar el funcionamiento administrativo de las Fiscalías regionales


La modificación incluye en la letra e) al Fiscal Jefe Especial; en la letra f) las diferencias entre los fiscales regionales y el Fiscal Jefe Especial y la de remitir en estos casos los antecedentes a la Fiscalía que corresponda, incluida la especial, y la obligación del Fiscal Nacional de informar de estas controversias al Consejo General.; en la letra g) incluye a la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.


La séptima se refiere a la facultad excepcional del Fiscal Nacional de disponer que un determinado Fiscal Regional asuma la dirección de la investigación de hechos delictivos caracterizados por su gravedad o complejidad


La modificación suprime la caracterización de complejidad del hecho delictivo y permite que en los casos que el Fiscal Nacional deba designar a un Fiscal Regional para que actúe en un territorio distinto al de su competencia, pueda recurrir, según el caso, a la Fiscalía Especial.


La octava establece el mecanismo de subrogación del Fiscal Nacional.


La modificación incluye en el primer lugar del orden de subrogación al Fiscal Jefe Especial.


El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir estos ocho números en atención a haberse desistido de la creación de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.


No se produjo debate, aprobándose la indicación por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 9.- (pasó a ser 1)


Modifica el inciso primero del artículo 24, el que dispone que el Consejo General estará integrado por el Fiscal Nacional, quien lo presidirá, y por los fiscales regionales.


La modificación incluye en esta integración al Fiscal Jefe Especial.


El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir este número por una modificación al inciso primero del artículo 16, el que señala que el Fiscal Nacional durará diez años en su cargo y no podrá ser designado para el período siguiente.


La modificación en este caso, se remite a sustituir “diez años” por “ocho años”.


No siendo la modificación más que una adaptación a la disposición constitucional que limita el período a sólo ocho años, se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 10.- (se fusionó con el anterior)


Modifica el inciso primero del artículo 30, norma que señala que los Fiscales Regionales durarán diez años en el ejercicio de sus funciones y no podrán ser designados como tal en el período siguiente, lo que no obsta a que puedan ser nombrados en otro cargo del Ministerio Público.


La modificación, al igual que en el número anterior, sustituye la palabra “diez” por “ocho”.


La modificación fundada en las mismas razones que el número anterior, se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 11.- (se suprime)


Este número intercala un nuevo Párrafo 4 Bis para tratar en un total de siete artículos ( 37 A a 37 G)”De la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad”.


El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir este número.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que como consecuencia de la supresión de esta norma habrá una mayor disponibilidad de 48 fiscales adjuntos y 38 profesionales, de los cuales 24 fiscales y 24 profesionales deberán dedicarse, en forma prioritaria, a investigaciones de alta complejidad. Agregaron que se aseguraría la presencia de los fiscales que tendrán esta destinación preferente en todas las regiones del país, de tal manera que en cada una de ellas podrán dedicarse a este tipo de investigaciones y, únicamente si no las hubiere, podrán dedicarse a otro tipo de causas. Explicasron que con esta redistribución se aumentaría la dotación propuesta originalmente, con lo que se llegaría a un total de 740 fiscales, lo que significaría un porcentaje de incremento del 14, 3% respecto de lo actual.


Se aprobó sin debate, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 12.- (pasó a ser 2)


Modifica el artículo 40, norma que establece que cuando una fiscalía local cuente con más de un fiscal adjunto, la distribución de los casos entre los distintos fiscales adjuntos será realizada por el fiscal jefe de conformidad a las instrucciones que al respecto imparta el Fiscal Nacional. En todo caso, la distribución de los asuntos deberá hacerse siempre sobre la base de criterios objetivos, tales como la carga de trabajo, la especialización y la experiencia.


Su inciso segundo agrega que en aquellos casos en que la fiscalía local cuente con un solo fiscal adjunto, el fiscal regional, mediante resolución fundada, determinará el ayudante de fiscal adjunto que actuará como subrogante de aquel cuando, por cualquier motivo, se encuentre impedido de desempeñar el cargo.


La modificación sustituye el inciso segundo por los cinco siguientes:


“Si por cualquier causa, un fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar su cargo, el Fiscal Regional, mediante resolución fundada, podrá designar, en calidad de subrogante, a un ayudante de fiscal adjunto perteneciente a la misma Fiscalía Regional, por el período de tiempo correspondiente al impedimento.


El subrogante tendrá derecho al sueldo y demás remuneraciones del cargo que subroga si la subrogación tiene una duración superior a treinta días.


Si se encontrare vacante un cargo de fiscal adjunto, el Fiscal Regional, mediante resolución fundada, podrá designar, en calidad de suplente, a un fiscal adjunto o a un ayudante de fiscal perteneciente a la misma Fiscalía Regional, durante un período no superior a ciento ochenta días contado desde el momento en que se produzca la vacancia.


Durante el período que dure la suplencia, el suplente percibirá el sueldo y demás remuneraciones que correspondan al cargo que se encuentre supliendo.


El término de la subrogancia o de la suplencia no implicará, respecto de los funcionarios designados como subrogantes y suplentes, la pérdida de sus empleos de origen.”

La modificación que tiene por objeto permitir la subrogación de los fiscales adjuntos por los abogados de asistente fiscal en todas las fiscalías locales y no sólo en aquellas que cuentan con un solo fiscal adjunto, como, asimismo, agilizar las suplencias, se aprobó sin debate, por unanimidad, sin más cambios que sustituir en el inciso final, por razones de forma, a sugerencia del diputado señor Letelier, los términos “el suplente” por las expresiones “el que la ejerza”.


Participaron en la votación los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 13.- ( pasó a ser 3)


Modifica el artículo 41, disposición que establece que los fiscales adjuntos serán designados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del Fiscal Regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público. Los concursos se regirán por las regla generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional e incluirán exámenes escritos, orales y una evaluación de los antecedentes académicos y laborales de los postulantes.


Su inciso segundo agrega que las bases que se dicten para el concurso público serán incorporadas en el llamado al mismo, el que será convocado por el Fiscal Regional respectivo mediante avisos que deberán publicarse en el Diario Oficial, al menos dos veces en un diario de circulación nacional y dos en uno de circulación regional, en días distintos.


La modificación introduce el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos de promoción interna de fiscales adjuntos, que se regirán por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional. Las bases que se dicten para el concurso de promoción interna serán incorporadas en el llamado al mismo, el que será convocado por el Fiscal Regional respectivo mediante cualquier medio que garantice el conocimiento a dicha convocatoria de la totalidad de los fiscales adjuntos del país. En todo caso, los procesos de promoción interna de fiscales no podrán superar, cada año calendario, el 30% de los cargos vacantes existentes.”

La propuesta que recoge una aspiración de los fiscales en cuanto a la existencia de una carrera funcionaria, puesto que actualmente cuando se produce una vacante resulta necesario llamar a un concurso público, en que fiscales con experiencia deben concursar, como ellos dicen, “para ser fiscales”, con abogados foráneos, fue objeto sólo de una indicación del Ejecutivo para aumentar el porcentaje de concursabilidad interna para estos cargos, de 30% a 50% de los cargos vacantes existentes.


No se produjo mayor debate, aprobándose la indicación, conjuntamente con el número, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 14.- (pasó a ser 4)


Modifica el inciso primero del artículo 44, el que dispone que dentro de cada fiscalía local los fiscales adjuntos ejercerán directamente las funciones del Ministerio Público en los casos que se les asignen. Con dicho fin dirigirán la investigación de los hechos constitutivos de delito y, cuando proceda, ejercerán las demás atribuciones que la ley les entregue, de conformidad a esta última y a las instrucciones generales que, dentro del ámbito de sus facultades, respectivamente impartan el Fiscal Nacional y el Fiscal Regional.


La modificación agrega al Fiscal Jefe Especial entre quienes pueden impartir instrucciones generales.


El Ejecutivo presentó una indicación para sustituir este número, agregando, en cambio, un nuevo artículo 41 bis del siguiente tenor:


“Los fiscales adjuntos que ocupen los grados IX a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores.


Los procesos de promoción interna de que trata este artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo ascenso los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:


a) 4 años para los que se encuentren en grado 9.


b) 5 años para los que se encuentren en grado 8.


c) 6 años para los que se encuentren en grado 7.


d) 7 años para los que se encuentren en grado 6.


2) No haber sido sancionado durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 6.7.


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien aprobar un examen de conocimientos, en las condiciones que para ello se determinen por el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción podrá ascender un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. En caso de excederse esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, los fiscales serán priorizados favoreciendo a quienes tengan mayor antigüedad en la Institución.”

Los representantes del Ejecutivo explicaron que por medio de esta norma, se creaba un sistema de ascenso para los fiscales, de carácter técnico y reglado y que permitirá el acceso sucesivo a grados inmediatamente superiores; en otras palabras, se establecía una carrera funcionaria con exigencias perentorias Ante la consulta del diputado señor Letelier en cuanto a que podría ser problemático para los efectos del ascenso exigir una nota igual o superior a 6,7, en circunstancias que en el Poder Judicial la calificación con nota 6,5 equivalía a un desempeño excelente, siendo muy poco común calificaciones con nota superior a esa, explicaron que para tales efectos se había tenido en consideración el proceso de evaluaciones, en el que la gran mayoría de los fiscales obtiene notas superiores a 6,5 en sus calificaciones. Por ello la exigencia señalada se había concebido como un factor de selección para quienes serán promovidos al grado superior, sin que ello afecte mayormente al total de fiscales que podrían ascender.


Ante una consulta del diputado señor Burgos en el sentido de si se considerará para los efectos del ascenso, un diplomado efectuado por un fiscal cuando estaba en un grado inferior, precisaron que la exigencia se refería a haber efectuado el curso de perfeccionamiento mientras permaneció en el grado a partir del se asciende.


El diputado señor Díaz dijo estar de acuerdo con la exigencia de nota que se establecía, pero creía que debería analizarse la posibilidad de establecer como requisito un período único de permanencia en el grado, como también que si bien era partidario de un perfeccionamiento constante, creía que la exigencia de cursar maestrías cada vez que se ascendiera a un grado superior, podría constituirse en un factor de distracción de las labores propias del fiscal.


Los representantes del Ejecutivo insistieron en el sistema propuesto de permanencia en el grado, sosteniendo que éste era progresivo, de tal manera que para llegar a los grados más altos, mayor deberá ser la permanencia en el grado anterior


Los diputados señores Letelier y Rincón presentaron una indicación para sustituir en el número 3) la exigencia de nota “6,7” por “6,5”, la que resultó rechazada por no haberse alcanzado el quórum reglamentario de aprobación ( 3 votos a favor, 1 en contra y 3 abstenciones). Votaron a favor los diputados señores Ceroni, Letelier y Rincón; en contra lo hizo el diputado señor Cristián Mönckeberg y se abstuvieron los diputados señores Burgos, Díaz y Squella.


Puesto en votación el artículo en los términos propuestos, resultó aprobado por mayoría de votos ( 6 votos a favor y 1 en contra). Votaron a favor los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg y Squella. En contra lo hizo el diputado señor Rincón.


Números 15, 16, 17, 18 y 19. (se suprimen)


Estos números modifican los artículos 46, letras a), b) y c), el inciso primero del artículo 47; los incisos primero y cuarto del artículo 51; el artículo 52, y los incisos primero y quinto del artículo 53.


Las normas mencionadas, en las partes que son objeto de modificación, se refieren:


La primera a los casos en que se persiga la posible responsabilidad de un fiscal en un hecho punible e indica al fiscal que deberá dirigir las actuaciones del procedimiento.


La modificación incluye entre los funcionarios encargados de dirigir las actuaciones al Fiscal Jefe Especial, como también en el caso de ser éste el presunto responsable de los hechos que se investigan, la investigación corresponderá al Fiscal Regional que designe el Fiscal Nacional previa audiencia del Consejo General.


La segunda establece una sanción de multa para el incumplimiento de los fiscales regionales o fiscales adjuntos de la obligación de efectuar la declaración de intereses o de actualizarla.


La modificación incluye al Fiscal Jefe Especial.


La tercera se refiere a los casos en que algún fiscal adjunto aparezca involucrado en hechos susceptibles de ser sancionados disciplinariamente, encomendando al Fiscal Regional respectivo la designación como investigador de un fiscal del Ministerio Público, quien deberá proponer al primero la adopción de una medida.


La modificación incluye al Fiscal Jefe Especial entre quienes deberán designar un investigador y recibir la proposición final de este último.


La cuarta encomienda al Fiscal Nacional aplicar el procedimiento disciplinario en caso de ser un Fiscal Regional el inculpado en alguna infracción.


La modificación incluye como posible infractor al Fiscal Jefe Especial.


La quinta dispone que tanto el Fiscal Nacional como los fiscales regionales pueden ser removidos solamente por la Corte Suprema a petición del Jefe del Estado, de la Cámara de Diputados o de diez de sus miembros y en su inciso quinto que la remoción de los fiscales regionales también puede ser solicitada por el Fiscal Nacional.


La modificación incluye en las dos posibilidades de ser removido al Fiscal Jefe Especial.


El Ejecutivo, mediante una indicación, suprimió estos cinco números en atención a haberse desistido de la creación de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad.


No se produjo debate, aprobándose la indicación por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 20.- (pasó a ser 5)


Modifica el artículo 55, norma que señala las causales de inhabilitación de los fiscales, incluyendo en su número 16 la siguiente:


“ 16) Ser el fiscal deudor o acreedor de alguna de las partes o de su abogado; o serlo su cónyuge o alguno de sus ascendientes, descendientes o parientes colaterales dentro del segundo grado.


El párrafo o inciso segundo de este número, señala que no tendrá aplicación esta causal si fuere parte alguna de las entidades fiscalizadas por la Superintendencia de Seguridad Social, la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, la Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Valores y Seguros o uno de los Servicios de Vivienda y Urbanización, a menos que estas instituciones u organismos ejerciten actualmente cualquier acción judicial contra el fiscal o contra alguna otra de las personas señaladas o viceversa.


La modificación, puramente formal, se limita a sustituir los términos “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Pensiones” y “Superintendencia de Salud”, respectivamente.


La propuesta, no siendo más que una adaptación a la nomenclatura actual de estas instituciones, se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella. 


Número 21.- (pasó a ser 6)


Modifica el inciso primero del artículo 59, norma que establece que las inhabilitaciones que afecten a un fiscal adjunto serán resueltas por el Fiscal Regional respectivo. Las que afecten a un fiscal regional serán resueltas por el Fiscal Nacional y las que afecten a este último por tres fiscales regionales, designados por sorteo de conformidad al reglamento.


La modificación incluye en su letra a) al Fiscal Jefe Especial entre quienes deben resolver las inhabilitaciones de un fiscal adjunto; en su letra b) establece que las que afecten al Fiscal Jefe Especial serán resorte del Fiscal Nacional, y, en su letra c) dispone que las que afecten al Fiscal Nacional, corresponderá resolverlas a tres fiscales que sean integrantes del Consejo General, excluido el Fiscal Nacional.


Las dos primeras modificaciones, contenidas en las letras a) y b) fueron objeto de una indicación del Ejecutivo para suprimirlas por la razón ya señalada de no crear la Fiscalía Especial de Alta Complejidad. Se aprobó, sin debate, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


La tercera, contenida en la letra c), se aprobó sin debate, en los mismos términos, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Números 22, 23 y 24 (se suprimen)


Estos números modifican el inciso primero del artículo 61; el inciso primero del artículo 65 y el inciso segundo del artículo 71.


Estas disposiciones, en la parte que son objeto de modificaciones, tratan de:


El primero dispone que tanto el Fiscal Nacional como los Fiscales Regionales no podrán ser cónyuges del Presidente de la República ni estar vinculados con él por parentesco de consanguinidad o afinidad ni colateral hasta el cuarto grado de afinidad o consanguinidad, ni por adopción.


La modificación incluye en esta incompatibilidad al Fiscal Jefe Especial.


El segundo dispone que las incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones serán aplicables al Fiscal Nacional y a los Fiscales Regionales, de acuerdo al procedimiento que establece la Constitución Política.


La modificación incluye al Fiscal Jefe Especial.


El tercero sujeta al trámite de la toma de razón y al registro por parte de la Contraloría General de la República, el nombramiento del Fiscal Nacional y de los Fiscales Regionales.


La modificación incluye en este trámite el nombramiento del Fiscal Jefe Especial.


El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir estos tres números por carecer de objeto ya que no se creó la Fiscalía Especial de Alta Complejidad.


Se aprobó la indicación, sin debate, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Ceroni, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Número 25.- (pasó a ser 7)


Modifica el artículo 72, norma que fija la planta del Ministerio Público, señalando que estará constituida por los siguientes cargos, a los cuales corresponderán los grados de la escala de sueldos del Poder Judicial que se indican:

	CARGOS
	NÚMERO
	GRADOS

	Fiscales
	
	

	Fiscal nacional
	1
	I

	Fiscal regional
	18
	III

	Fiscal adjunto


	647
	IV-IX

	Funcionarios
	
	

	Director ejecutivo nacional
	1
	II

	Director ejecutivo regional
	18
	III

	Jefe de unidad
	73
	III-V

	Profesionales
	975
	VI-XI

	Técnicos


	529
	IX-XVII

	Administrativos


	1.136
	XI-XVII

	Auxiliares
	389
	XVIII-XIX



Las modificaciones consisten en: 


a) Incorporar, entre el acápite referido al “Fiscal Regional” y el relativo al “Fiscal Adjunto”, la expresión “Fiscal Jefe FIAC”, seguido del guarismo “1” y de la numeración “III”, correspondiente al número de cargo y grado que detentará el mismo, respectivamente.


b) Reemplazar, para el cargo de Fiscal Adjunto grado IV a IX, el guarismo “647” por “716”.


c) Reemplazar, para los Profesionales grado VI a XI, el guarismo “975” por “1028”.


d) Reemplazar, para los Técnicos grado IX a XIV, el guarismo “529” por “703”.


e) Reemplazar, para los Administrativos grado XI a XVII, el guarismo “1.136” por “1.206”.


f) Reemplazar, para los Auxiliares grado XVIII a XIX, el guarismo “389” por “392”.


El Ejecutivo presentó una indicación para modificar el numeral 25, en el siguiente sentido:


a) Para suprimir su letra a).


b) Para sustituir en sus letras b), c), d) y e), los guarismos “716”, “1028”, “703” y “1206”, por “740”, “1.036”, “680” y “1204”,respectivamente.


c) Para suprimir su letra f.


No se produjo mayor debate, aprobándose la indicación conjuntamente con el número por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Números 26, 27, 28, 29, 30 y 31.- (se suprimen)


Estos números agregan un inciso segundo en el artículo 74; intercala un inciso segundo en el artículo 75; modifica el artículo 79; modifica la letra k) del artículo 81; modifica el inciso primero del artículo 85, y modifica el inciso primero del artículo 87.


Las disposiciones que son objeto de modificación, se refieren en la parte pertinente, a lo siguiente:


La primera establece que la remuneración de los Fiscales Regionales será equivalente a la del Presidente de la Corte de Apelaciones de la Región.


La modificación establece que el Fiscal Jefe Especial tendrá la remuneración equivalente a la del Presidente de la Corte de Apelaciones de Santiago.


La segunda establece que la remuneración del fiscal adjunto que se desempeña como jefe de fiscalía local, no podrá ser superior a la del grado IV ni inferior a la del grado V del escalafón superior del Poder Judicial.


La modificación establece que la remuneración de los fiscales adjuntos que se desempeñen como fiscales coordinadores de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Alta Complejidad, corresponderá a la del grado IV del escalafón superior del Poder Judicial.


La tercera establece la evaluación anual del personal del Ministerio Público, señalando que los fiscales regionales serán evaluados por el Fiscal Nacional; los fiscales adjuntos por el Fiscal Regional respectivo y los funcionarios por el correspondiente superior jerárquico.


La modificación somete al Fiscal Especial a la evaluación del Fiscal Nacional y lo incluye también entre quienes evalúan a los fiscales adjuntos, según corresponda.


La cuarta señala las causales de término del contrato de trabajo de los funcionarios del Ministerio Público que no sean de exclusiva confianza, incluyendo en su letra k) las necesidades de la Fiscalía Nacional o Regional, en su caso, que determine una vez al año el Fiscal Nacional, previo informe del Consejo General.


La modificación incluye entre esta causal las necesidades de la Fiscalía de Investigaciones de Alta Complejidad.


La quinta dispone que el Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales podrán determinar la contratación de servicios externos para el desempeño de funciones no contempladas en la Constitución Política.


La modificación agrega al Fiscal Jefe Especial entre quienes pueden determinar estas contrataciones.


La sexta dispone que el Fiscal Nacional, por propia iniciativa o a proposición de los Fiscales Regionales, aprobará los programas de capacitación y perfeccionamiento de los fiscales y funcionarios del Ministerio Público.


La modificación incluye entre quienes pueden proponer la aprobación de estos programas al Fiscal Nacional, al Fiscal Jefe Especial, en su caso.


El Ejecutivo presentó una indicación para suprimir estos números en razón de haberse desistido de la creación de la Fiscalía Especial de Investigaciones de Delitos de Alta Complejidad.


No se produjo debate, aprobándose la indicación por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Artículo nuevo ( pasó a ser 2°)


El Ejecutivo presentó una indicación para agregar el siguiente artículo:


“24 fiscales adjuntos y 24 profesionales de aquellos que se incorporan a la planta del Ministerio Público en virtud del numeral 25 del artículo 1° de la presente ley, deberán destinarse prioritariamente, de acuerdo a las instrucciones que imparta el Fiscal Nacional, a causas de alta complejidad en materia de drogas, corrupción, lavado de activos, trata de personas, tráfico de migrantes, terrorismo, control de armas, y las contempladas en la ley N° 20.393 , debiendo asegurarse la presencia de dichos funcionarios en todas las regiones del país.”

Los representantes del Ejecutivo señalaron que pese a que las indicaciones suprimían la Fiscalía Especial de Alta Complejidad, se establece que 24 fiscales y 24 profesionales estarán dedicados preferentemente a este tipo de investigaciones, manteniéndose el criterio de señalar un catálogo de estos delitos. 


El diputado señor Rincón recordó que en conversaciones sostenidas con el Fiscal Nacional, representantes de su partido político, incluyéndolo a él, habían planteado la necesidad de contar con fiscales de dedicación exclusiva o con una unidad especializada, para la investigación de delitos de abuso sexual infantil. No obstante, a pesar de que dicha autoridad estuvo de acuerdo con este planteamiento, no figuraron dichos ilícitos en el catálogo previsto para la Fiscalía Especial de Alta Complejidad. Ahora, ya que se desistía de la creación de dicha Fiscalía, pero se establecía una distribución preferente de nuevos fiscales, creía que debería incluirse la investigación de los delitos mencionados entre aquellos que tienen trato preferente.


Los representantes del Ejecutivo reconocieron que no se habían incluido los delitos de abuso sexual infantil en esta preferencia, pero siendo una facultad del Fiscal Nacional dar prioridad en la destinación de fiscales para la investigación de ciertos delitos, bien podría disponerla en una determinada región en que revistieran una mayor complejidad para su investigación, requirieran más trabajo y más profesionales. Ante la sugerencia del diputado señor Rincón, en el sentido de que sería preferible para evitar posibles dudas, mencionar en el catálogo de causas de alta complejidad, los delitos señalados, indicaron que para la determinación de las fiscalías de mayor tamaño en que se implementaría el programa de Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos, se fijaba como criterio el porcentaje de ingresos de delitos considerados como de mayor connotación social, debiendo ser superior al 10% del total nacional del mismo tipo de delitos. Por ello tras la evaluación que deberá efectuarse luego de tres años de aplicación, permitirá discernir si deben considerarse otros delitos en el catálogo o prescindirse de algunos de los propuestos.


El diputado señor Burgos señaló que de acuerdo a la redacción de este artículo, la destinación preferente es una facultad discrecional del Fiscal Nacional, por lo que la enumeración de delitos que se hace en este nuevo artículo, resulta indiferente. En consecuencia, no siendo la calificación de causas de alta complejidad una categoría jurídica, parecía más lógico eliminar la enumeración de materias correspondientes a delitos que podrán considerarse como de alta complejidad, opinión que compartió el diputado señor Rincón, especialmente, por el hecho que la enumeración tiene el carácter de taxativa y, por lo mismo, excluyente de otras figuras.


Conforme a lo anterior, la Comisión procedió a aprobar el nuevo artículo por unanimidad, suprimiendo las expresiones “en materia de drogas, corrupción, lavado de activos, trata de personas, tráfico de migrantes, terrorismo, control de armas, y las contempladas en la ley 
N° 20.393”., sin perjuicio, además, de correcciones de forma.


Participaron en la votación los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.

Artículo primero transitorio


Crea, en su inciso primero, a contar del mes subsiguiente a la publicación de esta ley, un Programa Piloto denominado “Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, que tendrá una duración de 3 años. 


En su inciso segundo, dispone que para fines de su implementación, se destinarán 22 cargos de fiscales adjuntos grado VII, para desempeñarse en el antes señalado programa piloto, en alguna de las siguientes Fiscalías Regionales, de acuerdo a la distribución que a continuación se indica:


Dos Fiscalías Regionales de la Región Metropolitana:


16 Fiscales adjuntos


Una Fiscalía Regional de la II, VI, VII, IX ó X:


5 Fiscales Adjuntos


Una Fiscalía Regional de la III, XI, XII, XIV ó XV:


1 Fiscal Adjunto


Su inciso tercero establece que el Fiscal Nacional, el Ministro de Hacienda y el Ministro del Interior y Seguridad Pública, a más tardar el mes siguiente a la publicación de esta ley, deberán suscribir un Convenio en el cual se determinarán las metas anuales y los respectivos indicadores, elementos o instrumentos de similar naturaleza que permitan medir objetivamente el grado de cumplimiento de las metas asociadas al Programa “Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, que será evaluado anualmente. 


Su inciso cuarto señala que la evaluación será efectuada por una entidad evaluadora de origen externo que, anualmente, verificará el grado de cumplimiento de las metas contenidas en el Convenio, sobre la base de los informes elaborados por el Fiscal Nacional.


Su inciso quinto agrega que la entidad evaluadora será seleccionada y contratada, previa licitación pública, por el Ministerio de Hacienda, por intermedio de la Dirección de Presupuestos. Las bases de licitación deberán ser aprobadas conjuntamente por el Ministerio Público, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Su inciso sexto dispone que para el pago de las remuneraciones variables a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 19.640, en relación con la normativa establecida en la ley 
N° 20.240, durante el tiempo de duración del programa, se estará al cumplimiento del 95 al 100% de las metas anuales establecidas en el convenio a que se refiere el inciso tercero.


Su inciso final establece que el cumplimiento del 95 al 100% de las metas anuales, deberá constar en un decreto, del Ministro de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República” suscrito, además, por el Ministro del Interior y Seguridad Pública.


El Ejecutivo presentó una indicación para:


a) Reemplazar el inciso segundo por el siguiente: 


“Para fines de su implementación, se destinarán 22 cargos de fiscales adjuntos grado VII, para desempeñarse en el antes señalado programa piloto, distribuidos de la siguiente manera: 16 para dos fiscalías regionales de mayor tamaño, 5 para una fiscalía regional de mediano tamaño y 1 para una fiscalía regional de menor tamaño. Para estos efectos, se entenderá por fiscalía regional de mayor tamaño aquélla cuyo porcentaje de ingreso por delitos de robo con violencia, robo con intimidación, robo por sorpresa, lesiones, homicidio, violación, robo con fuerza y hurto, en su conjunto, sea superior al diez por ciento en relación al total nacional del mismo grupo de delitos; fiscalía regional de mediano tamaño, aquélla cuyo porcentaje de la misma especie supere el dos y alcance el diez por ciento; y fiscalía regional de menor tamaño, aquélla que no supere el dos por ciento por el mismo concepto.”

b) Suprimir sus dos últimos incisos.


Los representantes del Ejecutivo explicaron que esta disposición señalaba las regiones en que podrá aplicarse el plan piloto de las Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos y a las que se dotaba con 22 fiscales, distribuidos en cuatro fiscalías regionales. La indicación fijaba como criterio de asignación del proyecto investigativo, la clasificación de las fiscalías en grandes, medianas y pequeñas, según el porcentaje de ingresos de delitos de mayor connotación social que cada una tenga, en relación al total nacional del mismo tipo de delitos. La nueva redacción que se proponía permitiría clasificar las fiscalías por tamaño, tras lo cual se fijarían dos de mayor tamaño, una de mediano tamaño y una de menor tamaño, en las que se aplicarían los cuatro programas piloto.


No se produjo mayor debate, aprobándose la indicación, conjuntamente con el artículo, por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.


Artículo segundo transitorio


Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.


No se produjo debate, aprobándose el artículo por unanimidad, con los votos de los diputados señores Burgos, Díaz, Letelier, Cristián Mönckeberg, Rincón y Squella.

-o-


Por las razones expuestas y por las que hará valer oportunamente el señor diputado informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto en conformidad al siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:


Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:


1.- Sustitúyese en el inciso primero de los artículos 16 y 30, la palabra “diez” por la expresión “ocho”.


2.- Reemplázase el inciso segundo del artículo 40 por los cinco siguientes, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo:


“Si por cualquier causa, un fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar su cargo, el Fiscal Regional, mediante resolución fundada, podrá designar, en calidad de subrogante, a un ayudante de fiscal adjunto perteneciente a la misma Fiscalía Regional, por el período de tiempo correspondiente al impedimento.


El subrogante tendrá derecho al sueldo y demás remuneraciones del cargo que subroga si la subrogación tiene una duración superior a treinta días.


Si se encontrare vacante un cargo de fiscal adjunto, el Fiscal Regional, mediante resolución fundada, podrá designar, en calidad de suplente, a un fiscal adjunto o a un ayudante de fiscal perteneciente a la misma Fiscalía Regional, durante un período no superior a ciento ochenta días contado desde el momento en que se produzca la vacancia.


Durante el período que dure la suplencia, el que la ejerza percibirá el sueldo y demás remuneraciones que correspondan al cargo que se encuentre supliendo.


El término de la subrogancia o de la suplencia no implicará, respecto de los funcionarios designados como subrogantes y suplentes, la pérdida de sus empleos de origen.”

3.- Agrégase en el artículo 41 el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos de promoción interna de fiscales adjuntos, que se regirán por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional. Las bases que se dicten para el concurso de promoción interna serán incorporadas en el llamado al mismo, el que será convocado por el Fiscal Regional respectivo mediante cualquier medio que garantice el conocimiento a dicha convocatoria de la totalidad de los fiscales adjuntos del país. En todo caso, los procesos de promoción interna de fiscales no podrán superar, cada año calendario, el 50% de los cargos vacantes existentes.”

4.- Agrégase el siguiente artículo 41 bis:


“Los fiscales adjuntos que ocupen los grados IX a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores.


Los procesos de promoción interna de que trata este artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia, y en ellos obtendrán el respectivo ascenso los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:


a) 4 años para los que se encuentren en grado 9.


b) 5 años para los que se encuentren en grado 8.


c) 6 años para los que se encuentren en grado 7.


d) 7 años para los que se encuentren en grado 6.


2) No haber sido sancionado durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 6.7.


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien aprobar un examen de conocimientos, en las condiciones que para ello se determinen por el Fiscal Nacional.


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción podrá ascender un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. En caso de excederse esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, los fiscales serán priorizados favoreciendo a quienes tengan mayor antigüedad en la Institución.


5.- Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 55 las frases “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por las siguientes “Superintendencia de Pensiones” y “Superintendencia de Salud”, respectivamente.


6.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 59 la palabra “Regionales” por los términos “integrantes del Consejo General, excluido el Fiscal Nacional”.


7.- Sustitúyense en la escala de cargos que establece el inciso primero del artículo 72, los guarismos “647”, “975”, “529” y “1136” por los siguientes:”740”, “1036”, “680” y “ 1204”, respectivamente.


Artículo 2°.- Deberán destinarse prioritariamente, de acuerdo a las instrucciones que imparta el Fiscal Nacional, al conocimiento de causas de alta complejidad, 24 cargos de fiscales adjuntos y 24 de profesionales, escogidos entre aquéllos que se incorporan a la planta del Ministerio Público en virtud de la modificación que por esta ley se introduce en el artículo 72, velando por asegurar la presencia de dichos funcionarios en todas las regiones del país.


Artículos transitorios


Artículo 1°.- Créase, a contar del mes subsiguiente a la publicación de esta ley, un programa piloto denominado “ Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, que tendrá una duración de tres años.


Para fines de su implementación, se destinarán 22 cargos de fiscales adjuntos grado VII, para desempeñarse en el antes señalado programa piloto, distribuidos de la siguiente manera: 16 para dos fiscalías regionales de mayor tamaño, 5 para una fiscalía regional de mediano tamaño y 1 para una fiscalía regional de menor tamaño. Para estos efectos, se entenderá por fiscalía regional de mayor tamaño aquélla cuyo porcentaje de ingreso por delitos de robo con violencia, robo con intimidación, robo por sorpresa, lesiones, homicidio, violación, robo con fuerza y hurto, en su conjunto, sea superior al diez por ciento en relación al total nacional del mismo grupo de delitos; por fiscalía regional de mediano tamaño, aquélla cuyo porcentaje de la misma especie supere el dos y alcance el diez por ciento, y por fiscalía regional de menor tamaño, aquélla que no supere el dos por ciento por el mismo concepto.


El Fiscal Nacional, el Ministro de Hacienda y el Ministro del Interior y Seguridad Pública, a más tardar el mes siguiente a la publicación de esta ley, deberán suscribir un convenio en el cual se determinarán las metas anuales y los respectivos indicadores, elementos o instrumentos de similar naturaleza que permitan medir objetivamente el grado de cumplimiento de las metas asociadas al programa “Unidades de Análisis Criminal y Focos Investigativos”, que será evaluado anualmente.


La evaluación será efectuada por una entidad evaluadora de origen externo que, anualmente, verificará el grado de cumplimiento de las metas contenidas en el convenio, sobre la base de los informes elaborados por el Fiscal Nacional.


La entidad evaluadora será seleccionada y contratada, previa licitación pública, por el Ministerio de Hacienda, por intermedio de la Dirección de Presupuestos. Las bases de licitación deberán ser aprobadas conjuntamente por el Ministerio Público, el Ministerio de Hacienda y el Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


Artículo 2°.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupues-


taria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.

-o-


Sala de la Comisión, a 20 de noviembre de 2013.


Acordado en sesiones de fechas 5 y 19 de junio de 2012; 8 y 14 de mayo; 2 de octubre y 20 de noviembre de 2013 con la asistencia de los diputados señor Cristián Mönckeberg Bruner (Presidente), señora Marisol Turres Figueroa y señores Pedro Araya Guerrero, Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi, Alberto Cardemil Herrera, Guillermo Ceroni Fuentes, Aldo Cornejo González, Marcelo Díaz Díaz, Edmundo Eluchans Urenda, Felipe Harboe Bascuñán, Cristián Letelier Aguilar, Ricardo Rincón González, René Saffirio Espinoza y Arturo Squella Ovalle.


En reemplazo de los diputados señores Marcelo Díaz Díaz y Felipe Harboe Bascuñán asistieron los diputados señor Marcelo Schilling Rodríguez y señora María Antonieta Saa Díaz, respectivamente.

(Fdo.): EUGENIO FOSTER MORENO, Abogado Secretario de la Comisión.”
13. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
Mensaje, con urgencia “Suma”, que “Modifica D.F.L. N° 161, 1978, Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al
Subsecretario de Relaciones Exteriores, atribución para transigir en
conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile.”. (boletín N° 8853-10).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa el proyecto de ley mencionado en el epígrafe, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y conforme a lo dispuesto en los artículos 220 y siguientes del Reglamento de la Corporación.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1.- Origen y urgencia


La iniciativa tuvo su origen en la Cámara de Diputados por un mensaje de S.E. el Presidente de la República, calificada de “suma urgencia” para su tramitación legislativa.


2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas


Ninguna.


3.- Disposiciones que no fueron aprobadas por unanimidad


Ninguna.


4.- Se designó Diputado Informante al señor Robles, don Alberto.
-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Álvaro Arévalo, Subdirector de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores y Mariano Fontecilla, Coordinador Diplomático de la Cancillería con el Congreso Nacional. 


El propósito de la iniciativa consiste en modificar el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores. El artículo único del proyecto incorpora un número 8, en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley referido, que faculta al Subsecretario de Relaciones Exteriores para transigir en litigios pendientes y precaver litigios eventuales en materias laborales y, o previsionales que afecten al Estado de Chile en el extranjero.


El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 7 de enero de 2013, señala que la modificación del artículo 8° del D.F.L. N° 161, de 1978, que incorpora la referida facultad al estatuto orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores, no implica un mayor gasto fiscal.


En el debate de la Comisión el señor Álvaro Arévalo explicó que la iniciativa legal tiene por objetivo enmendar el Estatuto Orgánico del Ministerio de Relaciones Exteriores otorgando una nueva facultad al Subsecretario de Relaciones Exteriores que le permitirá transigir en conflictos jurídicos pendientes y precaver eventuales litigios que afecten al Estado de Chile en el extranjero que digan relación con materias laborales y, o previsionales.


Para poder ejercer esta facultad por parte del Subsecretario se requiere un informe favorable del Consejo de Defensa del Estado.


Añadió que esta nueva atribución que se entrega al Subsecretario de Relaciones Exteriores permitirá poner término a una serie de conflictos judiciales radicados en tribunales extranjeros entre el Estado chileno y empleados locales, lo que evitará prolongar litigios que tienen mínimas posibilidades de solucionarse a favor del Estado de Chile, permitiendo de esta manera salvaguardar los intereses del Fisco.


Por último, hizo presente que el Subsecretario de Relaciones Exteriores puede delegar esta facultad en los Jefes de Misión Diplomática, en Jefes de Misión Permanente de Chile en el exterior y en Jefes de Oficinas Consulares.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana dispuso en su informe que el proyecto no requería ser visto por esta Comisión, por no tener incidencia en materias financieras o presupuestarias. No obstante lo anterior, en sesión 53ª, de fecha 5 de agosto de 2013, la Sala dispuso lo contrario.


En relación con la discusión particular del articulado, cabe señalar lo siguiente:


Sometido a votación el artículo único del proyecto de ley, se aprobó por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth, don Pepe; Macaya, don Javier, Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Santana, don Alejandro; Silva, don Ernesto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. 


Tratado y acordado en sesión de fecha 27 de noviembre de 2013, con la asistencia de los Diputados señores Marinovic, don Miodrag (Presidente); Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Rincón, don Ricardo; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en el acta respectiva.


Sala De La Comisión, a 29 de noviembre de 2013.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
14. Informe de la Comisión de Hacienda recaído en el proyecto, iniciado en
Mensaje, que “Modifica ley N° 19.803, que establece una asignación de
mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta
en ley N° 19.553, que concede una asignación de modernización a la
Administración Pública.”. (boletín N° 9159-05).

“Honorable Cámara:


La Comisión de Hacienda informa, en segundo trámite constitucional y en primero reglamentario, el proyecto mencionado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República.

I. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


Para los efectos constitucionales, legales y reglamentarios pertinentes, se hace constar, en lo sustancial, previamente al análisis de fondo y forma de esta iniciativa, lo siguiente:


1°) Que la idea matriz o fundamental del proyecto en informe consiste en modifica la ley Nº 19.803, que establece Asignación de mejoramiento de la Gestión Municipal, incrementándola en los términos que señala para homologarla con la asignación de modernización dispuesta en la ley Nº 19.553 que concede una asignación de modernización a la administración pública.


2°) Que el artículo único y cuarto transitorio del proyecto requieren ser aprobados con quórum orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República y lo consignado en sentencia N° 348 de 2002, del Tribunal Constitucional.


3°) Que el proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los Diputados señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier, Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto, y Von Mühlenbrock, don Gastón. 


4°) Que Diputado Informante se designó al señor SILVA, don ERNESTO.

-o-


Asistieron a la Comisión durante el estudio del proyecto los señores Óscar Yáñez, Presidente; Juan Camilo Bustamante, Vicepresidente, y Manuel Bravo, Secretario General, todos de la Asociación Nacional de Funcionarios Municipales, Asemuch.

II. ANTECEDENTES GENERALES

A. Antecedentes de hecho y de mérito que justifican la iniciativa


Se hace presente en el mensaje que en noviembre de 2010, se publicó en el Diario Oficial la ley Nº 20.475 que complementa y modifica la ley Nº 20.387 sobre bonificación por retiro voluntario de los funcionarios municipales. Esta norma buscó ampliar el número de personas beneficiadas por la ley Nº 20.387, del año 2009, con el fin que obtuviesen una bonificación por retiro voluntario. Así, más de 400 funcionarios municipales que no alcanzaron a ser beneficiados por dicha norma legal pudieron obtener el citado beneficio.


Por otra parte, en agosto de 2012, se publicó en el Diario Oficial la ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981; la cual homologó los sueldos base de los funcionarios municipales con los del nivel central. El costo de eliminar la brecha existente a dicha fecha, cuyo promedio equivalía a un veintidós por ciento respecto del sector público, ascendió aproximadamente a veinticuatro mil millones de pesos. Con ello, se logró dar respuesta a una antigua y justa aspiración de dichos funcionarios, quienes históricamente tenían remuneraciones base inferiores a sus pares de ministerios y servicios públicos.


Finalmente, en enero de 2013, se dictó la ley Nº 20.649, que otorga a los funcionarios municipales que indica una Bonificación por Retiro Voluntario y una Bonificación Adicional. Este cuerpo legal ha permitido que funcionarios de las municipalidades del país cesen voluntariamente en sus funciones, obteniendo importantes incentivos económicos, beneficiándose así a más de 2.700 personas.


Junto a lo anterior, en los últimos años se ha incrementado sustantivamente el Fondo Común Municipal, alcanzándose niveles históricos. Ello ha permitido a las municipalidades disponer de una mayor cantidad de recursos, con el consiguiente beneficio para las respectivas comunidades locales.


Asimismo, se puntualiza en el mensaje que en las Leyes de Presupuestos de los años 2012 y 2013 se consignaron aportes especiales por concepto de compensación de predios exentos de pago de impuesto territorial, considerándose en ambos años recursos por M$ 76.193.772. En las mismas leyes se consideraron aportes a municipalidades por concepto de compensación de viviendas sociales ascendentes a un total de M$ 8.180.771.


Por su parte, y con el fin de fortalecer el capital humano existente en los órganos subnacionales, las leyes de presupuestos del Sector Público de los años 2012 y 2013 consideraron M$ 5.830.376 para capacitación y formación de funcionarios a través del Programa Academia Capacitación Municipal y Regional.

B. Objetivo y contenido del proyecto


El proyecto de ley tiene como objetivo principal incrementar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, establecida en la ley Nº 19.803, con el fin de equipararla con la asignación de modernización dispuesta en la ley Nº 19.553.


En efecto, el proyecto de ley aumenta la asignación de mejoramiento de la gestión municipal dispuesta en la citada ley Nº 19.803 desde 10% de las remuneraciones consideradas para su otorgamiento hasta el 30,6% de las mismas.


La asignación de mejoramiento de la gestión municipal, destinada a funcionarios municipales de planta y contrata, considera hoy dos componentes.


El primero, es un componente de incentivo por gestión institucional, el cual está vinculado al cumplimiento eficiente y eficaz de un programa anual de mejoramiento de la gestión municipal, el cual debe ser propuesto al alcalde por el Comité Técnico Municipal, debiendo contener las metas de las diversas unidades de trabajo de la municipalidad respectiva.


El cumplimiento de los objetivos de gestión institucional del año precedente, por parte del personal de planta y contrata, les genera hoy una bonificación ascendente al 6% de las remuneraciones, en la medida que la municipalidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de los objetivos de gestión anuales que se haya fijado. Por su parte, si el nivel de cumplimiento fuere inferior al 90% pero igual o superior al 75%, el porcentaje de esta bonificación es hoy de un 3%. En caso de alcanzarse un cumplimiento inferior al 75% no existe derecho a la asignación.


En el proyecto de ley el incentivo por gestión institucional se eleva de 6% a 11,1% en caso de un cumplimiento igual o superior al 90%, y, en caso de cumplimiento entre 75% y 89%, aumenta desde el 3% al 5,55% de las remuneraciones.


El segundo componente que contiene la asignación de mejoramiento de la gestión municipal es el incentivo de desempeño colectivo por área de trabajo. Éste está vinculado al cumplimiento de metas por dirección, departamento o unidad municipal. Este incentivo el alcalde debe concordarlo con la o las asociaciones de funcionarios que estén constituidas en la respectiva municipalidad. Ello se debe realizar en el mes de diciembre de cada año, requiriéndose aprobación del concejo.


En cuanto a montos la bonificación, en virtud de este componente, no puede exceder hoy del 4% de las remuneraciones en caso que la dirección, departamento o unidad haya alcanzado un grado de cumplimiento igual o superior al 90% de las metas anuales comprometidas en el Programa de Mejoramiento de la Gestión Municipal. Asimismo, si el grado de cumplimiento fuere inferior al 90% pero igual o superior al 75% el porcentaje de esta bonificación es hoy del 2% de las remuneraciones.


Estos guarismos se incrementan por el proyecto de ley. Es así como del 4% de las remuneraciones se propone pasar al 9,2% en caso de cumplimiento igual o superior al 90%; y del 2% transitar al 4,6% de las remuneraciones si el cumplimiento fuere igual o superior al 75% e inferior al 90%.


Al igual que en el componente de gestión institucional, el proyecto de ley, tal cual también lo señala la norma vigente; dispone que no existirá incentivo por desempeño colectivo por área de trabajo cuando el grado de cumplimiento sea inferior al 75%.


Debe añadirse que a falta de acuerdo sobre la aplicación del incentivo de desempeño colectivo, la ley Nº 19.803 dispone que se debe aplicar un incentivo de desempeño individual. En estos casos, el alcalde puede acordar con la o las asociaciones de funcionarios, los procedimientos y parámetros de cumplimiento y evaluación del desempeño individual de los funcionarios. Ello requiere la aprobación del concejo; disponiendo la ley vigente que, a falta de acuerdo sobre la materia, la aplicación de este incentivo se efectuará en consideración al sistema de calificación de desempeño vigente en la respectiva municipalidad. En el caso de este mecanismo alternativo de incentivo de desempeño individual, la bonificación hoy no puede exceder del 4% para el primer tercio mejor calificado de cada escalafón, y hasta el 2% para los funcionarios que les sigan en orden descendente de evaluación, hasta completar el 66% de los mejor evaluados de cada escalafón.


El proyecto considera, para efectos del incentivo de desempeño individual, aumentos porcentuales al 9,2% o al 4,6%, dependiendo siempre del tercio en el cual se ubica el funcionario en cuanto a calificaciones por escalafón.


El tercer elemento que forma parte de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal es nuevo, y se denomina componente base. Éste será ascendente al 10,3% de las remuneraciones que se detallan a continuación. Esta es una de las principales innovaciones respecto de la asignación de mejoramiento contemplada hoy en la ley Nº 19.803, la cual no contempla este beneficio a todo evento.


En cuanto a las remuneraciones que se consideran para esta asignación, el proyecto de ley no contempla modificaciones. Así, se consideran los sueldos base, homologados en la ley 
Nº 20.624 con los del nivel central. Además, considera la asignación municipal contemplada en el artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y la asignación de los artículos 3º y 4º de la ley Nº 18.717. Finalmente, para efectos de la remuneración sobre la cual se debe calcular la asignación de mejoramiento de gestión municipal se contempla también la considerada en el artículo 1º de la ley Nº 19.529.


La norma legal vigente dispone también que el sistema de incentivos propuesto debe regularse en cada municipalidad mediante un reglamento interno. Como la iniciativa propone cambios en los componentes y en sus porcentajes, cada municipalidad deberá realizar las adecuaciones respectivas. Por ello, se dispone expresamente que las municipalidades deberán efectuarlas dentro de los noventa días siguientes a su publicación.


Otra disposición contenida en la iniciativa legal es que, con la intención de equiparar las remuneraciones base entre funcionarios municipales y de nivel central (homologadas tras la dictación de la ley Nº 20.624), y la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la de modernización que perciben estos últimos (según EUS); se dispone que en caso alguno los funcionarios municipales podrán percibir una renta bruta mensual mayor que la que un par de ministerios y servicios (igual grado y estamento) perciben.


Para facilitar el trabajo de las municipalidades en este ámbito, el total de rentas que corresponden a los grados de la Escala Única de Sueldos deberán ser publicadas en el sitio electrónico institucional de la Contraloría General de la República, en los meses pertinentes, para cada uno de los porcentajes de cumplimiento de la asignación de modernización.


Otra precisión que efectúa el proyecto de ley es que, en caso alguno, la aplicación de las normas citadas podrá significar una disminución de los sueldos base mensuales establecidos en la ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1980.


Finalmente, el proyecto de ley dispone la entrada en vigencia gradual dentro de tres años, tanto del nuevo componente base, así como de los nuevos porcentajes sobre remuneraciones dispuestos en aquel.


Es así como para el año de publicación de la presente ley, el componente base será del 5,2% de las remuneraciones y el componente de incentivo por gestión institucional alcanzará el 8,5% o al 4,25%, dependiendo del nivel de cumplimiento de los objetivos. Por su parte, para dicho año, el incentivo de desempeño colectivo será del 6,6% o del 3,3%, dependiendo ello del nivel de cumplimiento de metas. Similares guarismos regirán en caso de existir incentivo de desempeño individual en reemplazo del citado desempeño colectivo. De este modo, el año de publicación de la ley un funcionario municipal podrá lograr, como máximo, a título de asignación de mejoramiento de la gestión el 20,3% de sus remuneraciones.


Para el año siguiente al de publicación de la ley, el componente base aumentará al 7,8% de las remuneraciones. Por su parte, el incentivo por gestión institucional será del 9,8% o del 4,9%, según grado de cumplimiento de metas. A su vez, ese año el incentivo de desempeño colectivo, o individual según corresponda; será del 7,8% o del 3,9% dependiendo del nivel de metas cumplidas. Así dicho año se podrá alcanzar un máximo por concepto de asignación de mejoramiento de la gestión municipal del 25,4% de las remuneraciones.


El año subsiguiente al de publicación de la ley entrarán en régimen los porcentajes dispuestos en el articulado permanente de la ley Nº 19.803 que la presente iniciativa propone modificar. En dicho caso, un funcionario, sea de planta o a contrata, podrá obtener como máximo el 30,6% de sus remuneraciones, lo que contrasta significativamente con el 10% máximo que pueden obtener hoy según la normativa vigente.

C. Principales modificaciones introducidas al proyecto por el H. Senado


- Se reemplazan, en el artículo 7° de la ley N° 19.803, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, los guarismos “6%” y “3%” por “7,6%” y “3,8%”, respectivamente.


- A contar del año 2016, se modifica el artículo 9° de la ley N° 19.803, en los siguientes términos:


a) Se reemplazan en el inciso segundo, los guarismos “4%” y “2%” por “8%” y “4%”, respectivamente.


b) Se sustituyen, en el inciso cuarto, los guarismos “4%” y “2%” por “8%” y “4%”, respectivamente.


- A contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, se agrega el siguiente artículo 9º bis:


“Artículo 9º bis.- El componente base a que se refiere la letra c) del inciso primero del artículo 2º será de un 15% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º.”.


- En el artículo primero transitorio, se reemplaza la expresión “de publicación de la presente ley” por “2014”.


- En el artículo segundo transitorio, se reemplaza la expresión “de publicación de la presente ley” por “2014”; y, para reemplazar los guarismos “5,2”, “8,5”, “4,25”, “6,6” y “3,3” por “10”, “6”, “3”, “4” y “2”, respectivamente.


- En el artículo tercero transitorio, se sustituye la expresión “Al año calendario siguiente al de publicación de la presente ley” por “en el año 2015”, y para sustituir los guarismos “7,8”, “9,8”, “4,9, “7,8” y “3,9” por “12,5”, “6,8”, “3,4”, “6” y “3”, respectivamente.


- Se incorpora el siguiente artículo quinto transitorio:


“Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley N° 19.803, para efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes y porcentajes dispuestos, el Fisco aportará a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de 
M$ 30.000.000 (treinta mil millones de pesos).


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda por aplicación del artículo segundo transitorio de la presente ley. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata y el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos en el precitado artículo transitorio.


Las municipalidades deberán solicitar el aporte fiscal correspondiente al año de publicación de la presente ley dentro de los 30 días siguientes a la ocurrencia de este hecho.”.


- Se incorpora el siguiente artículo sexto transitorio:


“Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo precedente se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

D. Disposiciones legales relacionadas con el proyecto


- Ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las Municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981.


- Ley N° 19.803, que establece asignación de mejoramiento de la gestión municipal.


- Ley Nº 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.


- Ley N° 18.566, que declara de efectos permanentes el impuesto del artículo 3° transitorio del decreto ley N° 3.501, de 1980; incrementa remuneraciones y cotizaciones para efectos de salud.


- Ley N° 18.675, que incrementa remuneraciones del Poder Judicial; establece aporte adicional para pensiones, y aumenta base de cotizaciones para el financiamiento de los beneficios de pensiones y concede bonificaciones compensatorias.


- Ley N° 18.717, que reajusta remuneraciones del sector público.


- Ley N° 19.429, que otorga reajuste de remuneraciones a trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala y otros beneficios de carácter pecuniario.


- Ley N° 19.529, que otorga asignación y concede beneficios que indica a los funcionarios municipales.


- Ley N° 19.185, que reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.


- Ley N° 18.675, que incrementa remuneraciones del Poder Judicial; establece aporte adicional para pensiones, y aumenta base de cotizaciones para el financiamiento de los beneficios de pensiones y concede bonificaciones compensatorias.


- Ley N° 20.212, que modifica las leyes N° 19.553, Nº 19.882, y otros cuerpos legales, con el objeto de incentivar el desempeño de funcionarios públicos.


- Decreto ley N° 249, de 1973, que fija Escala Única de Sueldos para el personal que señala.


- Decreto ley N° 3.551, de 1980, que fija normas sobre remuneraciones y sobre personal para el sector público.


- Decreto ley N° 3.501, de 1980, que fija nuevo sistema de cotizaciones previsionales y deroga disposiciones legales que indica.


- Decreto ley N° 479, de 1974, que reconoce, por una sola vez, para los efectos de la asignación de antigüedad establecida en el artículo 6° del decreto ley N° 249, de 1973, al personal de planta en actual servicio, el tiempo desempeñado que indica. 


- Decreto ley N° 1.770, de 1977, que otorga mejoramiento económico y dispone rebajas tributarias.

C. Antecedentes presupuestarios y financieros


En el informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, con fecha 20 de noviembre de 2013, se señala que el proyecto de ley irrogará un mayor gasto fiscal, por única vez, de hasta $ 30.000 millones, durante el año de publicación de la ley. La aplicación de estos recursos se materializará mediante resolución de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos y corresponderá a una reasignación desde la Subdere.


Para los años siguientes, el gasto deberá ser financiado con cargo a los presupuestos municipales.

IV. DISCUSIÓN DEL PROYECTO

A. Discusión general


El señor Óscar Yáñez, en representación de los trabajadores municipales del país, ratificó los términos del proyecto de ley aprobado por el Senado que materializa el Protocolo de Acuerdo suscrito entre el Ministro del Interior y los integrantes de la Comisión de Hacienda del Senado, que permitió poner fin a la paralización de actividades que por varias semanas realizaron los funcionarios municipales de todo el país.


Esta iniciativa, precisó, tiene por propósito homologar la asignación de mejoramiento de la gestión municipal con la de modernización que beneficia a la Administración Pública en un periodo de 25 meses. Esto permitirá que el 1° de enero del año 2016 las remuneraciones de los funcionarios municipales estén homologadas a las de los funcionarios del sector público centralizado.


El Diputado señor Auth expresó su total respaldo al contenido de esta iniciativa, que es fruto de un acuerdo suscrito entre los funcionarios municipales y el Ministerio de Hacienda como consecuencia de las movilizaciones efectuadas por los funcionarios municipales, ya que recoge una antigua y legítima demanda de estos funcionarios en orden a equiparar sus remuneraciones a las de los funcionarios de la administración central. Esta desigualdad crónica, afirmó, en parte fue corregida el año 2012 con la ley que homologó en forma gradual los sueldos base de los funcionarios municipales con los del nivel central, faltando para lograr una equiparación total el tema de las asignaciones, que recoge esta iniciativa.


Consultado por el Diputado señor Montes acerca del financiamiento de esta iniciativa, el Diputado señor Marinovic (Presidente) leyó el punto II del informe financiero relativo al efecto del proyecto sobre los gastos fiscales, que es del siguiente tenor: “El presente proyecto de ley irrogará un mayor gasto fiscal, por única vez, de hasta $ 30.000 millones, durante el año de publicación de la ley. La aplicación de estos recursos se materializará mediante resolución de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos y corresponderá a una reasignación desde la Subdere. Para los años siguientes, el gasto deberá ser financiado con cargo a los presupuestos municipales.”.


Consultado por el Diputado señor Marinovic sobre la vigencia de esta iniciativa, el señor Manuel Bravo aclaró que este proyecto producirá sus efectos a contar del 1° de enero del año 2014, de manera que no tiene efecto retroactivo.


El Diputado señor Ortiz solicitó la pronta aprobación del proyecto, ya que no obstante que los beneficios comenzarán a entregarse el próximo año, el artículo quinto transitorio de esta iniciativa dispone que: “Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley N° 19.803, para efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes y porcentajes dispuestos, el Fisco aportará a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de 
M$ 30.000.000 (treinta mil millones de pesos).”, lo que permitirá dar mayor cobertura al presupuesto del próximo año. 


El Diputado señor Montes solicitó que en la tramitación del proyecto se esclarezca el financiamiento de esta iniciativa, ya que no hay claridad con cargo a qué programa de la Subdere se financiará, considerando que el próximo año su presupuesto tiene un recorte importante de recursos.


Expresó que tiene antecedentes que este proyecto se financiará con cargo a la “Compensación por Predios Exentos”, que tiene un presupuesto de $ 54.000 millones, por lo que quedarían sobre $ 20.000 millones en este ítem, de manera que de ser esta información efectiva los que financiarán este proyecto serán los municipios.


El señor Yáñez aclaró que este acuerdo fue suscrito también por los alcaldes, de manera que los recursos para financiar este proyecto no provienen de reasignaciones del presupuesto de la Subdere sino que de otros recursos. Agregó que este tema se debatió en el Senado, precisándose que el proyecto no implicará afectar los presupuestos municipales sin que exista la compensación o reasignación que corresponda.


B. Discusión particular


A proposición del Diputado señor Marinovic, don Miodrag (Presidente), se sometió a votación en general y particular a la vez el proyecto, siendo aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes señores Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier, Marinovic, don Miodrag; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Robles, don Alberto, y Von Mühlenbrock, don Gastón.

V. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS POR LA COMISIÓN


Ninguno.

VI. ARTÍCULOS QUE NO FUERON APROBADOS POR UNANIMIDAD


Ninguno.

VII. TEXTO APROBADO O RECHAZADO POR LA COMISIÓN


En virtud de lo antes expuesto y de los antecedentes que dará a conocer oportunamente el señor Diputado Informante, la Comisión de Hacienda recomienda la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.803, que establece asignación de mejoramiento de la gestión municipal:


1) Agrégase, en el inciso primero del artículo 2º, la siguiente letra c):


“c) Un componente base, a que se refiere el artículo 9º bis de esta ley.”.


2) Incorpórase, en el artículo 6º, la siguiente oración final: “El concejo, al aprobar el mencionado programa, deberá considerar la debida correspondencia que éste tenga con el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal.”. 


3) Reemplázanse, en el artículo 7°, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, los guarismos “6%” y “3%” por “7,6%” y “3,8%”, respectivamente.


4) Modifícase el artículo 9°, a contar del año 2016, en los siguientes términos:


a) Reemplázanse, en el inciso segundo, los guarismos “4%” y “2%” por “8%” y “4%”, respectivamente.


b) Sustitúyense, en el inciso cuarto, los guarismos “4%” y “2%” por “8%” y “4%”, respectivamente.


5) Agrégase, a contar del año subsiguiente al de publicación de la presente ley, el siguiente artículo 9º bis:


“Artículo 9º bis.- El componente base a que se refiere la letra c) del inciso primero del artículo 2º será de un 15% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º.”.


6) Incorpórase el siguiente artículo 9º ter:


“Artículo 9º ter.- La remuneración bruta mensual correspondiente a los meses de mayo, julio, octubre y diciembre, que resulte al incluir la asignación de mejoramiento de la gestión municipal y según los porcentajes que correspondieren, deberá compararse con el total de la remuneración equivalente, en los mismos grados y estamentos, de la Escala Única de Sueldos, en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre.


El funcionario podrá percibir el monto de asignación de mejoramiento de gestión municipal que, sumada a las demás remuneraciones que se señalan a continuación, no exceda al equivalente de la Escala Única de Sueldos contenida en el decreto ley N° 249, de 1974, para igual porcentaje de cumplimiento de la asignación de modernización establecida en la ley 
Nº 19.553, que concede asignación de modernización y otros beneficios que indica.


En caso de requerirse ajustes, se considerará la asignación de mejoramiento de la gestión municipal sin separar sus componentes y como un solo monto.


La sumatoria de rentas que se compararán corresponderán a los componentes de las escalas que se indican a continuación, procediendo el pago de los demás conceptos que percibe cada funcionario municipal de acuerdo a las normas que los rigen:


I. Escala municipal del personal regido por el Título II del decreto ley N° 3.551, de 1981:


a) Sueldo base;


b) Incremento del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980;


c) Asignación del artículo 24 del decreto ley N° 3.551, de 1981;


d) Bonificación del artículo 3° de la ley N° 18.566;


e) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675;


f) Asignación del artículo 4° de la ley N° 18.717;


g) Asignación del artículo 21 de la ley N° 19.429;


h) Asignación del artículo 1° de la ley N° 19.529, e


i) Asignación de mejoramiento de la gestión municipal de la presente ley, considerando el componente base de la letra c) y el grado de cumplimiento obtenido para los incentivos de las letras a) y b), todas del inciso primero del artículo 2°.


II. Escala Única de Sueldos del personal regido por el artículo 1° del decreto ley N° 249, de 1974:


a) Sueldo base;


b) Incremento del artículo 2° del decreto ley N° 3.501, de 1980;


c) Asignación del artículo 3° del decreto ley N° 479, de 1974;


d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N° 1.770, de 1977;


e) Asignación del artículo 17 de la ley N° 19.185;


f) Bonificación del artículo 3° de la ley N° 18.566;


g) Bonificaciones de los artículos 10 y 11 de la ley N° 18.675;


h) Asignación del artículo 21 de la ley N° 19.429, e


i) Asignación de modernización de la ley N° 19.553, considerando las cantidades para los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, producto de porcentajes establecidos en los números 1, 2 y 3 del artículo 1° de la ley N° 20.212 para los distintos grados de cumplimiento establecidos, cuando corresponda.


Todas las rentas que correspondan a los grados de la Escala Única de Sueldos a que se refiere el número II precedente serán publicadas en el sitio electrónico institucional de la Contraloría General de la República, en los meses pertinentes, para cada uno de los porcentajes de cumplimiento de la asignación de modernización. El estamento de auxiliares que carece de equivalencia de grados en la Escala Única de Sueldos no será considerado como profesional.


En caso alguno, la aplicación de las normas señaladas en los incisos precedentes podrá significar una disminución de los sueldos base mensuales establecidos en la ley Nº 20.624, que modifica la Escala de Sueldos Base fijada para el personal de las municipalidades por el artículo 23 del decreto ley N° 3.551, de 1981.”. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Durante el año 2014, para el pago de la asignación en lo correspondiente a los componentes incentivo por gestión institucional e incentivo por desempeño colectivo, o incentivo de desempeño individual si correspondiere, se considerarán los grados de cumplimiento obtenidos respecto de las metas fijadas el año anterior.


Si la presente ley se publicase una vez que ya se hubiere pagado alguna de las cuotas a que se refiere el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 19.803 correspondientes al año de publicación, en las cuotas siguientes la municipalidad respectiva realizará los ajustes para que el pago de las futuras asignaciones se adecúe a las disposiciones de la presente ley. En ningún caso, procederá reliquidar las cuotas ya pagadas, aplicándose directamente los nuevos porcentajes a las cuotas restantes del año.


Artículo segundo.- Durante el año 2014, el componente base a que hace referencia el literal c) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803 será de un 10% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º de dicho cuerpo legal.


En ese mismo año, el componente incentivo por gestión institucional dispuesto en el literal a) del inciso primero del artículo 2º de la citada ley será de un 6% o de un 3% sobre las remuneraciones mencionadas en dicho artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento.


Asimismo, durante el año de publicación de la presente ley, el componente incentivo de desempeño colectivo dispuesto en la letra b) del inciso primero del artículo 2º de la ley 
Nº 19.803 será de un 4% o de un 2% sobre las remuneraciones indicadas en el mencionado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento. Iguales porcentajes regirán en dicho año en caso que fuere aplicable el incentivo de desempeño individual a que se refieren los incisos tercero y cuarto del artículo 9º de la citada ley.


Artículo tercero.- En el año 2015, el componente base a que hace referencia el literal c) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803 será de un 12,5% sobre las remuneraciones mencionadas en el artículo 3º de dicho cuerpo legal, que en cada caso correspondan.


En ese mismo año, el componente incentivo por gestión institucional dispuesto en el literal a) del inciso primero del artículo 2º de la citada ley será de un 6,8% o de un 3,4% sobre las remuneraciones mencionadas en el citado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento.


Asimismo, en el año siguiente al de publicación de la presente ley, el componente incentivo de desempeño colectivo dispuesto en la letra b) del inciso primero del artículo 2º de la ley Nº 19.803 será de un 6% o de un 3% sobre las remuneraciones indicadas en el mencionado artículo 3º, según el respectivo grado de cumplimiento. Iguales porcentajes regirán en dicho año en caso que fuere aplicable el incentivo de desempeño individual a que se refieren los incisos tercero y cuarto del artículo 9º de la citada ley.


Artículo cuarto.- En virtud de lo dispuesto en la presente ley, dentro de los noventa días siguientes a su publicación las municipalidades deberán efectuar las adecuaciones correspondientes en el respectivo reglamento interno a que se refiere el artículo 10 de la ley Nº 19.803. Dentro de igual plazo, el concejo verificará el cumplimiento de lo dispuesto en la oración final del artículo 6° de dicho cuerpo legal, debiendo modificar el programa a que hace mención dicha norma en caso de considerar que no se verifica la correspondencia que éste debe tener con el plan comunal de desarrollo y el presupuesto municipal.


Artículo quinto.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la ley N° 19.803, para efectos de contribuir a la financiación del pago de la asignación de mejoramiento de la gestión municipal, según los nuevos componentes y porcentajes dispuestos, el Fisco aportará a las municipalidades durante el año de publicación de la presente ley hasta la suma de 
M$ 30.000.000 (treinta mil millones de pesos).


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada además por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda por aplicación del artículo segundo transitorio de la presente ley. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata y el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos en el precitado artículo transitorio.


Las municipalidades deberán solicitar el aporte fiscal correspondiente al año de publicación de la presente ley dentro de los 30 días siguientes a la ocurrencia de este hecho.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación del artículo precedente se financiará con cargo al presupuesto de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


Tratado y acordado en sesión de fecha 27 de noviembre de 2013, con la asistencia de los Diputados señores Marinovic, don Miodrag (Presidente); Auth, don Pepe; Jaramillo, don Enrique; Macaya, don Javier; Montes, don Carlos; Ortiz, don José Miguel; Rincón, don Ricardo; Robles, don Alberto; Santana, don Alejandro, y Von Mühlenbrock, don Gastón, según consta en el acta respectiva.


Sala de la Comisión, a 29 de noviembre de 2013.

(Fdo.): JAVIER ROSSELOT JARAMILLO, Abogado Secretario de la Comisión.”
15. Primer informe de la Comisión de Familia recaído en el proyecto, iniciado en Mensaje, con urgencia “Simple”, que “Modifica Ley de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales y, establece ley sobre violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia.”. (boletín N° 8851-18)

“Honorable Cámara:

La Comisión de Familia pasa a informar, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, el proyecto de ley individualizado en el epígrafe, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República y con urgencia calificada de Simple.

Asistió, al inicio de la tramitación a presentar el proyecto, la Ministra, en ese momento
, del Servicio Nacional de la Mujer señora Carolina Schmidt Zaldívar. Asimismo, concurrió con posterioridad, la actual Ministra señora Loreto Seguel King, acompañada por sus asesoras señoras Paula García-Huidobro, y Susan Ortega Herrera, Jefa del Departamento de Reformas Legales del Sernam. Del mismo modo, concurrió la Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Viviana Paredes Mendoza, junto a las abogadas señoras Paula Garcia Huidobro y Maria Elisa Amenabar.

En representación del Fiscal Nacional del Ministerio Público, asistió la señora María Angélica San Martín Ponce, Directora (S) Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar. 

Igualmente, la Comisión contó con la opinión de los señores Cristián Lepín Molina, Profesor de Derecho de la Universidad de Chile y experto en Derecho de Familia, y Rodrigo Moya Oyaneder, Director General (S) de la Corporación de Asistencia Judicial, de la Región Metropolitana; y de la señora Jimena Valenzuela Del Valle, Profesora de Derecho Civil y de Familia de la Universidad de Los Andes, de la señora Camila Maturana Kesten, representante de Corporación Humanas y del señor Héctor Mery Romero, representante de la Fundación Jaime Guzmán.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

1.- IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL DEL PROYECTO: 

Incorporar y sancionar en la legislación nacional la violencia cometida en relaciones de pareja que no conviven, para que, por una parte, se advierta sobre la necesidad de instalar la problemática entre los jóvenes del país para sensibilizarlos a construir relaciones sanas y libres de violencia, y, por otra parte, sancionar a los culpables y otorgar a las víctimas las mismas medidas de protección contenidas en la Ley de Violencia Intrafamiliar y demás normas aplicables, con el propósito de persuadirlas a denunciar, en orden a seguir avanzando en la prevención y erradicación de la violencia.

2.- NORMAS DE QUORUM ESPECIAL

El artículo 4° del proyecto tiene rango de ley orgánica constitucional de conformidad con el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N°18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, toda vez, que otorga una nueva competencia a los tribunales de familia, esto es, para conocer sobre las faltas originadas en el maltrato dirigido a una persona con la cual se tenga o se haya tenido una relación de pareja sin convivencia. 

Se hace presente, que si bien la ley N° 19.968 que crea los tribunales de familia, en su artículo 8° N°16 prescribe que tienen competencia para conocer y resolver los actos de violencia intrafamiliar, sin embargo, no le es aplicable dicha norma porque precisamente el artículo 4° del proyecto expresamente señala que “las relaciones de pareja sin convivencia no se considerarán, para ningún efecto legal, como relaciones de familia”. 

3.- TRÁMITE DE HACIENDA:

No requiere ser conocido por la Comisión de Hacienda

4.- APROBACIÓN EN GENERAL: 

La idea de legislar fue aprobada por la unanimidad de ocho de sus integrantes presentes, diputadas señoras Cristi (Presidenta), Goic, Muñoz y Rubilar; y diputados señores, Barros, Jarpa, Sabag y Schilling. 

5.- ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN.

Indicaciones

1.- Del Ejecutivo: El encabezamiento de la Indicación Sustitutiva “ARTÍCULO ÚNICO “Apruébase la siguiente ley sobre violencia en las relaciones de pareja sin convivencia”.

Al artículo 14 de la ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar

De las señoras diputadas Muñoz y Saa, para agregar a continuación del vocablo “mínimo”, la palabra “a medio”
6.- ARTÍCULOS SUPRIMIDOS: El Ejecutivo, mediante indicación, sustituyó su propio texto, suprimiendo los ARTÍCULOS PRIMERO, SEGUNDO, y TERCERO, en todos su números y letras.

II. ANTECEDENTES

DE HECHO

1.- Fundamentos del Mensaje

Expresa, que la iniciativa legal busca fortalecer ciertas disposiciones de la Ley de Violencia Intrafamiliar, así como otras disposiciones que dicen relación con este tipo de violencia, que, lamentablemente, sigue siendo frecuente en el país, a pesar de las medidas de prevención que han adoptado los diversos órganos competentes.

Principalmente, busca reforzar el concepto de violencia intrafamiliar, incluyendo otros tipos de violencia, como son aquéllos que afectan la libertad o indemnidad sexual de las personas, así como también la subsistencia económica de éstas, en consonancia con las Convenciones Internacionales ratificadas por Chile, como la CEDAW.

Asimismo, busca aprobar una nueva ley que protege a las personas que tengan una relación de pareja con su agresor, sin que convivan, de manera que el delito de maltrato habitual también sea sancionado respecto de éstos, con la pena de presidio menor en su grado mínimo, dado los altos índices de violencia que actualmente se presentan en nuestro país respecto de los coloquialmente llamados “pololos”. 

De este modo, con esta iniciativa se fortalece la protección a las víctimas de violencia intrafamiliar y de violencia en el pololeo, facilitando a los tribunales la aplicación de medidas de protección y accesorias adecuadas, en orden a seguir avanzando en la erradicación de este tipo de violencia.

Precisa el Mensaje, que en el desarrollo de la iniciativa que se somete a consideración, se tuvieron presente las mociones refundidas correspondientes a los Boletines N°s 4106-18; 4936-18; 5093-18; 5235-18; 6001-18; 7314-18; 7566-18; 5979-18; 5293-18; 5569-18; 6057-18; 5292-18 y 5294-18
,
 que, principalmente, modifican normas referidas a la violencia intrafamiliar contenidas en la ley N° 20.066, como en el Código Orgánico de Tribunales, el Código Civil, el Código Penal y la Ley sobre Tribunales de Familia. Dichas mociones han sido latamente discutidas en el seno de la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados y se encuentran actualmente en primer trámite constitucional. Asimismo, cabe señalar que también se refirieron a esta materia las mociones correspondientes a los Boletines N°s 5200-07; 5212-07; 6122-07; 8122-07; 8192-07; 8494-07 y 8739-07.

Agrega, que por otra parte, es necesario señalar que se tuvo presente una moción presentada el año 2007 por el Senador Camino Escalona, cuyo número de Boletín es el 4886-07 y titulada Proyecto de ley que introduce modificaciones a la ley N°20.066 que sanciona la violencia intrafamiliar. Por medio de ésta, se buscó incluir dentro de la definición de violencia intrafamiliar a las relaciones de afectividad sin convivencia.

Finalmente, indica que debe destacarse que durante el segundo semestre del año 2012, el Servicio Nacional de la Mujer lideró una mesa de trabajo en la que participaron representantes de Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones, Ministerio Público, Tribunales de Familia y Garantía. Las conclusiones de esta mesa fueron fundamentales para proponer reformas de orden legal que se proponen, además de otras de tipo administrativas.

2.- Contenido del proyecto

El proyecto original constaba de dos partes
:

1.- Diversas modificaciones en la Ley de Violencia Intrafamiliar

Relacionadas con las siguientes materias:

Definición violencia intrafamiliar 

Modifica la definición actual que contiene el artículo 5°, incluyendo dentro del maltrato que constituye violencia intrafamilar, aquélla que afecte la libertad o indemnidad sexual o la subsistencia económica. De la misma manera, se incorpora un nuevo inciso segundo que dispone que también serán consideradas conductas constitutivas de violencia intrafamiliar, el no cumplir con los deberes legales de asistencia inherentes a las figuras de familia, guarda, tutela u otros a los que se estuviese obligado en atención a su posición respecto del otro, principalmente para atender a aquellos casos de abandono de personas de tercera edad.

Medidas accesorias

En el caso de la medida de prohibición de acercamiento a la víctima, se establece la posibilidad del juez de también poder determinar la restricción o prohibición de comunicación entre la víctima y el ofensor, para así prevenir este tipo de violencia.

Por otra parte, se establece que la prohibición de porte y tenencia de armas se decretará, especialmente, cuando lo solicite la víctima por motivos fundados o, en su defecto, el arma de fuego hubiese tenido relación con el hecho constitutivo de maltrato.

Circunstancias atenuantes y agravantes

Se incorpora una nueva disposición que establece que, en este tipo de delitos, no procederá acoger la circunstancia atenuante de actuar por arrebato u obcecación, dada su naturaleza particular. 

Asimismo, se incorpora una nueva agravante, sólo para el delito de maltrato habitual, cual es el cometer dicho delito en presencia de menores de edad. Esta disposición busca proteger a los menores de ser testigos frecuentes de esta clase de violencia, con sus consecuencias posteriores y busca velar por el interés superior del menor.

Suspensión del procedimiento

Respecto a esta figura, se establece de manera expresa que dicha suspensión es condicional y que debe decretarse oyendo previamente a la víctima, para así otorgarle una debida protección. Asimismo, una vez transcurrido la mitad del plazo de la medida impuesta como condición para su suspensión y antes de su término, se establece que el tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, citar a audiencia y, oyendo a todos los intervinientes, revisar y modificar uno o más de estas medidas.

Modificación a la Ley de Tribunales de Familia

Por otra parte, se modifican ciertas disposiciones de esta ley, para hacerlas consistentes con las enmiendas señaladas precedentemente, principalmente en materias procedimentales.

Asimismo, se introducen ciertas modificaciones a las medidas accesorias que puede decretar el tribunal, particularmente permitiéndole a la víctima que ha hecho abandono del hogar común, cuando sea necesario y especialmente si existen hijos en común, que ésta pueda volver a dicho hogar, prohibiendo o restringiendo, en su caso, la presencia del ofensor en tal lugar.

Perdón de la víctima en delitos sexuales

En la actualidad el Código Penal permite que si el ofensor de ciertos delitos sexuales el cónyuge o conviviente, se puede poner término al proceso a requerimiento del ofendido, salvo que el juez, por motivos fundados, no acepte. Dicha norma se deroga.

2. Violencia en el pololeo

Finalmente, se introduce una normativa que sanciona el ejercicio habitual de violencia física, psíquica o que afecte la libertad o indemnidad sexual, entre personas que tengan una relación íntima de pareja, pero sin convivencia, lo que actualmente no se encuentra considerada en el artículo 5° de la Ley de Violencia Intrafamiliar. Cabe hacer presente que la palabra “íntima” se utiliza en el sentido más amplio del término, comprendiendo aquellas relaciones de pareja de tipo sentimental o amoroso entre dos personas. Así, se busca hacer referencia a lo que el lenguaje coloquial de nuestro país denomina “pololear”, verbo definido por el Diccionario de la Real Academia Española como “mantener relaciones amorosas con cierto grado de formalidad”.

Hace aplicable, las disposiciones del párrafo 8° de la Ley de Violencia Intrafamiliar, como asimismo, las normas que sancionan el maltrato habitual, decir, aquél que regula la violencia intrafamiliar constitutiva de delito.

DE DERECHO

1.-Normas aplicables:

Es necesario, para contextualizar las iniciativas en estudio, diferenciar el concepto de violencia intrafamiliar, del de violencia de pareja; el primero, es mucho más amplio y comprende diferentes tipos de violencia que ocurren al interior de una familia, como pueden ser el maltrato infantil, de adultos mayores o de personas con discapacidad; a su vez, el término violencia de pareja hace referencia a una relación íntima, -matrimonio, convivencia, noviazgo u otras afines- , “lo que puede llevar a equívocos si se utiliza como homólogo de violencia de género, la que responde a un tipo de violencia que se produce con el objeto exclusivo de dominar a la mujer en diferentes ámbitos sociales como son la familia o la comunidad en general

Dicho lo anterior, lo que une a los términos descritos es su concepción de violencia, en la que se destaca que una persona que se impone por la fuerza, tiene mayor poder que la otra y utiliza la violencia para dominarla. 

Las normas aplicables son las siguientes:

-Ley N°20.066 sobre violencia intrafamiliar, de 7 de octubre de 2005.

-Ley N°19.968, que crea los tribunales de familia, de 30 de agosto de 2004.

Ley N° 20.480, que tipifica y sanciona el femicidio e introduce una serie de modificaciones en el Código Penal y en la leyes mencionadas, de 18 de diciembre de 2010. 

2.-Concepto de violencia intrafamiliar contenido en la actual ley N°20.066

Todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o síquica de quien tenga o haya tenido la calidad de cónyuge del ofensor o una relación de convivencia con él; o sea pariente por consanguinidad o por afinidad en toda la línea recta o en la colateral hasta el tercer grado inclusive del ofensor, su cónyuge o su actual conviviente, o bien, cuando esta conducta ocurre entre los padres de un hijo común, o sobre un menor de edad, adulto mayor o discapacitado que se encuentre bajo el cuidado o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar. 

Dicho lo anterior, supone la existencia de los siguientes vínculos:

a) Matrimonio: cónyuges o ex cónyuges.

b) Convivencia: actual o pasada.

c) Parentesco por consaguinidad: El que existe entre dos personas que descienden una de la otra o de un mismo progenitor, en cualquiera de sus grados (abuelo, padres, hijos, nietos, hermanos, primos).

d) Parentesco por afinidad: El que existe entre una persona que está o ha estado casada y los consanguíneos de su marido o mujer (cuñados, suegros, yernos, nueras) Implica la existencia de un matrimonio y no desaparece con la muerte de uno de los que le dieron origen.

e) Padres de un hijo en común: que no sean ni cónyuges ni convivientes.

f) Cuidado y protección respecto de la víctima menor de edad, adulto mayor o persona con discapacidad.

3.-Garantías que otorga la ley

Considera el delito de maltrato habitual que sanciona la violencia psíquica y física ejercida repetidamente; aumenta las sanciones por este tipo de conductas; aumenta en un grado las penas de cárcel en caso de lesiones causadas por violencia intrafamiliar; otorga mayores garantías de obtener protección para quienes denuncien maltratos, así como la obligación del agresor de abandonar la casa; la prohibición de que se acerque a la víctima, a su casa o a su lugar de trabajo, así como, a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente; la obligación de asistir a terapia; y la facultad concedida a las policías para incautar al agresor toda clase de armas, aunque tenga autorización para tenerlas.

La infracción de algunas de las medidas anteriores, puede acarrear sanción penal o arresto hasta por 15 días para el ofensor. 

4.-Ante quién se denuncia un caso de violencia intrafamiliar. 

Se puede denunciar ante Carabineros e Investigaciones, quienes remitirán la denuncia al juzgado de familia que corresponda, pero además se puede recurrir directamente a éste. Luego, de la interposición de la denuncia se da inicio al juicio por violencia intrafamiliar y si éstos consideran que se configura el delito de maltrato habitual, remitirán los antecedentes al Ministerio Público.

5.-Tribunales que se ocupan de la violencia intrafamiliar

-Los Tribunales de familia, cuando los actos de violencia intrafamiliar no constituyan delito sino una falta.

-El Ministerio Público, cuando los actos de violencia intrafamiliar constituyan delito, esto es, dará curso a la investigación pertinente en caso de que se trate del delito de maltrato habitual, de acuerdo a la calificación que efectúe el respectivo juzgado de familia y le remita los antecedentes.

6.- El delito de maltrato habitual

Es el ejercicio habitual de violencia física o síquica respecto de las personas protegidas por la ley de violencia intrafamiliar. El requisito determinante de este delito es que los actos de violencia intrafamiliar sean repetidos porque para apreciar la habitualidad el tribunal atenderá al número de actos ejecutados y a la proximidad temporal de los mismos.

7.-Sanción para el delito de maltrato habitual

La sanción varía entre los 61 a 540 días de presidio, salvo que el hecho constituya un delito de mayor gravedad, caso en que se aplica la pena asignada a éste último.

8.-Medidas de protección para las víctimas

Los tribunales de justicia con competencia en materia penal pueden adoptar medidas cautelares para proteger a la víctima, fijar su plazo de duración y prorrogarlo en caso de ser necesario.

Por su parte, el tribunal de familia que conozca de una causa por violencia intrafamiliar, debe adoptar de oficio todas las medidas necesarias para llevarlo a su término, así como, para dar protección a las víctimas de violencia intrafamiliar. El tribunal debe cautelar especialmente los casos en que la víctima está embarazada, sea una persona con discapacidad o tenga una condición que la haga vulnerable. Asimismo, debe considerar como situación de riesgo inminente el hecho de que un adulto mayor, dueño o poseedor de un inmueble que ocupe para residir, sea expulsado de él, relegado a sectores secundarios, o bien se limite su desplazamiento en su interior, por alguno de sus parientes.

9.-Centros de atención a los que pueden recurrir las víctimas. Existen varios centros que se especializan en recibir a víctimas de violencia intrafamiliar. Los centros de atención tienen por objetivo dar respuesta lo más pronto posible a las necesidades de los involucrados en situaciones de violencia intrafamiliar. Ellos auxilian, atienden consultas jurídicas o médicas, asesoran de acuerdo a su especialización, remiten a otras organizaciones y acogen ante hechos de maltrato
. 

10.-Registro de las personas que hayan sido condenadas por violencia intrafamiliar

El Registro Civil de Identificación tiene la obligación de llevar un registro especial de las personas condenadas como autoras de violencia intrafamiliar, así como de las demás resoluciones que la ley ordene transcribir.

-Conceptos de violencia doméstica y sus clases, Chile y Derecho comparado

La violencia intrafamiliar (VIF) en Chile, corresponde a todo maltrato que afecte a la vida o la integridad física o psíquica de la víctima. Legislaciones extranjeras regulan además aquella que menoscabe al patrimonio de la misma, con independencia de los efectos psíquicos. Se denomina “violencia patrimonial” y tiene por objeto controlar los bienes de la víctima. 

Asimismo, diferentes legislaciones incorporan definiciones sobre otras formas de violencias, como lo es la violencia sexual. Legislaciones relativas a ambas clases de violencias se contemplan en Costa Rica, Panamá, Uruguay, México, Argentina y España, todas las cuales definen expresamente también, al igual que Chile, los conceptos de violencia física y psíquica.

Análisis

-Conductas que constituyen Violencia intrafamiliar. Regulación en Chile.

La Ley N° 20.066 de Violencia Intrafamiliar
 establece en su artículo 5°, los tipos de actos que constituyen VIF, señalando que: “Será constitutivo de violencia intrafamiliar todo maltrato que afecte la vida o la integridad física o psíquica...”. 

De la norma se desprende que el maltrato constitutivo de VIF es aquel que afecta:

-La vida de la víctima;

-La integridad física, por conductas que generan algún tipo de lesiones; y

-La integridad psíquica, es decir, perjuicios a la salud psicológica, por medio de menoscabar, degradar controlar a la víctima utilizando intimidación, manipulación, amenazas, humillación, aislamiento. 

De manera que, el actual ámbito de aplicación de la Ley, VIF no considera explícitamente a la violencia patrimonial ni la sexual como un tipo de violencia intrafamiliar
. 

Lo que la Ley VIF contempla es el establecimiento de la obligación del condenado por violencia intrafamiliar a pagar a la víctima los perjuicios patrimoniales ocasionados con motivo de sus actos, incluyendo “la reposición en dinero o en especie de bienes dañados, destruidos o perdidos” (artículo 11). 

Sin embargo, la ley no considera explícitamente los perjuicios o daños patrimoniales ni sexuales dentro de los tipos de violencia que establece el artículo 5 ya señalado
.

Tabla 1. Conceptos legales de violencia física en el Derecho Comparado

	Costa Rica

	Panamá

	Uruguay

	México

	España

	Argentina


	Acción u omisión que arriesga o daña la integridad corporal de una persona.
	El uso de la fuerza o la coerción, por parte del agresor o de la persona agresora, contra la víctima sobrevinien-te, para lograr que ésta haga algo que no desea o deje de hacer algo que desea por encima de sus derechos.
	Acción, omisión o patrón de conducta que dañe la integridad corporal de una persona.
	Cualquier acto que infringe daño, usando la fuerza física o algún tipo de arma u objeto que pueda provocar o no lesiones ya sean internas, externas o ambas.
	Incluye cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de la mujer, con resultado o riesgo de producir lesión física o daño, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. 
	La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra forma de maltrato agresión que afecte su integridad física.


-Conceptos de violencia psicológica

Junto a la violencia física, los países analizados definen en términos expresos el concepto de violencia psicológica. Se trata de un concepto relevante, dado que otros tipos de violencia -como la económica o patrimonial- generarán efectos psicológicos y, por ende, pueden ser consideradas una manifestación de esta clase de violencia.

Tabla 2. Conceptos legales de violencia psicológica en el Derecho Comparado

	Costa Rica
	Panamá
	Uruguay
	México
	España
	Argentina

	Acción u omisión destinada a degradar o controlar las acciones, comporta-mientos, creencias y decisiones de otras personas, por medio de intimida-ción, manipula-ción, amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal.
	Toda acción u omisión que realiza una persona contra otra, destinada a coaccionar, degradar o controlar las acciones, comportamientos, creencias, sentimientos o decisiones de personas a quienes es aplicable esta ley. Se manifiesta por medio de la intimidación, manipulación o amenaza directa o indirecta, vigilancia permanente, hostigamiento, acoso o menosprecio al valor personal, destrucción de objetos apreciados por la persona, privación del acceso a la alimentación, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación y el desarrollo personal.
	Toda acción u omisión dirigida a perturbar, degradar o controlar la conducta, el comportamiento, las creencias o las decisiones de una persona, mediante la humillación, intimidación, aislamiento o cualquier otro medio que afecte la estabilidad psicológica o emocional.
	Cualquier acto u omisión que dañe la estabilidad psicológica, que puede consistir en negligencia, abandono, descuido reiterado, celotipia, insultos, humillaciones, devaluación, marginación, indiferencia, infidelidad, comparaciones destructivas, rechazo, restricción a la autodeterminación y amenazas, las cuales pueden conllevar a la victima a la depresión, al aislamiento, a la devaluación de su autoestima e incluso al suicidio.
	Toda conducta, verbal o no verbal, que produzca en la mujer desvalori-zación o sufrimiento, a través de amenazas, humilla-ciones o vejaciones, exigencia de obediencia o sumisión, coerción, insultos, aislamiento, culpabiliza-ción o limitaciones de su ámbito de libertad, ejercida por quien sea o haya sido su cónyuge o por quien esté o haya estado ligado a ella por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia. Asimismo, tendrán la consideración de actos de violencia psicológica contra la mujer los ejercidos por hombres en su entorno familiar o en su entorno social y/o laboral.
	La que causa daño emocional y disminución de la autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o que busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación aislamiento. Incluye también la culpabiliza-ción, vigilancia constante, exigencia de obediencia sumisión, coerción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridiculización, explotación y limitación del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación.


Conceptos comparados de violencia sexual 

Las leyes relativas a la protección de violencia doméstica y/o de género ya analizadas incorporan también nociones referidas a otras clases de violencia, como la sexual. A continuación se analizan los conceptos legales de violencia sexual consagrados en Costa Rica, Panamá, Uruguay, México, Argentina y España. 

Tabla 4. Conceptos legales de violencia sexual en el Derecho Comparado

	Costa Rica
	Panamá
	Uruguay
	España
	México
	Argentina

	Acción que obliga a una persona a mantener

contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras

interacciones sexuales mediante el uso de fuerza, intimidación,

coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza o cualquier

otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal.

Igualmente, se considerará violencia sexual el hecho de que la persona agresora obligue a la agredida a realizar alguno de estos

actos con terceras personas.
	Acción que obliga a una persona, mediante el uso de la fuerza, intimidación, coerción, chantaje, soborno, manipulación, amenaza, uso de sustancias o drogas o cualquier otro mecanismo que afecte su voluntad, a participar en interacciones sexuales que por sí mismas no constituyen necesariamente delitos contra el pudor y la libertad sexual.

Igualmente, se considera violencia sexual que la persona agresora obligue a la persona agredida a realizar algunos de estos actos con terceras personas o a presenciarlos. 
	Toda acción que imponga o induzca comportamientos sexuales a una persona mediante el uso de: fuerza, intimidación, coerción, manipula-ción, amenaza o cualquier otro medio que anule o limite la libertad sexual. 
	Incluye cualquier acto de naturaleza sexual forzada por el agresor o no consentida por la mujer, abarcando la imposición, mediante la fuerza o con intimidación, de relaciones sexuales no consentidas, y el abuso sexual, con independen-cia de que el agresor guarde o no relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco con la víctima.
	Cualquier acto que degrada o daña el cuerpo y/o la sexualidad del receptor de violencia y que por tanto atenta contra su libertad, dignidad e integridad física. Es una expresión de abuso de poder que implica la supremacía del generador de violencia hacia el receptor de la violencia.
	Cualquier acción que implique la vulneración en todas sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimida-ción, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones vinculares o de paren-tesco, exista o no convivencia, así como la prostitución forzada, explota-ción, esclavitud, acoso, abuso sexual y trata de mujeres.


LA VIOLENCIA EN EL POLOLEO O RELACIONES DE PAREJA SIN CONVIVENCIA

La violencia en el pololeo es más frecuente de lo que se cree; estudios refieren un 43,1% de jóvenes entre 15 y 18 años, declara haber vivido violencia en su relación de pareja, y las razones más comunes son los celos, el alcohol y la rabia por el rechazo al sexo.

Se define como el comportamiento para establecer el control y el poder sobre el otro, mediante el miedo, la intimidación, incluyendo a menudo la amenaza o el uso de la fuerza y agresiones tanto físicas como psicológicas por parte de sus parejas, cifras que resultan alarmantes si se tiene en consideración que las personas que son agresivas en el pololeo también lo serán habitualmente en el matrimonio y/o convivencia porque es su antesala. 

Primeras señales de violencia 

Muchos jóvenes, hombre y mujeres, no logran identificar que su relación dejó de ser sana y se está convirtiendo en un objeto de violencia, poco a poco comienzan a creer que los garabatos, los manotazos y empujones son conductas normales en el pololeo. 

Violencia en parejas no convivientes: Sexta Encuesta Nacional de la Juventud

Violencia en Parejas Jóvenes

De acuerdo con cifras obtenidas de las Sexta Encuesta Nacional de la Juventud, el estado civil legal del 92,2% de los jóvenes entre 15 y 29 años es “soltero”. De los jóvenes que declararon ser solteros, casi un 30% declaró estar pololeando al momento de la encuesta (Tabla 1)

Tabla 1. Jóvenes legalmente solteros: situación de pareja declarada

	Situación de Pareja
	%

	Está solo/a
	43,6

	Pololea
	29,8

	Vive con la pareja
	15,1

	Anda con alguien
	8,7

	Comprometido/a para casarse
	2,4


Entre los jóvenes que declararon pololear, el 4,2% indicó que al menos una vez se dio una situación de violencia física en su relación, un 9,9% indicó violencia psicológica y un 0,6% indicó violencia sexual. El tipo de violencia mayormente declarado por los jóvenes en todos los tipos de relación fue violencia psicológica (16%, Ver Tabla 2)

Tabla 2. Tipos de violencia según tipo de relación de pareja (%)

	Tipo de relación
	Violencia

	
	Física
	Psicológica
	Sexual

	Ando con alguien
	5,4
	10,7
	1,2

	Pololeo
	4,2
	9,9
	0,6

	Comprometido/a para casarse
	3,2
	19,4
	0,0

	Vivo con mi pareja
	14,8
	30,6
	0,8

	Total
	7,2
	16,0
	0,7


La mayoría de los jóvenes víctimas de violencia en el pololeo declararon haber sido controlados por sus parejas en cuanto a salidas, horarios y/o apariencia (29,8%); la segunda situación de violencia -en orden de importancia- fue el alejamiento de amigas y amigos (17,9%). A nivel general, estas situaciones fueron también las comunes entre jóvenes víctimas de violencia en sus relaciones de pareja (Ver Tabla 3)

Tabla 3. Porcentaje de jóvenes víctimas de violencia, por situación y tipo de relación 

	Tipo de relación
	¿Controla tus salidas, horarios, apariencia?
	¿Alguna vez te pegó, empujó, zamarreó?
	¿Descalifica lo que dices, haces, sientes?
	¿Trata de alejarte de tus amigas y amigos?
	¿Te presiona a tener relaciones sexuales?

	Ando con alguien
	21,5
	6,7
	9,7
	14,0
	2,8

	Pololeo
	29,8
	8,1
	9,8
	17,9
	1,7

	Comprometido/a para casarse
	37,7
	12,1
	11,9
	14,1
	0,1

	Vivo con mi pareja
	38,5
	20,2
	21,7
	24,5
	2,3

	Total
	31,2
	11,3
	13,1
	18,9
	2,0


Entre los jóvenes que declararon haber ejercido violencia sobre sus pololos(as) alguna vez, las situaciones más frecuentes registradas fueron: restricción de amistades (15,7%) y empujones, zamarreos o golpes (11,1%). Estos datos siguen la tendencia del total jóvenes que han ejercido violencia en sus relaciones de pareja (Ver Tabla 4)

Tabla 4. Porcentaje de jóvenes que han ejercido violencia, por situación y tipo de relación

	Tipo de relación
	Le restringes y/o prohíbes tener sus propias amistades a tu pareja
	La has empujado, zamarreado o golpeado alguna vez
	Vigilas constantemente a tu pareja
	Le presionas a tener relaciones sexuales
	Te burlas, ofendes o insultas a tu pareja en privado y/o público

	Ando con alguien
	10,7
	6,7
	8,3
	2,3
	5,7

	Pololeo
	15,7
	11,1
	10,5
	2,3
	7,3

	Comprometido/a para casarse
	26,4
	14,8
	15,1
	0,1
	13,3

	Vivo con mi pareja
	24,4
	23,8
	14,0
	2,6
	15,1

	Total
	17,7
	14,0
	11,3
	2,3
	9,4


Violencia en el Pololeo según sexo, edad y nivel socioeconómico

El tipo de violencia mayormente declarado, tanto por hombres como por mujeres fue la violencia psicológica. Por tramos de edad, la violencia de tipo físico tiende a aumentar conforme aumenta el tramo etario, al igual que la violencia psicológica: la violencia física… Según nivel socioeconómico, la violencia física aumenta hacia el estrato “E” (5,7%); la violencia sicológica en tanto mostró el porcentaje más alto en el estrato “D” (11,5%).

La violencia sexual tiende a disminuir a medida que aumenta la edad, en tanto por nivel socioeconómico, este fenómeno no presenta alguna tendencia clara (Ver Tabla 5)

Tabla 5. Porcentaje de Jóvenes que declararon violencia en el pololeo, según sexo, edad y nivel socioeconómico.

Tipo de Violencia
Sexo
Tramo Etario
Nivel Socioeconómico

	Tipo de Violencia
	Sexo
	Tramo Etario
	Nivel Socioeconómico

	
	Hombre
	Mujer
	15-19
	20-24
	25-29
	ABC1
	C2
	C3
	D
	E

	Física
	4,0
	4,4
	3,7
	3,6
	6,0
	2,1
	3,2
	4,5
	5,5
	5,7

	Psicológica
	9,3
	10,4
	8,6
	9,3
	12,8
	6,5
	9,5
	10,5
	11,5
	7,5

	Sexual
	0,5
	0,6
	1,0
	0,4
	0,1
	1,7
	0,3
	0,4
	0,8
	0,2


Según situación de violencia, los hombres declaran haber sido víctimas de violencia en mayor proporción que las mujeres, a excepción de situaciones de descalificación y presión para tener relaciones sexuales (Tabla 6). Este último dato resulta concordante con la Tabla 7 (página siguiente), en donde las mujeres declararon ejercer distintos tipos de violencia en mayor proporción que los hombres, a excepción del caso antes mencionado. 

Tabla 6. Porcentaje de Jóvenes víctimas de violencia en el pololeo, según situación de violencia, sexo, edad y nivel socioeconómico.

	Situación de Violencia
	Sexo
	Tramo Etario
	Nivel Socioeconómico

	
	Hombre
	Mujer
	15-19
	20-24
	25-29
	ABC1
	C2
	C3
	D
	E

	¿Controla tus salidas, horarios, apariencia?
	33,8
	25,7
	33,6
	25,9
	29,6
	14,9
	24,5
	33,8
	37,4
	33,1

	¿Alguna vez te pegó, empujó, zamarreó?
	9,9
	6,3
	9,2
	6,7
	8,7
	6,2
	8,2
	7,7
	7,9
	12,0

	¿Descalifica lo que dices, haces o sientes?
	9,6
	10,0
	10,7
	8,0
	11,2
	6,1
	8,6
	11,6
	10,9
	11,1

	¿Trata de alejarte de tus amigos/as?
	22,7
	12,9
	21,2
	16,3
	15,0
	0,8
	12,3
	22,8
	23,4
	23,0

	¿Te presiona a tener relaciones sexuales?
	2,3
	1,1
	2,5
	1,0
	1,5
	2,0
	1,4
	1,2
	2,4
	1,6


En cuanto a situaciones de violencia por tramo de edad, los porcentajes de jóvenes víctimas de violencia suelen disminuir entre los 20 y 24 años, a excepción de la descalificación (Tabla 6), que tienden a disminuir a medida que aumenta la edad. En cuanto al ejercicio de violencia sobre el pololo o polola, con la edad solamente tiende a disminuir la vigilancia (Ver Tabla 7). En general, los porcentajes más altos tanto de víctimas como de agresores, suelen situarse en el tramo de 15 a 19 años, excepto en el caso de la descalificación (Víctimas, Tabla 6) y en el caso de presionar para tener relaciones sexuales (Agresores, Tabla 7).

Respecto a nivel socioeconómico, el porcentaje de víctimas de violencia tiende a aumentar hacia el estrato “E” (Ver Tabla 6,). Los porcentajes de jóvenes agresores también tienden a aumentar hacia el estrato “E”, excepto en el caso de presionar para tener relaciones sexuales, en que se observa el fenómeno inverso: mayor porcentaje en el estrato ABC1. La situación de burlas, ofensas e insultos no muestra una tendencia clara entre los distintos estratos (Ver Tabla 7).

Tabla 7. Porcentaje de Jóvenes que han ejercido violencia en el pololeo, según situación de violencia, sexo, edad y nivel socioeconómico.

	Situación de Violencia
	Sexo
	Tramo Etario
	Nivel Socioeconómico

	
	Hombre
	Mujer
	15-19
	20-24
	25-29
	ABC1
	C2
	C3
	D
	E

	¿Le restringes y/o prohíbes tener sus propias amistades?
	13,5
	18,1
	19,2
	13,0
	14,4
	3,6
	10,8
	19,6
	19,4
	29,1

	¿Le has empujado, zamarreado o golpeado alguna vez?
	6,8
	15,6
	12,2
	10,0
	11,1
	7,4
	10,8
	13,4
	10,1
	14,5

	¿Le vigilas constantemente?
	8,9
	12,2
	14,3
	8,9
	6,9
	7,2
	8,3
	12,4
	12,1
	14,0

	¿Le presionas a tener relaciones sexuales?
	2,7
	1,9
	1,1
	2,8
	3,5
	5,2
	2,5
	3,1
	1,1
	0,6

	¿Te burlas, ofendes o insultas a tu pareja en privado y/o público?
	4,7
	9,9
	10,0
	5,2
	6,2
	7,2
	7,1
	8,2
	6,6
	8,7


VIOLENCIA EN EL POLOLEO: DERECHO COMPARADO

Revisadas legislaciones extranjeras que regulan este tipo de violencia, se observa que ella ha sido abordada tanto en leyes de violencia doméstica (Uruguay, España y Reino Unido) como en leyes de violencia de género (Argentina, España y Portugal).

Las técnicas legislativas adoptadas varían, pero todas las regulaciones comprenden a las relaciones de pareja actuales y pasadas. Las fórmulas utilizadas para referirse a este tipo de relación son las siguientes:

-Persona con la que se tiene o ha tenido una relación de noviazgo (Uruguay);

-Persona que esté o haya estado ligada por análoga relación de afectividad aún sin convivencia (España);

-Personas que sin haber cohabitado, tienen o han tenido una relación personal íntima de una duración significativa (Reino Unido);

-Parejas o noviazgos, vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia (Argentina);

-Personas con las que se tenga o haya tenido una relación análoga a dos cónyuges, aún sin cohabitación (Portugal).

Finalmente, según Recomendación de 2010 de Naciones Unidas, las legislaciones aplicables a violencia doméstica deben incluir como mínimo a personas que mantengan o hayan mantenido una relación íntima incluidas (entre otras) las no cohabitacionales.

I. Regulación en leyes de violencia doméstica 

1. Uruguay

La Ley N° 17.514 de violencia doméstica de Uruguay considera como violencia doméstica la causada contra la persona con la que se tiene o ha tenido una relación de noviazgo o con la que se tiene o ha tenido una relación afectiva basada en la cohabitación y originada por parentesco, matrimonio o unión de hecho.

La violencia se constituye mediante acciones u omisiones que directa o indirectamente menoscabe, limitando ilegítimamente el libre ejercicio o goce de los derechos humanos de una persona.

2. España

La Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración social de los extranjeros
 de España, incluyó el actual artículo 173.2 del Código Penal español
, que sanciona con privación de libertad, entre otras medidas, a quien habitualmente ejerza violencia física o psíquica sobre “quien sea o haya sido su cónyuge o sobre persona que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad aún sin convivencia”.

3. Reino Unido

La Ley de la Violencia Intrafamiliar y de sus víctimas de 2004 (Domestic Violence Crime and Victims' Act 2004) el 2007 modificó la definición contemplada en la Ley de la Familia de 1996 (Family Law Act), permitiendo solicitar una orden de alejamiento (non-molestation order) a la persona que no ha convivido con otro, pero ha tenido una relación íntima y personal que es o fue de duración significativa
.

II. Regulación en leyes de violencia de género

1. Argentina

En Argentina, la Ley de Protección Integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos que se desarrollen sus relaciones interpersonales
, considera a la violencia doméstica contra las mujeres, como una de las formas en que se manifiestan los distintos tipos de violencia contra éstas.

Al respecto, define la violencia doméstica contra las mujeres, como aquella ejercida por un integrante del grupo familiar, entendiendo por tal al “originado en el parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de hecho y las parejas o noviazgos. Incluye a las relaciones vigentes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia” 
(artículo 6).

2. España

La Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género
, introdujo el artículo 153 al Código Penal español para incluir en los tipos agravados de lesiones, uno que aumente la sanción penal cuando la lesión se produzca contra quien sea o haya sido la esposa del autor, o mujer que esté o haya estado ligada a él por una análoga relación de afectividad, aun sin convivencia
.

La citada ley introdujo el artículo 153 al Código Penal
, mediante el cual se sanciona con privación de libertad, entre otras medidas, a quien causa menoscabo psíquico o lesión no definido en el referido Código Penal, golpea o maltrata de obra sin causarle lesión a su “esposa, o mujer que esté o haya estado ligada a él por una relación de afectividad aún sin convivencia o persona especialmente vulnerable que conviva con el autor”.

El Instituto de la Mujer del Gobierno de España
, ha precisado que si bien en caso de un delito del maltrato habitual o no habitual, el criterio mayoritario es que la relación de noviazgo debe incluirse dentro de las relaciones a que se refieren los artículos 153 y 173 del Código Penal, ésta debe revestir ciertas características taxativas de estabilidad en la relación y que no se trate de algo puntual o esporádico.

3. Portugal

El artículo 152 del Código Penal portugués sanciona a las personas que imparten malos tratos físicos o síquicos, incluyendo castigos corporales, privaciones de libertad y ofensas sexuales a “personas del otro o del mismo sexo, con las que el autor tenga o haya tenido una relación análoga a dos cónyuges, aun sin cohabitación…”
.

III. Recomendación de las Naciones Unidas respecto de la legislación de violencia domestica

Las Naciones Unidas, mediante el Manual de Legislación sobre la Violencia contra la Mujer de 2010
, propone un marco modelo de legislación en materia de violencia contra la mujer. 

En particular, en materia de legislación sobre violencia doméstica, recomienda que ésta sea aplicable como mínimo a: “Personas que mantengan o hayan mantenido una relación íntima, incluidas las relaciones matrimoniales, no matrimoniales, homosexuales y no cohabitacionales, personas con relaciones mutuas de familia y miembros del mismo hogar”.

III. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO

Este proyecto, en su texto original, comprendió cuatro artículos, de los cuales, los tres primeros, proponían diversas modificaciones en la ley N° 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales, y, el cuarto, normas específicas para sancionar una figura hasta ahora no considerada en ésta, referida a la violencia en las relaciones de parejas sin convivencia (pololeo).

Con posterioridad a su ingreso, el Ejecutivo envía indicación y suprime los tres primeros artículos a solicitud de los integrantes de la Comisión, toda vez, que las mismas materias de que daban cuenta ya fueron tramitadas y aprobadas por la Comisión, al discutir trece proyectos refundidos originados en mociones, que perfeccionan y actualizan la Ley de Violencia Intrafamiliar, proyecto que se encuentra actualmente radicado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia desde marzo del año en curso, por disposición de la Sala de la Corporación.

Las materias a que se referían los artículos señalados, tenían relación con la definición de la violencia intrafamiliar; con las medidas cautelares; con circunstancias atenuantes y agravantes; con la suspensión del procedimiento; con la modificación de la ley de tribunales de familia; con el perdón de la víctima delitos sexuales, entre otras materias

En consecuencia, el texto sobre el que recae la discusión particular de este informe, dice relación sólo con el Artículo Cuarto del proyecto original que propuso sancionar la violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia, el que a su vez, consta de cuatro artículos, a saber: 

Artículo 1°:

-Sanciona la violencia cometida en relaciones íntimas de pareja que no conviven y considera como tal, a todo maltrato que afecte la vida o la integridad física, psíquica, o la libertad o indemnidad sexual de alguno de sus componentes.

-Hace aplicable a la conducta, las normas de la Ley de Violencia Intrafamiliar, es decir, se sanciona de conformidad con el resultado ocurrido en la víctima (artículo 8 de la ley N°20.066
, sobre Violencia Intrafamiliar), debiendo seguirse las normas y procedimientos establecidos en el Párrafo 2º de dicha ley, es decir, de acuerdo al procedimiento de los tribunales de familia.

-Establece, que las relaciones a las que se refiere, sin embargo, no se considerarán, para ningún otro efecto legal, como relaciones de familia.

-Hace aplicable, igualmente, las normas referidas a la violencia intrafamiliar constitutiva de delito (maltrato habitual).

Artículo 2°

-Hace aplicable el procedimiento especial relativo a los actos de violencia intrafamiliar contenido en la ley N° 19.968, sobre tribunales de familia.

-Consagra, expresamente, la facultad del juez de familia, del Ministerio Público y del juez de garantía, de decretar las medidas accesorias y cautelares que correspondan en cada caso.

-Hace aplicable en caso de incumplimiento las normas sobre el delito de desacato.

Artículo 3° 

-Establece, que si el ofensor fuera un adolescente menor de edad, se aplicará el procedimiento contravencional
 que establece la ley de los tribunales de familia.

Artículo 4°

Faculta al Servicio Nacional de la Mujer para elaborar políticas de prevención y asistencia a los involucrados en violencia en las relaciones de parejas sin convivencia, y hace aplicable expresamente los artículos 3° y 4° de la ley VIF, que se refieren a la obligación del Estado de adoptar políticas públicas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, en especial, contra la mujer, los adultos mayores y los niños, y a prestar asistencia a las víctimas.

IV. AUDIENCIAS RECIBIDAS


- Señora Carolina Schmidt Zaldívar, Ministra del SERNAM al momento de ingresar el proyecto 

Expresó que el referido proyecto de ley tiene como objetivo actualizar la legislación en materia de violencia intrafamiliar, a fin de dotar de mejores herramientas a todos los que intervienen en el proceso. Agregó, que el mensaje si bien contiene materias ya abordadas por las mociones parlamentarias que se encuentran actualmente en tramitación en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esta Corporación, también se refiere a nuevas materias como lo es la violencia en el pololeo.

En relación a la violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia, expresó que la iniciativa tipifica la violencia física, psicológica o aquella que afecte la integridad o indemnidad sexual cometida entre pololos. Además manifestó que el proyecto de ley faculta a los tribunales de familia para conocer de las causas en esta materia.

Finalmente, la Ministra presentó a la Comisión una propuesta sobre la tramitación del citado proyecto. Propuso separar el mensaje de manera que las modificaciones a la Ley de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales sean tramitadas vía indicación a las mociones radicadas actualmente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esta Corporación, en tanto la Ley sobre violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia quede radicada en esta Comisión.


Señora Loreto Seguel King, Ministra del Servicio Nacional de la Mujer, SERNAM, con posterioridad.


Se refirió primeramente, al resultado de la encuesta del Instituto Nacional de la Juventud, año 2009, que caracterizó la violencia en las relaciones de pareja de los jóvenes. 


Expresó que las estadísticas indican que las mujeres siguen siendo las principales víctimas de la violencia y que la violencia psicológica, constituye el tipo de violencia que ocurre mayoritariamente en el rango etario de jóvenes entre los 15 y 29 años de edad.


Precisó, que el dato más relevante de la referida encuesta es que la violencia prácticamente se duplica a medida que aumenta la edad de los integrantes de la pareja. En el año 2012, el Sernam, junto a una plataforma digital, “puntaje nacional”, realizó una encuesta con el objeto de indagar sobre la violencia en el pololeo, a partir de la cual se obtuvieron los siguientes antecedentes:


- el 60% de los jóvenes encuestados calificaron en el grupo n° 2, lo que significa que en su relación sentimental de pareja ha existido violencia que no han sabido reconocer.


- el 48% de los encuestados admitió haber sido controlado en sus salidas y/o con quien se juntan al menos una vez.


Por otra parte, citando la Encuesta Nacional Bicentenario 2012, señaló que el 56% de los jóvenes mayores de 18 años no considera “delito” ni “maltrato” el acto de abofetear a su polola por considerar que ella “coquetea” con otro hombre. 


En relación al proyecto en estudio, señaló que la legislación vigente no regula la violencia en las relaciones de parejas sin convivencia, por lo que en la práctica este tipo de situaciones pasan a los juzgados de policía local, o bien, a la justicia penal, en la medida que puedan acreditarse lesiones corporales, amenazas, lo que generalmente no prospera. En consecuencia, quedan fuera del ámbito de protección en la legislación vigente todas aquellas relaciones de pololeo ya sea entre jóvenes, como asimismo, entre adultos que no conviven con sus parejas.


Respecto del contenido de la propuesta, explicó que se sanciona la violencia física, psicológica, la libertad o indemnidad sexual cometida contra actuales pololos, dependiendo si la víctima es mayor o menor de 18 años de edad. 


Asimismo, contempla la protección de las víctimas por parte de los tribunales de familia, los que podrán decretar tanto medidas cautelares de protección, como también medidas accesorias a la sentencia, como lo son, la prohibición de acercamiento, de portar armas o la asistencia obligatoria a programas terapéuticos. En relación al ofensor señaló que éste arriesga sentencia condenatoria y multas.


Agregó, que la iniciativa contempla además, la posibilidad de perseguir en sede penal, el delito de maltrato habitual en las relaciones de pololeo, - posibilidad inexistente actualmente-, arriesgando el ofensor la pena de presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días).


Por otra parte, además, el Sernam podrá incorporar dentro de sus planes y políticas, la situación de violencia que afecta a los pololos, y, en casos calificados podrá asumir la representación judicial de las víctimas.


Presentó las siguientes observaciones a la propuesta original:


- incorporar un grado de agravante en caso de cometerse el delito de lesiones entre pololos.


- incorporar un grado de agravante en caso de cometerse homicidio entre pololos.


Señora María Angélica San Martín Ponce, Directora (S) Unidad Especializada en Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar, quien asistió en representación del Fiscal Nacional del Ministerio Público.


Basó su intervención en el oficio N° 4314/2013, remitido oficialmente a la Comision por el Fiscal Nacional del Ministerio Público, señor Sabas Chahuán. 


Como opinión general a esta propuesta, señaló que no se conocen las razones por las cuales se crea una ley distinta, con normativa propia, pero que hace referencia a la ley 
N° 20.066, en circunstancias que en otras ocasiones, al extender los sujetos afectos a las normas sobre violencia intrafamiliar, se han incorporado en el mismo artículo 5 de la ley VIF 20.066. Así sucedió, por ejemplo al incorporar al adulto mayor como sujeto a tutelar ante casos de violencia intrafamiliar.


Precisó, que de lo anterior se derivan situaciones que hacen inorgánica la normativa propuesta y que de aprobarse, generarán dificultades en sus operadores, a saber


a) En el artículo 1° se indica que las conductas descritas serán sancionadas de conformidad a lo dispuesto por el artículo 8° de la ley N° 20.066, norma que se encuentra inserta en el párrafo 2° “de la violencia intrafamiliar de conocimiento de los juzgados de familia” y que señala que el maltrato será castigado con multa. Sin embargo, dentro de las conductas descritas como constitutivas de violencia, se señala aquel que afecte la vida o integridad física, psíquica, o la libertad o indemnidad sexual, entonces por qué se establece que la sanción a estos tipos de violencia será una multa, en circunstancias que se describe violencia física y sexual que, per se, son constitutivas de delito y que tienen aparejadas penas distintas a las referidas en este artículo.


Además, señaló que la norma del artículo 8° al que se remite este artículo 1° propuesto, se refiere a la violencia que conocen los tribunales de familia, surge entonces la duda sobre cómo conocerán estos tribunales de otros tipos de violencia que, por sus competencias generales establecidas en otros cuerpos legales, no son de su conocimiento y resolución, sino de otros organismos, como es el ministerio público, que está encargado de la investigación de los hechos constitutivos de delito.


b) En el artículo 2° de la iniciativa se señala que “el tribunal, el fiscal del ministerio público o el juez de garantía según corresponde, decretarán las medidas accesorias del artículo 9 de la ley N° 20.066, VIF, y las cautelares del artículo 92 de la ley N° 19.968, sobre tribunales de familia..” Sobre este punto, se sostuvo que el fiscal no tiene las atribuciones que un juez para restringir o limitar los derechos de un tercero, por lo que malamente estará facultado para decretar las medidas aludidas, por ser una cuestión inherente a la judicatura conforme al ordenamiento jurídico vigente.


Agregó que respecto de este artículo 2°, se echa de menos una referencia al artículo 15° de la ley 20.066, norma de gran relevancia en materia proteccional, dado que permite al fiscal solicitar medidas cautelares en forma previa a la formalización de cargos.


c) En el artículo 3°, se indica que si el ofensor es un adolescente menor de edad, se aplicará el procedimiento especial contravencional que se sigue ante los tribunales de familia, en circunstancias que los menores de 14 a 17 años se rigen por la ley penal adolescente y por tanto, el ministerio público conoce de los delitos cometidos por ellos y tan sólo los menores de 14 años se rigen por las normas relativas a los tribunales de familia.


Reiteró lo señalado en ocasiones anteriores, respecto a propuestas similares, en el sentido que se trata de una decisión que involucra valoraciones sociales y políticas vigentes en la sociedad del momento, por lo que nuestra institución debe abstenerse de manifestar opinión en esos ámbitos. 


Hizo presente que las opiniones de la Fiscalía se refieren a los eventuales problemas técnicos que en la formulación en concreto se puedan observar y en ese contexto, cabe señalar que éste fue un tema ya debatido a propósito de la tramitación de la ley de femicidio, donde se decidió no innovar, debido a las dificultades en la determinación del concepto.


Asimismo, estimó propicia la ocasión para llamar la atención de la Comisión sobre la necesidad de perfeccionar la implementación requerida por la ley de violencia intrafamiliar en vigencia, antes de incorporar nuevos sujetos a quienes se aplique.


A título ejemplar, mencionó como necesidades, la falta de una red pericial especial para mujeres víctimas, que permita a la Fiscalia contar con medios de pruebas independientes de su declaración, dado que muchas veces se retractan; y una oferta especializada que se haga cargo de la pena accesoria de asistencia obligatoria a terapia, contenida en el artículo 9° letra d) de la ley n° 20.066. 


Remarco la necesidad, además, del fortalecimiento de las instituciones a quienes ha impactado directamente la ley, tales como Carabineros y Ministerio Público, en lo que dice relación con la ejecución de medidas de protección decretadas autónomamente por los fiscales, o la supervisión y control de las medidas cautelares decreta

-Señor Cristián Lepín Molina, Académico y Subdirector de la Escuela de Postgrado de la Universidad de Chile.

Inició su presentación refiriéndose al contexto de la violencia intrafamiliar. Al respecto, expresó que por tratarse de un problema que radica en la forma de relacionarse de una pareja, este no se soluciona aumentando progresivamente la penas para quienes cometan este tipo de ilícitos, ni mejorando las medidas de protección en favor de las víctimas, sino que más bien, debe ser abordordado desde la perspectiva del sujeto agresor, dado que sólo en la medida que éste se rehabilite podrán evitarse posibles nuevas agresiones.

Por otra parte, sugirió que en las reformas de familia debe contemplarse un consejo de familia permanente, consultivo y multidisciplinario que permita generar políticas públicas y reformas legales planificadas en la materia.

Además, estimó necesario revisar el sistema de doble competencia dado tanto por los tribunales de familia como los tribunales penales. Al respecto, estimó que el procedimiento se tornaría más eficaz si la competencia estuviese radicada en un sólo tribunal, independientemente de la naturaleza del mismo.

En relación al articulado del proyecto, expresó que si bien comparte la necesidad de crear una nueva ley que sancione la violencia “en el pololeo”, considera que el problema radica en determinar con claridad cómo debe sancionarse dicha violencia. 

Estimó que la violencia en el pololeo no debiese considerarse como violencia de familia, dado que no existe entre los intervinientes un vínculo familiar. Asimismo, expresó que la relación de pololeo se caracteriza por la transitoriedad de la misma, por lo que asimilarla a una relación de familia parece una exageración. En efecto, sostuvo que si bien parece adecuado crear una nueva ley, no lo es del todo el hecho de que esta nueva ley se remita o haga mención a la ley de violencia intrafamiliar.

Por lo anterior, planteó que sería conveniente sancionar la violencia en el pololeo mediante la creación de un nuevo ilícito penal, tal como se hizo con el delito de femicidio, considerando una figura penal amplia que sanciona a todo aquel que se aprovecha de una situación de superioridad respecto de una persona que está en una posición de debilidad, pero que no necesariamente se da en una relación de familia y considerar circunstancia agravante cuando exista una relación sin convivencia.

-Por su parte el señor Rodrigo Moya Oyaneder, Director General (S) de la Corporación de Asistencia Judicial de la Región Metropolitana, señaló que el usuario permanente de la Corporación de Asistencia Judicial es quien sufre directa e indirectamente los efectos del embate de la violencia intrafamiliar. 

Expresó que en materia de violencia debe avanzarse incorporando un delito de género, como asimismo creando un Código de la Familia.

-Señora Viviana Paredes Mendoza, Subdirectora del Servicio Nacional de la Mujer

Precisó que el mensaje contemplaba inicialmente las siguientes modificaciones:

a) incluir dentro del concepto de violencia intrafamiliar aquella que afecte la libertad o indemnidad sexual o la subsistencia económica.

b) Agregar como actos constitutivos de violencia intrafamiliar el no cumplir con los deberes legales de asistencia inherentes a las figuras de familia, guarda, tutela u otros a los que se estuviera obligado.

c) Establecer la posibilidad del juez de determinar la restricción o prohibición de comunicación entre víctima y el ofensor.

d) No acoger la circunstancia atenuante de actuar “por arrebato u obcecación”.

e) Incorporar como agravante del delito de maltrato habitual, la de cometer el delito en presencia de menores de edad.

f) Establecer que la figura de suspensión del procedimiento es condicional y que debe decretarse oyendo previamente a la víctima y además transcurrido la mitad del plazo de la medida impuesta como condición para su suspensión.

g) Modificar ciertas disposiciones de la Ley de los tribunales de familia. 

h) Derogar la figura de perdón por parte de la víctima en delitos sexuales, y

i) Introducir una nueva ley que sanciona la violencia en el “pololeo”.

Hizo presente que el 29 de abril del 2013 el Ejecutivo presentó indicaciones que modifican el proyecto de ley, para que sólo se estudie en esta oportunidad la ley que sanciona la violencia en el pololeo. Agregó, que las demás modificaciones contenidas en el mensaje y eliminadas del mismo mediante las indicaciones formuladas, serán tratadas en el marco de las 13 mociones refundidas sobre violencia intrafamiliar que se encuentran radicadas actualmente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esta Corporación y que habrían sido despachadas previamente por esta Comisión.

Reiteró los antecedentes expuestos en su oportunidad por la ministra del SERNAM, en relación a resultados de la encuesta realizada por el Instituto Nacional de la Juventud el año 2009, según la cual más del 15 % de los jóvenes ha sufrido de violencia en su relación de pareja. Asimismo señaló que estas cifras aumentan considerablemente en relaciones más adultas, de los 20 a los 24 años, alcanzando un 19% la violencia psicológica y un 10,4% la física.

También se refirió a la encuesta realizada el año 2012 por el SERNAM junto con la Plataforma Digital Puntaje Nacional, para indagar sobre la violencia en el pololeo y, al respecto, sostuvo que en ella se obtuvieron alrededor de 3000 respuestas. Sostuvo que cerca del 60% de los jóvenes que contestaron, señalaron que en su relación sentimental existe violencia que no han sabido reconocer.

Finalmente, manifestó que el proyecto de ley regula las relaciones de pareja sin convivencia, ya que nuestra legislación no lo hace, por lo que en la práctica, este tipo de situaciones pasa a los juzgados de policía local o a la justicia penal en caso que haya violencia física y las lesiones sean acreditables, lo que generalmente no prospera.

Por lo tanto, quedan fuera del ámbito de protección en la legislación vigente, todas aquellas relaciones de pololeo entre jóvenes y adultos que conviven con sus parejas.

-Señorita Paula García Huidobro, Asesora Legal del SERNAM

Se refirió al contenido de las indicaciones formuladas por el Ejecutivo. En primer lugar, se reemplazó el título del proyecto, eliminando la expresión “íntimas”, quedando del siguiente modo “proyecto de ley que establece ley de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia”. El fundamento de la indicación es proteger a aquellas parejas que no tienen una relación “íntima” entendiéndose por tal aquellas que mantienen un contacto sexual.

Por otra parte, se eliminan los artículos primero, segundo y tercero, por cuanto se referían al contenido de las 13 mociones refundidas que se encuentran radicadas actualmente en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de esta Corporación. 

Finalmente, se introducen indicaciones a la nueva ley sobre violencia que pretenden modificar aspectos formales de la misma.

-Señora Jimena Valenzuela Del Valle, Profesora de Derecho Civil y de Familia de la Universidad de Los Andes. 

Manifestó que el inconveniente que vislumbra en el citado proyecto es precisamente su aplicación práctica, por cuanto el juez respectivo se encontrará con la dificultad de determinar qué debe entenderse por una relación de pareja. En este sentido expresó que podría caber dentro de dicho término, y por ende, encontrarse amparada por esta ley, aquella pareja que sostuvo sólo un “encuentro ocasional” y no necesariamente tratarse de una pareja con algún grado de formalidad. Sus preceptos implicarían dificultad de prueba y una difícil interpretación por parte del poder judicial.

Por otra parte, criticó tajantemente la iniciativa, pues consideró que los tribunales de familia tienen una carga laboral importante como para preocuparse de estas materias, además agregó, que no existe en este tipo de relaciones un vínculo de parentesco, ni de dependencia entre los sujetos como para que se les aplique a éstos la ley de violencia intrafamiliar. Manifestó no ser partidaria del proyecto y mucho menos de equiparar estas agresiones a aquellas contempladas en la ley de violencia intrafamiliar. Estimó que los tribunales de familia están actualmente lo suficientemente colapsados por situaciones mucho más graves y mucho mas ciertas.

No obstante lo anterior, manifestó estar de acuerdo con la constitución del delito de maltrato habitual al interior de esta relación de pareja, conocido por el tribunal con competencia penal.

Finalmente, insistió que por la dificultad probatoria, el juez va a terminar desechando la mayoría de las causas en esta materia.

Asimismo, indicó que la necesidad de protección intrafamiliar se desprende necesariamente de la existencia de fuertes vínculos y dependencia, ya sea económica, afectiva o incluso vital, todo lo cual, no existe, al menos tan marcadamente, en una relación de pareja, en donde en caso de agresión, podría sencillamente disolverse el vínculo, acabar la relación como si nada. Es más, si una persona no tiene la capacidad de terminar una relación afectiva de este tipo, la cual es absolutamente informal y efímera, en su opinión, más que protección legal, requeriría asistencia psicológica.

Señora Camila Maturana Kesten, representante de Corporación Humanas

Señaló que el sentido del mensaje no es otro que el crear herramientas de protección para aquellos casos en que la violencia no queda comprendida en la ley de violencia intrafamiliar. Lo anterior, en atención a que el Estado de Chile tiene obligaciones especiales de actuar con la debida diligencia para prevenir la violencia y para proteger a sus víctimas, particularmente, cuando se trata de mujeres.

Añadió, que considera importante legislar en esta materia, por cuanto existen tanto elementos normativos como fácticos para ello.

Por otra parte, expresó que el poder legislativo no deja de legislar sobre una materia por la dificultad probatoria que implica y así se ha demostrado en los delitos de abuso sexual infantil. 

Asimismo, manifestó que tampoco es excusa para legislar, el hecho que se produzca un incremento en la carga de trabajo de los tribunales de justicia, ya que frente a tal circunstancia, el Estado deberá aumentar los recursos si estima necesario resolver una eventual congestión en el sistema judicial.

Precisó que la violencia contra las mujeres constituye una violación a los derechos humanos y también una expresión de la discriminación en contra de las mismas, tanto en el espacio público como en el privado. Agregó que lo anterior ha provocado que la comunidad internacional desde los años 90, en adelante, haya diseñado un conjunto de instrumentos internacionales que el Estado de Chile asumió como compromisos.

Manifestó que la violencia contra las mujeres va más allá del ámbito familiar y que la ejercida contra la pareja es una de las manifestaciones más visible.

Agregó, que el establecer una ley de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia significa entender que las herramientas de protección otorgadas por la ley de violencia intrafamiliar se extienden a las relaciones informales, que sin duda son de difícil prueba. Sostuvo que la dificultad en materia probatoria, como asimismo, para conceptualizar este tipo de relaciones, no debe ser obstáculo para proteger a las mujeres. 

En cuanto a la facultad que la iniciativa entrega al Servicio Nacional de la Mujer, en su artículo 4°, para “elaborar políticas de prevención y asistencia a los involucrados…”, consideró que dicho precepto carece de fuerza, por cuanto el artículo 3° de la Ley 20.066, sobre violencia intrafamiliar, al referirse al rol de “Prevención y Asistencia” del Estado, esta mandatando a éste para adoptar políticas orientadas a prevenir la violencia intrafamiliar, y en este mismo sentido, debe entenderse que el Servicio Nacional de la Mujer tiene la obligación de elaborar tales políticas y no una mera facultad.

Puntualizó que Corporación Humanas valora el debate sobre la iniciativa, sin embargo, advierte que adolece de un amplio conjunto de deficiencias que derivan en el escaso impacto que las modificaciones planteadas tendrían para prevenir la violencia contra las mujeres y no satisface la necesidad de adecuar el marco jurídico a las obligaciones que corresponde al Estado de Chile cumplir en materia de violencia contra las mujeres.

Agregó que se requiere una revisión radical de la iniciativa del Ejecutivo, en su conjunto, y no solamente de la violencia en el pololeo, con una definición clara de los objetivos que busca.

Señorita María Elisa Amenábar Zegers Asesora de la Subdirectora del SERNAM

Expresó que en relación con la competencia de los Tribunales de Familia para conocer causas de violencia cuando ésta no es propiamente intrafamiliar, por no mediar entre los intervinientes vinculo de parentesco, sostuvo que la ley 20.066 incorporó en su artículo 5° a los menores de edad, adultos mayores o discapacitados que se encuentren bajo el cuidado o protección o dependencia de cualquiera de los integrantes del grupo familiar, es decir, se extendió a ciertas personas sin exigir propiamente un vinculo de parentesco, y en efecto, sería válido también aplicársele a personas que tienen una relación de pareja sin convivencia.

Por otra parte, citó el artículo 8° de la Ley 19.968, que crea los Tribunales de Familia, que prescribe que su numeral 17, que también será competencia de los juzgados de familia toda otra materia que la ley les encomiende.

Además, expresó que la legislación Argentina establece en la ley de violencia intrafamiliar que ésta también se aplicará a aquellos casos cuando se ejerza violencia contra aquella persona con la que se tenga o haya tenido una relación de noviazgo, para luego agregar, que corresponderá a los tribunales de familia, juzgados de menores o a los juzgados de primera instancia conocer de estas materias. Asimismo, Uruguay en su ley de violencia doméstica, señala que también se aplica a quien ejerza violencia contra quien tenga o haya tenido relación de noviazgo y que los tribunales de familia deberán conocer de estas materias.

En consecuencia, son los Tribunales de Familia los que se encuentran más sensibilizados con esta forma de violencia. Además, manifestó que le parece excesivo crear una figura penal exclusiva, por cuanto el Derecho Penal es siempre la “última ratio”.

En relación a la sanción, precisó que el artículo 1° de la iniciativa establece, en su inciso segundo, que el ejercicio habitual será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el cual se aplicará la pena asignada a éste. Ahora bien, recalcó que cuando la violencia no sea constitutiva de delito, se aplicará la pena de multa y que será competencia de los Tribunales de Familia.

-Señor Héctor Mery Romero, representante de la Fundación Jaime Guzmán

Recomendó analizar las implicancias de legislar en la materia. En tal sentido, manifestó que cuando el legislador se aboca a reglamentar estas formas de relaciones debe ser extremadamente cauteloso.

Expresó que cabe preguntarse si le corresponde al legislador adoptar reglas de comportamiento distintas de aquellas que existen en la institucionalidad general para reglamentar una relación de pareja.

En opinión del expositor, este tipo de relación afectiva no se encontraría gobernada por los preceptos del Derecho de Familia. En consecuencia, no se justificaría regular estas materias más allá de las reglas comunes establecidas respecto de las relaciones sociales. En otras palabras, esta relación puede perfectamente ser regulada por el marco general de protección de la integridad física y psíquica de las personas. 

V.- DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL PROYECTO
1.- EN GENERAL

Los integrantes de la Comisión manifestaron a las representantes del Ejecutivo presentes en el debate, que estaban de acuerdo con la idea de legislar, pero que requerían de mayor claridad respecto a qué debe entenderse por “pololeo”, figura a la que se refiere el proyecto, por cuanto hoy en día las personas se relacionan de múltiples formas. Sin embargo, si bien estuvieron contestes en la necesidad de precisar el término “relaciones de pareja”, lo importante es centrarse en proteger este tipo de relaciones sentimentales en las que puede experimentarse violencia entre sus intervinientes.


Por su parte, el Ejecutivo señaló que no se incorporó en el proyecto de ley el concepto de pololeo para otorgarle mayor amplitud al mismo y -de esta forma no dificultar la carga probatoria. Sin embargo, explicó que el mensaje contempla en su numeral 7, la definición que hace la RAE sobre el término pololear “mantener relaciones amorosas con cierto grado de formalidad”, con el fin de aclarar que en “las relaciones de pareja sin convivencia” quedarían incorporadas las relaciones de pololeo, correspondiéndole, en efecto, a la jurisprudencia determinar qué se entiende por “cierto grado de formalidad”.


La Comisión, en definitiva, compartió el fundamento de la iniciativa y coincidió en la necesidad de fortalecer y complementar la legislación que permita abordar de mejor manera el maltrato en las relaciones de pareja sin convivencia, y particularmente en el pololeo, el que constituye una realidad pero que muchas veces por la falta de formalización de este tipo de relaciones, la violencia es de muy difícil probanza. 

En igual sentido, algunos de sus integrantes coincidieron en que se requiere una ley de violencia contra la mujer, que considere globalmente la violencia de género, opinión no compartida totalmente por otros integrantes, toda vez, que consideraron que no se debe ignorar la violencia contra los hombres, dado que de acuerdo a las estadísticas, ella está latente en las relaciones de pareja.

Por otra parte, concordaron en que los indicadores altos en violencia física y sicológica entre los jóvenes, -en aumento- demuestran que ésta se va duplicando de manera que justifican plenamente la idea de legislar.

Votación

Por lo anterior, y puesta en votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes señores (as) diputados (as) Ramón Barros Montero; María Angélica Cristi Marfil (Presidenta); Carolina Goic Boroevic; Carlos Abel Jarpa Wevar; Adriana Muñoz D’Albora; Karla Rubilar Barahona; Jorge Sabag Villalobos y Marcelo Schilling Rodríguez.

2.- EN PARTICULAR

ACUERDOS ADOPTADOS:

Como se ha venido señalando en el cuerpo de este informe, el Ejecutivo presentó indicaciones a su texto original, las que pasan a explicarse:

Primera indicación del Ejecutivo:

1.- ARTÍCULOS PRIMERO, SEGUNDO Y TERCERO

Las materias a que se referían los artículos señalados, tenían relación con diversas modificaciones a efectuar en la Ley de Violencia Intrafamiliar referidas a la definición de la violencia intrafamiliar; con las medidas cautelares; con circunstancias atenuantes y agravantes; con la suspensión del procedimiento; con la modificación de la ley de tribunales de familia; con el perdón de la víctima de delitos sexuales, entre otras materias.

El Ejecutivo, eliminó estos tres primeros artículos, a solicitud de los integrantes de la Comisión, toda vez, que las mismas materias de que daban cuenta, ya fueron conocidas y aprobadas por la Comisión, al discutir trece proyectos refundidos originados en mociones, que perfeccionan y actualizan la Ley de Violencia Intrafamiliar, proyecto que se encuentra actualmente radicado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia desde marzo del año en curso, por disposición de la Sala de la Corporación.

2.- RESPECTO DEL TÍTULO DE LA LEY 

Por lo anterior, procedió a reemplazar, igualmente, el nombre original “Modifica Ley de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales, y establece Ley sobre violencia en las relaciones íntimas de pareja sin convivencia”, por “Establece ley sobre violencia en las relaciones de pareja sin convivencia”, al suprimirse, asimismo, la expresión “íntimas”. 

Ambas proposiciones del Ejecutivo fueron aprobadas por la unanimidad de sus integrantes presentes señores (as) diputados (as) Ramón Barros Montero; María Angélica Cristi Marfil (Presidenta); Carolina Goic Boroevic; Carlos Abel Jarpa Wevar; Adriana Muñoz D’Albora; Karla Rubilar Barahona; Jorge Sabag Villalobos y Marcelo Schilling Rodríguez.

3.- ARTÍCULO CUARTO (Pasó a ser artículo 1°)

Artículo 1°:

El proyecto del Ejecutivo proponía lo siguiente:

1.- Sancionar la violencia cometida en relaciones íntimas de pareja que no conviven; considera como tal, a todo maltrato que afecte la vida o la integridad física, psíquica, o la libertad o indemnidad sexual de alguno de sus componentes.

2.- Hacer aplicable a la conducta, las normas de la Ley de Violencia Intrafamiliar, es decir, se sanciona de conformidad con el resultado, esto es, la gravedad ocurrida en la víctima (artículo 8 de la ley N°20.066
, sobre Violencia Intrafamiliar), debiendo seguirse las normas y procedimientos establecidos en el Párrafo 2º de dicha ley, es decir, de acuerdo al procedimiento de los tribunales de familia.

3- Dejar claramente establecido, que las relaciones a las que se refiere, sin embargo, no se considerarán, para ningún otro efecto legal, como relaciones de familia.

4- Hacer aplicable, igualmente, las normas referidas a la violencia intrafamiliar constitutiva de delito (maltrato habitual).

-o-

Respecto de este artículo, la Comisión sólo debatió en relación con el N°1, esto es, la indicación que propuso eliminar el término “íntimas”, al referirse al tipo de relación que debieran tener las parejas sin convivencia a la que se refiere la norma para configurar el maltrato.

Lo anterior porque consideraron que al eliminarse por el Ejecutivo los demás artículos y dejar un articulado exclusivo para sancionar la violencia en las relaciones de pareja sin convivencia, se hacía necesario introducirle contenidos propios de modo que no fuera una ley nueva con referencias a la actual Ley de Violencia Intrafamiliar.

En el debate, los integrantes de la Comisión manifestaron preocupación sobre el efecto de eliminar la expresión “íntimas” porque no se define bien qué se entiende por relaciones de pareja sin convivencia al no mencionarse el término pololeo.

Consultado el Ejecutivo sobre el particular, aclaró que el motivo de excluir el término “íntimas” es precisamente para que en materia probatoria no se exija como requisito el hecho de existir entre la pareja relación sexuales.

Al respecto, algunos integrantes manifestaron que les parecía más apropiado sustituir la expresión “íntimas” por “amorosas o afectivas”, por cuanto estos términos reflejan con más propiedad una relación de “pololeo”, y, por lo demás, así lo define el diccionario.

Sobre el punto, otras señoras diputadas y señores diputados estuvieron de acuerdo con la indicación del Ejecutivo, porque consideraron que el incluir términos tales como “íntimas”, o “amorosas o afectivas” implica restringir la posibilidad de probar la existencia de la relación de pareja sin convivencia.

Puesta en votación la indicación para suprimir el término “íntimas”, tanto en el nombre de la ley como en el resto del articulado en que aparezca, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes señores (as) diputados (as) Ramón Barros Montero; María Angélica Cristi Marfil (Presidenta); Carolina Goic Boroevic; Carlos Abel Jarpa Wevar; Adriana Muñoz D’Albora; Karla Rubilar Barahona; Jorge Sabag Villalobos y Marcelo Schilling Rodríguez.

Respecto del resto de las enunciaciones del artículo en comento, la Comisión estimó que adolecen de ausencia de contenidos, toda vez, que si la intención fue hacer una ley completamente nueva denominada “Violencia intrafamiliar en las relaciones de pareja sin convivencia”, debe contener un objeto y sujetos claros así como el bien jurídico protegido, o, de lo contrario, resultaría más procedente incorporar un nuevo título en la actual Ley de Violencia Intrafamiliar.

Por tal motivo, acordó no avanzar en su tramitación hasta contar con una indicación sustitutiva del Ejecutivo. 

SEGUNDA INDICACIÓN: SUSTITUTIVA DEL PROYECTO

El Ejecutivo, decidió recoger las observaciones hechas tanto por la Comisión como por las personas que asistieron a manifestar su opinión y presentó una adaptación de su texto original, respecto del cual la Comisión se pronunció del modo que sigue:

La indicación sustitutiva propone como encabezado el siguiente texto:

“ARTÍCULO ÚNICO “Apruébase la siguiente ley sobre violencia en las relaciones de pareja sin convivencia”.

La indicación de las diputadas señoras Adriana Muñoz y María Antonieta Saa, en orden a reemplazar el artículo único por el siguiente subtítulo “De la violencia en las relaciones de pareja sin convivencia”, fue aprobada por la unanimidad de los diputados(as) presentes, señores(as) Cristi, Goic, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa, Sabag, Schilling y Zalaquett.

Cuestión previa al tratamiento de los artículos 

En relación al articulado del proyecto se presentó por las mismas señoras diputadas una indicación que tiene por objeto agregar, cuando corresponda, un subtítulo que identifique la materia del artículo. El fundamento de la propuesta es seguir la misma técnica legislativa empleada en la Ley 20.066 que Establece la Ley de Violencia Intrafamiliar. 

Puesta en votación se aprobó la indicación por la unanimidad de los mismos diputados (as).

Los artículos propuestos por la indicación sustitutiva del Ejecutivo son los siguientes

“Artículo 1º.- El objeto de la presente ley consiste en proteger a las personas que, en su relación de pareja sin convivencia o, con ocasión de su término, sean víctimas de violencia; sancionar a los agresores e implementar políticas de prevención”.

La proposición que define el objeto de la ley, con los mismos términos que el contenido en la Ley de Violencia Intrafamiliar, fue aprobada sin debate por la unanimidad de los ocho diputados(as) presentes señores(as) Cristi, Goic, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa, Schilling y Zalaquett.

“Artículo 2º.- Todo maltrato que afecte la vida o la integridad física, psíquica, o la libertad o indemnidad sexual
, dirigido hacia una persona con la cual se tenga una relación de pareja sin convivencia, será sancionado con multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante. El producto de la multa será destinado a los centros para mujeres víctimas de violencia existentes en la región respectiva, sean estos de financiamiento público o privado.

El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.

En caso de incumplimiento, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil”.

La Comisión, siguiendo la opinión del Diputado señor Schilling no compartió la conducta a sancionar, en relación al bien jurídico protegido, por cuanto al describir la conducta como “todo maltrato que afecte la vida, o la integridad física o psíquica o la libertad o indemnidad sexual” se está aludiendo a conductas que se encuentran tipificadas por un tipo penal ya existente, como lo sería el homicidio, cuando se vea afectada la vida, o bien el delito de lesiones cuando se afecte la integridad física de una persona. 

Al respecto, el Ejecutivo aclaró que la redacción propuesta se basó en la actual ley de violencia intrafamiliar. Asimismo, precisó que la conducta que se sanciona y que será de competencia de los tribunales de familia es aquella que no es constitutiva de un tipo penal, y que por el contrario, si la conducta fuere la propia de un tipo penal existente, como el delito de homicidio o de lesiones, la pena aplicada será la correspondiente a ese delito.

Sin embargo, los integrantes estuvieron contestes con eliminar el término “vida” para evitar confusiones, toda vez, que la conducta descrita constituye una falta y no un delito.

Por otra parte, igualmente intercalar en su inciso primero, entre las frases “con la cual se tenga” y “una relación de pareja sin convivencia” la siguiente “o se haya tenido”, en orden a extender la protección de la ley a quien que, con ocasión del término de la relación de pareja, sea víctima de violencia. Lo anterior, en consideración a que el artículo 1° prescribe que el objeto de la ley es precisamente brindar protección a las personas que, ya sea en su relación de pareja o con ocasión de su término, hayan sido víctima de violencia. Por último, se agregó que sólo de este modo, la nueva ley que se pretende crear tendría la debida correspondencia con la ley N° 20.066.

En relación al destino de la multa impuesta como sanción, algunos parlamentarios plantearon la inquietud sobre la necesidad de dejar estipulado que el SERNAM será el organismo responsable de determinar la forma en que estos fondos deberán ser destinados a los centros para mujeres víctimas de violencia.

Sobre el punto coincidieron en que si los fondos se encuentran en el Gobierno Regional, las metodologías de entrega serán aquellas que disponga ese gobierno. 

Finalmente, los integrantes estuvieron contestes en dejar la redacción tal como fue propuesta por el Ejecutivo.

Puesto el artículo 2° en votación, con las dos indicaciones introducidas por acuerdo de la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de los ocho diputados(as) presentes señores(as) Cristi, Goic, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa, Schilling y Zalaquett.

“Artículo 3º.- Los actos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia, que no constituyan delito, serán de conocimiento de los juzgados de familia, sujetándose al procedimiento establecido en el párrafo segundo del Título IV de la Ley Nº 19.968; sin que estas relaciones se consideren, para ningún otro efecto legal, como relaciones de familia. Podrán utilizarse como medios de prueba, entre otros, los medios electrónicos o audiovisuales”
Los parlamentarios (as) antes mencionados manifestaron su parecer con la propuesta del Ejecutivo, aprobándose sin mayores reparos por la misma unanimidad de los presentes, toda vez, que estuvieron plenamente de acuerdo en dejar establecido de que, sin embargo, a este tipo del maltrato se le aplique el mismo procedimiento que el contenido en la Ley de los Tribunales de Familia para la violencia intrafamiliar, las relaciones de los pololos no son familia y no forman parte del concepto.

Igualmente, estuvieron contestes en el inciso que agrega como medios de prueba los electrónicos o audiovisuales, porque está en consonancia con las nuevas formas de comunicarse o relacionarse entre personas.

“Artículo 4º.- Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez podrá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias:

a) Prohibición de acercarse a la víctima, a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias. Asimismo, el juez podrá decretar y regular la restricción o prohibición de comunicación entre la víctima y el ofensor, incluso a través de medios electrónicos o audiovisuales.

b) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan. Esta medida se decretará, cuando el arma de fuego hubiese tenido relación con el hecho constitutivo de maltrato o, en su defecto, cuando la víctima lo solicite por motivos fundados.

c) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.

d) Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez.

El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a dos años, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. 

En el caso de la letra c), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva”.

-o-

En relación con la letra a) los diputados (as) manifestaron su conformidad con la propuesta del Ejecutivo y en tal sentido aprobaron su texto por la unanimidad de los presentes.

Respecto a la letra b) la mayoría de los parlamentarios estuvo de acuerdo con la indicación del Ejecutivo en orden a incluir como una de las medidas accesorias que el juez puede aplicar en la sentencia, la prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el decomiso. 

No obstante lo anterior, la Comisión acordó adaptar el texto de la propuesta del Ejecutivo que se agrega como un nuevo párrafo, en relación con la Ley VIF, invirtiendo el orden que debe tener en cuenta el juez al decretar la medida, del modo que se indica. “Esta medida se decretará, cuando la víctima lo solicite por motivos fundados, o, en su defecto, cuando el arma de fuego hubiese tenido relación con el hecho constitutivo de maltrato. Lo anterior, con el objeto de resaltar la amenaza constante que implica la tenencia de un arma, como asimismo, poner énfasis en el riesgo que siente la víctima por sobre la relación que tenga el arma con el hecho constitutivo de maltrato.

La modificación propuesta para esta letra, fue aprobada por la unanimidad de de los ocho diputados(as) presentes señores(as) Cristi, Goic, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa, Schilling y Zalaquett.

Respecto de la letra c) referida a la asistencia obligatoria a programas terapéuticos, se debatió en cuanto a que el inciso final, relativo a la duración y prórroga de esta medida, se agregue a continuación del punto final de la letra c), pasando este a ser punto seguido, toda vez, que puede entenderse que al establecerse como inciso último de las medidas accesorias que se pueden aplicar en la sentencia, pudiera creerse que todas ellas en cuanto a su duración podrán prorrogarse tomando en consideración los antecedentes proporcionados, en circunstancias que sólo tiene aplicación para la medida de la letra c) referida a la asistencia obligatoria de programas terapéuticos.

No obstante lo anterior, la unanimidad de los parlamentarios estuvo por aprobar la propuesta en los términos planteados por el Ejecutivo porque precisamente, se trataría una excepción a la regla que fija plazos determinados a las penas accesorias

Sobre la materia los señores(as) diputados(as) consultaron por la existencia de los programas terapéuticos. Al respecto, la Subsecretaria expresó que el SERNAM cuenta en cada región de país con centros de reeducación para hombres agresores, sin embargo, hizo hincapié en la necesidad implementar más centros ya que los existentes no son suficiente.

Respecto de la letra d) relativa a la medida accesoria consistente en la obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez, fue aprobada con los votos a favor de los diputados(as) Cristi, Goic, Jarpa, Kort, Muñoz, Saa y Sabag y con el voto en contra del diputado Schilling, quien manifestó su disconformidad porque a su entender no debería fijarse plazo para su cumplimiento sino dejarlo a criterio del tribunal de acuerdo al procedimiento de las faltas.

“Artículo 5º.- El ejercicio habitual de las conductas establecidas en el artículo 2º de esta ley, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el que se aplicará sólo la pena asignada por ley a éste.

Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.

El Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo Juzgado de Familia le ha remitido los antecedentes que den cuenta de hechos que pueden revestir caracteres de delito, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la Ley N° 19.968.

-o-


Respecto del artículo 5° referido al ejercicio habitual del maltrato conceptualizado en el artículo 2°, se presentó por parte de las diputadas señoras Muñoz y Saa, una indicación en orden a agregar a continuación de la palabra “mínimo” la siguiente frase: “a medio”. 

Lo anterior implica otorgarle al juez la posibilidad de aplicar una pena superior a la contemplada actualmente en la ley de violencia intrafamiliar (540 días), pudiendo así, condenar en caso de maltrato habitual a una pena cuyo rango va desde 541 a 3 años. El fundamento de la indicación radica en que precisamente ese sería el espíritu plasmando en los trece proyectos iniciados en mociones, refundidos, que inciden en la ley N° 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar, despachados por esta Comisión y que se encuentran actualmente radicados en la Comisión de Constitución de esta Corporación.

La Subsecretaria sostuvo que aprobar la indicación de las señoras parlamentarias significaría la incoherencia de que la ley en discusión tuviera una pena mayor a la propia ley 
N° 20.066 sobre violencia intrafamiliar.

Puesta en votación la indicación parlamentaria obtiene 3 votos a favor y 3 votos en contra de la misma. Por resultar un empate, de conformidad al reglamento, se procede a repetir la votación, rechazándose la indicación por 2 votos a favor, de las señoras Muñoz y Saa y 4 votos en contra de los diputados(as) Cristi, Goic, Jarpa y Sabag.

Puesto en votación el artículo 5°, en los mismos términos propuestos, fue aprobado por la unanimidad de los diputados (as) presentes anteriormente señalados.

Por acuerdo de la Comisión, y en consideración a que el resto de los artículos propuestos en la indicación del Ejecutivo, -artículos 6°,7°, 8°,9°, 10 y 11, reproducen normas de la Ley de Violencia Intrafamiliar, éstos fueron aprobados, sin debate, en los mismos términos, por la unanimidad de las diputadas y diputados señoras (es) María Angélica Cristi (Presidenta), Carolina Goic, Carlos Abel Jarpa, Issa Kort, Adriana Muñoz, María Antonieta Saa, Marcelo Schilling y Mónica Zalaquett.

-o-

Por las razones señaladas y por las que expondrá en su momento la señora Diputada Informante, esta Comisión recomienda aprobar el siguiente 

PROYECTO DE LEY

LEY SOBRE VIOLENCIA EN LAS RELACIONES DE PAREJA
SIN CONVIVENCIA

Artículo 1º.- Objeto de la ley. Esta ley tiene por objeto proteger a las personas que en su relación de pareja sin convivencia o con ocasión de su término, sean víctimas de violencia; sancionar a los agresores e implementar políticas de prevención.

Artículo 2º.- Violencia en las relaciones de pareja sin convivencia. Será constitutivo de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia todo maltrato que afecte la integridad física, psíquica, o la libertad o indemnidad sexual, dirigido hacia una persona con la cual se tenga o se haya tenido una relación de pareja sin convivencia

Artículo 3°.-Sanciones. El agresor será sancionado con multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante. El producto de la multa será destinado a los centros para mujeres víctimas de violencia existentes en la región respectiva, sean estos de financiamiento público o privado.

El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.

En caso de incumplimiento, el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 4º.- De los actos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia que no constituyan delito. Los actos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia que no constituyan delito serán de conocimiento de los juzgados de familia, sujetándose al procedimiento establecido en el párrafo segundo del Título IV de la ley Nº 19.968; estas relaciones no se considerarán, para ningún otro efecto legal, como relaciones de familia. Podrán utilizarse como medios de prueba, entre otros, los medios electrónicos o audiovisuales.

Artículo 5º.- Medidas accesorias. Además de lo dispuesto en el artículo precedente, el juez podrá aplicar en la sentencia una o más de las siguientes medidas accesorias:

a) Prohibición de acercarse a la víctima, a su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta concurra o visite habitualmente. Si ambos trabajan o estudian en el mismo lugar, se oficiará al empleador o director del establecimiento para que adopte las medidas de resguardo necesarias. Asimismo, el juez podrá decretar y regular la restricción o prohibición de comunicación entre la víctima y el ofensor, incluso a través de medios electrónicos o audiovisuales.

b) Prohibición de porte y tenencia y, en su caso, el comiso de armas de fuego. De ello se informará, según corresponda, a la Dirección General de Movilización, a la Comandancia de Guarnición o al Director de Servicio respectivo, para los fines legales y reglamentarios que correspondan. Esta medida se decretará, cuando la víctima lo solicite por motivos fundados, o, en su defecto, cuando el arma de fuego hubiese tenido relación con el hecho constitutivo de maltrato.

c) La asistencia obligatoria a programas terapéuticos. Las instituciones que desarrollen dichos programas darán cuenta al respectivo tribunal del tratamiento que deba seguir el agresor, de su inicio y término.

d) Obligación de presentarse regularmente ante la unidad policial que determine el juez.

El juez fijará prudencialmente el plazo de estas medidas, que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a dos años, atendidas las circunstancias que las justifiquen. Ellas podrán ser prorrogadas, a petición de la víctima, si se mantienen los hechos que las justificaron. 

En el caso de la letra c), la duración de la medida será fijada, y podrá prorrogarse, tomando en consideración los antecedentes proporcionados por la institución respectiva.

Artículo 6º.- Delito de maltrato habitual. El ejercicio habitual de las conductas establecidas en el artículo 2º de esta ley, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo, salvo que el hecho sea constitutivo de un delito de mayor gravedad, caso en el que se aplicará sólo la pena asignada por ley a éste.

Para apreciar la habitualidad, se atenderá al número de actos ejecutados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferente víctima. Para estos efectos, no se considerarán los hechos anteriores respecto de los cuales haya recaído sentencia penal absolutoria o condenatoria.

El Ministerio Público sólo podrá dar inicio a la investigación por el delito tipificado en el inciso primero, si el respectivo juzgado de familia le ha remitido los antecedentes que den cuenta de hechos que pueden revestir caracteres de delito, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 de la ley N° 19.968.

Artículo 7º.- Medidas cautelares. En cualquier etapa de la investigación o del procedimiento sobre delitos constitutivos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia, y aún antes de la formalización, el tribunal con competencia en lo penal podrá decretar las medidas cautelares que sean necesarias para proteger a la víctima de manera eficaz y oportuna.

Artículo 8º.- Suspensión condicional del procedimiento. Para decretar la suspensión condicional del procedimiento, el juez de garantía deberá oír a la víctima e impondrá como condición una o más de las medidas accesorias establecidas en el artículo 5°, sin perjuicio de las demás que autoriza el artículo 238 del Código Procesal Penal.

Artículo 9°.- Improcedencia de acuerdos reparatorios. En los procesos por delitos constitutivos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia, no tendrá aplicación el 
artículo 241 del Código Procesal Penal.

Artículo 10.-Representación judicial de la víctima. En casos calificados por el Servicio Nacional de la Mujer, éste podrá asumir el patrocinio y representación de la mujer mayor de edad víctima de delitos constitutivos de violencia en las relaciones de pareja sin convivencia referidos en el artículo 6° de esta ley, si ella así lo requiere, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 109 del Código Procesal Penal.


Para el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, el Servicio podrá celebrar convenios con entidades públicas o privadas.

Artículo 11.- Sanciones por incumplimiento. En caso de incumplimiento de las medidas cautelares o accesorias decretadas, con excepción de aquella prevista en la letra c) del artículo 5°, el juez pondrá en conocimiento del Ministerio Público los antecedentes para los efectos de lo previsto en el inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer al infractor como medida de apremio, arresto hasta por quince días.


La policía deberá detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de las medidas mencionadas en el inciso precedente.

Artículo 12.- El Servicio Nacional de la Mujer propondrá al Presidente de la República políticas públicas de prevención y de asistencia a las víctimas de violencia.


Entre otras medidas, procurará implementar las siguientes:


a) Impulsar, coordinar y evaluar las políticas gubernamentales en contra de la violencia en las relaciones de pareja sin convivencia;


b) Recomendar la adopción de medidas legales reglamentarias o de otra naturaleza para prevenir y sancionar la violencia en las relaciones de pareja sin convivencia;


c) Prestar asistencia técnica y capacitación a los organismos que intervengan en la aplicación de esta ley que así lo requieran.

-o-

Se designó Diputada Informante a la Presidenta de la Comisión, señora María Angélica Cristi Marfil.

Se efectuaron las correcciones que permite el artículo 15, del Reglamento de la Corporación.

Tratado y acordado, según consta en las actas correspondientes a las sesiones celebradas los días 20 de marzo, 10 de junio, 03, 18, 31 de julio, 07 de agosto y 20 y 27 de noviembre, todos de 2013, con la asistencia de las señoras y señores diputadas y diputados que a continuación se indican:

Ramón Barros Montero, Eugenio Bauer Jouanne, María Angélica Cristi Marfil (Presidenta), Carlina Goic Boroevic, Carlos Abel Jarpa Wewar, Issa Kort Garriga, .Adriana Muñoz D’Albora, Karla Rubilar Barahona, María Antonieta Saa Díaz, Marcela Sabat Fernández, Jorge Sabag Villalobos, Marcelo Schilling Rodríguez y Mónica Zalaquett Said.

Se produjeron los siguientes reemplazos temporales: En la sesión Nº 99 de fecha 20 de marzo, la Diputada señora Carolina Goic Boroevic, por el Diputado señor Gabriel Silber Romo; en la sesión Nº 110 de fecha 19 de junio, la Diputada señora María Antonieta Saa 


Díaz, por el Diputado señor Ramón Farías Ponce, y en la sesión Nº 128 de fecha 20 de noviembre, la Diputada señora Karla Rubilar Barahona, por el Diputado señor Leopoldo Pérez Lahsen.

Sala de la Comisión, a 2 de noviembre de 2013

(Fdo.): MARÍA EUGENIA SILVA FERRER, Abogado Secretaria de la Comisión.”
16. Informe de la Comisión Especial de Deportes recaído en el proyecto,
iniciado en Moción, que “Modifica la ley N° 19.327, que fija normas para
prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, tipificando los delitos de lesiones y amenazas en contra de las personas que indica.”. (boletín N° 9058-29).

“Honorable Cámara:


La Comisión Especial de Deportes viene en informar, en primer trámite constitucional y reglamentario, el proyecto de la referencia, iniciado en moción de los Diputados señores Matías Walker Prieto; Fidel Espinoza Sandoval; Tucapel Jiménez Fuentes; Celso Morales Muñoz; Manuel Rojas Molina; Marcela Sabat Fernández, y Víctor Torres Jeldes.

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS PREVIAS


1) La idea matriz o fundamental del proyecto es extender las sanciones de multa, medidas cautelares y prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional, propias de la ley 
N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, a los delitos cometidos en contra de ciertas personas ligadas al fútbol profesional, cual es el caso de los jugadores de fútbol profesional, como contra sus cuerpos técnicos y árbitros, con motivo u ocasión del desempeño de dicha labor profesional, cuando estos delitos se cometen fuera del recinto deportivo o sus inmediaciones.


2) Normas de quórum especial


No hay.


3) Normas que requieran trámite de Hacienda.


No hay.


4) El proyecto fue aprobado, en general, por la unanimidad de los miembros presentes: señores Enrique Accorsi, Pedro Browne, Tucapel Jiménez, Jorge Sabag, David Sandoval, Germán verdugo, y Matías Walker.


5) Diputado informante: por unanimidad de los miembros presentes, se acordó designar al señor Matías Walker Prieto.

-o-

I. ANTECEDENTES.


-Fundamentos contenidos en la moción.


En la moción se explica que son de público conocimiento los conflictos suscitados entre hinchas, cuerpos técnicos y jugadores no solo en estadios de futbol y sus alrededores, sino también en campos de entrenamiento, lugares de concentración de los equipos previos a partidos, hoteles e instalaciones de los clubes deportivos.  Se añade que, durante este último tiempo han aumentado los conflictos entre hinchas, cuerpos técnicos, jugadores y árbitros recibiendo llamados telefónicos a las concentraciones y hoteles, amenazas e insultos en entrenamientos, daños a sus vehículos, etc. Es por ello, sostiene la moción, que resulta indispensable resguardar a los protagonistas de los espectáculos deportivos en nuestro país, sancionando cualquier amenaza o hecho de violencia que ocurra en torno a su actividad deportiva.

II. ESTRUCTURA DEL PROYECTO.


El proyecto consta de un artículo único, que agrega un artículo 6° I, a la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.

III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN GENERAL Y PARTICULAR DEL PROYECTO.


La Comisión escuchó al Jefe del Plan Estadio Seguro, señor Cristián Barra y al Abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada.


Texto del proyecto de ley:


“Artículo Primero: Incorpórese el artículo 6° 1 en la ley N° 19.327:


“Articulo 6° I.- "Será sancionado con multa de una a quince unidades tributarias mensuales y la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de futbol profesional por un periodo de seis meses a un año, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior, en tal caso actuando además como penas accesorias, el que causare lesiones, daños a la propiedad o infrinja amenazas a jugadores profesionales, cuerpos técnicos o árbitros en hoteles, centros de entrenamiento y demás instalaciones de propiedad o arrendadas por un club de futbol profesional.


La resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal o como pena accesoria será comunicada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubiere sido dictada, a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.


Estas penas accesorias serán aplicadas no obstante el derecho de admisión resguardado y consagrado en la ley 19.327.".”.


Los miembros de la Comisión conocieron los objetivos y fundamentos que figuran en la moción, lo cual les permitió formarse una opinión sobre la idea central del proyecto y compartieron, en general, la conveniencia a los fines respectivos de la norma propuesta.


El Diputado señor Manuel Rojas, hace presente que es uno de los autores de la moción, que fue inspirada en la agresión que sufrió el técnico Luis Musrri en Coquimbo, que se suma a otras situaciones como agresiones a delegaciones cuando se trasladan de un punto a otro. Sugiere ver si es posible darle una tramitación más acelerada a este proyecto.


El Diputado señor Pedro Browne, estima que este proyecto regula un tema algo difuso, porque cómo tener claridad de cuáles fueron los motivos que originaron una agresión como las que el proyecto describe, si es por algo deportivo o por algo de diferente naturaleza, podría originar la necesidad de proteger a artistas, personajes públicos, entre otros, teniendo que destinar recursos públicos para ello.


El Diputado señor David Sandoval, considera que es una iniciativa bien inspirada y estima que habría que analizar el tema desde el ángulo estadístico.


El Diputado señor Tucapel Jiménez,  considera que se trata de sancionar hechos que ocurren en el marco de una actividad deportiva.


El Diputado señor Matías Walker,  señala que la ley actualmente sanciona delitos cometidos en recintos deportivos, es decir estadios,  pero hay hechos asociados que se producen en otros ámbitos, como en un entrenamiento por ejemplo, que afectan a jugadores, cuerpo técnico y árbitros, que son constitutivos de delitos comunes, pero que por esa asociación deben ser penados con la prohibición de asistir a espectáculos deportivos.


El Diputado señor Pedro Browne, entiende que es un proyecto bien inspirado y reitera lo dicho en cuanto a lo difícil que sería determinar si una agresión fue por motivos deportivos o no, y se pregunta qué pasa cuando  una agresión se da entre dos jugadores por ejemplo.


El Diputado señor  Manuel Rojas, opina que cuando alguien va al lugar en que se está efectuando un entrenamiento, por ejemplo, y hay una agresión, hay que ver el contexto, y la motivación está ligada a estar a favor o en contra de las partes en un evento deportivo. En consecuencia, por el motivo deportivo es la sanción.


El Diputado señor Matías Walker,  considera que todos los hechos descritos en el proyecto son delitos, y será el juez el que tendrá que determinar si hubo un ilícito. Estima que sería contradictorio que alguien pueda, por ejemplo, agredir a un jugador al salir de un hotel y no quede impedido de asistir al estadio, por ejemplo.  Se quiere corregir ese vacío legal. Estima que habría que analizar si se incluye a los dirigentes, pero opina que sí debe contemplarse a los jugadores, cuerpo técnico y árbitros.


La Excma. Corte Suprema, consultada sobre este proyecto, mediante oficio N° 144-2013 de 2 de diciembre de 2013 manifestó que el proyecto se refiere a una norma sustantiva penal que no se refiere a la organización ni atribuciones del Poder Judicial, de modo que a dicha Corte no le cabe informar sobre el mismo.


Se recibió la exposición de don Cristian Barra, Jefe del Plan Estadio Seguro, quien hizo presente a la Comisión las observaciones al proyecto de ley, las que pueden sintetizarse del modo siguiente:


-Configuración como falta penal: ya que tiene asignada una pena de multa, cuya cuantía está asociada a las faltas penales, en la mayoría de los casos en que se cometan estas conductas serán sancionadas con la pena privativa de libertad, siendo aplicada la norma que se introduce por el proyecto de ley como pena accesoria. Lo anterior redundaría en dos consecuencias de índole práctica: la baja aplicación de la prohibición de asistir a espectáculos de fútbol profesional, como asimismo, en caso de flagrancia el Ministerio Público no podría disponer que la persona detenida pase de inmediato a audiencia de control de detención. Agregan que por lo anterior, se sugiere reforzar las figuras penales en la misma ley, ampliando los tipos penales que podrían configurarse.


-Ámbito de aplicación objetivo: se propone ampliar los lugares donde se puedan cometer estos delitos para evitar los efectos de la interpretación estricta de la legislación penal incluyéndose la salida de los recintos deportivos y el traslado de ida o vuelta a sus domicilios particulares.


-Aspectos procesales: se propone que la comunicación de la resolución que decreta la prohibición de asistir a los eventos de fútbol profesional, sea comunicada no sólo como medida cautelar o como pena accesoria, sino que además cuando ésta sea impuesta para una suspensión condicional del procedimiento. Agregan que en la práctica no es necesario esperar 48 horas para su realización y posterior cumplimiento, en consideración de que se hace inmediatamente por el Tribunal.


En consideración de los antecedentes expuestos, presentó a los integrantes de la comisión la siguiente propuesta:


“Artículo 6 I: El que cometiere algunos de los delitos previstos en los artículos 296, 297, 391, 395, 396, 397, 399, 484, 485, 486 y 487 del Código Penal, en contra de jugadores profesionales, cuerpos técnicos o árbitros de fútbol profesional, a causa o con ocasión del ejercicio de sus funciones, incluyendo cuando estas se desarrollen en hoteles, centros de entrenamiento, estadios de fútbol y demás instalaciones de propiedad o arrendadas por un club de fútbol profesional o en el trayecto de o hacia los mismos, será sancionado con la pena asignado al delito, además con la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional por un periodo de uno a dos años, aunque la pena privativa de libertad impuesta lo fuere por un tiempo menor, con la obligación de presentarse en los días y horas en que ellos se realicen un lugar fijado por el juez. Si se tratare de los delitos previstos en los artículos 391, 395, 396 y 397 del Código Penal, la prohibición será decretada por un lapso de entre tres a quince años según la gravedad del delito.


Se aplicarán las normas previstas en la ley N°20.084 sobre responsabilidad penal adolescente, a los menos de 18 años y mayores de 14 años de edad que incurran en las conductas contempladas en este artículo.


A los responsables de los delitos señalados en este artículo le serán aplicables todas las reglas señaladas en el artículo 6° C y D.


Las resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal, como condición de una suspensión condicional de procedimiento o como pena accesoria será comunicada, inmediatamente a que hubiere sido dictada, a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.”.


Por su parte, el Secretario Abogado de la Comisión, señor Patricio Velásquez, efectuó un análisis de ambos textos (proyecto original y propuesta del Ejecutivo) y formuló la siguiente propuesta:


“Artículo 6° I: El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A en contra de jugadores de fútbol profesional, integrantes del cuerpo técnico de los equipos de fútbol profesional o árbitros profesionales de dicha actividad deportiva, en centros de entrenamiento, estadios de fútbol y demás instalaciones de propiedad de un club de fútbol profesional o arrendadas por éstos o en el traslado desde o hacia dichos lugares, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y les será aplicable lo dispuesto en los artículos 6°C, 6° D, 9° y 10°.”.


Por su parte la Biblioteca del Congreso Nacional, a través del abogado Juan Pablo Cavada,  elaboró un informe relativo a las propuestas contenidas en la moción, en el informe del señor Cristián Barra, Jefe del Plan Estadio seguro, y por la Secretaría de la Comisión, del siguiente tenor:


“Moción parlamentaria


La moción parlamentaria consta de un artículo único, denominado Artículo Primero, que dispone:


“Artículo Primero: Incorpórese el artículo 6° I en la ley N° 19.327:


Articulo 6° I.- "Será sancionado con multa de una a quince unidades tributarias mensuales y la pena de prohibición de asistir a cualquier espectáculo de futbol profesional por un periodo de seis meses a un año, salvo que el hecho constituya un delito al cual la ley asigne una pena superior, en tal caso actuando además como penas accesorias, el que causare lesiones, daños a la propiedad o infrinja amenazas a jugadores profesionales, cuerpos técnicos o árbitros en hoteles, centros de entrenamiento y demás instalaciones de propiedad o arrendadas por un club de futbol profesional.


a resolución que imponga la prohibición de asistir a cualquier espectáculo de fútbol profesional, sea como medida cautelar personal o como pena accesoria será comunicada, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a que hubiere sido dictada, a los clubes de fútbol profesional, a Carabineros de Chile y a la Asociación Nacional de Fútbol Profesional, o a quien jurídicamente sea su continuador, para su cumplimiento en lo que corresponda.


Estas penas accesorias serán aplicadas no obstante el derecho de admisión resguardado y consagrado en la ley 19.327.".


Mediante Informe de Rodrigo Barros Belmar, abogado del Plan Estadio Seguro, del Ministerio del Interior, se formularon observaciones al proyecto, las que se comparten por el autor de éste documento, y que son sintetizadas a continuación, y en algunos casos, se comentan:


a. Se señala que el proyecto sanciona con pena de multa, propia de las faltas, conductas que actualmente la Ley N° 19.327 sanciona con penas privativas de libertad, por lo que el proyecto no aumentaría la protección penal de las víctimas, sino que la disminuiría.


b. Desde un punto de vista procesal, lo anterior implica además, que por regla general sería inaplicable el control de identidad en caso de flagrancia.


Como consecuencia de los dos puntos anteriores, el Ministerio Público podría preferir recurrir a las figuras penales de la legislación común, que no se derogan, dificultando la aplicación de la pena principal propuesta, de prohibición de asistir a los espectáculos deportivos.


c. En cuanto a la extensión del tipo penal propuesto, el Ejecutivo recomienda ampliar la cobertura del lugar del delito, a la salida de los recintos mencionados y al traslado de ida o de vuelta entre hoteles, centros de entrenamiento, estadios y demás instalaciones de propiedad o arrendadas por un club de fútbol profesional.


Comentarios:


Entre los lugares de ejecución de los delitos, se omite la posibilidad de que se trate de otro tipo de lugares que cumplan las mismas funciones, y/o que puedan ser arrendados, prestados o cedidos por otros órganos, como por ejemplo, la sede de un club deportivo o la Asociación Nacional de Fútbol Profesional o su sucesora.


Cuando se señala como lugar del delito, “el traslado desde o hacia dichos lugares”, se omite la posibilidad de un eventual desvío del recorrido a un lugar intermedio, posibilitando eventuales discusiones sobre la aplicabilidad del tipo penal.


Por las razones señaladas, puede ser preferible no explicitar los lugares de comisión del delito, sino que describirlo como cualquiera en que se encuentren los sujetos pasivos del delito, con ocasión del desarrollo de la actividad del fútbol profesional.


Respecto de las resoluciones sobre prohibiciones de asistencia a recintos deportivos, que deban ser notificadas a Clubes de fútbol profesional, Carabineros y ANFP (o su continuador lega), se señala que dicha comunicación puede realizarse inmediatamente, sin necesidad de esperar 48 hrs., sin exigir que la resolución esté notificada o ejecutoriada.


Comentarios:


Puede ser conveniente comunicar la resolución una vez ejecutoriada, o al menos, cuando haya sido notificada.


Dicha obligación de notificación modifica orgánicamente las funciones de los Tribunales, por lo que requeriría de Informe de la Corte Suprema.


Se hacen aplicables expresamente las normas de la Ley N° 20.084, sobre Responsabilidad penal adolescente, a los menores de 18 años y mayores de 14 años de edad que incurran en las conductas que se pretende penar.


A los responsables de los delitos propuestos, se les hace aplicable lo dispuesto en los 
artículos 6° C y D de la ley.


Los artículos 6° C y 6° D de la Ley N° 19.327 se refieren a la prohibición de asistencia a espectáculos deportivos, y disponen que esta medida puede decretarse como medida cautelar y debe decretarse como pena accesoria en los casos de la comisión de los delitos de que trata la ley. Por su parte, el artículo 10° de la ley señala que en una suspensión condicional del procedimiento, sin perjuicio de las otras exigencias que contempla la legislación penal común, el juez debe siempre decretar la prohibición de asistir a cualquier espectáculo profesional.


Se excluye la referencia que hace la moción parlamentaria, a la aplicabilidad de las penas accesorias propuestas (que en realidad no serían accesorias sino principales), no obstante el derecho de admisión de la Ley N° 19.327.


La Indicación asigna penas principales especiales de la ley, a una lista de delitos, que excede de los delitos que comprende la Ley N° 19.327 actualmente.


Comentarios:


Delitos que comprende la Indicación del Ejecutivo y que no están en el artículo 6° A: Se remite a los artículos 399 (lesiones menos graves); 484 (delito de daños); 485 (delito de daños superior a 40 UTM); 486 (delito de daños de 4 a 40 UTM) y 487 (demás delitos de daños, menor a 4 y que no sea constitutivo de faltas).


Delitos que no comprende la Indicación del Ejecutivo y que sí están en el artículo 6°A: Omite los delitos de desorden público (art. 269 del CP); Robo calificado (433 del CP) y Robo simple (436 CP), por cuya naturaleza y objeto del proyecto de ley parece lógico excluir.


Por todo lo anterior, el Ejecutivo aconseja fortalecer los tipos penales vigentes, de la Ley N° 19.327.


Adicionalmente, por razones de técnica legislativa, en un proyecto de un solo artículo, puede ser preferible usar la expresión “Artículo único”, en vez de “Artículo primero”.

Propuesta de la Secretaría


La Secretaría de la Comisión Especial de Deportes propone el siguiente texto, que sintetiza el contenido principal de la Moción parlamentaria y de la Indicación del Ejecutivo:


““Artículo único: Incorpórase en la ley N°19.327 que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de futbol, el siguiente artículo 6° I:


“Artículo 6° I: El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A en contra de jugadores de fútbol profesional, integrantes del cuerpo técnico de los equipos de fútbol profesional o árbitros profesionales de dicha actividad deportiva, en centros de entrenamiento, hoteles y demás instalaciones de propiedad de un club de fútbol profesional o arrendadas por éstos o en el traslado desde o hacia dichos lugares, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y les será aplicable lo dispuesto en los 
artículos 6°C, 6° D, 9° y 10°.”.”.


Comentarios


a.La propuesta utiliza la expresión “Artículo único” e inserta la norma en la misma ubicación normativa, dentro de la Ley N° 19.327.


b.Al señalar los delitos sobre los cuales hacer la modificación, no los enumera taxativamente, sino que se remite a ellos mediante la referencia al artículo 6° y 6° A, lo que parece más ordenado y sintético desde el punto de vista de la técnica legislativa.


c.Se reitera la observación formulada respecto de los lugares de comisión del delito, en cuanto a que puede ser preferible no señalarlos taxativamente, sino que describirlo como cualquiera en que se encuentren los sujetos pasivos del delito, con ocasión del desarrollo de la actividad del fútbol profesional.


d.En cuanto a los sujetos pasivos del delito, no se incluyen en éstos a todos los eventuales “actores” del fútbol profesional, que podrían requerir protección, quedando fuera, las personas naturales que representen legalmente a organizaciones deportivas (Dirigentes), los miembros del directorio o accionistas de sociedades anónimas deportivas, y demás funcionarios de una organización deportiva.


e.No incorpora la remisión a la Ley N° 20.084, sobre Responsabilidad penal adolescente, a los menores de 18 años y mayores de 14 años de edad que incurran en las conductas que se pretende penar.


Conclusión


La propuesta de la Comisión parece adecuada, pues subsana las observaciones efectuadas por el Ejecutivo, a la vez que acoge los perfeccionamientos que ésta propone. Sin perjuicio de ello, se propone lo siguiente, para la propuesta de la Comisión, en atención a las observaciones formuladas:


1. No señalar explícitamente los lugares de comisión del delito, sino que describirlos como cualquiera en que se encuentren los sujetos pasivos del delito, con ocasión del desarrollo de la actividad del fútbol profesional.


2.
 Incluir como sujetos pasivos del delito, a las personas naturales que representen legalmente a organizaciones deportivas, los miembros del directorio o accionistas de sociedades anónimas deportivas, y demás funcionarios de una organización deportiva.”.

-o-


Frente a las propuestas señaladas, el autor del proyecto, Diputado señor Matías Walker, señaló que era partidario de aprobar el proyecto con los aportes del Ejecutivo y de la Biblio-


teca del Congreso Nacional, facultándose a la Secretaría de la Comisión para efectuar la redacción del texto correspondiente.

-o-


Texto propuesto conforme con las facultades entregadas a la Secretaría de la Comisión, que se somete a la votación de la Comisión:


“Artículo único.-  Incorpórase en la ley N° 19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de futbol profesional, el siguiente artículo 6° I:


“Artículo 6° I.- El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A, fuera del recinto deportivo o de sus inmediaciones, en contra de jugadores, integrantes del equipo técnico, árbitros, dirigentes, representantes legales, miembros del directorio o accionistas de organizaciones deportivas, todos ellos del fútbol profesional, con motivo u ocasión del ejercicio de las profesiones o calidades, antes señaladas, que desempeñan en dicha actividad deportiva, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y le será aplicable lo dispuesto en los artículos 6°C, 6° D, 9° y 10.”.”.

Votación en general del proyecto:


Sometida a votación la idea de legislar, el proyecto es aprobado, en general, por la unanimidad de los Diputados pesentes señores Enrique Accorsi, Pedro Browne, Tucapel Jiménez, Jorge Sabag, David Sandoval, Germán verdugo, y Matías Walker.

Votación en particular del proyecto:


Sometido a votación en particular, el artículo único del proyecto es aprobado por la unanimidad de los Diputados presentes, señores Pedro Browne; Celso Morales; Manuel Rojas; Jorge Sabag; David Sandoval; Germán Verdugo y  Matías Walker.

IV. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

Artículos rechazados.


No hay.

Indicaciones rechazadas.


No hay.


Por las razones señaladas y por las que expondrá oportunamente el Diputado Informante, esta Comisión recomienda aprobar el proyecto, de conformidad al siguiente texto:

PROYECTO  DE  LEY


“Artículo único.-  Incorpórase en la ley N°19.327, que fija normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de futbol profesional, el siguiente artículo 6° I:


“Artículo 6° I.- El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A, fuera del recinto deportivo o de sus inmediaciones, en contra de jugadores, integrantes del equipo técnico, árbitros, dirigentes, representantes legales, miembros del directorio o accionistas de organizaciones deportivas, todos ellos del fútbol profesional, con motivo u ocasión del ejercicio de las profesiones o calidades, antes señaladas, que desempeñan en dicha actividad deportiva, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y le será aplicable lo dispuesto en los artículos 6°C, 6° D, 9° y 10.”.”.

-o-


Se designó Diputado Informante al señor Matías Walker Prieto.

-o-

Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente en la sesiones de 4 de septiembre; 2, 9 y 16 de octubre;  20 y 27 de noviembre de 2013, con asistencia de los Diputados señores Celso Morales (Presidente de la Comisión); Enrique Accorsi; Pedro Browne; Tucapel Jiménez; Iván Norambuena;  Manuel Rojas; Joel Rosales; Jorge Sabag; David Sandoval; Germán Verdugo, y Matías Walker.


Sala de la Comisión, a 29 de  noviembre de 2013.-


(Fdo.): PATRICIO VELÁSQUEZ WEISSE, Abogado Secretario de la Comisión”.
17. Informe de la Comisión de Cultura y de las Artes recaído en los siguientes proyectos de ley refundidos: - uno, que establece el día 6 de junio como
“Día Nacional del Pampino”, y otro, que declara el Día Nacional del Pampino y lo establece feriado legal para las regiones que indica. (boletín N° 9.066-24 y 9065-06)

“Honorable Cámara:


La Comisión de la Cultura y de las Artes viene en informar, en primer trámite constitucional, los proyectos de la referencia, iniciados ambos en moción. 
El primero, de los diputados Pedro Araya Guerrero, Marcos Espinosa Monardes, Hugo Gutiérrez Gálvez, Juan Carlos Latorre Carmona, Manuel Rojas Molina, Felipe Salaberry Soto, David Sandoval Plaza, Orlando Vargas Pizarro, Carlos Vilches Guzmán y Felipe Ward Edwards.


El segundo, de los diputados Pedro Araya Guerrero, Fuad Chahín Valenzuela, Carolina Goic Boroevic, Juan Carlos Latorre Carmona, Ricardo Rincón González, y Matías Walker Prieto.

-o-


La Cámara de Diputados, en su sesión ordinaria celebrada el 5 de septiembre de 2013 aprobó, en general, el proyecto de ley que establece el 6 de junio como día nacional del pampino.


Por su parte, con fecha 21 de noviembre, la Cámara acordó -accediendo a una petición de la propia Comisión de Cultura y las Artes- remitir para su discusión y análisis en conjunto con el proyecto de ley que estaba radicado en esta Comisión (boletín N° 9066-24), la iniciativa legal que declara el día del pampino y lo establece como feriado legal para algunas regiones (boletín N° 9065-06), y que estaba radicado en principio en la Comisión de Gobierno Interior.


En virtud de lo anterior, y atendido el acuerdo expreso de la Sala de la Corporación, se da por cumplido lo preceptuado en el artículo 17 A de la ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional
.


Cabe hacer presente que el proyecto boletín N° 9066-24 se encuentra en segundo trámite reglamentario, y el boletín N° 9065-06, en primer trámite reglamentario.


De acuerdo a lo preceptuado en el artículo 130 del Reglamento, el proyecto de ley boletín N° 9066-24, con todas las indicaciones cursadas durante su tramitación, fue remitido a esta Comisión para segundo informe reglamentario.


Boletín N° 9066-24, que establece el 6 de junio como día nacional del pampino.


La idea matriz o fundamental del proyecto es fijar el día 6 de junio como día nacional del pampino. Fue aprobada en general por la Sala de la Corporación el 5 de septiembre de 2013, fecha en la cual se presentó una indicación de la diputada Goic, razón por la cual volvió a trámite de Comisión, para ser analizada. Con posterioridad, durante su discusión en segundo trámite reglamentario, fue retirada por la autora.


Boletín N° 9065-06, que declara el día del pampino y lo establece como feriado legal para las regiones que indica.


Esta iniciativa legal se encontraba radicada, en principio, en la Comisión de Gobierno Interior. A solicitud de esta Comisión de Cultura y las Artes, fue enviado a ésta, para que se analice en forma conjunta con la moción individualizada en el párrafo anterior.


La idea central es declarar, también un día nacional del pampino. Sin embargo, propone que dicho día sea el tercer viernes de noviembre de cada año, y que dicho día se considere feriado legal para todos los efectos en las regiones de Tarapacá y de Antofagasta.

Discusión de ambas propuestas legales, en conjunto.


La diputada Goic, expresó que una de las mociones recoge la esencia y lo principal de las dos mociones, cual es, establecer un día en particular, como día nacional del pampino. Por tal motivo, y con el fin de facilitar el despacho de las iniciativas legales respectivas, señaló que retiraba la indicación presentada a una de ellas y que formulara en la Sala.


El diputado Rojas, explicó que la iniciativa que él patrocina tiene por objeto declarar el día nacional del pampino, más no un feriado. Lo anterior se funda en la intención de dar reconocimiento a la raza, a la cultura y a la gente de la pampa chilena. Valoró la actitud de la Diputada Goic, quien retiró la indicación de su autoría en la que declaraba feriado para las dos regiones nortinas del país, Tarapacá y Antofagasta.


Hizo hincapié en que la diferencia entre ambas iniciativas radica en que una de ellas sólo declara el día 6 de junio como día nacional del pampino y, la otra, junto con hacer esa misma declaración, establece un feriado legal para las regiones ya indicadas, que recaería en el tercer viernes de noviembre de cada año, día en el que se celebra el aniversario de la Comuna de María Elena.


En ese entendido, afirmó el diputado Rojas, el sentido y alma de ambos proyectos es distinto. La razón de establecer el día 6 de junio como el día nacional del pampino, es porque en dicho día se celebra la fiesta pampina, lo que ocurre en la salitrera, hoy día en estado de abandono, de nombre Pedro de Valdivia, la que además fue declarada monumento histórico nacional. Otro tanto ocurre en la oficina María Elena, El Toco, Puelma, Chacabuco, Prosperidad, Ricaventura, etc.


Mencionó que si dicho día 6 de junio recae en un día de semana, entonces la fiesta se traslada al domingo inmediatamente anterior o posterior a dicha fecha.


Recordó, además, que en un día 6 de junio se realizó la primera palada de extracción del salitre de la oficina Pedro de Valdivia.


A su juicio, la idea es que el día del pampino tenga un carácter nacional, de tal manera que todo el país pueda conmemorar dicha festividad, y no sólo circunscribirlo a dos regiones del país.

-o-


Finalmente, atendido que la única indicación presentada en la Sala, que dio origen al segundo trámite reglamentario, fue retirada por su autora -la diputada Goic-, se procedió a votar ambos proyectos en conjunto -como lo señaló la Sala-procediéndose por unanimidad de los miembros presentes, a aprobar el texto del articulado del boletín N° 9066-24, que no obstante coincidir con la idea central del otro boletín N° 9065-06, se consideró más adecuado.


Es así como, sometido a votación, se aprobó por la unanimidad de los Diputados presentes, señores De Urresti, Espinosa, Farías, Goic, Hoffmann, Kort, Rojas (en reemplazo de la diputada Nogueira), Schilling, Torres, y Vidal.

-o-


En conformidad con lo dispuesto en el artículo 288 del Reglamento de la Corporación, en este informe se debe dejar constancia de lo siguiente:

I. ARTÍCULOS QUE NO HAN SIDO OBJETO DE INDICACIONES DURANTE LA DISCUSIÓN DEL PRIMER INFORME EN LA SALA NI DE MODIFICACIONES DURANTE LA DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DEL SEGUNDO EN LA COMISIÓN.


En un principio, se presentó en Sala una indicación al artículo único, la cual con posterioridad fue retirada por su autora. A su vez, se consideró como otra indicación, el texto del proyecto del boletín N° 9065-06, que se entendió reglamentariamente rechazado, atendido que se aprobó el del texto original del boletín N° 9066-24.

II. ARTÍCULOS CALIFICADOS COMO NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUORUM CALIFICADO.


No hay. 

III. ARTÍCULOS SUPRIMIDOS.


El artículo contenido en el proyecto que declara el día del pampino y lo establece feriado para regiones que indica (boletín N° 9065-06), del siguiente tenor:


“Declárese el tercer viernes de noviembre de cada año el Día del Pampino, el que será feriado para las regiones de Tarapacá y Antofagasta.”
IV. ARTÍCULOS MODIFICADOS.


No hay.

V. DE LOS ARTÍCULOS NUEVOS INTRODUCIDOS.


No hay.

VI. DE LOS ARTÍCULOS QUE DEBAN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.


No hay.

VII. DE LAS INDICACIONES RECHAZADAS POR LA COMISIÓN
.


“Artículo único.- Declárase el tercer viernes de noviembre de cada año el día del pampino, el que será feriado para las regiones de Tarapacá y Antofagasta.”
VIII. DISPOSICIONES LEGALES QUE EL PROYECTO MODIFIQUE O DEROGUE.


No hay.

IX. TEXTO ÍNTEGRO DEL PROYECTO TAL COMO HA SIDO APROBADO POR LA COMISIÓN.


Artículo único.- Establécese el 6 de junio como Día Nacional del Pampino.”.

-o-


Se designó Diputado Informante, por la unanimidad de los Diputados presentes en la Comisión, al señor Manuel Rojas Molina.

-o-


Tratado y acordado, según consta en el acta correspondiente a la sesión de 27 de noviembre de 2013, con asistencia de los Diputados De Urresti, Espinosa, Farías, Goic, Hoffmann, Kort, Rojas (en reemplazo de Diputada Nogueira), Schilling, Torres, y Vidal.

Sala de la Comisión, a 27 de noviembre de 2013.-


(Fdo.): ANA MARÍA SKOKNIC DEFILIPPIS, Abogada Secretaria de la comisión.”
18. Proyecto iniciado en moción del señor diputado Rivas sobre reforma
Constitucional relativa a los números que indica del artículo 19.
(boletín N° 9172-07. 

“Nuestra Carta Fundamental, en su artículo 19, asegura a todas las personas una importante cantidad de derechos esenciales, entre ellos, la libertad de trabajo y la de desarrollar actividades económicas.

Sin embargo, en el caso de la libertad de trabajo, hay ciertos derechos laborales esenciales que el constituyente dejó, a nuestro juicio, fuera de la redacción del texto constitucional, como lo son el derecho a la capacitación laboral, al reposo y al descanso, a ser compensado por su labor cuando se termina el contrato de trabajo por cualquier causa y a trabajar en condiciones de higiene y seguridad dignas. En” el caso del desempeño de una actividad económica, también a nuestro juicio, el constituyente no incluyó como limitante una prohibición expresa, a nivel constitucional, del monopolio y el aumento usurario de las ganancias y beneficios. En este proyecto de ley, incluso, se incluye la necesidad de que el texto constitucional expresamente indique que debe indefectiblemente haber una sanción a dichas conductas, la que siempre deberá considerar la pena de privación de libertad, habida la importancia y función social incuestionable de la riqueza, del capital y su principal fruto, el interés.

Es por esa razón que, a través de este proyecto de ley, se pretende subsanar dichas omisiones, integrando al texto constitucional estos derechos laborales y limitantes a la actividad económica ya indicadas. Agrégase, además, la posibilidad de interponer Recurso de Protección por la vulneración de los derechos laborales que este proyecto incorpora.

Por tanto, en virtud de los fundamentos expresados, vengo en proponer a este Honorable Congreso el siguiente proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY:

Artículo 1°: Reemplácese el actual inciso 10 del numeral 16° del artículo 19 de la Constitución Política de la República por el siguiente:

“El trabajo es el medio indispensable para alcanzar la plena satisfacción de las necesidades espirituales y materiales del individuo. Es, al mismo tiempo, la función social en la que se fundamenta la prosperidad general del país. Toda persona tiene derecho a:

a) La libre contratación y libre elección del trabajo.

b) Recibir por su trabajo una retribución moral y materialmente justa, que satisfaga sus necesidades vitales y sea compensatoria del rendimiento obtenido y del esfuerzo realizado.

c) Tener acceso a aquellas instancias que le permitan perfeccionarse y capacitarse laboralmente, siendo especial deber del Estado dar plena satisfacción a ello.

d) Desempeñar su trabajo en condiciones de higiene y seguridad adecuadas y dignas.

e) Tener acceso a la debida recuperación física y síquica del trabajo, mediante el reposo y el descanso.”
f) Recibir una justa y digna compensación por su labor cuando se ponga fin a su contrato de trabajo, sin importar la causa de su término.

Artículo 2°:
Reemplácese el actual numeral 21° del artículo 19 de la Constitución Política de la República por el siguiente:

“21° El derecho de la libre iniciativa privada a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraría a la moral, al orden público, la seguridad nacional y las leyes.

El desempeño de dicha actividad económica no podrá tener nunca como objetivo, expreso o encubierto, obtener el control monopólico de los mercados y la eliminación de la competencia, así como tampoco el aumento usurario de la justa ganancia. La ley deberá disponer las sanciones que se habrán de aplicar a quien incumpla lo dispuesto en este inciso, las que siempre y en todo caso deberán incluir penas privativas de liberad.

El Estado podrá, en salvaguardia de los intereses generales, desarrollar actividades empresariales mediante una ley que lo autorice a ello. Dichas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivo justificados establezca la ley.”
Artículo 3°: Reemplácese, en el inciso 1° del artículo 20 de la Constitución Política de la República, a continuación del guarismo “16°”, la frase “en lo relativo a la libertad de trabajo y al derecho a su libre elección y libre contratación, y a lo establecido en el inciso cuarto” por la frase “respecto de lo dispuesto en su inciso primero, letras a), b), c), d), e) y f) y en su inciso cuarto.”
19. Oficio de la Corte Suprema. (boletín 9058-29)

“Oficio N° 144-2013

Informe proyecto de ley 42-2013

Antecedente: Boletín N° 9058-29.

Santiago, 2 de diciembre de 2013.

Por Oficio N° 249/2013, de 4 del mes en curso, la Comisión Especial de Deportes de la Cámara de Diputados ha solicitado a esta Corte Suprema informe acerca de un proyecto de ley, iniciado por moción, que pretende modificar la Ley N° 19.327 que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional. Dicho dictamen se pide de conformidad con lo previsto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 19.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 29 de noviembre último, presidida por el titular señor Rubén Ballesteros Cárcamo y con la asistencia de los Ministros señores Milton Juica Arancibia, Nibaldo Segura Peña, Hugo Dolmestch Urra, Héctor Carreño Seaman y Pedro Pierry Arrau, señoras Rosa Egnem Saldías y María Eugenia Sandoval Gouét, señores Lamberto Cisternas Rocha y Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz y suplentes señores Juan Escobar Zepeda, Carlos Cerda Fernández y Alfredo Pfeiffer Richter, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

“Santiago, veintinueve de noviembre de dos mil trece. Vistos y teniendo presente:

Primero: Que por Oficio N° 249/2013, de 4 del mes en curso, la Comisión Especial de Deportes de la Cámara de Diputados ha solicitado a esta Corte Suprema informe acerca de un proyecto de ley, iniciado por moción, que pretende modificar la Ley N° 19.327 que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional. Dicho dictamen se pide de conformidad con lo previsto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 19.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

La reforma aludida introduce un nuevo artículo 6° I a la citada ley, precepto que ya había sido modificado por la Ley N° 20.620 del año 2012 y en la que se sancionan como ilícitas diversas conductas que no estaban incluidas en su texto original.

Segundo: Que según se expone en la moción correspondiente, son de público conocimiento los conflictos suscitados entre hinchas, cuerpos técnicos y jugadores no sólo en estadios de fútbol y sus alrededores, sino también en campos de entrenamiento, lugares de concentración de los equipos previos a partidos, hoteles e instalaciones de los clubes deportivos, consistente en llamados telefónicos a las concentraciones y hoteles, amenazas e insultos en entrenamiento, daños a vehículos, etc.

De acuerdo al texto original del artículo 6° I que se agrega, se sanciona con pena de multa y prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol profesional al que causare lesiones, daños a la propiedad o infrinja (sic) amenazas a jugadores profesionales, cuerpos técnicos o árbitros en hoteles, centros de entrenamiento y demás instalaciones de propiedad o arrendadas por un club de fútbol profesional.

La disposición en comento fue luego materia de correcciones tanto por el Ejecutivo como por la misma Comisión, quedando de la siguiente manera: “Articulo 6° I: El que cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 6° y 6° A en contra de jugadores de fútbol profesional, integrantes del cuerpo técnico de los equipos de fútbol profesional o árbitros profesionales de dicha actividad deportiva, en centros de entrenamiento, estadios de fútbol y demás instalaciones de propiedad de un club profesional o arrendadas por éstos o en el traslado desde o hacia dichos lugares, será sancionado con las penas que las referidas disposiciones contemplan y les será aplicable lo dispuesto en los artículos 6° C, 6° D, 9° y 10”.

Tercero: Que el proyecto en análisis considera punibles ciertas conductas referidas a la actividad del fútbol profesional, en cuanto se afecte a jugadores, cuerpo técnico y árbitros y, por lo tanto, se trata de una norma sustantiva penal que no refiere a la organización ni atribuciones del Poder Judicial, de modo que a esta Corte Suprema no le cabe informar al respecto, considerando, además, que dichas acciones ilícitas se relacionan con otras normas que han sido ya aprobadas como leyes.

Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se omite pronunciamiento respecto del proyecto de ley que modifica la Ley N° 19.327, que fija normas para prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional, tipificando los delitos de lesiones y amenazas en contra de las personas que indica.

Ofíciese.

PL-42-2013.”
Saluda atentamente a V.S.

(Fdo.): CAROLINA ELVIRA PALACIOS VERA, Prosecretaría

AL SEÑOR

SERGIO MALAGAMBA STIGLICH

ABOGADO SECRETARIO JEFE DE COMISIONES

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO.”

*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; PRSD: Partido Radical Social Demócrata; IND: Independiente. PC: Partido Comunista e IC: Izquierda Ciudadana.


� Nota: Como se explicará más adelante, el proyecto ingresado bajo este número de boletín se tituló “Modifica la ley de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales, y establece ley sobre violencia en las relaciones de pareja sin convivencia”, el que constaba de cuatro artículos que proponían diversas modificaciones, todas, las que tenían la misma idea matriz y eran muy similares en su redacción, a las normas contenidas en el proyecto de ley despachado por esta Comisión de Familia, que refundió trece mociones, fundamentadas todas, por una parte, en la necesidad de fortalecer la protección de las víctimas y aumentar la sanción de los victimarios, y, por la otra parte, poner a disposición de los tribunales mejores herramientas para la aplicación de la ley, y a las policías, para la prevención de la violencia, proyecto que se encuentra por disposición de la Sala, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Por lo anterior, el Ejecutivo luego de la presentación del proyecto concordó con la Comisión de Familia separar los temas de modo que el proyecto se redujo solamente al Cuarto Artículo, con el nombre del epígrafe, y, respecto de los tres primeros, serían ingresados vía indicación, a la Comisión de Constitución para analizarlos en la tramitación del otro proyecto señalado.


� 10 de abril de 2013


� Nota de la Secretaría: Todas las mociones señaladas se encuentran despachadas por la Comisión de Familia, en texto refundido, en diciembre de 2012, con anterioridad al ingreso de este Mensaje, y actualmente se encuentra en la Comisión de Constitución por Acuerdo de la Sala, desde marzo del año en curso


� Los autores de dichas mociones son de iniciativa de: Eliana Caraball, Leopoldo Sánchez, Osvaldo Palma, Francisco Encina, Adriana Muñoz, Denise Pascal, María Antonieta Saa Díaz, Alejandra Sepúlveda, Ximena Valcarce, Ximena Vidal, Maximiano Errázuriz, Karla Rubilar; Rodrigo Álvarez, Eugenio Bauer, Marcela Cubillos, Julio Dittborn, Marcelo Forni, Javier Hernández, Patricio Melero, Iván Moreira, Gonzalo Uriarte, Felipe Ward, Pedro Araya, Eduardo del Río, Carolina Goic, Jaime Mulet, Sergio Ojeda, Carlos Olivares, Jorge Sabag, Mario Venegas, Francisco Chahúan, Alfonso De Urresti, Marcelo Díaz, Marco Enríquez-Ominami, Álvaro Escobar, Tucapel Jiménez, Gonzalo Arenas, Jaime Quintana, Fulvio Rossi, Jorge Tarud, Patricio Vallespín, Claudio Alvarado, Ramón Barros, María Angélica Cristi, Marta Isasi, Juan Masferrer, Claudia Nogueira, Manuel Rojas, Marisol Turres, Guillermo Ceroni, Cristina Girardi, Gaspar Rivas, Marcela Sabat, René Saffirio, Enrique Estay, Alejandro García-Huidobro, José Antonio Kast, Andrea Molina, Carlos Recondo, David Sandoval; Ignacio Urrutia, Gastón Von Mühlenbrock, Mónica Zalaquett, Jorge Burgos, Juan Bustos, Roberto León, Carlos Bianchi, Soledad Alvear, José Antonio Gómez, Hernán Larraín, Juan Pablo Letelier, Sergio Romero, Lily Pérez, Ximena Rincón, Antonio Horvarth y Patricio Walker.


� Ver nota 1


� Manual sobre Investigación para casos de violencia de pareja y femicidios en Chile, escrito por la Unidad Especializada en Responsabilidad Penal Adolescente y delitos de violencia intrafamiliar, de la Fiscalía Nacional de Chile, enero de 2012. En la Biblioteca de la Comisión de Familia


� D.O. 7 de octubre de 2005


� Centros de atención SERNAM. Manual sobre Investigación para casos de violencia de pareja y femicidios en Chile, escrito por la Unidad Especializada en Responsabilidad Penal Adolescente y delitos de violencia intrafamiliar, de la Fiscalía Nacional de Chile, enero de 2012. En la Biblioteca de la Comisión de Familia


� Trabajo efectuado por Pedro Harris, Biblioteca del Congreso Nacional


� Disponible en: �HYPERLINK "http://www.bcn.cl/leyes/pdf/actualizado/242648.pdf"�http://www.bcn.cl/leyes/pdf/actualizado/242648.pdf� (Septiembre, 2012).


� La Comisión de Familia aprobó un proyecto de ley que refunde doce mociones que modifican la Ley de Violencia Intrafamiliar, entre ellas, incorpora la violencia sexual y patrimonial; se encuentra radicado en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, desde marzo del año en curso.


� En otros casos, como ocurre en el Reino Unido, la violencia doméstica no constituye una tipificación especial. Por ello, se carece de definiciones que establezcan los elementos configuradores de clases de violencia, como la patrimonial y sexual. En general, estas nociones se consagran en términos amplios. En este caso, ha sido definida como “any incident of threatening behaviour, violence or abuse (psychological, physical, sexual, financial or emotional) between adults who are or have been intimate partners or family members, regardless of gender or sexuality”. Domestic Violence, Forced Marriage and Honour-Based Violence House of Commons, 2008, vol I, Reino Unido, p. 11.


� Ley N° 7586 contra la Violencia Doméstica de Costa Rica, disponible en: http://bcn.cl/w1sb (Septiembre, 2012).


� Ley N° 38 de 2001 de Panamá, disponible en: http://bcn.cl/w1sl (Septiembre, 2012).


� Ley N° 17.514 sobre Violencia Doméstica de Uruguay, disponible en: http://bcn.cl/w1su (Septiembre, 2012).


� Disponible en: http://info4.juridicas.unam.mx/adprojus/leg/16/613/7.htm?s= (Septiembre, 2012).


� Disponible en: http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/an-l13-2007.tp.html#a1 (Septiembre, 2012).


� Disponible en: http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm (Septiembre, 2012).


� Antecedentes extraídos por la Secretaría desde las páginas web del Sernam y de Carabineros de Chile


� Instituto Nacional de la Juventud, Departamento de Estudios y Evaluación (2009)


� Antecedentes elaborado por la Analista de Asesoría Parlamentaria de la Biblioteca del Congreso Nacional abogada señora Paola Truffello


� Ley disponible en �HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo11-2003.html"�http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo11-2003.html� (Agosto, 2013)


� Código disponible en �HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t7.html" \l "a173"�http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t7.html#a173� (Agosto, 2013)


� Crown Prosecution Service. Más información disponible en: http://bcn.cl/1excj (Agosto, 2013).


� Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relaciones interpersonales, disponible en �HYPERLINK "http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm"�http://www.infoleg.gov.ar/infolegInternet/anexos/150000-154999/152155/norma.htm� (Agosto, 2013)


� Ley disponible en �HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo1-2004.html"�http://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo1-2004.html� (Agosto, 2013).


� Exposición de motivo, Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género de España.


� Código Penal, Libro II. España. Disponible en �HYPERLINK "http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.html"�http://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.html� (Agosto 2013).


� El Instituto de la Mujer del Gobierno de España es un organismo autónomo adscrito al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad que vela por la promoción y fomento de la igualda de ambos sexos y la particdipación de las mujeres en la vida política, cultural, económica y social. Ver en: �HYPERLINK "http://www.inmujer.gob.es/conoceDerechos/preguntas/violencia.htm" \l "relaciones"�http://www.inmujer.gob.es/conoceDerechos/preguntas/violencia.htm#relaciones� (Agosto, 2013).


� Código Penal portugués disponible en: �HYPERLINK "http://www.nao-estas-a-venda.sef.pt/docs/codigo_penal.pdf"�http://www.nao-estas-a-venda.sef.pt/docs/codigo_penal.pdf� (Agosto, 2013). 


� Manual de Legislación sobre la violencia contra la mujer. 2010. Página 26. Disponible en: �HYPERLINK "http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook-for-legislation-on-VAW-(Spanish).pdf"�http://www.un.org/womenwatch/daw/vaw/handbook/Handbook-for-legislation-on-VAW-(Spanish).pdf� (Agosto, 2013).


� Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado.


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil


� Artículo 102 J.- El juez podrá imponer al adolescente únicamente alguna de las siguientes sanciones contravencionales: a) Amonestación; b) Reparación material del daño; c) Petición de disculpas al ofendido o afectado;d) Multa de hasta 2 Unidades Tributarias Mensuales;e) Servicios en beneficio de la comunidad, de ejecución instantánea o por un máximo de tres horas, y f) Prohibición temporal de asistir a determinados espectáculos, hasta por tres meses.


El tribunal podrá aplicar conjuntamente más de una de las sanciones contempladas en este artículo, lo que deberá fundamentarse en la sentencia.


� Artículo 8°.- Sanciones. Se castigará el maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar, atendida su gravedad, con una multa de media a quince unidades tributarias mensuales a beneficio del gobierno regional del domicilio del denunciante o demandante, para ser destinada a los centros de atención de víctimas de violencia intrafamiliar existentes en la región respectiva y que sean de financiamiento público o privado.


El condenado deberá acreditar el pago de la multa dentro de los cinco días siguientes a la fecha de la notificación de la sentencia, a menos que el juez, por motivos fundados, prorrogue dicho término hasta por quince días.


En caso de incumplimiento el tribunal remitirá los antecedentes al Ministerio Público, conforme a lo dispuesto en el artículo 240 del Código de Procedimiento Civil


� Conceptos doctrinarios de libertad sexual e indemnidad sexual entregados en el libro "Lecciones de Derecho Penal Chileno, parte especial", cuyos autores son Sergio Politoff, Jean Pierre Matus y María Cecilia Ramírez (página 238) El párrafo dice relación con la Ley 19.617 que Modifica el Código Penal, el Código de Procedimiento Penal y otros cuerpos legales en materias relativas al delito de violación.


"La libertad sexual, es la facultad de la persona para autodeterminarse en materia sexual, sin ser compelido ni abusado por otro. Sin embargo, por carecer de un cabal desarrollo de esta facultad, respecto de los menores de edad, y particularmente de los impúberes, lo que se protege no es tanto su libertad, como indemnidad sexual, esto es, el libre desarrollo de su sexualidad.


� Artículo 17 A.- La Sala, a propuesta de la comisión respectiva, podrá refundir dos o más proyectos de ley radicados en esa Cámara, siempre que todos se encuentren en el primer trámite constitucional y sus ideas matrices o fundamentales tengan entre sí relación directa. En cuanto sea posible, se consultará a sus autores.


� Corresponde al texto del proyecto signado como boletín N° 9065-06.





